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Resumen 
 
El interés por los temas ambientales derivado de la crisis ambiental global, ha introducido la 
preocupación por las formas en que el hombre se ha venido relacionando con el entorno natural. 
Estas relaciones hombre – naturaleza o sociedad – medio ambiente, han conllevado un interés 
creciente, individual y colectivo por el manejo adecuado y la conservación de los recursos 
naturales, a tal punto que se ha incorporado en el contexto mundial el planteamiento de 
alternativas de desarrollo más adecuadas como las que se trazaron en la Cumbre de la Tierra en 
1992 bajo el lema del desarrollo sostenible. Entre las alternativas que se han adelantado con miras 
a la sostenibilidad económica y ambiental en zonas rurales, han surgido distintas propuestas de 
uso y manejo de los recursos, entre las cuales el turismo ecológico y el ecoturismo se perfilan 
como opciones en procura del cumplimiento de esta meta, bajo el supuesto que con este tipo de 
turismo se lograría maximizar los ingresos de las comunidades locales, a la vez que se protegen el 
patrimonio ecológico, histórico y cultural del territorio. 
  
Esta investigación, tiene por objeto incorporar el debate sobre los derechos patrimoniales de 
herencia y existencia, fundamentales para comprender el patrimonio en su dimensión cultural y 
natural como derechos reconocidos por el Estado colombiano y como aporte en el análisis y la 
determinación de impactos sobre el medio ambiente en sus dimensiones física, biótica, económica, 
política y cultural, derivados de operaciones del desarrollo, de tal manera, que se puedan generar 
insumos y herramientas para una más adecuada gestión socioambiental del territorio y sus 
recursos. 
  
Los derechos patrimoniales de herencia y existencia como aquellos que en sus contenidos y 
debate amplían el marco de referencia y actuación para la gestión ambiental propiamente dicha, 
permiten apropiar nociones y criterios para la interpretación de las normas y un acercamiento de 
éstas a las realidades locales y su diversidad, las cuales en últimas, determinan las 
potencialidades y restricciones que poseen los territorios y su población, para lograr la apropiación 
de los beneficios del desarrollo, que en este caso se derivaría de la actividad turística. 
  
El aporte conceptual y metodológico de esta investigación permite entre otras, identificar las 
divergencias y convergencias con respecto a las normas nacionales que rigen el patrimonio y 
aportar elementos para la toma de decisiones, con miras a encontrar soluciones de compromiso 
entre intereses que pueden ser contrapuestos entre ellos mismos y en relación con la 
normatividad. Lo anterior permite potenciar el patrimonio como noción clave para la sostenibilidad y 
a la vez como cuerpo legal para garantizar una incorporación de las comunidades locales en los 
circuitos del mercado global haciendo uso sostenible de los recursos humanos y naturales 
existentes del territorio. 
 
Palabras Clave: Gestión ambiental, Patrimonio Natural y Cultural, Derechos Patrimoniales de 
Herencia y Existencia, Sapzurro. 
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Abstract 
 
The interest in environmental issues derived from the global environmental crisis has brought to 
light new concerns for the way man has been interacting with its natural environment. These 
relationships (man-nature or society-environment) have led to a growing interest on the adequate 
management and conservation of natural resources, both on a collective as well as an individual 
basis, such that several approaches on more adequate developmental alternatives have been 
proposed in a global context, case in point the alternatives raised during the Earth Summit in 1992 
under the sustainable development tagline. Several resource use and management strategies have 
emerged within financial and environmental sustainability alternatives in rural areas, where 
ecological tourism and ecotourism are considered as alternatives that lead to the accomplishment 
of this goal, under the postulation that this type of tourism would maximize the local community’s 
income, while protecting the region’s ecological, historical and cultural legacies. 
 
This research aims to incorporate the debate on the rights of existence and inheritance, which are 
fundamental in order to comprehend the patrimony’s cultural and environmental dimensions 
acknowledged by the Colombian Government, as well as an input in the analysis and establishment 
of impacts derived from developmental operations on the environment in its physical, biotic, 
economic, political and cultural dimensions, in such a manner as to generate consumer goods and 
tools for an adequate socio-environmental land and resource management. 
 
The patrimonial rights of existence and inheritance, including those that broaden the frame of 
reference and performance of environmental management as such, allow for the acquirement of 
notions and criteria for bylaw interpretation, as well as for an approach to local realities and their 
diversity, which determine the potentialities and restrictions of a territory and its inhabitants, in order 
to achieve the appropriation of development-related benefits, which in this case are derived from 
the tourism activity.  
 
The conceptual and methodological input regarded in this research allow to identify divergences 
and convergences with respect to national laws that govern the patrimony and to provide important 
elements to the decision making process, for the purpose of finding committing solutions of different 
interests that can be confronted amongst themselves and in relation to the region’s normativity. This 
will allow enhancing the notion of patrimony as key in susteinability issues and serving as a body of 
law to guarantee an inclusion of the local communities in the global market ambit, making use of a 
sustainable use of the human and natural resources present in the territory. 
 
Keywords: Environmental management, Natural and Cultural Patrimony, Patrimonial Rights of 
Existence and Inheritance, Sapzurro. 
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Fuente: EVEE, 2006 

 

 Introducción 
 
El reciente interés por los temas ambientales derivado de la crisis ambiental 
global, ha introducido la preocupación por las formas en que el hombre se ha 
venido relacionando con el entorno natural. Estas relaciones hombre – naturaleza, 
han conllevado un interés creciente, individual y colectivo por el manejo adecuado 
y la conservación de los recursos naturales, a tal punto que se ha incorporado en 
el contexto mundial el planteamiento de alternativas de desarrollo más adecuadas 
como las que se esbozaron en la Cumbre de la Tierra en 1992 bajo la consigna 
del desarrollo sostenible.  
 
En este contexto, la diversidad cultural del Darién colombo panameño, traducida 
en la presencia de comunidades negras, indígenas y población mestiza con 
distintos modos de vida y de apropiación y uso del territorio, configuran un marco 
de complejidad socioambiental, que necesariamente debe ser abordado desde 
una mirada compleja e instaura la necesidad de realizar procesos de gestión en 
múltiples direcciones, que garanticen la vida, la reproducción de la población y la 
sostenibilidad del frágil equilibrio de ese territorio. 
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Estas características han generado el interés por un manejo socioambiental que 
incluye la discusión sobre los usos, entre ellos la conservación y el manejo 
sostenible del patrimonio natural y cultural, entendiendo que este patrimonio 
constituye la integralidad del ambiente, Se trata entonces de concebir proyectos 
de desarrollo integrales que incluyan la conservación como una de las estrategias 
fundamentales para y del desarrollo. 
 
El Corregimiento de Sapzurro, ubicado en el sector noroccidental del 
departamento del Chocó en el Municipio de Acandí, hace parte de este territorio 
de frontera, en el que confluyen múltiples intereses de orden global, nacional y 
local, en virtud tanto de su posición geoestratégica como sitio de conexión entre 
Centro y Suramérica, como por el patrimonio cultural y natural que alberga, 
razones por las cuales se le escogió como caso de estudio para el presente 
proyecto. 
 
Este trabajo de tesis1, pretende constituirse en un aporte, en tanto busca abordar 
uno de las deficiencias de la gestión socioambiental en Colombia, referido a la 
carencia de estudios, enfoques y metodologías y propuestas innovadoras para el 
reconocimiento de los derechos patrimoniales que amparan a la población 
afectada por los proyectos de desarrollo. 
 
El desconocimiento de estos derechos generalmente deriva no solo en una 
deslegitimación de las actuaciones de los agentes promotores de los proyectos de 
desarrollo, en tanto que estas actuaciones conducen en muchos casos a una 
“crisis adaptativa”2 para las poblaciones afectadas la cual difícilmente logran 
superar, lo cual se evidencia en las problemáticas y conflictos por el control y 
manejo del territorio, y en últimas en la reproducción de condiciones de pobreza e 
inequidad que en nuestro país configuran, uno de los obstáculos más evidentes 
para que realmente los beneficios del desarrollo lleguen a toda la población. 
 

                                                           
1
 Adscrito al proyecto de Investigación:“Fortalecimiento del turismo basado en la naturaleza como 
alternativa de desarrollo sustentable: Bases para el desarrollo de programas de conservación y 
turismo para el Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, Chocó” desarrollado en el año 
2008, con financiación de la empresa Interconexión Eléctrica SA (ISA) por el grupo de 
investigación Evaluación y Valoración de Ecosistemas Estratégicos (EVEE), vinculado a los 
posgrados en gestión ambiental de la Escuela de Geociencias de la Facultad de Minas de la 
Universidad Nacional de Colombia Sede Medellín. 
2
 Carmona (2002) explica que en el marco de los procesos de modernización, las operaciones del 
desarrollo configuran un factor exógeno de cambio en la relación medio ambiente y sociedad, que 
inducen estados de crisis adaptativa y coyunturas de cambio cultural. Agrega el mismo autor que 
estas transformaciones configuran una presión intensa sobre el potencial que tienen las 
comunidades humanas para adaptarse a las nuevas condiciones que plantean las dinámicas del 
desarrollo y en determinados casos pueden llegar a comprometer la supervivencia misma de las 
comunidades involucradas. La manifestación de estos cambios se puede dar a través de la 
desarticulación social de la población, cambios sociales, pérdida de valores, reinterpretación de la 
tradición y el replanteamiento del imaginario social sobre lo que representa el mayor bienestar. 
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Esta investigación, tiene por objeto incorporar el debate sobre los derechos 
patrimoniales de herencia y existencia, fundamentales para comprender el 
patrimonio en su dimensión cultural y natural como derechos reconocidos por el 
Estado colombiano y como aporte en el análisis y la determinación de impactos 
sobre el medio ambiente en sus dimensiones física, biótica, económica, política y 
cultural, derivados de las llamadas “operaciones del desarrollo”3, de tal manera, 
que se puedan generar insumos y herramientas para una más adecuada gestión 
socioambiental del territorio y sus recursos. 
 
El reconocimiento de estos derechos busca ampliar el marco de referencia y 
actuación para la gestión ambiental, permitiendo apropiar nociones y criterios para 
la interpretación de las normas y un acercamiento de éstas a las realidades 
locales y su diversidad, las cuales en últimas, determinan las potencialidades y 
restricciones que poseen los territorios y su población, para lograr la apropiación 
de los beneficios del desarrollo, que en este caso se derivaría de la actividad 
turística. 
 
Para tal efecto se elaboró el marco jurisprudencial del patrimonio cultural y natural, 
a partir del enfoque metodológico del “análisis de contenido”, con el fin de estudiar 
principalmente, los argumentos que han servido de sustento a la Corte 
Constitucional para delinear el alcance de este patrimonio y sus derechos 
asociados a partir del control de constitucionalidad desarrollado entre los años 
1992 y 2008. 
 
Mientras que como parte del estudio en caso se buscó contrastar los criterios 
jurídicos estructurantes de los “derechos de herencia y existencia” identificados en 
el marco conceptual, legal y jurisprudencial del patrimonio, con el fin de verificar la 
efectiva existencia de los elementos que sustentan tales derechos en el 
corregimiento de Sapzurro. Derechos fundados no solo en una dimensión 
patrimonial vinculada a la propiedad como derecho heredable y fuente de 
derechos reales, sino extendida a los conceptos de “territorio” y “territorialidad”, 
por tanto a un sistema cultural, a un núcleo familiar y vecinal, a unas relaciones 
sociales con otros y con la naturaleza construidas en el tiempo, que dan sentido a 
la existencia de las personas al interior de un colectivo. 
 
Lo anterior con miras a aportar elementos y criterios jurídicos estructurantes que 
constituyen el patrimonio de herencia y existencia de las comunidades y su 
territorio, como nuevos elementos a considerar en el desarrollo y la gestión de 
proyectos en zonas que como las de fronteras en nuestro país, presentan 
                                                           
3 Según Carmona (2002), las llamadas operaciones del desarrollo se caracterizan por ser 
expresión de la constitución de procesos dirigidos a generar condiciones económicamente más 
avanzadas a través de la industrialización; la difusión y despliegue generalizado de valores y 
principios de la modernidad; la imposición por vías de persuasión u otros medios, de formas de 
orden social, de racionalidad y de actitud política tanto individual como grupal; la promoción de 
proyectos de infraestructura, urbanización, educación, explotación de recursos naturales, etc. 
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importantes complejidades, propias de una Nación pluriétnica, multicultural y 
diversa, como respuesta a la necesidad de fortalecer iniciativas de desarrollo 
alternativo que den cuenta de estas realidades, y permitan afianzar en la práctica 
los principios del Estado Social de Derecho en los que se inscribe nuestra Nación.  
 
El fortalecimiento de modelos de desarrollo sostenible que por imperativo 
constitucional y legal, necesariamente han de orientarse hacia el reconocimiento y 
la obligatoriedad de la protección de la diversidad étnica, natural y cultural de la 
Nación (Art. 7 y 8 Constitución Política de Colombia), la soberanía nacional y la 
autodeterminación de los pueblos, se convierte en prioridad para todos los 
agentes promotores de los proyectos de desarrollo, dados además los principios 
del régimen jurídico de un Estado Social de Derecho, democrático, participativo y 
pluralista, fundado en la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran (Art. 1 Constitución Política de Colombia), máxime 
cuando se trata de comunidades vulnerables sin capacidad para enfrentar las 
lógicas que actualmente rigen la territorialidad en la zona. 
 
Se trata en últimas de potenciar el patrimonio como noción clave para la 
sostenibilidad y a la vez acervo para garantizar una incorporación de las 
comunidades locales en los circuitos del mercado global haciendo uso sostenible 
de los recursos humanos y naturales existentes del territorio. 
 
La investigación se encuentra dividida en siete capítulos, consistiendo el primero 
en la contextualización político administrativa del área de estudio, en los ámbitos 
local, municipal y departamental; el segundo capítulo trata el tema del patrimonio 
cultural y natural y su gestión, desde sus antecedentes, los cuales incluyen el 
proceso de reconocimiento internacional del patrimonio, con énfasis en la noción 
de “Turismo patrimonial” y la reseña del patrimonio cultural natural existente en la 
región del Darién colombo – panameño. En esta sección se incluye además, una 
recopilación histórica de la gestión del patrimonio cultural y natural en Colombia, 
que muestra la evolución del marco institucional y normativo asociado, así como la 
descripción de las territorialidades que pesan sobre la gestión del patrimonio en la 
región del Darién colombo panameño.  
 
El capítulo tercero aborda los referentes conceptuales en la gestión del patrimonio 
y las perspectivas que desde los ámbitos académicos e institucionales pretenden 
ampliar la noción de la misma, incursionando en elaboraciones teórico – prácticas, 
orientadas a la protección y revalorización del patrimonio y su papel en la 
generación de oportunidades para el desarrollo local a partir de proyectos de 
desarrollo patrimonial. El capítulo cuarto expone la estrategia conceptual y 
metodológica empleada para el logro de los objetivos trazados, a partir de la 
definición de conceptos básicos, la descripción de las metodologías y las fases en 
que se desarrollaron. Por su parte, el capítulo quinto estudia los intereses 
económicos expresados en proyectos de desarrollo que desde el ámbito 
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internacional, nacional y local, se han centrado en la región del Darién colombo – 
panameño en función de su posición geoestratégica. 
 
De otro lado, el capitulo sexto denominado “El patrimonio de herencia y existencia 
en Sapzurro”, integra los resultados de las metodologías planteadas en las 
siguientes secciones:  
 
“El marco jurisprudencial del patrimonio cultural y natural”, que consta de dos 
subsecciones de análisis, en respuesta a la estructura dual de las sentencias 
consistente en una parte de “identificación – fáctica” y otra “motiva - resolutoria”; y 
los “Elementos y criterios jurídicos estructurantes del patrimonio de herencia y 
existencia”, que a su vez se subdivide en cuatro secciones en las cuales se 
aborda “el proceso de consolidación histórica y territorial”, que trata la lucha por la 
permanencia de la comunidad de Sapzurro en el territorio que sustenta su sistema 
cultural a partir de las adaptaciones que a través de los años han hecho posible su 
inserción en las distintas lógicas socioeconómicas que desde el orden nacional y 
regional han determinado el uso y aprovechamiento de los recursos del lugar. En 
“el estado de los ecosistemas y el ejercicio de habitar”, se analiza el estado de los 
ecosistemas del corregimiento en términos de conservación y conectividad, y la 
relación de su estado actual con el ejercicio habitar en el territorio; posteriormente 
se incursiona en la identificación de las “estrategias para garantizar la 
permanencia y ocupación de la población en el territorio” desarrolladas por la 
comunidad en su permanencia histórica en el lugar y se analizan los impactos que 
el turismo actual genera sobre los derechos patrimoniales de herencia y 
existencia. 
 
Seguidamente, se analiza la inescindible relación entre el patrimonio cultural y 
natural en un contexto territorial que como el de Sapzurro subsiste a partir de un 
delicado equilibrio tanto del sistema cultural, y las implicaciones legales que se 
derivan a partir de la contrastación del estudio en caso con los referentes 
conceptuales y el marco legal y jurisprudencial del patrimonio. Para finalizar con el 
capítulo séptimo, en donde se exponen las conclusiones que arroja la 
investigación, así como los aportes que la misma ofrece. 
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Fuente: EVEE, 2006 

 

1 Localización político administrativa 
 
 
En límites entre Colombia y Panamá se encuentra el corregimiento de Sapzurro, 
que pertenece al municipio de Acandí, departamento del Chocó.  Esta localización 
tiene múltiples implicaciones ecológicas, económicas, sociales y especialmente 
políticas y legales, por la cantidad de figuras jurídicas que desde la perspectiva 
político administrativa se ciernen sobre este pequeño territorio.  
 
En primer lugar, la Constitución Política colombiana de 1991 establece la 
organización territorial de la Nación en Entidades Territoriales: Departamentos,  
Distritos, Municipios y los Territorios Indígenas (Titulo XI, Capitulo I, artículo 286), 
que de acuerdo con el proceso de descentralización político administrativa, 
emprendido en Colombia desde 1986, poseen ciertos grados de autonomía para 
planear su desarrollo y ordenar el territorio en función de sus particularidades. 
Dada esta autonomía, los municipios poseen según el artículo 318, un “régimen 
municipal” (Titulo XI, Capítulo III) que los faculta y obliga al ordenamiento y 
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administración de su territorio4, en virtud de lo cual pueden crear subdivisiones 
territoriales municipales, denominadas comunas y corregimientos. 
 
En segundo lugar, esta normatividad que rige el municipio de Acandí y sus 
corregimientos y comunas, se ve afectada por su ubicación fronteriza con la 
República de Panamá, lo que al igual que los municipios de Unguía, Juradó, los 
convierte en objeto de una regulación especial a través de la Ley 191 de 19955, 
denominada comúnmente “Régimen Especial para las Zonas de Frontera”. Como 
instrumento esta ley no ha logrado ser complementaria, y el algunos casos es 
contradictoria, con preceptos de autonomía municipal consagrados en la 
Constitución, en la Ley Orgánica 152 de 1994 y la Ley 388 de 1997 de 
Ordenamiento Territorial.  
 
En tercer lugar, está la normatividad ambiental y también la referida a las 
territorialidades de minorías étnicas, que establecen funciones específicas de las 
autoridades locales frente al manejo de los recursos naturales y dan autonomía a 
las minorías para el manejo de su territorio. Difícilmente es posible compatibilizar 
este cuerpo normativo en una visión única y coherente del territorio y su manejo, 
dada su complejidad y diversidad territorial y social. 
 
1.1 Corregimiento de Sapzurro 
 
Este corregimiento corresponde a zona rural de Acandí y se localiza en su 
extremo norte. Tiene un área aproximada de 23 ha. y delimita por el occidente por 
la divisoria de aguas con la República de Panamá. En el oriente conforma la 
delimitación del Golfo de Urabá hacia el Mar Caribe. Hacia el sur limita con el 
Corregimiento de Capurganá, que igualmente pertenece al mismo municipio. 
 
Estos límites se corresponden con varios hitos geográficos como son Cabo 
Tiburón en el sector más norte, Filo Maestro (del cual hacen parte los cerros El 
Parao y Pérez Prado) en el límite con Panamá y con Capurganá tal como se 
aprecia en la figura 1. 

                                                           
4 En virtud de las normas constitucionales, la Ley 136 de 1994 desarrolló la temática de la 
modernización de la organización y funcionamiento de los municipios. Así mismo, la Ley 152 de 
1994 estableció que los municipios están obligados a elaborar y ejecutar planes de desarrollo y de 
ordenamiento territorial. 
5 Esta Ley surge como desarrollo de los artículos 287, 289 y 337 de la Constitución Política de 
1991 y para el caso de los Municipios de Unguía, Juradó y Acandí, se encuentra reglamentada por 
el Decreto 1814 de 1995. 
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Figura 1 Mapa de localización Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí 
 

 
 
Como unidad político administrativa, la subdivisión en corregimientos busca una 
mejor prestación de servicios y asegurar la participación de la ciudadanía en el 
manejo de los asuntos públicos de carácter local. Sapzurro se encuentra en el 
supuesto planteado por el artículo 118 de la Ley 136 de 1994, en donde se define 
que ante la ausencia de Corregidor, el corregimiento cuenta con un Inspector de 
Policía. 
 
1.2 Acandí como Municipio 
 
El municipio de Acandí es parte de los territorios constitutivos del Darién 
colombiano junto con los municipios de Unguía y Juradó y parte del municipio de 
Riosucio al occidente del río Atrato; en el contexto departamental se encuentra 
situado en el extremo noroccidental del departamento del Chocó, límite de 
Colombia con Panamá. Acandí tiene un área entre 86.900 ha y 105.800 ha.  Fue 
fundado hacia el año de 1887, y se hizo municipio mediante el Decreto 011 del 22 
de Diciembre de 1905, anteriormente hacía parte de Turbo (Municipio de Acandí. 
2002). 
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En virtud del artículo 320 de la Constitución Política y la Ley 617 del 2000, los 
municipios son clasificados en razón a su población, recursos fiscales, importancia 
económica y situación geográfica, con el fin de señalar distintos regímenes de 
organización, gobierno y administración.  Acorde con esto, el municipio de Acandí 
se encuentra en la sexta categoría (Aristizabal, 2004), lo cual limita su capacidad 
institucional y administrativa y sus posibilidades de maniobra fiscal dada la escasa 
asignación de recursos nacionales y departamentales y su bajo aporte al Producto 
Interno Bruto del Municipio. Ésta categorización no toma en cuenta la importancia 
geoestratégica, política y económica del municipio dada su localización. 
 
Acandí está conformado por 10 Corregimientos, 24 Veredas y 52 caseríos (ver 
tabla 1). Los centros urbanos más importantes después de la cabecera municipal, 
son en su orden: Capurganá, Sapzurro, Peñalosa, San Francisco, Caleta, San 
Miguel, Santa Cruz de Chugandí, Capitán, Titizá Bajo, Medio y Alto Rufino.  El 
patrón de asentamiento de la población por fuera de los centros poblados de cada 
corregimiento es disperso, las viviendas se ubican bordeando la parte costera y en 
las pendientes de la Serranía del Darién. 
 
Tabla 1 Organización político territorial del municipio de Acandí 
 

Corregimiento Veredas y/o caseríos 
Cabecera Municipal Batatilla, Campo Difícil, Cogollo, Corazón, Guatí y la Poma 

Caleta Playona, Playeta, Furutungo y Goleta 

Capitán 
El Brillante, El Muerto, Juancho, Los Girasoles, Dos Bocas, Astí, 
Acandí Seco Medio, Acandí Seco Abajo y Quebrada Arena 

Capurganá El Cielo, El Aguacate y La Mora 

Peñalosa 
Barracón, Brazo Seco, Campo Difícil, Chidima Neca, Nequita, Neca 
Arriba, Pescadito, Reinaldo y Pescadito 

Rufino Pinorroa, Barbua 
San Francisco Triganá, Coquital, San Nicolas, Napú, La Loma del Cielo y Río Ciego 
San Miguel El Perdido 

Santa Cruz de Chugandí 
Aguas Blancas, La Joaquina, Chugandicito, El Besote, Tibirri Arriba, 
Tibirri Medio, Tibirre Abajo, Titiza Abajo, Titiza Arriba y Murales 

Sapzurro No tiene veredas 
Fuente: Municipio de Acandí. 2002 

 
1.3 Acandí en el Departamento 
 
El Departamento del Chocó está localizado en el noroeste del país en la llanura 
del pacífico colombiano. Es el único departamento colombiano con costa tanto 
sobre el océano Pacífico como sobre el mar Caribe. Es igualmente el único 
departamento limítrofe con Panamá. Sus límites son: al norte el Departamento de 
Antioquia, la República de Panamá y el océano Atlántico, al occidente los 
Departamentos de Antioquia, Risaralda y Valle del Cauca, al sur el Departamento 
del Valle del Cauca y al oriente el océano Pacífico. Su superficie es de 46.530 
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km². En su territorio se encuentran las Áreas Protegidas del Sistema Nacional de 
Parques Nacionales Naturales, Los Katíos (parque binacional con el Parque 
Darién de Panamá), el Parque Nacional Utría y el Parque Nacional Tatamá. 
 
El Chocó cuenta con 10 municipios, 147 corregimientos, 135 inspecciones de 
policía, sujetos al régimen departamental según el cual los departamentos tienen 
entre sus funciones, la autonomía para la administración, planificación, y 
promoción el desarrollo económico y social dentro de su territorio (Municipio de 
Acandí. 2002). 
 
No obstante estas formalidades legales, el departamento del Choco, siendo uno 
de los más ricos en diversidad ecosistémica del país, es paradójicamente uno de 
los más pobres y deficitarios en calidad de vida para su población. El municipio 
capital del departamento y de mayor importancia y recursos fiscales es Quibdó. En 
general, los demás municipios, al igual que Acandí, carecen de capacidad 
institucional y fiscal, a lo que se agrega las dificultades para generar o administrar 
los recursos propios por el mal manejo de recursos por parte de los 
administradores locales de turno. 
 
La importancia de Acandí para el Departamento del Chocó está referida a los 
corregimientos de Capurganá y Sapzurro. Especialmente el primero cuenta hace 
más de una década con infraestructura hotelera y aeroportuaria, que constituyen 
la oferta de inversionistas, foráneos de la región, para la demanda de turismo 
nacional e internacional. Tal oferta turística está fundamentada en el “ecoturismo”. 
Se ofrece volver a la “naturaleza”, dadas las características de los ecosistemas del 
área, lo que igualmente ha tenido efectos sobre la demanda permanente y la 
adquisición de predios en el municipio por parte otros inversionistas nacionales y 
extranjeros, algunos de los cuales han conformado “Reservas Naturales de la 
Sociedad Civil” en forma independiente o articuladas a la Red Nacional de 
Reservas Naturales. 
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Fuente: EVEE, 2006 

 

2 El patrimonio cultural y natural y su 
gestión 

 
2.1 Antecedentes 
 
Los antecedentes en la gestión del patrimonio cultural y natural, requieren tanto de 
una contextualización histórica y conceptual básica, como del abordaje desde la 
escala nacional y local, con el fin de poner en perspectiva el estado actual del 
tema de estudio. 
 
2.1.1 El patrimonio y su reconocimiento en el contexto internacional 
 
En el ámbito internacional, la gestión del patrimonio fue objeto de un importante 
impulso en la década de 1970, con la creación de instrumentos jurídicos 
internacionales que se formalizaron a partir de nuevas aproximaciones a los temas 
del medio ambiente y la diversidad cultural, sustentadas en el debate acerca de la 
sostenibilidad de la relación hombre – naturaleza, suscitado principalmente, por  el 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 7 

informe “Límites del crecimiento”6, que advertía que el crecimiento industrial y 
poblacional podría socavar las mismas bases de la sociedad global y poner en 
cuestión la sobrevivencia misma de la especie humana (Meadows, 2004).  
 
En ese contexto la “Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Medio Humano”7, incursionó en ilustrar la relación dual e íntima, entre hombre y 
naturaleza al expresar “[...] El hombre es a la vez obra y artífice del medio que lo 
rodea, el cual le da sustento material y le brinda la oportunidad de desarrollarse 
intelectual, moral, social y espiritualmente [...]” (ONU, 1972), y entre otros 
aspectos avanzó al enunciar textualmente el deber de preservar el patrimonio 
natural a favor de las generaciones presentes y futuras, enfoque que se consolidó 
posteriormente en el llamado “desarrollo sostenible” como se verá más adelante. 
 
Derivado de esta conferencia se encargó a la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) la creación de una 
“Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural”8, para lo 
cual se sumaron los aportes que en su respectivo campo de acción habían 
desarrollado el Consejo Internacional de Monumentos y Lugares (ICOMOS) y la 
Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza y los Recursos 
Naturales (UICN).  Entre los fundamentos principales para el establecimiento  de 
un sistema de protección colectiva del patrimonio de valor excepcional la 
convención reconoció que “[...] el patrimonio cultural y el patrimonio natural están 
cada vez amenazados de destrucción, no sólo por las causas tradicionales de 
deterioro sino también por la evolución de la vida social y económica que las 
agrava con fenómenos de alteración o de destrucción aún más temibles [...]” 
(UNESCO, 1972)9. 
 
Para operativizar las recomendaciones y compromisos adquiridos por las partes 
en la Convención, se creó el “Comité del Patrimonio Mundial”, instancia que toma 
casi todas las decisiones concernientes a la constitución de la “Lista del 
Patrimonio Mundial” y a la utilización del “Fondo del Patrimonio Mundial”. La 

                                                           
6
 El informe “Límites del crecimiento humano” fue preparado por el  Instituto Tecnológico de 
Massachusetts y publicado por el Club de Roma en 1972. Esta investigación presenta los 
resultados de las simulaciones por ordenador de la evolución de la población humana sobre la 
base de la explotación de los recursos naturales, con proyecciones en 12 escenarios posibles en el 
periodo 1900 – 2100, revelando que el crecimiento económico durante el siglo XXI producirá una 
drástica reducción de la población a causa de la contaminación, la pérdida de tierras cultivables y 
la escasez de recursos energéticos. En línea en: http://www.clubofrome.org/index.php 
7
 Esta declaración surge de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano, 
reunida en Estocolmo del 5 al 16 de junio de 1972, la cual ha sido denominada comúnmente como 
la primera Cumbre de la Tierra. En esta se manifiesta por primera vez a nivel mundial la 
preocupación por la problemática ambiental global.  
8
 Este convenio fue suscrito en la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), en su 17a. reunión celebrada en París del 17 
de octubre al 21 de noviembre de 1972. 
9
 Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural. Parte motiva. 
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inclusión de bienes culturales y naturales en el listado, se encuentra sujeta a la 
satisfacción de los criterios de selección contenidos en la Guía Operativa del 
Comité, la que junto con el texto de la Convención, constituyen el principal 
documento de trabajo en lo que al tema respecta. Si bien la Convención fue un 
revolucionario desarrollo en la gestión del patrimonio, planteó una dicotomía 
fundada en la tradición que se tenía para la época sobre la protección del 
componente natural orientado a la preservación de parques nacionales y del 
componente cultural ligado al mantenimiento de edificios, monumentos históricos y 
arqueológicos. Esta separación conceptual conllevó a la desarticulación de los 
distintos mecanismos de aplicación, criterios diferentes para la selección de 
lugares a proteger y órganos distintos encargados de evaluar los sitios (ver tabla 
2).  Sin embargo, es importante resaltar la inclusión dentro del patrimonio cultural 
de la noción de lugares considerados patrimoniales, noción que da apertura al 
concepto de inseparabilidad del patrimonio cultural y natural en la construcción de 
un territorio. 
 
Tabla 2 Definición conceptual del patrimonio cultural y natural en la Convención para la 

Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural (1972) 
 

Patrimonio 
cultural 

Monumentos 

Obras arquitectónicas, de escultura o de pintura monumentales, 
elementos o estructuras de carácter arqueológico, inscripciones, 
cavernas y grupos de elementos, que tengan un valor universal 
excepcional desde el punto de vista de la historia, del arte o de la 
ciencia 

Conjuntos 
Grupos de construcciones, aisladas o reunidas, cuya arquitectura, 
unidad de integración en el paisaje les dé un valor universal 
excepcional desde el punto de vista de la historia, el arte o la ciencia 

Lugares 

Obras del hombre u obras conjuntas del hombre y la naturaleza así 
como las zonas incluidos los lugares arqueológicos que tengan un 
valor universal excepcional desde el punto de vista histórico, 
estético, etnológico o antropológico 

Patrimonio 
natural 

Los monumentos naturales constituidos por formaciones físicas y biológicas o por 
grupos de esas formaciones que tengan un valor universal excepcional desde el 
punto de vista estético o científico 
Las formaciones geológicas y fisiográficas y las zonas estrictamente delimitadas que 
constituyan el hábitat de especies animal y vegetal amenazadas, que tengan un 
valor universal excepcional desde el punto de vista estético o científico, 
Los lugares naturales o las zonas naturales estrictamente delimitadas, que tengan un 
valor universal excepcional desde el punto de vista de la ciencia, de la conservación 
o de la belleza natural. 

Fuente: ONU. 1972 

 
Casi dos décadas más tarde, el “Informe Brundtland, Nuestro futuro común", 
elaborado para la Organización de las Naciones Unidas (ONU), retoma las 
discusiones sobre los límites del crecimiento planteados desde la década de 1970 
y acuña el concepto de “Desarrollo Sostenible”, que lo definió como “[…] aquel 
desarrollo que satisface las necesidades actuales sin comprometer las 
capacidades de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades 
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[…]” (ONU, 1987), como es evidente, el concepto de sostenibilidad esta soportado 
en los dos aspectos ya recogidos en los instrumentos normativos que trataban el 
tema del patrimonio, el concepto de solidaridad intergeneracional y el de 
necesidades humanas: 
 
El concepto de solidaridad intergeneracional supone la protección de los derechos 
de las generaciones futuras de seres humanos, los cuales no pueden dar a 
conocer sus opiniones o proteger sus intereses en el proceso de la toma de 
decisiones, mientras que la satisfacción de necesidades humanas presentes y 
futuras en relación con la sostenibilidad, obliga al debate sobre esas necesidades 
humanas, y por tanto de los valores adoptados por la sociedad. Estos desarrollos 
han permitido entender que la satisfacción de las necesidades presentes y futuras, 
incluye necesariamente el conocimiento del patrimonio existente y su adopción 
como valor fundamental y por tanto la obligación de darle uso adecuado 
preservándolo y manteniéndolo en el tiempo y el espacio. 
 
En los últimos años el concepto de patrimonio ha sido objeto de revaluaciones, a 
partir de la valoración de las tradiciones culturales, lo que ha permitido superar la 
asociación fragmentada que implica el considerar como bienes del patrimonio 
cultural únicamente los monumentos y los bienes muebles. La concepción de 
excluir de la gestión del patrimonio cultural el componente intangible obedecía –en 
muchos casos aún obedece-, al arraigo que para el momento de creación de la 
Convención se tenía en modelos de pensamiento basados en relaciones 
interculturales asimétricas de poder,  dominio y control territorial y social fundadas 
en la expansión occidental, que desdeñaban la existencia de unos “otros”, es 
decir, de los sistemas culturales y territoriales que debían ser negados justamente 
porque eran el objeto de sus proyectos coloniales. 
 
Este proceso de valoración de la diversidad de sistemas culturales en su 
dimensión patrimonial, se evidenció formalmente en el año 1992, 20 años 
después, cuando el “Comité del Patrimonio Mundial”, adoptó revisiones a los 
criterios culturales de la “Guía Operativa para la Implementación de la Convención 
del Patrimonio Mundial” e incorporó la categoría de paisajes culturales. Con esta 
decisión la Convención se convirtió en el primer instrumento jurídico internacional 
para identificar, proteger, conservar y legar a las generaciones futuras los paisajes 
culturales de valor universal excepcional, en el artículo 1, acápite tercero en 
referencia  a “Lugares [...] obras del hombre u obras conjuntas del hombre y la 
naturaleza” (UNESCO, 1972). 
 
Así mismo, la UNESCO amplió el concepto de patrimonio señalando la 
importancia que reviste el patrimonio cultural inmaterial y la diversidad cultural por 
su aporte al principio de desarrollo sostenible, en la formulación de la 
“Recomendación sobre la Salvaguardia de la Cultura Tradicional y Popular” de 
1989, lo cual quedó ratificado explícitamente en la “Declaración Universal sobre la 
Diversidad Cultural” de 2001 y la “Declaración de Estambul” de 2002.  Proceso 
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que dió lugar a la proclamación, en el año 2003, de la “Convención para la 
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Intangible” en la que se reconoce 
expresamente la profunda interdependencia que existe entre el patrimonio cultural 
inmaterial y el patrimonio material cultural y natural, así como también la incidencia 
de los procesos de mundialización y de transformación social, que si bien pueden 
generar las condiciones propicias para un diálogo renovado entre las 
comunidades, también pueden dar lugar a fenómenos de intolerancia, graves 
riesgos de deterioro, desaparición y destrucción del patrimonio cultural inmaterial. 
En ese mismo sentido se reconoce que las comunidades, en especial los pueblos 
originarios -indígenas y tribales-, y en algunos casos los individuos desempeñan 
un importante papel en la producción, salvaguardia, mantenimiento y la recreación 
del patrimonio cultural inmaterial, contribuyendo con ello a enriquecer la diversidad 
cultural y la creatividad humana. 
 
A partir de entonces, el patrimonio cultural inmaterial o intangible queda definido 
como: “[...] los usos, representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas -
junto con los instrumentos, objetos, artefactos y espacios culturales que les son 
inherentes- que las comunidades, los grupos y en algunos casos los individuos 
reconozcan como parte integrante de su patrimonio cultural. Este patrimonio 
cultural inmaterial, que se transmite de generación en generación, es recreado 
constantemente por las comunidades y grupos en función de su entorno, su 
interacción con la naturaleza y su historia, infundiéndoles un sentimiento de 
identidad y continuidad y contribuyendo así a promover el respeto de la diversidad 
cultural y la creatividad humana. A los efectos de la presente Convención, se 
tendrá en cuenta únicamente el patrimonio cultural inmaterial que sea compatible 
con los instrumentos internacionales de derechos humanos existentes y con los 
imperativos de respeto mutuo entre comunidades, grupos e individuos y de 
desarrollo sostenible” (UNESCO, 2003). 
 
En la actualidad se considera a la “Lista del Patrimonio Mundial” como el 
instrumento internacional más efectivo para la conservación del patrimonio, 
convocando (a diciembre del 2000) a nivel mundial a 161 Estados Partes, que han 
inscrito 690 bienes, de los cuales 530 son bienes culturales, 138 son bienes 
naturales y 22 bienes mixtos (cultural y natural).  En lo que respecta a la región de 
América Latina y el Caribe, 33 países son Estados Miembros de la UNESCO, de 
los cuales 28 son Estados Parte con 101 sitios registrados integrados por 71 sitios 
culturales, 27 sitios naturales y 3 mixtos. Es importante resaltar que los bienes con 
valores culturales de la región están conformados en su gran mayoría por 
ciudades, sitios arqueológicos y algunos monumentos. El predominio de ciudades 
históricas sobre monumentos individuales es una característica particular de la 
región, lo que se evidencia en el hecho de que aporta la cuarta parte del total de 
ciudades históricas inscritas (Van Hooff, 2001). 
 
De otro lado, la distribución de la cantidad de bienes considerados patrimoniales 
muestra un desequilibrio considerable entre las regiones, toda vez que el 
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continente europeo reúne prácticamente la mitad de los bienes culturales y una 
tercera parte de los bienes naturales, mientras que desde el punto de vista de la 
representación de bienes protegidos a nivel mundial, las épocas históricas, el 
patrimonio cristiano y la arquitectura “elitista” están sobre-representados. En ese 
mismo sentido temas como los paisajes culturales, el patrimonio industrial, el siglo 
XIX y XX y expresiones de culturas vivas están prácticamente ausentes, más aún 
en la región de América Latina (Van Hooff, 2001). 
 
No obstante lo anterior, en la actualidad se continúa con la reflexión académica 
sobre el concepto de patrimonio y su gestión, enfocados a ir más allá de la 
selección de sitios con meritos culturales o naturales, hacia la comprensión de que 
todo recurso reviste un componente material y otro inmaterial o simbólico como un 
todo indisociable, confirmando así la imposibilidad de dividirlos más que 
“operativamente”. Esta visión compleja reconoce el carácter dinámico y mutable 
de las asociaciones entre lo material y lo simbólico, lo que se evidencia tanto 
desde las comunidades locales como desde los ámbitos externos (Lopo, M. y 
Núñez, T. 2004). 
 
Estas reflexiones resultaron de gran pertinencia, en el desarrollo del concepto de 
paisaje cultural, que si bien en sus orígenes se limitó a la designación de áreas a 
integrar a la Lista del Patrimonio Mundial, en consideración de una relación 
armónica entre naturaleza y cultura a lo largo de un extenso periodo de tiempo, 
donde hubiese evidencia de una forma de vida tradicional en la cual la naturaleza 
y la cultura estuviesen estrechamente ligadas, generó posteriormente la discusión 
acerca de la conservación de los paisajes culturales como una acción de 
desarrollo local, estrechamente relacionada con el aprovechamiento responsable, 
sostenible y rentable de los paisajes culturales (Rojas, 2007), es así como la 
constitución del paisaje en el marco de una administración territorial resulta un 
producto cultural, un fragmento del territorio disponible para la difusión promoción 
y utilización de una imagen del territorio (Lopo, M. y Núñez, T, 2004). 
 
Las reflexiones conceptuales acerca de la gestión del patrimonio, han tenido 
relación directa con el tema del turismo, toda vez que como lo reseña Barretto 
(2007), “[…] desde el punto de vista comercial el turismo es un producto que se 
elabora con las materias primas de la naturaleza (recursos naturales) o de la 
cultura material y simbólica (recursos culturales) […]”; este vinculo se explica al 
considerarse que esta “operación del desarrollo”, presupone la existencia de 
contingentes de personas (turistas) que migran temporalmente con su carga de 
expectativas provenientes de las más diversas fuentes y por los más diversos 
motivos posibles, hacia destinos en los que se interrelacionan en mayor o menor 
grado con las comunidades locales y el medio en el cual habitan. 
 
La comprensión de los efectos del turismo sobre la cultura de las comunidades 
anfitrionas y su medio natural, ha sido objeto de una constante evolución, que si 
bien en el aspecto fisicobiótico ha llegado a un relativo consenso, de que la 
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presencia de turistas puede ocasionar daños irreparables, ha encontrado en el 
tema de las influencias sobre los sistemas culturales una más compleja discusión. 
 
Durante las primeras décadas del período posterior a la Segunda Guerra Mundial, 
se generó un auge del turismo de masas en el continente Europeo y la convicción 
de que esta actividad transformaría las economías locales de los países pobres, lo 
que trajo para estos inversión extranjera en infraestructura para hospedaje 
primordialmente en las zonas costeras, así como la divulgación comercial de los 
atractivos naturales y la hospitalidad de sus respectivos pueblos. 
 
Según Barretto (2007), se debe al sociólogo holandés Emanuel de Kadt, en su 
condición de asesor del Banco Mundial en conjunto con la UNESCO, el convocar 
en el año 1976 a la comunidad académica internacional a un seminario orientado 
al estudio de los problemas ocasionados por el turismo en las culturas receptoras, 
desde el comienzo de la década de 1960 hasta mediados de la de 1970, con el 
objeto de verificar si las inversiones requeridas para el fomento de esta actividad 
estaban cumpliendo el cometido de elevar el nivel de vida de las poblaciones más 
necesitadas del tercer mundo. 
 
La conclusión del seminario, confirmó las sospechas de que el desarrollo del 
turismo estaba ocasionando efectos sociales y culturales no deseables en las 
comunidades receptoras, a lo que se agregaba la falta de políticas nacionales 
adecuadas que causaban que los ingresos provenientes del turismo no 
beneficiaran a las poblaciones locales como se esperaba, sino a los grandes 
emprendimientos internacionales; esto tuvo por consecuencia la suspensión de los 
préstamos para el desarrollo de proyectos turísticos por parte del Banco Mundial y 
el Banco Interamericano de Desarrollo, y el que se instará al surgimiento de un 
turismo consciente y responsable, que fuera socialmente justo, viable 
económicamente y respetuoso del medio ambiente, que requería de la integración 
con las políticas nacionales de desarrollo y distribución de las riquezas, con el 
nivel educacional de las personas y con la infraestructura pre- existente.  
 
Sin embargo, como lo menciona Barretto (2007) “[...] Lo más triste no obstante, es 
que, pasados treinta años, aún muchos países del tercer mundo, siguen sin 
entender esta dependencia del turismo de políticas nacionales integradas, y 
continúan apostando en el desarrollo a través del turismo de forma aislada y 
desvinculada de otros proyectos sociales [...]”, lo que permite observar que aún es 
vigente en muchos casos la reflexión de que las políticas turísticas desarrollistas 
adoptadas por los países, con base en la máxima y rápida rentabilidad de las 
inversiones, no ha considerado los efectos sociales y culturales, ni los posibles 
impactos ambientales de la destrucción de los ecosistemas y el uso descontrolado 
de los recursos naturales. 
 
De otro lado, en las últimas décadas las preferencias en la demanda turística han 
ido orientándose progresivamente del turismo masivo de “sol y playa” imperante 
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desde la década de 1950, al creciente interés por una oferta más integral en la que 
confluyan otras formas de experiencia relacionadas con el enriquecimiento en los 
campos educativo y cultural, como lo explica Barretto (2007), “[...] el proceso de 
internacionalización ha provocado algo que puede ser llamado de nostalgia, las 
personas tienen necesidad de sentirse ligadas emocionalmente con los lugares, 
con el pasado de estos y con el suyo propio.”  
 
La expresión “heritage tourism” que podría ser traducida como turismo patrimonial 
comienza a generalizarse a partir de la puesta en valor y visibilización de 
segmentos de la oferta turística integral en función del patrimonio natural y 
cultural, entendido de forma amplia e integral. Sobre el concepto de turismo 
cultural o patrimonial Boyd (2002), considera que el patrimonio debe ser dividido 
en natural (lugares de belleza extraordinaria), cultural (costumbres), industrial y 
personal (aspectos que tienen significado para una persona o grupos de personas) 
y que las formas de turismo recreativo practicadas dentro de un bien patrimonial, 
sea natural o cultural, sean clasificadas como turismo cultural; por su parte 
Santana (2003), incluye el patrimonio medioambiental dentro del patrimonio 
cultural integral, junto con el patrimonio arquitectónico y artístico, el etnográfico, el 
arqueológico e histórico y el documental. 
 
Esto ha dado pie a la creación de productos especializados que respeten el medio 
ambiente y el patrimonio, que estimulen las manifestaciones culturales y artísticas, 
y que permitan la reafirmación de la identidad. En otras palabras, “la cultura del 
turismo” ha cambiado a medida que avanza el gusto por el denominado turismo 
cultural y más aún en el contexto de la globalización, el patrimonio natural y 
cultural ha comenzado a revalorizarse como activo en el desarrollo económico, 
fundado en el potencial que tiene para la generación de cadenas productivas en 
torno a la noción de que todo desplazamiento turístico tiene una implicación 
cultural y que sin la cultura no se explica el turismo. 
 
Así mismo, esta relación se evidencia desde lo territorial, ya que los atractivos 
turísticos forman parte del patrimonio natural y cultural de una Nación. Por tal 
razón, resulta necesario pensar en el uso y aprovechamiento de todos aquellos 
espacios, lugares y paisajes que cuentan con condiciones patrimoniales como 
medio para el desarrollo de la industria turística; es decir, de la cultura como un 
motor de crecimiento económico y componente fundamental a la hora de dar valor 
a los destinos y competitividad a la industria (Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo – Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 2007). 
 
Esta visión propende por la sostenibilidad social y económica, la apropiación social 
del patrimonio cultural, y participación activa de las poblaciones locales en la 
construcción de lineamientos de planes, programas y proyectos que tengan en 
cuenta una oferta turística integral fundada en la preservación y mantenimiento de 
las expresiones culturales y naturales, así como de la puesta en valor del 
patrimonio nacional.  Comprendiendo a la vez que el reto principal que tienen hoy 
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los responsables del desarrollo y de la gestión del patrimonio es lograr que dos 
tendencias aparentemente opuestas – la conservación del patrimonio cultural y el 
desarrollo del turismo – lleguen a ser complementarias y no antagónicas. 
 
En función de lo anterior la Organización Mundial del Turismo (OMT), ha 
recomendado en múltiples foros internacionales que los gestores del turismo, tanto 
públicos como privados, se esfuercen por desarrollar y gestionar el turismo de un 
modo sostenible lo que implica la protección del patrimonio cultural y natural. Esto 
significa facilitar a los visitantes una experiencia de calidad, haciendo frente al 
mismo tiempo a todos los efectos del turismo, desde las perspectivas ambiental, 
sociocultural y económica. 
 
En ese sentido la OMT, ha definido como condición para el turismo sostenible el 
equilibrio entre tres principios básicos: el uso óptimo a los recursos ambientales 
que son elemento fundamental del desarrollo turístico, manteniendo los procesos 
ecológicos esenciales y ayudando a conservar los recursos naturales y la 
diversidad biológica; el respeto de la autenticidad sociocultural de las 
comunidades anfitrionas como patrimonio vivo, conservar sus activos culturales 
arquitectónicos y sus valores tradicionales, y contribuir al entendimiento y a la 
tolerancia intercultural y asegurar unas actividades económicas viables a largo 
plazo, que reporten a todos los agentes unos beneficios socioeconómicos bien 
distribuidos, entre los que se cuenten oportunidades de empleo estable y de 
obtención de ingresos y servicios sociales para las comunidades anfitrionas, y que 
contribuyan a la reducción de la pobreza (OMT, 2004). 
 
Estos principios tienen relación directa con el concepto de desarrollo sostenible, el 
cual considera diferentes escalas temporales (tanto el presente como el futuro a 
corto y largo plazo), diferentes dimensiones espaciales (tanto el nivel local como el 
medio y el global) y los diferentes sectores de actividad humana y ámbitos de la 
vida en la tierra. La sostenibilidad se fundamenta en la convicción de que es 
necesario y posible hacer compatibles las actividades socioeconómicas con los 
límites de la naturaleza y las bases de la vida humana, bajo el supuesto de que la 
disminución a largo plazo de la capacidad productiva de los ecosistemas a la hora 
de ofrecer bienes y servicios puede tener consecuencias devastadoras para el 
desarrollo humano y para el bienestar de todas las especies (Querol, 2002). 
 
Es a partir de esta concepción que se han proyectado intereses conservacionistas 
sobre diversas zonas del mundo que por su significancia natural y cultural, son 
consideradas como “patrimonio de la humanidad”, lo que no deja de ser 
extremadamente complejo en entornos en los que se presentan profundas 
problemáticas sociales, caracterizadas por una profunda inequidad social, baja 
gobernabilidad, escasez de recursos económicos, concentración de riqueza en 
unos pocos, altos niveles de pobreza y violencia. Este es el caso de la región del 
Darién colombo – panameño, territorio que corresponde en Colombia al norte del 
Chocó, y en territorio panameño a la Provincia del Darién, y configura un puente 
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terrestre entre Norte y Suramérica, rico en especies endémicas y en vía de 
extinción (World Wide Fund, S.f.). 
 
En la jurisdicción de Panamá, se encuentra constituido el Parque Nacional Darién 
declarada por la UNESCO en 1981 Patrimonio de la Humanidad y Reserva de la 
Biosfera en 1982, la cual extiende su territorio casi a todo lo largo de la frontera 
entre ambos países, siendo el área protegida de bosque tropical más extensa de 
América Central. Además de su riqueza biológica, el Parque es hogar de las 
culturas indígenas Emberá y Kuna. La región más amplia del Darién contiene casi 
810.000 hectáreas de áreas protegidas que incluyen el Parque Nacional y Reserva 
de la Biosfera Darién, la Reserva Natural Punta Patiño, el Corredor Biológico 
Brage, la Reserva Forestal de Canglón, la Reserva Hidrológica de Filo del Tallo y 
dos reservas de indígenas Emberá (World Wide Fund, S.f.). 
 
Está región es para Colombia una de las prioridades más importantes de 
conservación, dado que posee la mayor área de bosques primarios del Chocó 
biogeográfico y es una de las áreas de bosque húmedo tropical de mayor 
representatividad del país, con un alto grado de endemismos y su importancia en 
la conformación de la actual biota del país y del continente.  Entre las figuras 
jurídicas aplicadas por Colombia para la conservación del patrimonio natural y 
cultural en este territorio se destaca el Parque Nacional Natural “Los Katíos” 
ubicado en el municipio de Riosucio, creado por el Instituto Nacional de los 
Recursos Naturales Renovables y del Medio Ambiente (INDERENA), a través del 
Acuerdo 037 del 10 de septiembre de 1973, aprobado por el Ministerio de 
Agricultura por Resolución Ejecutiva 172 de agosto 6 de 1974, que reservó, 
alinderó y declaró el área protegida (ver figura 2). La UNESCO elevó este Parque 
Nacional Natural en el año 1994, a la categoría de Patrimonio Universal de la 
Humanidad (UNESCO, S.f.(c)). 
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Figura 2 Parque Nacional Natural Los Katíos 
 

 
Fuente: Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales (UAESPNN). 2008.  
 
Desde la ampliación de sus linderos en el Acuerdo 016 de junio 25 de 1979 del 
INDERENA (Aprobado por la Resolución 239 del 12 de septiembre de 1979 del 
Ministerio de Agricultura), su delimitación incluye los límites con la República de 
Panamá, jurisdicción de los municipios de Riosucio, Chocó y Turbo (Antioquia), al 
noreste por el río Peye, al oeste y al norte por el río Atrato, al sur el límite 
corresponde al caño Gumercindo y los ríos Perancho y Cacarica.  Dentro de sus 
72.000 ha. incluye una porción del Tapón del Darién y colinda con el Parque 
Natural Fronterizo Darién de la República de Panamá. Las comunidades indígenas 
que habitan actualmente la región pertenecen a la etnia Emberá-Katío. 
 
El interés de conservar esta zona trasciende los intereses nacionales, al ser un 
ecosistema único en el planeta con especies de fauna en vías de extinción y 
poseer una amplia oferta de bienes y servicios ambientales, tales como: Sumidero 
de CO2, regulación hídrica, producción pesquera, mantenimiento de cobertura 
vegetal, protección contra la erosión, conservación y protección de la diversidad 
biológica y cultural, banco de germoplasma, recreación, educación ambiental y 
turismo. 
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Colombia ha suscrito compromisos internacionales que tienen injerencia directa en 
la zona del Darién, en función del reconocimiento del patrimonio natural y cultural, 
que resulta único en el contexto mundial; es por ello que competen en su 
tratamiento cuerpos normativos supranacionales como son entre otros, los 
documentos suscritos en la Cumbre de Río celebrada en 1992, donde se adoptó la 
Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Agenda XXI, Consenso 
Global sobre Manejo, Conservación y Desarrollo Sostenible de todo tipo de 
Bosques. Este último permitió la suscripción del Convenio sobre Cambio Climático 
y el Convenio sobre Diversidad Biológica. En el marco de la protección de las 
comunidades indígenas asentadas en la zona del Darién Chocoano, es de 
aplicación el Convenio 169 de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), sobre los pueblos indígenas y tribales en países independientes, que 
establece el derecho de estos pueblos a participar en la utilización, administración 
y conservación de los recursos naturales de sus territorios. 
 
La declaratoria del Área de Manejo Especial del Darién a través de la Resolución 
del Gobierno Nacional 1.427, expedida el 20 de Diciembre de 1996, reconoce 
específicamente la zona como un ecosistema estratégico, fuente de múltiples 
servicios ambientales de trascendencia internacional, con la expresa pretensión de 
convertirla en Reserva de la Biosfera, para lo cual se ordena hacer las gestiones 
que sean del caso al gobierno colombiano ante la UNESCO.  
 
La figura jurídica “Área de Manejo Especial” y la parte motivada de la resolución, 
exigen el desarrollo planificado en función del mantenimiento de la diversidad 
biológica y cultural, la protección de endemismos, el equilibrio de los procesos 
ecológicos básicos y el interés mundial en el objetivo de su conservación. 
 
El área engloba las reservas forestales Darién, Juradó y las Teresitas, el Parque 
Nacional Natural “Los Katíos” y los Resguardos Indígenas de Tanela, Cutí, Arquía, 
Perancho, Peranchito, La Raya, Yarumal el Barranco, Río Quiparadó, Peña 
Blanca- Río Truando, Guayabal de Partadó, Salaquí y Pavaradó, y Juradó 
 
Como se verá en el siguiente numeral, las conferencias, tratados y declaratorias 
suscritos por Colombia en las instancias de orden supranacional, en materia 
patrimonial, se concretan en el contexto nacional en leyes, normas y decretos 
reglamentarios que rigen al interior del país los asuntos a este respecto. 
  
2.1.2 El patrimonio en el contexto nacional 
 
Dado que en Colombia, tanto el conocimiento, como la reglamentación y la 
aplicación efectiva sobre la legislación que rige en materia patrimonial es muy 
poca, a continuación se presenta un exhaustivo recuento y análisis de la 
normatividad vigente, no solo para efectos de conocimiento, sino y sobre todo 
porque tal normatividad es el fundamento para los debates y los conceptos 
jurisprudenciales que han hecho posible en el país los derechos patrimoniales. 
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La historia de Colombia, al igual que de toda América Latina, está cifrada en los 
procesos de conquista, colonización por parte de españoles y europeos y como 
resultado de ello la conformación de la república y la Nación.  Más de 500 años 
después, el llamado “encuentro de los dos mundos” representa este proceso en el 
que aún pervive la diferenciación entre la idea que tienen los pueblos originarios 
prehispánicos sobre la tierra y la herencia - su patrimonio -  y la que impusieron los 
conquistadores y colonizadores que prevalece sobre la primera.  En efecto, para 
las culturas aborígenes el suelo, el agua, el aire, de donde surge la vida y se 
reproduce, representa la madre tierra: que concede el don de la vida para el 
colectivo, visión que sigue activa y se renueva permanentemente en las 
comunidades indígenas y afroamericanas en Colombia; mientras que para los 
europeos  y para el resto de la población colombiana, la tierra representa la fuente 
de recursos y bienes para apropiar, acumular y explotar en beneficio del 
incremento del patrimonio individual, noción que desde el periodo colonial estuvo 
fundamentada en tres principios esenciales:  
 
“Tierra de Nadie" (res nullius), principio que supuso de hecho y derecho el reparto 
en ocasiones del territorio entre Estados europeos a través de la ocupación, por 
desconocimiento de la propiedad indígena cuando la hubiese;"Tierras para la 
cristiandad", principio que llevó a su vez a la decisión de difundir el cristianismo a 
los habitantes de América, habilitando su conversión forzosa en caso de negarse a 
aceptar esa religión; por el contrario, algunos europeos sostuvieron que los indios 
no tenían alma negando la condición humana de los pueblos originarios; 
"Derechos de conquista" de los Estados europeos sobre las civilizaciones o 
sociedades nativas que se habían impuesto unas sobre otras, de las riquezas 
naturales y acumuladas de unos indígenas sobre otros, así como en su caso la 
imposición de utilizar a los habitantes como mano de obra forzada, y que 
correspondía a quien dominase el territorio. (Ministerio de Cultura de la República 
de Colombia, 2005 (1)) 
 
La acumulación y expropiación de objetos, bienes y distintas riquezas por parte de 
los españoles que arribaron al territorio colombiano durante el siglo XVI, requirió 
de inventarios detallados para el manejo de los envíos a España, mientras que la 
identificación del patrimonio cultural con lo monumental y las reliquias religiosas se 
dio en el periodo colonial, ya que el proceso evangelizador requirió la construcción 
de iglesias y conjuntos conventuales para albergar a la creciente feligresía, y a las 
imágenes, ornamentos, mobiliario y objetos de culto. En este mismo período fue 
traída desde España la mayor parte de los objetos de uso e indumentaria, sobre 
todo para los españoles que se asentaban en estas tierras, aunque fueran 
intervenidos y amalgamados por aporte del mobiliario doméstico, el conocimiento 
y la mano de obra indígena y posteriormente afro- descendiente. 
 
Las constantes labores de inventario, así como el interés y la atención especial 
sobre conjuntos de bienes culturales religiosos, se tradujeron en normas y en la 
creación de instituciones dedicadas a su manejo y cuidado. La necesidad de 
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realizar inventarios de objetos se debía en primera instancia, al control para 
detectar piezas dañadas o pérdidas y en segunda instancia, para conocer su valor 
de cambio en dinero, puesto que estas riquezas financiaban el proceso de 
expansión de la corona española.  Todos estos registros de control y valor 
monetario dieron lugar a la creación de los archivos coloniales10.   Ya en el siglo 
XVIII, con la colección que perteneció a los padres jesuitas, expulsados de los 
dominios de España en 1767, se conformó la Biblioteca Nacional de Colombia, la 
más antigua de su género en América, fundada en 1777 (Ministerio de Cultura de 
la República de Colombia, 2005 (1)). 
 
Como consecuencia de lo anterior en América Latina y Colombia en particular se 
asumieron los referentes legales del patrimonio que provienen de la tradición del 
derecho romano –europeo-, en la que ha primado la noción de patrimonio ligada a 
los objetos como legados de padre a hijo y, por lo mismo, éstos han constituido, a 
lo largo de generaciones, el patrimonio familiar motivo de atesoramiento 
conformado por las tierras, las construcciones arquitectónicas, los bienes muebles, 
los instrumentos negociables, las fortunas en dinero u objetos de valor transables 
y el menaje doméstico. Esta noción también ha sido socialmente asignada a los 
objetos que contenían o contienen elementos a los que se otorgan propiedades 
mágicas, religiosas, informativas, educativas, políticas y monetarias que confieren 
poder a quien los posea, pues como valor social eran y son exaltados y valorados 
por la sociedad como símbolo o representación de estatus y jerarquía social, 
adquiriendo así la connotación de reliquia o de símbolo que congregaba y 
congrega individuos, familias, clanes, grupos sociales y poblacionales, gremios o 
naciones entorno a los mismos (Ministerio de Cultura de la República de 
Colombia, 2005 (2)). 
 
En el siglo XIX, a partir de la culminación del proceso independentista, bajo esta 
misma concepción del patrimonio, comenzó un proceso de valorización de los 
elementos de la cultura que permitieran configurar el sentido de la nacionalidad, 
enaltecer y perpetuar los objetos relacionados con esas gestas y con los 
personajes a ellas asociados. También llegaron, como parte de nuevos procesos 
de colonización, expediciones geográficas, botánicas y etnográficas financiadas 
por empresarios europeos, de interés científico y económico, con el fin de conocer 
los territorios, su población, sus costumbres y recursos naturales. La mayoría de 
estas expediciones cuentan con crónicas, diarios de viaje y grandes relatos 
escritos por botánicos, geógrafos, historiadores, frailes, artistas, que describen y 
clasifican lo que vieron, escucharon y percibieron a su paso por cada fragmento 
del territorio explorado y muchas de estas descripciones están acompañadas de 
dibujos, pinturas, grabados que se constituyeron así mismo en objetos 
patrimoniales valorados como tales por su carácter testimonial e histórico de la 
época.  

                                                           
10
 Hacia 1567, la Real Audiencia y la Cancillería del Nuevo Reino de Granada dispusieron la 

creación de un archivo. 
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A finales del siglo XIX, surgió el interés por el pasado prehispánico que se 
concretó en la valoración y protección de bienes arqueológicos precolombinos y 
de las culturas aborígenes sobrevivientes. Se crearon las primeras colecciones de 
estos objetos en el Museo Nacional y se llevaron a cabo exposiciones de arte y 
objetos, que incluyeron tanto obras coloniales como prehispánicos (Ministerio de 
Cultura de la República de Colombia, 2005 (2)). 
 
En el siglo XX el interés del sistema político nacional por el patrimonio se traduce 
en la producción de un conjunto de normas que delimitan la visión y 
responsabilidad del gobierno frente a éste, las cuales adoptaron los referentes 
conceptuales sobre el patrimonio y su gestión del “Tratado sobre defensa y 
conservación del patrimonio histórico”, formulado en la Séptima Conferencia 
Panamericana de 1933 e incorporado a la legislación nacional en 1936 y la 
“Convención para la protección del patrimonio mundial cultural y natural” 
propuesta en 1972, aceptada por el Estado colombiano en 1983. Cada uno de 
estos instrumentos señala un momento importante en la definición de los 
referentes sobre el patrimonio y su origen como objeto de política pública. De una 
parte, el tratado de 1933 sirve de fuente directa para la posterior formulación de la 
Ley 163 de 1959, por medio de la cual se dictan medidas sobre defensa y 
conservación del patrimonio histórico, artístico y monumentos públicos de la 
Nación, y del Decreto 264 de 1963 que la reglamenta. De otra parte, la 
Convención de 1972 definió lo que consideraba el patrimonio mundial y brindó 
referentes adicionales para la comprensión y gestión del patrimonio en el país 
(Garavito, 2006). 
 
El Tratado sobre defensa y conservación del patrimonio histórico es formulado en 
la Séptima Conferencia Panamericana (1933) y el Estado colombiano adhiere a 
éste por medio de la Ley 14 de 1936. Sin embargo, es hasta 1959 con la Ley 163 
que el Estado desarrolla los puntos acordados en dicho instrumento. Esta ley 
instaura los primeros referentes formales sobre el patrimonio y crea el Consejo 
Nacional de Monumentos que asume la defensa y conservación del patrimonio, la 
calificación y declaración de los monumentos nacionales, así como también 
declara patrimonio nacional varios bienes inmuebles de tipo monumental y la 
Sierra de la Macarena. Hecho que se puede considerar como trascendental, 
porque desde la década de 1930 comienzan a incorporarse lentamente elementos 
de la naturaleza o de los ecosistemas al patrimonio.  En efecto la Ley 86 del 26 de 
junio de 1931, “Por la cual se fomenta el turismo en la República de Colombia”, 
que en su artículo 2, consigna que es deber del Estado velar por la conservación 
de las bellezas naturales de los sitios, reliquias y monumentos nacionales y 
propone al gobierno o municipios, las medidas necesarias para ello; y la Ley 103 
de 6 de octubre de 1931, para la declaración de la utilidad pública de la 
conservación de monumentos históricos y arqueológicos en San Agustín - Huila, 
norma reglamentada por el Decreto 0904 del 15 de mayo de 1941 (Sánchez, 
2003). 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 21 

 
En la década de 1940 se emite la Ley 70 de 26 de diciembre de 1946, “Por la cual 
se organiza, fomenta y desarrolla el turismo nacional”, que en su artículo 5, 
reconoce la función pública educativa y turística de las construcciones antiguas, 
los museos o colecciones de objetos históricos, los sitios de belleza natural, 
parques arqueológicos y cementerios indígenas, y las fuentes termominerales. 
Esta ley establece una función pública educativa de los sitios de belleza natural y 
también les otorga una función pública turística y en 1951 se promulga la Ley 3 de 
13 de diciembre por la cual se declara monumento nacional el Parque Nacional 
Los Nevados, en jurisdicción de los departamentos de Caldas, Quindío, Risaralda, 
Tolima (Sánchez, 2003). 
 
A mediados del siglo XX  el interés en la conservación del patrimonio nacional 
enfatiza principalmente sobre lo monumental y lo histórico, con ello se pretendía  
reproducir la memoria colectiva alrededor de la historia oficial y gubernamental y 
tener unas muestras representativas de ecosistemas como lo describe el Decreto 
164 de 1963 al definir por monumentos inmuebles en su artículo 2 “[…] en 
desarrollo de lo acordado en la Séptima Conferencia Panamericana, reunida en 
Montevideo en el año de 1933, se consideran como monumentos inmuebles, 
además de los de origen colonial y prehispánico, los siguientes: los que están 
íntimamente vinculados con la lucha por la Independencia y con el período inicial 
de la organización de la República; las obras de la naturaleza de belleza especial 
o que tengan interés científico para el estudio de la flora, la fauna, la geología y la 
paleontología […]” (Presidencia de la República de Colombia, 1963). 
 
Igualmente, en su artículo 5, se considera como objetos de valor artístico o 
histórico constituyente del patrimonio nacional “[…] De la época precolombina: las 
armas de guerra o utensilios de labor, las obras de alfarería, los tejidos, las joyas y 
amuletos, los grabados, diseños y códices, los equipos, los trajes, los adornos de 
toda índole y en general todo objeto mueble que por su naturaleza o procedencia 
muestre que proviene de algún inmueble que auténticamente pertenece a aquella 
época histórica; de la época colonial: las armas de guerra y los utensilios de 
trabajo, trajes, medallas, monedas, amuletos y joyas, los diseños, pinturas, 
grabados, planos y cartas geográficas, los códices y todo libro raro por su 
escasez, forma y contenido, los objetos de orfebrería, porcelana, marfil, carey, los 
de encaje y en general todas las piezas recordatorias que tengan valor histórico o 
artístico. De la época de la emancipación y de comienzos de la República: los 
mencionados en la enumeración anterior y que correspondan a este período 
histórico. De todas las épocas: 1) Las bibliotecas oficiales y de instituciones, las 
bibliotecas particulares valiosas tomadas en su conjunto, los archivos nacionales y 
las colecciones de manuscritos oficiales y particulares de alta significación 
histórica. 2) Como riqueza natural, los ejemplares zoológicos de especies bellas y 
raras que están amenazadas de exterminio o de extinción natural y cuya 
conservación sea necesaria para el estudio de la fauna […]” (Presidencia de la 
República de Colombia, 1963). 
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Como concreción de las políticas en materia patrimonial, entre la década de 1930 
y 1950, se comienza a consolidar su plataforma institucional: la construcción del 
edificio para la Biblioteca Nacional en 1938 (y el Archivo Nacional, en su 
momento), el Museo del Oro del Banco de la República en el campo de la 
orfebrería y la cerámica precolombinas (1939) y, en 1948, el traslado del Museo 
Nacional a su actual sede. Todas estas entidades y otras más, acopiaron y 
coleccionaron bienes culturales muebles que ampliaron y diversificaron la noción 
de patrimonio; sus tareas involucraron la realización de inventarios técnicamente 
elaborados y aprobados en su época. También se creó en 1941 el Instituto 
Etnológico Nacional, que se convirtió en 1952 en el Instituto Colombiano de 
Antropología (ICAN) adscrito al Ministerio de Educación. En 1953 se fundó el 
Instituto Colombiano de Cultura Hispánica (ICCH) para el desarrollo de 
investigaciones sobre el período colonial español; entidad que se fusionó con el 
ICAN en 1999, dando lugar al Instituto Colombiano de Antropología e Historia 
(ICANH) (Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 2005 (2)). 
 
En la década de 1960, se introdujo el concepto de conservación del patrimonio 
construido en Colombia. Las universidades, en medio del auge de la arquitectura 
moderna, contaron también con arquitectos e historiadores pioneros que iniciaron 
la identificación y valoración del patrimonio inmueble, y crearon institutos de 
investigaciones estéticas que iniciaron su labor con el estudio de la arquitectura 
colonial, para posteriormente abordar otras actividades y manifestaciones del arte 
(Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 2005 (2)). 
 
Se puede mencionar como normatividad destacada durante la década de 1970, el 
Decreto 757 del 6 mayo de 1972, reglamentario de los recursos turísticos 
nacionales, contemplados en el artículo 3 de la Ley 60 de 1968, que en su artículo 
7 señala como conjunto de interés turístico aquellos lugares en los cuales se 
reúnen diferentes atractivos que no son exclusivamente turísticos, pero que en 
razón de sus condiciones ambientales, estéticas o culturales, pueden tener una 
intensa actividad turística tales como áreas de interés histórico o arqueológico, 
ciertos sectores urbanos, plazas, lagos, parques, entre otros. 
 
Especial importancia tiene la Ley 23 de 1973, todavía vigente, “Por la cual se 
conceden facultades extraordinarias al Presidente de la República para expedir el 
Código de Recursos Naturales y protección al medio ambiente y se dictan otras 
disposiciones”. Esta norma en su artículo 1 indica que tiene por propósito prevenir 
y controlar la contaminación del medio ambiente y buscar el mejoramiento, 
conservación y restauración de los recursos naturales renovables, para defender 
la salud y el bienestar de todos los habitantes del territorio nacional y define en su 
artículo 2 el medio ambiente como “patrimonio común”. En directa relación con la 
anterior ley surge el Decreto Ley 2811 de 18 de diciembre de 1974, “Por el cual se 
dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al 
Medio Ambiente” el cual en su artículo 1, ratifica el carácter de “patrimonio común” 
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del medio ambiente y consagra la obligación conjunta entre Estado y particulares 
en su preservación y manejo, que son de utilidad pública e interés social. La 
preservación y manejo de los recursos naturales renovables se define también 
como de utilidad pública e interés social. 
 
En los diferentes capítulos del Código Nacional de los Recursos Naturales y de 
Protección del Medio Ambiente (CNRNR) se establecieron diversos tipos de 
reservas de recursos naturales (el equivalente hoy al concepto de categorías de 
manejo de áreas naturales protegidas) entre las cuales se encuentran las 
categorías de parques naturales nacionales, distrito de conservación de suelos, 
distrito de manejo integrado, áreas de reserva forestal, áreas de manejo especial 
para recursos hidrobiológicos y las reservas de fauna. A partir de este código se 
expidieron decretos reglamentarios, conjunto de normatividad y marco jurídico 
principal, desde los cuales se ha venido adelantando la gestión de las áreas 
naturales protegidas durante las cuatro últimas décadas. Los inmuebles que hacen 
parte de estas categorías de manejo, por su función social y ambiental, son 
susceptibles de ser declarados patrimonio (Sánchez, 2003). 
 
Si bien Ley 23 de 1973 y el Decreto Ley 2811 de 1974 se constituyen en avances 
importantes que obligan a la gestión del patrimonio natural, Garavito (2006)  
señala que el referente sobre “naturaleza” que impera en ambas normas es el de 
recursos naturales, es decir como mercancías, mientras que desde la perspectiva 
de su finalidad, ésta se enfoca a la defensa de la salud y el bienestar de los 
habitantes humanos, lo cual deja por fuera como finalidad de la norma la cuestión 
del valor ecológico en sí mismo de los elementos naturales en términos sistémicos 
por un lado y por el otro, tampoco se menciona su valor y finalidad como 
patrimonio cultural. 
 
También se puede mencionar el Decreto 622 de 12 de Marzo de 1976 por el cual 
se declaran monumentos nacionales áreas naturales, como los parques naturales 
nacionales: Chingaza, Sumapaz, Los Katíos, Los Flamencos, Macuira, Sierra 
Nevada de Santa Marta, Tayrona, Isla de Salamanca, Cordillera Los Picachos, 
Amacayacu, El Tuparro, Reserva Natural Única, Los Nevados, Los Guacharos, 
Volcán del Puracé, Munchique, Islas los Corales del Rosario, Tama, Santuarios de 
Flora y Fauna Los Colorados, Arauca, Ciénaga Grande, Isla la Corota. 
 
En la década de 1970, se crearon varias entidades dedicadas a la protección y 
conservación de los bienes muebles como el Fondo de Promoción de la Cultura 
del Banco Popular que, a su vez, creó el Museo Arqueológico de Bogotá; la 
Fundación para la Conservación del Patrimonio Arquitectónico Colombiano, del 
Banco de la República; y, al final de esta década, el Fondo Cultural Cafetero fundó 
el Museo del Siglo XIX. Se destaca en este período el Instituto Colombiano de 
Cultura, (COLCULTURA), creado por el Decreto Ley 3154 de 1968, como 
organismo descentralizado, responsable de las políticas culturales, entre éstas, la 
protección del patrimonio cultural. La Unidad Administrativa Especial Biblioteca 
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Nacional pasó a ser parte de su estructura, al igual que el Archivo Nacional, que 
se convirtió en Archivo General de la Nación en virtud de la Ley 80 del 22 de 
diciembre de 1986, quedando finalmente adscrito al actual Ministerio de Cultura en 
1999 (Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 2005 (1)). 
 
COLCULTURA estableció como tarea prioritaria sobre el patrimonio cultural, la 
elaboración científica del inventario, en cumplimiento de las funciones asignadas a 
la División de Inventarios de la Subdirección de Patrimonio Cultural. En 1971, ésta 
División realizó los primeros inventarios de inmuebles y colecciones muebles 
representativas del país, estableciendo vínculos con universidades regionales e 
institutos de investigaciones estéticas. En 1974, la Universidad de Los Andes 
adelantó el inventario de la arquitectura republicana de Bogotá y el Banco de la 
República apoyó la creación de la “Fundación para la Conservación del Patrimonio 
Arquitectónico Colombiano” que, a lo largo de varias décadas, financió proyectos 
de restauración de inmuebles religiosos y civiles y la realización de inventarios de 
sectores urbanos, ciudades y colecciones en varias regiones del país. En ese 
mismo año se conformó, dentro de la Subdirección de Patrimonio de 
COLCULTURA, el Centro Nacional de Restauración, (CNR), concebido 
inicialmente para responder a la necesidad de adelantar labores de conservación 
e intervención de los bienes muebles de propiedad del Estado y de la Iglesia. Su 
trabajo también se relacionó con la necesidad de realizar el inventario y la 
catalogación de esos bienes (Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 
2005 (1)). 
 
En 1977, se realizó en Chile el “Primer Seminario de Inventario y Catalogación del 
Patrimonio Cultural” y, en 1978, un segundo seminario en Perú, como muestra del 
impulso que cobró el tema en América Latina. En marzo de 1976 fue creado el 
Centro de Documentación Musical, (CDM), con la misión de centralizar, recolectar 
y proteger el patrimonio musical colombiano proveniente inicialmente de la 
tradición escrita. Desde el primer momento, se dio a la tarea de sensibilizar a 
familiares, herederos o descendientes de compositores e intérpretes y algunos 
coleccionistas que poseían partituras originales, para que estos materiales fueran 
acopiados y pudieran divulgarse como parte del repertorio de la Orquesta 
Sinfónica de Colombia y de la Banda Nacional. El CDM pasó a ser parte de la 
Biblioteca Nacional en 2004 (Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 
2005 (1)). 
 
En 1980, COLCULTURA conformó, dentro del CNR, la Escuela de Conservación, 
Restauración y Museología, dedicada a la formación en las áreas de restauración 
e inventario de bienes muebles. En los siguientes años, la División de Museos 
organizó los Talleres Regionales de Inventario, dirigidos al personal de los 
museos, que incluía capacitación en las áreas de montaje, inventario y 
catalogación. Dentro de “Las Jornadas Regionales de Cultura Popular, Encuentro 
de Dos Culturas”, realizadas en esta misma década por COLCULTURA, en 
Florencia, Quibdó, Mompox y Silvia, se realizaron los Talleres de Introducción al 
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Conocimiento del Patrimonio Cultural, enfatizando la necesidad e importancia de 
elaborar los inventarios como acción primordial para su preservación. Durante los 
últimos años de esta década se impulsó el programa Inventario de Inventarios, en 
convenio con la Universidad de los Andes (Ministerio de Cultura de la República 
de Colombia, 2005 (1)). 
 
Con la formulación de la Ley 45 de 1983 el “Convenio para la protección del 
patrimonio mundial, cultural y natural” de 1972, se integra la legislación 
colombiana al contexto mundial introduciendo el referente de “el patrimonio 
mundial”. Su propuesta central se basa en la definición del patrimonio a partir de 
una separación entre el patrimonio cultural y el natural. Esta forma de entender el 
patrimonio ha influido en la definición y el manejo de los patrimonios nacionales y 
locales. Es decir, que a partir de la adhesión a dicha Convención el patrimonio 
nacional y local empieza a ser pensado también de acuerdo con la oposición  
cultura - naturaleza.  Por otra parte, a través de este instrumento el gobierno se 
asocia a un sistema de cooperación y asistencia internacional destinado a apoyar 
a los Estados partes en los esfuerzos que desplieguen para conservar e identificar 
el patrimonio mundial, por tanto, este instrumento internacional propone unos 
referentes sobre el patrimonio que implican un intento de estandarización de su 
significado a escala mundial (Garavito, 2006) y de la destinación relativamente 
aleatoria de recursos para el manejo y sostenibilidad de uno u otro patrimonio. 
 
En 1987, la Subdirección de Información y Fomento de este Instituto, realizó el 
programa de “Recuperación del Patrimonio Cultural Municipal”, con el fin de 
promover en las comunidades la protección y divulgación de las manifestaciones 
que conforman la producción cultural local. Ese mismo año, el CNR asumió la 
responsabilidad del manejo integral del patrimonio cultural mueble, en lo 
concerniente al inventario, la conservación preventiva, la intervención y la 
formación. Así mismo, se empezó a trabajar en la estructuración de un manual de 
apoyo a los cursos regionales y se creó un primer documento que se socializó en 
los cursos sobre inventario de bienes muebles, realizados en varias ciudades del 
país entre 1986 y 1990: Pereira, Ocaña, Medellín, San Gil, Cartagena, Cali, 
Bogotá, Honda, Ibagué, Neiva y Manizales (Ministerio de Cultura de la República 
de Colombia, 2005 (2)). 
 
En 1989, en “Las Jornadas Regionales de Cultura Popular, Encuentro de dos 
Culturas”, realizadas en Florencia, Quibdó, Mompox y Silvia, se realizaron los 
talleres de introducción al conocimiento del patrimonio cultural, enfatizando la 
necesidad e importancia de elaborar los inventarios como acción primordial para 
su preservación. El Plan Nacional de Rehabilitación, Programa de la Presidencia 
de la República, convocó a actores regionales del orden institucional para 
orientarlos en la formación y consolidación de sus procesos y proyectos culturales 
(Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 2005 (2)). 
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La política sobre el patrimonio cultural se fue consolidando a través de los diversos 
programas adelantados por la Subdirección de Patrimonio, la participación en 
eventos internacionales y de publicaciones que permitieron su conocimiento y 
divulgación. Se reeditaron las “Normas mínimas para la conservación de los 
bienes culturales” y se publicaron los libros “Monumentos nacionales de Colombia” 
y “Levantamientos arquitectónicos y urbanos - Manual de procedimiento”, para 
facilitar la documentación del patrimonio arquitectónico. Durante los últimos años 
de la década de 1980, se impulsó el programa “Inventario de Inventarios”, en 
convenio con la Universidad de los Andes. El proceso de formulación de 
reglamentaciones urbanas se concretó en 1989, con la estructuración y 
publicación de la “Política cultural para los centros históricos y el patrimonio 
inmueble”, que incluyó los inventarios como componente de los estudios urbanos 
dirigidos a la protección de este patrimonio (Ministerio de Cultura de la República 
de Colombia, 2005 (1)). 
 
Desde la normatividad, se reseña como de importancia a finales de la década de 
1980, la Ley 9 de 11 de Enero de 1989, “Por la cual se dictan normas sobre planes 
de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras 
disposiciones”, denominada comúnmente Ley de Reforma Urbana. En su artículo 
10 (hoy subrogado por la Ley 388 de 1997), indica que es de interés público y 
utilidad social la adquisición de inmuebles urbanos y suburbanos para destinarlos 
a fines de preservación del patrimonio cultural, incluidos el histórico y el 
arquitectónico en zonas urbanas y rurales (Sánchez, 2003). 
 
A comienzos de la década de 1990, se adelantaron varios eventos internacionales, 
como el Seminario “La Valoración e Inventario de la Arquitectura Contextual no 
Monumental”, cuyas memorias se publicaron en 1991, el cual propuso definir una 
metodología de inventario común a los países de América Latina. Así mismo, se 
organizó el “Taller de Inventario del Patrimonio Inmueble”, donde se trató el tema 
del inventario en relación con la reglamentación de ciudades y centros históricos, 
recogiendo experiencias de cada país. Se produjo el “Manual de preinventario 
urbano y arquitectónico”, que ilustró el método para el inventario, dentro de una 
visión regional y subregional. Fue el momento en que se incursionó en la 
sistematización de la información y se implementó una red interna en la 
Subdirección de Patrimonio Cultural (Ministerio de Cultura de la República de 
Colombia, 2005 (1)). 
 
El impulso que se le dio al “Programa de Centros Históricos” tuvo un efecto directo 
en el “Programa de Inventario del Patrimonio Inmueble”, por cuanto los procesos 
reglamentarios exigían estudios e inventarios de los sectores urbanos respectivos. 
Adicionalmente, se produjeron tres publicaciones sobre monumentos nacionales 
de la época colonial, del siglo XIX y del siglo XX y cuatro publicaciones sobre 
centros históricos (Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 2005 (1)). 
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Después de poner en práctica durante cuatro años el Programa de Centros 
Históricos, COLCULTURA editó el “Manual para inventario - bienes culturales 
muebles en 1991”, que se convirtió en la primera publicación de América Latina en 
proponer una metodología y unificación de criterios para el desarrollo de 
inventarios en Colombia. Paralelamente, el CNR, a través de la Escuela de 
Restauración, Conservación y Museología, inició los cursos para la prevención del 
deterioro de los bienes muebles, los cuales incluían como tema central el 
inventario y la labor para establecer el censo de entidades poseedoras de 
colecciones en todo el país (Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 
2005 (2)). 
 
Sin perjuicio de los avances que sobre la gestión del patrimonio se dieron en 
Colombia hasta la década de 1990, Garavito (2006), explica que el interés 
gubernamental antes de la Constitución Política de 1991, “[…] no se traduce en la 
existencia de una política pública [que se dijera propia] sobre el patrimonio 
nacional. Las acciones gubernamentales se enmarcan según convenios 
internacionales y, además, carecen de una problematización interna que tenga en 
cuenta el patrimonio en las particularidades del contexto nacional. El desarrollo de 
la legislación nacional sobre el tema se encuentra ligado a las propuestas 
internacionales. En este sentido los referentes sobre el patrimonio para el gobierno 
colombiano son definidos, principalmente, desde el sistema internacional, e 
incorporados por el gobierno nacional. 
 
Sus directrices han sido aplicadas según un modelo de gestión de arriba-abajo 
donde el gobierno con el apoyo de expertos en la materia identifica los bienes 
patrimoniales y decide su forma de gestión sin una participación directa de las 
personas o comunidades interesadas […]”. 
 
De igual manera Garavito (2006), indica que si bien la cantidad de objetos 
declarados patrimonio en el período 1930 - 2005 tiende a aumentar así como la 
diversidad de clasificaciones en que son agrupados actualmente, antes de 1991 
no se identifican planes o directrices políticas que adapten los referentes 
internacionales acerca de las particularidades y necesidades propias de la gestión 
del patrimonio nacional.  
 
La Constitución Política de 1991, consagra el cambio de régimen político de 
democracia representativa en democracia participativa y le confiere un valor 
fundamental al patrimonio cultural y natural de la Nación, elevando el tema a rango 
constitucional. En ella se establece que el patrimonio cultural y natural de la 
Nación, su manejo y protección son obligación conjunta entre el Estado y los 
particulares y en correspondencia con ello, crea las bases para la reforma en la 
estructura y funcionamiento del Estado en referencia al tema de la gestión del 
patrimonio natural (del medio ambiente) y cultural.  
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De la misma manera, la Constitución establece como principio fundamental el 
reconocimiento y la protección de la diversidad étnica y cultural de la Nación, lo 
que de hecho niega la pretendida existencia de una única identidad nacional 
basada en la noción de un patrimonio también unitario y excluyente y al mismo 
tiempo introduce la noción de que tal patrimonio por el contrario es múltiple, 
diverso y cambiante de acuerdo a la multiplicidad de sistemas culturales existentes 
en el país que se expresen. 
 
En ese mismo sentido, la Constitución profundiza el proceso de reforma de la 
administración pública hacia un sistema descentralizado, el cual otorga la 
autonomía, la responsabilidad y los medios para que los gobiernos locales de las 
entidades territoriales desarrollen estrategias propias de identificación y gestión 
del patrimonio, es así como el artículo 313 plantea que corresponde a los concejos 
dictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del 
patrimonio ecológico y cultural del municipio. Los principios que guían la gestión 
del patrimonio natural y cultural desde el marco constitucional, son entre otros los 
siguientes (ver tabla 3): 
 
Tabla 3  Normas constitucionales de especial relevancia para la gestión del patrimonio natural y 

cultural. 
 

Diversidad étnica y 
cultural de la Nación. 

En su artículo 7 hace reconocimiento expreso de la pluralidad étnica y 
cultural de la Nación y del deber del Estado para con su protección. 

Riquezas culturales y 
naturales de la Nación. 

El artículo 8 establece para el  Estado y de los ciudadanos colombianos 
la obligación de conservar las riquezas naturales y culturales de la 
Nación. 

Atención de la salud y 
saneamiento ambiental. 

El Artículo 49 consagra como servicio público la atención de la salud y 
el saneamiento ambiental y ordena al Estado la organización, dirección 
y reglamentación de los mismos. 

Función ecológica de la 
propiedad privada. 

El artículo 58 establece que la propiedad es una función social que 
implica obligaciones y que, como tal, le es inherente una función 
ecológica. 

Bienes de uso público. 

El artículo 63, determina que los bienes de uso público, los parques 
naturales, las tierras comunales de grupos étnicos y los demás bienes 
que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e 
inembargables. 

Identidad Nacional y 
Patrimonio Cultural 

El artículo 72 define que los bienes de uso público, los parques 
naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de 
resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación, son inembargables, 
imprescriptibles e inembargables. 

Ambiente sano. 
El artículo 79, consagra el derecho de todas las personas residentes en 
el país de gozar de un ambiente sano. 

Planificación del manejo 
y aprovechamiento de 
los recursos naturales. 

El artículo 80 establece como deber del Estado la planificación del 
manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar 
su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 

Acciones populares. 
El artículo 88, consagra acciones populares para la protección de 
derechos e intereses colectivos que entre otros incluyen el medio 
ambiente. 

Protección de los El artículo 95 establece como deber de las personas, la protección de 
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recursos culturales y 
naturales del país. 

los recursos culturales y naturales del país, y velar por la conservación 
de un ambiente sano. 

Administración de los 
territorios indígenas. 

El artículo 330 establece la administración autónoma de los territorios 
indígenas, con ámbitos de aplicación en los usos del suelo y la 
preservación de los recursos naturales, entre otros 

Fuente: Asamblea Nacional Constituyente de la República de Colombia. 1991 
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Sin embargo, mientras el tema del patrimonio cultural se menciona explícitamente 
en la Constitución (Garavito (2006)), no ocurre lo mismo con el patrimonio natural, 
el cual se asimila a la noción del medio ambiente como riqueza (por tanto 
patrimonio) de la Nación y la declaración de elementos particulares como 
patrimonio natural o mixto, que entran a ser parte del patrimonio cultural de la 
Nación. Por lo anterior indica el autor, los desarrollos legislativos de la 
Constitución relativos al patrimonio se concentran en la cultura. 
 
En la normatividad ambiental surgida con posterioridad a la vigencia de la 
Constitución Política de 1991, aparecen algunas referencias al patrimonio cultural 
y natural, como es el caso de la Ley 99 de diciembre 22 de 1993 “Por la cual se 
crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de 
la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, 
se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA y se dictan otras disposiciones”. 
Sus principios generales sobre el patrimonio se desarrollan en los numerales: 1. la 
biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de interés de la humanidad, 
deberá ser protegida prioritariamente y aprovechada en forma sostenible; 4. Las 
zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de recarga 
de acuíferos serán objeto de protección especial; 8. El paisaje por ser patrimonio 
común deberá ser protegido; 10. La acción para la protección y recuperación 
ambientales del país es una tarea conjunta y coordinada entre el Estado, la 
comunidad, las organizaciones no gubernamentales y el sector privado. 
 
Esta ley crea en su artículo 4, el Sistema Nacional Ambiental (SINA) encabezado 
jerárquicamente por el Ministerio de Medio de Ambiente (hoy Ministerio de 
ambiente, vivienda y desarrollo territorial) y definido como el conjunto de 
orientaciones, normas, actividades, recursos, programas e instituciones que 
permiten la puesta en marcha de los principios generales ambientales entre ellos 
el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, las cuales constituyen el “patrimonio 
natural” de la Nación. 
 
En referencia a las funciones de las entidades territoriales y la planificación 
ambiental, la Ley 99 de 1993 indica (artículo 63), que para efectos de asegurar el 
derecho colectivo a un ambiente sano y adecuadamente protegido y de garantizar 
el manejo armónico y la integridad del patrimonio natural de la Nación, el ejercicio 
de las funciones en materia ambiental por parte de las entidades territoriales, se 
sujetará a los principios de armonía regional, gradación normativa y rigor 
subsidiario definidos en ese mismo artículo. En relación con ello, el artículo 68 
sobre la planificación ambiental de las entidades territoriales se refiere a la 
planificación armónica que debe darse entre departamentos, municipios y distritos 
con régimen constitucional especial y las corporaciones autónomas regionales 
(CAR).  Estas mismas funciones son asignadas a los entes territoriales de grupos 
étnicos (articulo 67). 
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En lo referente a la responsabilidad y obligación de todos los colombianos de 
proteger el patrimonio natural, el artículo 69 que se refiere a la participación 
ciudadana en las actuaciones administrativas respecto de las licencias 
ambientales que afecten o puedan afectar el medio ambiente; el artículo 76 sobre 
la explotación de los recursos naturales que se encuentren en territorios indígenas 
o de comunidades negras, de acuerdo con la Ley 70 de 1993.  
 
Se retoma en el artículo 107, lo ya consagrado en el artículo 64 del CNRNR y el 
artículo 10 de la Ley 9 de 1989, acerca de la facultad que tiene el Estado para 
declarar como de utilidad pública e interés social la adquisición de bienes de 
propiedad privada o la imposición de servidumbres o la expropiacion, que sean 
necesarias para la ejecución de obras públicas destinadas a la protección y 
manejo del medio ambiente y los recursos naturales renovables. Este artículo 
también se otorga al Congreso, a las Asambleas departamentales y a los 
Concejos municipales la facultad de imponer obligaciones a la propiedad, en 
desarrollo de la función social y ecológica que le es inherente. Esta función de la 
propiedad privada abre un amplio campo de acción para la declaratoria de 
patrimonio natural y la concreción de los efectos jurídicos, que se constituyen en 
una herramienta clave para su aplicación en una declaratoria de patrimonio 
(Sánchez, 2003)11. 
 
Por su parte, el artículo 109, crea una nueva categoría de manejo de áreas 
naturales protegidas, a cargo de los particulares, quienes pueden constituir 
reservas naturales de la sociedad civil sobre una parte o el todo del área de un 
inmueble que conserve una muestra de un ecosistema natural y sea manejado 
según los principios de la sustentabilidad en el uso de los recursos naturales. El 
inmueble registrado en esta categoría de manejo, al igual que las incluidas en el 
Código de Recursos Naturales, puede ser susceptible de ser declarado 
patrimonio, dependiendo de la función social y ecológica del ecosistema natural 
que comprende. El titular de una reserva natural de la sociedad civil tiene 
derechos especiales de participación en los casos en que el Estado quiera 
intervenir para ejecutar obras públicas. 
 
La Ley 165 de 1994 integró al ordenamiento nacional el contenido de la 
“Convención Internacional sobre Diversidad Biológica” en el cual las partes 
contratantes reconocen, entre otros aspectos, que la conservación de la diversidad 
biológica es de interés de la humanidad; que los Estados son responsables de la 
conservación de la diversidad biológica que ocupan y de la utilización sostenible 
de estos recursos biológicos; que la exigencia fundamental para la conservación 
de la diversidad biológica es la conservación “in situ” de los ecosistemas y hábitats 
naturales y el mantenimiento y la recuperación de poblaciones viables de especies 

                                                           
11
 El artículo 107 agrega, que es motivo de utilidad pública e interés social, la declaración y el 

alinderamiento de áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales que, son 
considerados en la legislación nacional como monumentos nacionales. 
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en sus entornos naturales, conservación que se hace también por medio de la 
demarcación de áreas naturales que se van a proteger, susceptibles de ser 
declaradas patrimonio. En el marco del convenio los Estados Parte acordaron, 
entre varios puntos, la definición de áreas protegidas, medidas para la 
conservación basadas en las estrategias, planes o programas nacionales para 
tales efectos y la utilización sostenible de la diversidad biológica, por ejemplo, 
mediante la constitución de categorías de manejo o patrimonio natural, y el 
establecimiento de un sistema de áreas protegidas o áreas donde haya que tomar 
medidas especiales para conservar la diversidad biológica. 
 
Si para efectos del establecimiento y manejo del patrimonio natural (ambiental) se 
creó mediante la Ley 99 de 1993 el Ministerio de Medio Ambiente12 que brindo en 
su momento el soporte institucional y político administrativo a este patrimonio, la 
Ley 397 de agosto 7 de 1997 se constituye en este mismo soporte para el 
patrimonio cultural13.  Esta Ley modificada posteriormente por la Ley 1185 de 
2008, plantea en su artículo 2 como objetivo primordial de la política estatal, la 
preservación del Patrimonio Cultural de la Nación y el apoyo y el estímulo a las 
personas, comunidades e instituciones que desarrollen o promuevan las 
expresiones artísticas y culturales en los ámbitos locales, regionales y nacional. 
 
En el artículo 4 define que el “patrimonio cultural de la Nación” está constituido por 
“[…] todos los bienes materiales, las manifestaciones inmateriales, los productos y 
las representaciones de la cultura que son expresión de la nacionalidad 
colombiana, tales como la lengua castellana, las lenguas y dialectos de las 
comunidades indígenas, negras y creoles, la tradición, el conocimiento ancestral, 
el paisaje cultural, las costumbres y los hábitos, así como los bienes materiales de 
naturaleza mueble e inmueble a los que se les atribuye, entre otros, especial 
interés histórico, artístico, científico, estético o simbólico en ámbitos como el 
plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, lingüístico, sonoro, musical, 
audiovisual, fílmico, testimonial, documental, literario, bibliográfico, museológico o 
antropológico […]” (Congreso de la República de Colombia, 2008). 
 
La Ley General de Cultura (387 de 1997), retoma el Sistema Nacional de Cultura 
propuesto originalmente en 1992, estableciendo la responsabilidad de los 
departamentos y municipios en la protección del patrimonio cultural. En su nueva 
versión modificada, se formalizó el Sistema, conformado por “[…] el conjunto de 
instancias públicas del nivel nacional y territorial que ejercen competencias sobre 
el patrimonio cultural de la Nación, por los bienes y manifestaciones del patrimonio 

                                                           
12
 No obstante su decadencia por la reforma del Ministerio que introdujo nuevos objetivos 

misionales sectoriales de vivienda por un lado, de ambiente y desarrollo territorial por otro, lo que 
ha derivado en la perdida de la capacidad de maniobra del Estado para proteger, manejar y 
controlar el patrimonio natural, como lo señalan varios autores, entre ellos Tobasura (2006). 
13
 Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes de la 

Constitución Política y se dictan normas sobre patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la 
cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y se trasladan algunas dependencias. 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 33 

cultural de la Nación, por los bienes de interés cultural y sus propietarios, 
usufructuarios a cualquier título y tenedores, por las manifestaciones incorporadas 
a la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial, por el conjunto de 
instancias y procesos de desarrollo institucional, planificación, información, y por 
las competencias y obligaciones públicas y de los particulares, articulados entre sí, 
que posibilitan la protección, salvaguardia, recuperación, conservación, 
sostenibilidad y divulgación del patrimonio cultural de la Nación […]”; e igualmente  
se definió el marco institucional en la gestión del patrimonio de la siguiente 
manera: “[…] Son entidades públicas del Sistema Nacional de Patrimonio Cultural 
de la Nación, el Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de Antropología e 
Historia, el Archivo General de la Nación, el Instituto Caro y Cuervo, el Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural, los Consejos Departamentales y Distritales de 
Patrimonio Cultural y, en general, las entidades estatales que a nivel nacional y 
territorial desarrollen, financien, fomenten o ejecuten actividades referentes al 
patrimonio cultural de la Nación. El Sistema Nacional de Patrimonio Cultural estará 
coordinado por el Ministerio de Cultura, para lo cual fijará las políticas generales y 
dictará normas técnicas y administrativas, a las que deberán sujetarse las 
entidades y personas que integran dicho sistema […]” (Congreso de la República 
de Colombia, 2008). 
 
Al respecto Garavito (2006) indica que “[…] el patrimonio natural se sitúa como 
una clasificación dentro del patrimonio cultural. Esto implica que aunque todos los 
bienes declarados patrimonio nacional, en todas las clasificaciones posibles, 
poseen una dimensión cultural; y sólo aquellos que se encuentran clasificados 
como patrimonio natural o mixto (natural-cultural) se les reconoce una dimensión 
natural. Esta forma de ver el patrimonio nacional no permite tener en cuenta que 
sin importar la diversidad de bienes patrimoniales, a cada uno se le podría 
observar su dimensión natural. En este sentido, el impacto ecológico y ambiental 
de declarar bienes patrimonio y de las prácticas sociales que éstos desencadenen 
puede no ser observado en toda su profundidad. Es decir, que según el anterior 
referente sobre el patrimonio, no se contempla lo natural como una dimensión 
transversal a los bienes patrimoniales sino como una característica que incluye a 
unos y excluye a otros […]”. 
 
Otro elemento constitutivo del patrimonio es incorporado al mismo mediante la Ley 
357 de 1997, que integró al ordenamiento normativo nacional la “Convención 
Relativa a los Humedales de Importancia Internacional Especialmente como 
Hábitat de Aves Acuáticas” (Ramsar), suscrita en la ciudad de Ramsar en 1971, 
así como las modificaciones adoptadas mediante el Protocolo de París en 1982 y 
las enmiendas de Regina de 1987. La Convención Ramsar determina en su 
artículo 1 como humedal las extensiones de marismas, pantanos y turberas, o 
superficies cubiertas de aguas, sean estas de régimen natural o artificial, 
permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, 
incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no 
exceda de seis metros. Este tipo de ecosistema es parte integral del patrimonio 
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natural y cultural de la Nación y es calificado por la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado como “área de especial importancia 
ecológica”, de lo cual se deriva un régimen de protección más intenso que el del 
resto del medio ambiente como reconocimiento a una trascendencia que 
sobrepasa lo local, hacia el nivel global. 
 
Otra Ley que tiene importancia específica sobre los patrimonios natural y cultural 
es la 388 de 24 de julio de 1997 “Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 
3 de 1991 y se dictan otras disposiciones”, denominada comúnmente como Ley de 
Ordenamiento Territorial. En ella se establecieron cinco dimensiones para 
sustentar la estructura del ordenamiento del territorio: cultural, política, económica, 
social y ambiental. En la dimensión cultural, como componente estructurante, se 
propuso considerar el patrimonio cultural y, dentro de éste, en posición destacada, 
el patrimonio inmueble. A su vez, este último concreta en el territorio geográfico, 
de municipios y regiones, las expresiones tangibles de las otras dimensiones. 
 
Para su puesta en marcha y revisión periódica, los planes de ordenamiento 
territorial (POT) requieren establecer jerarquías y prefijar derroteros a partir de los 
objetivos generales consignados. La Ley 388 de 1997, asume entre los  
determinantes para el ordenamiento territorial el patrimonio cultural y natural de la 
Nación. Prevé también la elaboración de planes parciales de conservación, en los 
cuales se debe definir el área específica del bien, del predio y de influencia, esta 
última con el fin de evitar los impactos que puedan causar los usos, las alturas, 
etc. al monumento nacional. Entre las normas que reglamentan esta ley se 
encuentra el Decreto 1504 de agosto 4 de 1998 “Por el cual se reglamenta el 
manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial”, en el cual en 
su artículo 2, define el concepto de “espacio público” como el conjunto de 
inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles 
privados destinados por su naturaleza, usos o afectación a la satisfacción de 
necesidades urbanas colectivas que trascienden los límites de los intereses 
individuales de los habitantes.  
 
Este Decreto comprende en su artículo 3, entre otros los siguientes aspectos: los 
bienes de uso público; Los elementos arquitectónicos, espaciales y naturales de 
los inmuebles de propiedad privada que por su naturaleza, uso o afectación 
satisfacen necesidades de uso público; y las áreas requeridas para la 
conformación del sistema de espacio público en los términos establecidos en este 
decreto.  
 
Mientras que el artículo 5 al enumerar los elementos constitutivos y 
complementarios al espacio público menciona: áreas para la conservación y 
preservación del sistema orográfico o de montañas, tales como: cerros, montañas, 
colinas, volcanes y nevados; áreas para la conservación y preservación del 
sistema hídrico: conformado por elementos como los naturales dentro de los que 
se mencionan los relacionados con corrientes de agua, tales como: cuencas y 
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microcuencas, manantiales, ríos, quebradas, arroyos, playas fluviales, rondas 
hídricas, zonas de manejo, zonas de bajamar y protección ambiental, y 
relacionados con cuerpos de agua, tales como mares, playas marinas, arenas y 
corales, ciénagas, lagos, lagunas, pantanos, humedales, rondas hídricas, zonas 
de manejo y protección ambiental, se incluye también entre los elementos 
naturales del espacio público, áreas de especial interés ambiental, científico y 
paisajístico, tales como: parques naturales del nivel nacional, regional, 
departamental y municipal; y áreas de reserva natural, santuarios de fauna y flora.  
 
Entre los elementos constitutivos artificiales se consideran las áreas para la 
conservación y preservación de las obras de interés público y los elementos 
urbanísticos, arquitectónicos, históricos, culturales, recreativos, artísticos y 
arqueológicos, las cuales pueden ser sectores de ciudad, manzanas, costados de 
manzanas, inmuebles individuales, monumentos nacionales, murales, esculturas, 
fuentes ornamentales y zonas arqueológicas o accidentes geográficos.  Lo sugiere 
que en el ordenamiento territorial poco o casi nada del espacio ordenado podría 
ser marginado del patrimonio natural y cultural que posee un territorio. 
 
Con respecto a la participación ciudadana para la defensa de sus derechos 
colectivos, la Ley 472 de 5 de agosto de 1998, “Por la cual se desarrolla el artículo 
88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio de las 
acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones”, consagra en su 
artículo 4, el patrimonio cultural de la Nación como un derecho colectivo, al igual 
que el acceso y disfrute de los bienes de interés cultural, el espacio público y el 
goce de un ambiente sano, que se logra tanto a través de la protección del 
patrimonio natural como por medio del ejercicio de todos y cada uno de los 
derechos humanos. 
 
La primera década del siglo XXI, en la gestión del patrimonio en Colombia se 
caracteriza por la formulación del Plan Nacional de Cultura 2001 - 2010 “Hacia una 
ciudadanía democrática cultural. Un plan colectivo desde y para un país plural”, 
que establece tres campos de política comprometidos con la construcción de 
ciudadanía democrática cultural: participación, memoria y creación y diálogo 
cultural. Cada uno de estos campos formula un conjunto de políticas y estrategias 
que aspiran a constituirse en un marco orientador del sector cultural. Plantea ésta 
política que el Estado debe reconocer el derecho que cada grupo humano posee 
de valorar y conservar su patrimonio cultural de forma integral. A partir de esta 
perspectiva el Ministerio de Cultura, como ente rector de la formulación e 
implementación de la política pública en lo relacionado con el patrimonio cultural, 
pone su énfasis en el desarrollo de procesos de formación y sensibilización de la 
comunidad y apoya el fortalecimiento de instituciones departamentales, distritales, 
municipales y de territorios indígenas para que asuman el manejo de su 
patrimonio (Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 2001). 
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Acerca del reconocimiento emergente de la escala local en la gestión del 
patrimonio cultural el Plan Nacional de Cultura 2001-2010 plantea que “[…] La 
localidad debe ser vista como espacio privilegiado de la creación cultural, 
escenario de procesos sociales y culturales cercanos a las necesidades y 
propuestas de las gentes. En el nivel municipal se deben fortalecer políticas 
descentralizadas de reconocimiento de la diversidad cultural, de la especificidad 
del contexto local. Así como el desarrollo de una infraestructura adecuada, de 
urbanismo y patrimonio coherentes con un ordenamiento territorial eficiente que 
estimulen la producción y el disfrute cultural. Éste debe ser un espacio y 
laboratorio de acciones autónomas y responsables de gobierno local, el cual no 
debe ser solamente ejecutor de políticas diseñadas desde arriba, sino lugar de 
gestión de políticas culturales de alta pertinencia local, con perspectiva regional y 
nacional […]” (Ministerio de Cultura de la República de Colombia, 2001). 
 
En términos de patrimonio inmueble se consolida el inventario, valoración y 
registro como mecanismo para la protección y salvaguarda de las áreas históricas 
que concentran diversos bienes de interés cultural, en función del Plan Nacional 
de Recuperación de Centros Históricos, PNRCH, promovido por la Dirección de 
Patrimonio, en cooperación con el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, el Departamento 
Nacional de Planeación y FINDETER, con lo que se pretende la sostenibilidad y 
proyección a futuro de estas áreas históricas (Ministerio de Cultura de la República 
de Colombia, 2005 (1)). 
 
El Plan Nacional de Cultura 2001 - 2010 es también el origen de la Dirección de 
Cinematografía, encargada de diseñar las políticas, en relación con la 
preservación, conservación, divulgación y manejo del patrimonio audiovisual 
colombiano y acompañar las acciones para su desarrollo, desde el Consejo 
Nacional para las Artes y la Cultura en Cinematografía. En lo relacionado con la 
salvaguarda del patrimonio cinematográfico, se desarrolla una labor conjunta con 
la Fundación Patrimonio Fílmico Colombiano, entidad que desde su creación, ha 
rescatado y custodiado numerosas colecciones (Ministerio de Cultura de la 
República de Colombia, 2005 (2)). 
 
El Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) ha emitido frente a 
la gestión del patrimonio los documentos 3162 de mayo 10 de 2002 “Lineamientos 
para la sostenibilidad del plan nacional de cultura 2001 – 2010 “hacia una 
ciudadanía democrática cultural” y 3255 de noviembre 4 de 2006 “Lineamientos de 
política para la distribución del 25% de los recursos territoriales provenientes del 
incremento del 4% del IVA a la telefonía móvil”. 
 
El documento CONPES 3162, presenta los lineamientos de política orientados a la 
sostenibilidad económica y financiera del Plan Nacional de Cultura 2001 – 2010, 
reiterando que es coherente con el orden constitucional y legal la obligación del 
Estado de preservar el patrimonio cultural colombiano y apoyar y estimular a las 
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personas, comunidades e instituciones que desarrollen o promuevan las 
expresiones culturales en el ámbito local, regional y nacional. Como lo indica 
Garavito (2006), el documento reafirma la importancia de aplicar una gestión del 
patrimonio alineada con la nueva organización territorial, la descentralización 
administrativa y la democracia participativa, planteadas en la Constitución de 1991 
(CONPES. 2002). 
 
Por su parte el documento CONPES 3255, presenta los lineamientos de política 
para la distribución del 25% de los recursos generados por el incremento del 4% al 
IVA del servicio de telefonía móvil destinados a departamentos y al distrito capital 
para apoyar los programas de fomento y desarrollo deportivo, atendiendo los 
criterios del Sistema General de Participación establecidos en la Ley 715 de 2001 
y para el fomento, promoción y desarrollo de la cultura y la actividad artística 
colombiana. En sus planteamientos generales indica que “[…] Para lograr la 
apropiación del patrimonio cultural y natural por parte de la comunidad, los 
departamentos y el distrito capital deberán propender por la revitalización y 
recuperación de los sectores históricos, de las zonas arqueológicas, de los 
parques y reservas naturales, de los poblado de interés patrimonial y de los bienes 
de interés cultural. Deberán articular el patrimonio cultural y natural al desarrollo 
socio-económico y a los procesos de construcción ciudadana, con el fin de 
garantizar su sostenibilidad en el tiempo. 
 
Por lo anterior, es necesario desarrollar actividades relacionadas con la 
identificación, el inventario y la elaboración de Planes Especiales de Protección de 
bienes de interés cultural, la promoción y difusión por medio de campañas de 
sensibilización, educación y formación de la comunidad en torno al conocimiento, 
valoración, protección y disfrute del patrimonio cultural y natural, así como 
actividades relacionadas con el seguimiento al estado de conservación, el 
mantenimiento periódico y la restauración de bienes de interés cultural, entre otras 
[…]” (CONPES. 2006). 
 
Así mismo, el documento CONPES 3255 para efectos de articular lo que propone 
programas y planes liderados por el Ministerio de Cultura como son: el Programa 
Nacional de Inventario, el Plan Nacional de Revitalización de Centros Históricos 
(PNRCH), el Programa de Restauración y Mantenimiento de Bienes de Interés 
Cultural de Carácter Nacional, los Vigías del Patrimonio Cultural y el Turismo 
Cultural.  
 
El tema del patrimonio cultural inmaterial encuentra un importante impulso con la 
promulgación de la Ley 1037 de julio 25 de 2006, que integra al ordenamiento 
jurídico nacional la “Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial”, aprobada por la Conferencia General de la Unesco XXXII. Las 
finalidades de la convención son: la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial; 
el respeto del patrimonio cultural inmaterial de las comunidades, grupos e 
individuos de que se trate; la sensibilización en el plano local, nacional e 
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internacional a la importancia del patrimonio cultural inmaterial y de su 
reconocimiento recíproco; la cooperación y asistencia internacionales. 
 
No obstante lo anterior, Garavito (2006) plantea a partir de la revisión de los 
resultados del Programa Nacional de Inventario y el Listado de Monumentos 
Nacionales y Bienes Culturales del Ministerio de Cultura, en el país las cifras son 
irrisorias, puesto que para el año 2005 solo existía una  participación del 1% de 
bienes de patrimonio intangible y el patrimonio tangible mueble solo representaba 
el 2%. A su vez, de la clasificación de patrimonio inmueble el arquitectónico 
supera con un 90%, al urbano, arqueológico, natural y mixto, por lo que el autor 
concluye que “[…] de acuerdo con los bienes reconocidos por el gobierno como 
patrimonio, se puede afirmar que el tipo predominante de patrimonio cultural 
colombiano es el patrimonio tangible, en éste el patrimonio inmueble, y en 
particular el patrimonio arquitectónico […]”, tendencia que se refleja también en la 
composición de bienes que el país ha inscrito en la Lista de Patrimonio Mundial. 
En este listado Colombia consignó seis bienes culturales, entre los que se 
encuentran cuatro de tipo tangible, dos de tipo intangible, y dos bienes naturales 
(ver tabla 4).  
 
Tabla 4 Bienes del patrimonio cultural y natural de Colombia inscritos en la lista del patrimonio 

mundial  
 

Patrimonio cultural 
Patrimonio Natural 

Componente tangible Componente intangible 
Puerto, Fortalezas y Conjunto 
Monumental de Cartagena 

Carnaval de Barranquilla Parque Nacional Los Katíos 
Centro Histórico de Santa Cruz 

de Mompox 
Parque Arqueológico Nacional 

de Tierradentro 
Palenque de San Basilio 

Santuario de flora y fauna de 
la Isla de Malpelo Parque Arqueológico de San 

Agustín 
Fuente: UNESCO, 2009. (a). 

 
Mientras que en lista tentativa se encuentran, seis bienes patrimoniales, 
disgregados en tres culturales, dos naturales y uno mixto (ver tabla 5). 
 
Tabla 5 Bienes del patrimonio cultural y natural de Colombia inscritos en la lista tentativa del 

patrimonio mundial  
 

Bien Categoría 
Fecha de 

presentación 
Entidad que preparó 

la presentación 
Ubicación 

Buritaca 200 - 
Ciudad Perdida - 
Sierra Nevada de 

Santa Marta 

Cultural 29/10/1993 COLCULTURA 
Departamento del 

Magdalena 

Sistema Hidráulico 
Prehispánico del 
Río San Jorge 

Cultural 29/10/1993 COLCULTURA Departamento de Córdoba 
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Parque Nacional 
Natural 

Chiribiquete 
Natural 29/10/1993 

COLCULTURA - 
INDERENA 

Departamento del 
Amazonas 

Paisaje Cultural 
Cafetero 

Mixto 25/04/2001 

Delegación 
Permanente de 
Colombia ante la 

UNESCO 

Departamentos de 
Antioquia, Caldas, 

Risaralda, Quindío y Valle 
del Cauca 

Qhapaq Ñan 
(Camino principal 

andino) 
Cultural 18/05/2005 

Instituto 
Colombiano de 
Antropología e 

Historia, Ministerio 
de Cultura 

Andes Suramericanos 

Área marina 
protegida 
“Seaflower” 

Natural 18/09/2007 
Parques 

Nacionales 
Naturales 

Departamento de San 
Andrés, Providencia y 

Santa Catalina 
Fuente: UNESCO, 2009. (b). 

 
En ese mismo sentido Garavito (2006) también señala que “[…] los otros 
programas señalados en el CONPES 3255 y gestionados por el Ministerio de 
Cultura, no es evidente cómo éstos van a articular al patrimonio cultural y natural 
al desarrollo socioeconómico y a la construcción de ciudadanía. Un tipo de bien 
patrimonial que recibe una especial relevancia son los centros históricos, con lo 
cual se evidencia que la perspectiva histórica y monumental de la gestión del 
patrimonio continúa siendo relevante. Sin embargo, a pesar de la diversidad de 
bienes patrimoniales, los otros programas se refieren al conjunto en general y a 
sus potencialidades para el desarrollo de la participación o el turismo. En este 
sentido cabe resaltar que el único programa que nombra al patrimonio natural en 
su presentación es el de Turismo Cultural. Esto pone en evidencia otro reto que 
enfrenta la gestión del patrimonio en tanto a la articulación de los proyectos 
patrimoniales y turísticos […]”. 
 
Garavito (2006) plantea que a pesar de los esfuerzos de gestión que desde el 
Estado se han adelantado a través de declaratorias de bienes patrimoniales, el 
desarrollo legislativo, la planeación y puesta en marcha de una serie de programas 
enfocados en ciertos aspectos específicos del patrimonio, si bien se constituyen 
en herramientas son útiles para inventariar, no son propicias para el estudio del 
patrimonio como un elemento característico de las sociedades contemporáneas y 
menos la colombiana. Agrega además que aunque existen múltiples fuentes 
legislativas y de planeación para el desarrollo de una política pública sobre el 
patrimonio, y que estos documentos plantean rumbos de acción posible sobre su 
gestión, la consolidación y operatividad de tal política requiere una 
contextualización y profundización en sus problemáticas.  En consecuencia, “[…] 
la articulación del patrimonio cultural y natural reabre el debate sobre los vínculos 
entre cultura y naturaleza y, en un sentido profundo, sobre la conexión entre los 
seres humanos y el medio que los sostiene. Es posible cuestionar si lo cultural y lo 
natural son características excluyentes de los bienes patrimoniales, como se ha 
planteado hasta ahora, o si se pueden considerar como dos dimensiones 
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transversales a cualquiera de éstos. De otra parte, la relación entre proyectos 
patrimoniales y turísticos plantea otro reto conceptual para el gobierno en la 
profundización del sentido del patrimonio […]”. 
 
Por último, la aplicación plena de las reformas estructurales introducidas por la 
Constitución de 1991 implica otra serie de desafíos en tanto el Estado y el 
gobierno que lo representa, debe garantizar y fortalecer la participación de las 
personas y comunidades en las decisiones con respecto al patrimonio, el respeto 
de la diversidad cultural, y el cumplimiento de los principios de planeación del 
desarrollo consagrados en la Ley Orgánica 152 de 1994, para que los entes 
territoriales locales puedan adelantar su propia gestión del patrimonio. 
 
2.1.3 Territorialidades en el Área de Manejo Especial del Darién 
 
En la región del Darién existen varios territorios de grupos étnicos reconocidos 
tanto por su carácter prehispánico, como por su carácter poscolonial. Son 
territorios pertenecientes a comunidades indígenas  y afrodarienitas, en los que se 
presupone la existencia de modos de vida de larga duración histórica, 
especializados en el manejo de ecosistemas de selva tropical únicos en el mundo, 
en los que han desarrollado formas propias y especificas de autosostenibilidad en 
el tiempo. Los grupos indígenas que habitan la región son los Kunas, los Emberá y 
Emberá – Katíos y los Wounan. Estas comunidades han implementado sistemas 
extractivos y productivos coherentes y consistentes con  las particularidades del 
los frágiles ecosistemas del bosque húmedo tropical en vertiente, de tal manera 
que la poliexplotación itinerante y escalonada del medio posibilita la restauración 
de las alteraciones del ambiente y la no fragmentación de los ecosistemas, 
dándose condiciones para que no se interrumpan los intercambios genéticos de 
las especies. En los cuatro municipios integrantes del Darién chocoano, Acandí, 
Riosucio, Unguía y Juradó, existen 19 resguardos distribuidos de la siguiente 
manera (ver tabla 6): 
 
Tabla 6 Resguardos Indígenas en el territorio del Área de Manejo Especial del Darién 
 

Municipio Resguardo Grupo 

Acandí 
Chidima tolo Embera katio 
Pescadito Embera katio 

Riosucio 

Jagual rio chintado Embera 
Peña blanca-rio truando Embera katio 
Peranchito (amp) Embera katio 
Perancho (amp) Embera katio 
Rio domingodo Embera 
Rio la raya Embera katio 
Rio quiparado Embera 
Salaqui-pavarando Embera katio 
Yarumal y el barranco Embera 

Unguía 
Arquia Tule (kuna) 
Cuti Tule (kuna) 
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Tanela, (dadichi, citara) Embera katio 

Jurado 

Guayabal de partado Embera 
Jurado-choco Embera katio 
Nussi purru Embera 
Nussi purru Waunan 
Santa marta de curiche Embera 

Fuente: Ministerio de Educación de la República de Colombia. 2003. Extracto de base de datos sobre los resguardos 
indígenas de Colombia tomado en fecha 9 de Mayo del 2006 

 
Por su parte, en el Área también se encuentran territorios de comunidades 
afrodescendientes. En efecto, varias comunidades negras del norte del Chocó se 
han acogido al proceso de titulación colectiva de la Ley 70 de 1993, que tiene por 
objeto el reconocimiento de derechos de propiedad colectiva a este tipo de grupos 
que han ocupado ancestralmente las tierras baldías en las riberas de los ríos de la 
cuenca del pacífico, y su aplicación es extensiva a comunidades negras en otras 
partes del país en virtud del artículo transitorio 55 de la Constitución Nacional.  La 
ley tiene como condición esencial para el reconocimiento de la propiedad 
colectiva, la conservación de las prácticas tradicionales de producción, buscando 
así mismo establecer mecanismos para la protección de la identidad cultural, de 
los derechos y el fomento del desarrollo económico y social. 
 
Como elemento constitutivo básico del reconocimiento de los derechos de 
propiedad que trae la ley, se define la “ocupación colectiva” como el asentamiento 
histórico y ancestral de comunidades negras en tierras de uso colectivo, que 
constituyen su hábitat, y sobre las cuales aplican prácticas tradicionales de 
producción que se han desarrollado consuetudinariamente para garantizar la 
conservación de la vida y el desarrollo autosostenible.  En el caso de los procesos 
de titulación colectiva en el norte del Chocó, se pudo acceder a información 
específica para el Municipio de Acandí, que revela que a la fecha 28 de Febrero 
del 2006, se habían adjudicado 29.480,0482 Ha. a Consejos Comunitarios de las 
Comunidades Negras, distribuidas  de la siguiente manera (ver tabla 7): 
 
Tabla 7 Proceso de Titulación Colectiva en el Municipio de Acandí 
 

Consejo Comunitario Veredas Hectáreas 
Cuenca del Río Acandí 

Seco, El Cedro y 
Juancho 

Acandí Seco, El Cedro, Juancho, Batalillal, Quebrada 
Arenas, Guata, El Brazo, La Diabla y la Hoya 

5.571,1496 

Cuenca del Río Acandí y 
Zona Costera Norte 

Capitán, Cogollo, El Muerto, Quebrada Indio, 
Capitancito, Astí, El Brillante, Pino Roa, Rufino, El 
Aguacate y Capurganá 

10.443,3116 

Cuenca del Río Tolo y 
Zona Costera Sur 

San Francisco, Caleta, Barrancón, Peñalosa, San 
Miguel, Chugandí, Chunganducito, La Joaquina, 
Napú, Aguas Blancas, La Unión, La Manuela, 
Furutungo, Playota, Triganá, El Besote, La Reinalda, 
Los Titiza (Alto y Medio Bajo), Quebrada Loma y Los 
Tibirris (Alto, Medio y Bajo) 

13.465,5870 

Fuente: Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER). 2006. 
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También existen en el territorio, como iniciativa de grupos  privados la adquisición 
de tierras destinadas a iniciativas de conservación amparadas en la figura de la 
“Reserva Natural de la Sociedad Civil” (RNSC), la cual consiste en una 
manifestación especial de la propiedad privada, que se orienta a la conservación o 
uso sustentable del bien inmueble afectado por iniciativa de su propietario, el cual 
puede ser persona natural o jurídica. La Ley 99 de 1993 en su artículo 109 y el 
Decreto Reglamentario 1996 de 1999, consagraron esta figura jurídica como la 
parte o el todo del área de un inmueble que conserve una muestra de un 
ecosistema natural y sea manejado bajo los principios de la sustentabilidad en el 
uso de los recursos naturales. Del total 470,96 ha. que están destinadas a ser 
RNSC en el Departamento del Chocó, 453,16 ha. se encuentran ubicadas en la 
región del Darién e inmediaciones de esta (ver tabla 8). 
 
Tabla 8 Listado de Reservas Naturales de la Sociedad Civil del Chocó para Abril del 2006. 

Tomado en fecha 9 de Mayo del 2006.  
 

Reserva Ecorregion Área (Ha) Municipio Nodo 

Parque Agua Viva 
Serranía del 

Darién 
15,00 Acandi Ungandí 

Aguapanela Chocó norte 6,00 Acandi Ungandí 
Al-fayoun Chocó norte 8,00 Acandi Ungandí 

Integral Sasardí 
Serranía del 

Darién 
140,00 Acandi Ungandí 

La Coquerita 
Serranía del 

Darién 
3,00 Acandi Ungandí 

La Semilla Chocó norte 40,00 Unguia Ungandí 
La Tribu Chocó norte 22,00 Unguia Ungandí 

Las Palmeras Chocó norte 62,00 Acandi Ungandí 
Mil Luchas Chocó norte 50,00 Unguia Ungandí 

No Te Aflijas 
Serranía del 

Darién 
24,00 Acandi Ungandí 

Ormuz Chocó norte 34,00 Unguia Independiente 

Punta de Las Flores 
Serranía del 

Darién 
4,00 Acandi Ungandí 

Tacarcuna 
Serranía del 

Darién 
5,00 Acandi Independiente 

Waira Chocó norte 35,00 Unguia Ungandí 

El Aguacate 
Serranía del 

Darién 
5,16 Acandi Ungandí 

Fuente Asociación Red Colombiana de Reservas Naturales de la Sociedad Civil (RESNATUR). 2006 

 
No obstante la existencia de estas formas de apropiación del territorio que parecen 
ser mas compatibles con un uso adecuado, en la zona de amortiguamiento y aun 
en el interior del Área de Manejo, existen otro tipo de usos y apropiación que 
vienen generando impactos severos en su estructura ecológica y sobre las 
territorialidades étnicas, con la implementación de la ganadería extensiva y los 
monocultivos de palma africana. 
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Fuente: EVEE, 2006 

 

3 Referentes conceptuales 
 
Como ya se indicó, desde inicios del siglo XX la institucionalidad colombiana ha 
producido legislación sobre el patrimonio nacional, con énfasis en la adhesión a 
tratados y convenios internacionales desde la década de 1930, lo que configuró la 
elaboración de significados, definiciones y modos de gestión en el ordenamiento 
interno. 
 
En el marco de los tratados suscritos, se puede resaltar por su influencia global la 
Convención Internacional para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y 
Natural (1972) en la cual se replantea la aproximación conceptual al patrimonio 
tanto cultural como natural. El contenido de este instrumento internacional fue 
integrado a la legislación interna en 1983, convirtiéndose en uno de los referentes 
más importantes en lo que a gestión del patrimonio cultural y cultural se refiere. 
 
Si bien esta convención dinamizó mundialmente la revalorización del patrimonio 
cultural y natural, también abrió el debate acerca de las formas en que el sistema 
político internacional y los Estados conciben y definen el vínculo entre cultura y 
naturaleza, lo que trae implícitos cuestionamientos acerca de la delimitación y 
separación conceptual entre el patrimonio natural y cultural. Si bien se ha 
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interpretado desde distintos ámbitos que la diferenciación buscó ser funcional para 
efectos de la aplicación del convenio, lo cierto es que se ha hecho una división 
casi tajante del patrimonio en dos dimensiones distintas y separadas, con la 
notable excepción que plantea el caso del patrimonio mixto, que es escaso en su 
representación en listados formales, si se tiene en cuenta que en la gran mayoría 
de ellos los bienes declarados patrimonio se relacionan con uno u otro conjunto en 
forma excluyente (Garavito, 2006). 
 
En virtud de lo anterior y casi que exclusivamente desde el ámbito académico 
comenzó a reconsiderarse este marco conceptual, a partir del reconocimiento de 
que todos los aspectos de la cultura humana han emergido y están constreñidos, 
por un entorno ecológico y por tanto el ser humano, la sociedad y sus productos, 
como es el caso de los bienes patrimoniales, hacen parte de una relación en la 
que no es posible darle significado a lo natural sin una base cultural que lo 
nombra, lo significa, lo transforma y lo usa, en otros términos “[…] la cultura no 
puede ser entendida sin considerar la base biofísica sobre la cual se ha 
construido, no existe una separación entre cultura y naturaleza, la cultura es tan 
natural como lo puede ser cualquier adaptación fisiológica de cualquier especie.  
 
Lo que no implica que cualitativamente la explicación de la cultura se pueda 
reducir a términos físicos, químicos o biológicos únicamente; aunque todo esto 
afecte la conducta humana, esta no se reduce a un mecanismo meramente reflejo. 
 
Si entendemos el nicho ecológico, como la identificación funcional de la 
articulación energética de una especie al ecosistema, su forma de inserción en el 
sistema trófico; en el caso de la especie humana, la característica distintiva es que 
su nicho es polivalente, multidimensional y cambiante: es cultural. Trasciende 
inclusive límites espaciales y temporales […]” (González, 2006), a lo que se puede 
agregar que “[…] Lo ambiental complejo muestra las correlaciones entre cultura y 
naturaleza, donde la cultura emerge de la naturaleza como una forma 
autopoiésica, caracterizada por estar constituida por lo simbólico, lo imaginario y lo 
artificial, solo que estos elementos de la cultura no se miran como no-naturales, 
sino por el contrario, se miran como naturaleza en expansión. La voz de los 
antropólogos, de los artistas, de los pensadores acerca de lo humano, de los 
estudiosos de la cultura y las artes, se expresa en esta temática, abriendo un lugar 
bien importante, para pensar lo ambiental como estéticas de la naturaleza en 
expansión […]” (Noguera, 2006). 
 
Como lo plantea Garavito (2006), el alcance actual de la gestión del patrimonio 
implicaría la integración de dos criterios de valoración a saber: Un valor simbólico 
como referente para la construcción y conservación de la memoria colectiva y un 
valor económico como bienes de interés público que pueden ser utilizados para 
estimular el desarrollo de mercados emergentes como el turismo a distintas 
escalas. En alusión al valor simbólico del patrimonio, este trascendería el simple 
interés por la historia o la memoria de una comunidad, concibiendo su reinvención 
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y gestión para el futuro, lo que pone de presente que la identificación y gestión del 
patrimonio refleja la lógica de la percepción, el imaginario y la representación 
social que prime en el o los tomadores de decisiones al respecto y del poder que 
tengan para hacer efectivo ese imaginario sobre el patrimonio en un territorio o un 
elemento del mismo en un momento dado. 
 
En relación con el valor económico del patrimonio Luque (2004), advierte que si 
bien puede haber un nexo complementario entre proyecto patrimonial y turístico, 
ambos conceptos no deben confundirse, indicándose que el énfasis del primero es 
la protección, conservación, conocimiento y difusión del patrimonio cultural de los 
pueblos, mientras que el segundo consiste en facilitar los viajes o estancias 
realizadas por placer en momentos de ocio y tiempo libre de los ciudadanos. En 
ese mismo sentido indica que los propósitos de uno y otro difieren, lo que plantea 
la emergencia de tensiones y alianzas entre los actores que aboguen por la 
conservación de la memoria colectiva, frente a quienes promuevan un mercado 
turístico soportado en los bienes patrimoniales, ya que el proyecto patrimonial 
busca “[…] llegar a un mejor conocimiento de la comunidad a la que 
pertenecemos, para tener un lugar en el mundo, una identidad que nos sitúe, nos 
ayude a valorar nuestra comunidad y nuestro entorno […]” y el proyecto turístico 
pretende “[…]  la consecución del viaje con finalidades lúdicas, culturales  y 
sociales, ya que el turismo bien entendido, es en primer lugar, una forma 
enriquecedora de ver y entender el mundo desde nuestra identidad, 
salvaguardada por un patrimonio, que nos espera y nos sitúa en el mundo […]” 
(Luque, 2004). No obstante, esta diferenciación no parece ser tan clara, puesto 
que en ambos proyectos se establece una relación intercultural y de intercambio 
de significados y sentidos, independientemente de que estas relaciones sean 
asimétricas o relativamente simétricas, que tanto para la comunidad anfitriona 
como para la visitante enriquecen y transforman sus sentidos de pertenencia e 
identidad. 
 
A partir de éstas consideraciones, se puede plantear que para que el turismo – y 
de hecho cualquier otra actividad productiva- sea sostenible como opción y 
posibilidad económica de una población en su territorio, necesariamente debe ser 
patrimonial, independientemente de que exista o no política pública que lo 
ratifique.  De esta manera se configura  un debate que compromete el concepto de 
“turismo sostenible”, ya que como lo plantea Luque (2004) “[…] Todo aquel 
proyecto cuyo objeto sean las realizaciones tangibles o intangibles del hombre, 
debe anticiparse [en términos de la historia y de la continuidad del sistema cultural] 
a la propia población que las ha generado, desde el punto de vista más adecuado 
en su contexto […]”. 
 
La nocion de “turismo sostenible” fue acuñada por la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) a través de su agencia  Organización Mundial de Turismo 
(OMT), que lo definió como: “[…] El Turismo Sostenible atiende a las necesidades 
de los turistas actuales y de las regiones receptoras y al mismo tiempo protege y 
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fomenta las oportunidades para el futuro. Se concibe como una vía hacia la 
gestión de todos los recursos de forma que puedan satisfacerse las necesidades 
económicas, sociales y estéticas, respetando al mismo tiempo la integridad 
cultural, los procesos ecológicos esenciales, la diversidad biológica y los sistemas 
que sostienen la vida […]" (OMT. 1993). 
 
Más reciente (2004), el Comité de Desarrollo Sostenible del Turismo de la OMT, 
reunida en Tailandia, revisó la definición hasta ese momento vigente, con el 
propósito de enfatizar en el equilibrio entre los aspectos ambientales, sociales y 
económicos del turismo, así como en la necesidad de aplicar principios de 
sostenibilidad en todos los sectores de la actividad en el marco de los Objetivos 
del Milenio para erradicar la pobreza en el mundo: 
 
"[…] Las directrices para el desarrollo sostenible del turismo y las prácticas de 
gestión sostenible son aplicables a todas las formas de turismo en todos los tipos 
de destinos, incluidos el turismo de masas y los diversos segmentos turísticos. Los 
principios de sostenibilidad se refieren a los aspectos ambiental, económico y 
sociocultural del desarrollo turístico, habiéndose de establecer un equilibrio 
adecuado entre esas tres dimensiones para garantizar su sostenibilidad a largo 
plazo.  
 
Por lo tanto, el turismo sostenible debe:  
 
Dar un uso óptimo a los recursos ambientales que son un elemento fundamental 
del desarrollo turístico, manteniendo los procesos ecológicos esenciales y 
ayudando a conservar los recursos naturales y la diversidad biológica.  
 
Respetar la autenticidad sociocultural de las comunidades anfitrionas, conservar 
sus activos culturales arquitectónicos y vivos y sus valores tradicionales, y 
contribuir al entendimiento y a la tolerancia intercultural. 
 
Asegurar unas actividades económicas viables a largo plazo, que reporten a todos 
los agentes unos beneficios socioeconómicos bien distribuidos, entre los que se 
cuenten oportunidades de empleo estable y de obtención de ingresos y servicios 
sociales para las comunidades anfitrionas, y que contribuyan a la reducción de la 
pobreza.  
 
El desarrollo sostenible del turismo exige la participación informada de todos los 
agentes relevantes, así como un liderazgo político firme para lograr una 
colaboración amplia y establecer un consenso. El logro de un turismo sostenible 
es un proceso continuo y requiere un seguimiento constante de los impactos, para 
introducir las medidas preventivas o correctivas que resulten necesarias. 
 
El turismo sostenible debe reportar también un alto grado de satisfacción a los 
turistas y representar para ellos una experiencia significativa, que los haga más 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 47 

conscientes de los problemas de la sostenibilidad y fomente en ellos unas 
prácticas turísticas sostenibles […]" (OMT. 2004). 
 
Si bien estas consideraciones surgen de altos ámbitos del consenso político 
internacional, el tema de los impactos de la actividad turística sobre el patrimonio 
cultural y natural ha sido escasamente estudiado, centrándose la investigación 
principalmente hacia los elementos físico-bióticos en términos de calidad de los 
recursos suelo, aire y agua. El acervo investigativo acerca de las afectaciones por 
efectos del turismo usualmente limita su objeto de análisis a reconocer en áreas 
naturales, construidas y habitadas, entre otros, y se nombran los siguientes 
impactos: contaminación arquitectónica, sobrecarga de infraestructura, 
segregación de residentes locales, congestionamiento de tráfico, descargas 
residuales. 
 
Como parte de estos debates también ha comenzado a abrirse paso la idea del 
patrimonio como integralidad en la reconceptualización y revaloración de los 
productos turísticos, a partir de la vigencia del capital cultural y su puesta en valor, 
a favor de un desarrollo local sostenible e incluyente. En esta línea se destacan 
aproximaciones recientes como las surgidas en el marco del desarrollo en 
Argentina del proyecto ALFA – Unión Europea14 que pretende articular la 
investigación de base con la asistencia técnica a municipios. En función de este 
proyecto macro, la Facultad de Arquitectura, Diseño y Urbanismo de la 
Universidad de Buenos Aires, adelantó el proyecto “Gestión de recursos naturales, 
culturales y desarrollo local”, que pretende articular las demandas surgidas del 
ámbito académico internacional, de gestión académica local y de gestión territorial 
municipal, con el objetivo de considerar la multiplicidad y complejidad de los 
asuntos que se comprometen y al mismo tiempo reclaman atención, a partir de 
lógicas no siempre convergentes planteadas en el escenario de constitución del 
proyecto macro. 
 
El estudio aborda al patrimonio como rasgo distintivo de la identidad cultural de un 
grupo social en un territorio, proponiendo la noción de “territorio patrimonial” a 
partir del razonamiento de que la totalidad de un territorio puede considerarse 
como patrimonio, visión que contempla tanto la conservación como las propuestas 
de intervención y los instrumentos de gestión que implican la transformación del 
mismo a través de recursos culturales. Basados en esto, los autores enfatizan en 
la  articulación institucional, toda vez que se consideró que en el ámbito público la 
población local de este territorio representa un orden de demandas que en su 
diversidad fundamentan la condición de existencia de las instituciones del Estado. 

                                                           
14 El Programa ALFA (América Latina – Formación Académica) es un programa de cooperación 
entre Instituciones de Educación Superior (IES) de la Unión Europea y América Latina. Los países 
participantes son los Estados Miembros de la Unión Europea y los siguientes 18 países de 
Latinoamérica: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela. 
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El caso piloto escogido fue, el partido de Tornquist, ubicado al sudoeste de la 
provincia de Buenos Aires, donde se presentó el tema del patrimonio cultural y 
natural como prioritario en el marco de un programa de desarrollo turístico 
contemplado en el plan de ordenación territorial, entendiéndose que en la puesta 
en valor de los elementos paisajísticos, naturales, culturales y del patrimonio 
construido existía un potencial propicio para el desarrollo local. 
 
La investigación determinó que los elementos constitutivos del patrimonio (natural 
y cultural) no estaban considerados en sentido amplio y de manera integrada a la 
oferta turística, al estar limitados al ámbito privado, ser inaccesibles, ocultos o no 
ser explicitados. Esta situación mostró que la representación de la oferta turística 
estaba fragmentada aludiendo principalmente a elementos naturales del territorio 
que se encuentran en una porción reducida del mismo. 
 
Parte de la contribución de la investigación radica en proponer una lectura integral 
del territorio a partir del patrimonio natural y cultural en pos del desarrollo local, 
que en el caso estudiado se encuentra directamente relacionado con un proyecto 
turístico que contemple de manera articulada los recursos del territorio para lo cual 
se incorpora la noción de “paisaje cultural” como un nuevo enfoque en el 
ordenamiento del territorio a partir de los recursos culturales, en el cual el paisaje 
se transforma en imagen de identidad territorial y símbolo de identificación 
colectiva. 
 
En otros términos, el paisaje cultural es entendido como la imagen de una 
sociedad en un espacio y tiempo determinado, constituyéndolo en uno de los 
principales instrumentos de conocimiento y promoción de los recursos culturales 
de un territorio. Esta promoción o difusión se da a partir de la afirmación de la 
identidad de una comunidad y de la  gestión del gobierno local. En ese sentido, 
desde la perspectiva del estudio interesa el concepto de paisaje como una puesta 
en relación de las percepciones humanas con el entorno en el marco de un 
proyecto territorial (Lopo, M. y Núñez, T. 2004). 
 
En síntesis, “Gestión de recursos naturales, culturales y desarrollo local” se enfoca 
a la integración del patrimonio cultural y natural a la oferta turística en el ámbito 
local como alternativa en el marco del desarrollo sostenible, lo que paralelamente 
implica un debate ineludible no solo con respecto a las dimensiones del patrimonio 
como concepto, sino y sobre todo acerca de los impactos que afectan al 
patrimonio cultural y natural. 
 
En el nivel nacional, el estudio sobre los impactos que afectan al patrimonio se ha 
limitado principalmente a cubrir los requerimientos que la Ley 397 de 1999 (Ley 
general de la cultura) y las guías ambientales adoptadas en la Resolución 1023 
del 28 de julio de 2005 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
(MAVDT), que obligan a la protección del patrimonio arqueológico por el desarrollo 
de proyectos de infraestructura. Esto ha reducido el estudio de impactos a las 
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prospecciones arqueológicas y al rescate cuando se encuentran yacimientos 
prehispánicos. 
 
En el tema de los desarrollos normativos Colombia ha suscrito diversas 
convenciones y declaraciones que tratan el tema del patrimonio cultural y natural 
en el marco de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (UNESCO), entre las de mayor importancia se encuentran las 
siguientes (ver tabla 9): 
 
Tabla 9 Convenciones ratificadas por el Estado colombiano para la protección del patrimonio 

cultural 
 

CONVENCIONES RATIFICADAS POR COLOMBIA PARA 
LA PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO CULTURAL 

FECHA DE 
DEPÓSITO 

TIPO DE 
INSTRUMENTO 

Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural 
y Natural. París, 16 de noviembre de 1972. 

24/05/1983 Aceptación 

Convención sobre las Medidas que Deben Adoptarse para 
Prohibir e Impedir la Importación, la Exportación y la 
Transferencia de Propiedad Ilícitas de Bienes Culturales. 
París, 14 de noviembre de 1970. 

24/05/1988 Aceptación 

Convención para la Protección de los Bienes Culturales en 
caso de conflicto Armado y reglamento para la aplicación de la 
Convención. La Haya, 14 de mayo de 1954 

18/06/1998 Adhesión 

Protocolo a la Convención para la protección de los Bienes 
Culturales en caso de conflicto armado. La Haya, 14 de mayo 
de 1954. 

18/06/1998 Adhesión 

Convención sobre los Humedales de Importancia 
Internacional, especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas. 
Ramsar, 2 de febrero de 1971. 

18/06/1998 Adhesión 

Fuente: UNESCO, (S.F. (d)) 

 
Merece mención especial Convención para la Protección del Patrimonio Mundial 
Cultural y Natural, aprobada para el ordenamiento nacional por la Ley 45 de 1983. 
En esta convención se conjuga el patrimonio cultural y natural y se define el marco 
de principios e institucional que guía la gestión supranacional en estos temas. 
 
En este contexto la Constitución Política de Colombia de 1991 contextualizada en 
los desarrollos internacionales consagró que es fin esencial del Estado facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación. El Estado ha de reconocer y 
proteger la diversidad étnica y cultural, y conjuntamente con las personas asume 
la protección de las riquezas culturales y naturales (Arts. 2, 7 y 8 Constitución 
Política de Colombia). 
 
La Constitución considera a la cultura en sus diversas manifestaciones como 
fundamento de la nacionalidad y determina que el patrimonio cultural de la Nación 
está bajo la protección del Estado especificando que los elementos que lo integran 
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son inalienables, inembargables e imprescriptibles (Arts. 70 y 72 Constitución 
Política de Colombia). En ese sentido faculta a la ley para la delimitación del 
alcance de la libertad económica cuando lo exija el interés social, el ambiente y el 
patrimonio cultural de la Nación. (Art. 333 Constitución Política de Colombia). 
 
En referencia al patrimonio natural, la Constitución acogió formalmente un 
replanteamiento de la estructura del Estado y las relaciones entre éste y la 
sociedad con el fin de incluir a los ciudadanos en la gestión pública, lo que 
trascendió en consagrar el derecho a un ambiente sano como un derecho que 
precisa de la participación de la comunidad en las decisiones que puedan 
afectarlo, siendo deber del Estado la protección de la diversidad e integridad de 
ambiente, la conservación de áreas de especial importancia ecológica y fomentar 
la educación para el logro de estos fines (Art. 79 Constitución Política de 
Colombia). 
 
La actividad turística y su relación con el patrimonio cultural y natural en la esfera 
de la normatividad nacional, ha tenido en el derecho positivo una evolución en los 
últimos años marcada por el requerimiento de desarrollar los mandatos 
constitucionales desde las instancias públicas. La Ley 397 de 1997 recoge los 
preceptos constitucionales relacionados con el patrimonio cultural. El contenido de 
la ley ha de entenderse en concordancia con normas como la Ley 70 de 1993 que 
reglamentan modelos de propiedad colectiva a favor de minorías étnicas y cuya 
filosofía se apoya en los derechos de herencia y existencia reconocidos forjados 
en procesos históricos de habitabilidad sostenible en el territorio, que configuran 
un capital aún por explorar para la conservación y el uso sostenible de los 
recursos. 
 
Por su parte la Ley 300 de 1996 (Ley general de turismo) reconoce al turismo 
como actividad prioritaria en el desarrollo económico del país. La mención en esta 
ley al patrimonio cultural surge del establecimiento de objetivos de competitividad 
en el marco del mercado global, en el cual los valores culturales en función de la 
actividad turística resultan en una ventaja comparativa para la generación de valor 
agregado en el enriquecimiento de la oferta. Los instrumentos para operativizar tal 
propósito se concretan en la declaratoria en el ámbito municipal por parte de los 
Concejos de recursos turísticos de interés cultural y la asociación a círculos 
metropolitanos turísticos. Las modalidades de turismo acogidas por la norma por 
su relación con el aprovechamiento del patrimonio cultural son el etnoturismo, el 
turismo metropolitano y el ecoturismo.  
 
La Ley 1101 del 2006 reformó la Ley 300 de 1996, trayendo como novedad en su 
artículo 17 la destinación especial de recursos del Banco de Proyectos Turísticos, 
para proyectos de promoción y mercadeo turístico en sitios declarados como 
“Patrimonio Mundial de la Humanidad” por la UNESCO. La reforma se orientaría 
en este punto a la sostenibilidad de recursos para la conservación de estos 
destinos con reconocimiento mundial y ligar su gestión y promoción al 
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aprovechamiento del patrimonio cultural. Entre las expresiones de la 
institucionalidad acerca de la relación entre patrimonio y turismo se encuentran 
(ver tabla 10): 
 
Tabla 10 Planes de turismo basados en el patrimonio 
 

Plan Nacional de Cultura 2001 – 
2010 “Hacia una ciudadanía 
democrática cultural. Un plan 
colectivo desde y para un país 
plural” 

Formula políticas que convocan la participación de diversas 
propuestas culturales con el fin de construir colectivamente un 
proyecto común y democrático. 

Documento CONPES 3162 del 
2002 

El Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) 
se ocupó en este de presentar “Lineamientos para la 
sostenibilidad del Plan Nacional de Cultura 2001 - 2010”, 
presentando como una de sus estrategias alianzas con el sector 
turístico nacional con miras a desarrollar y promocionar un 
turismo cultural en el país. 

Plan Nacional de Desarrollo 
2007 – 2010, “Estado 
comunitario. Desarrollo para 
todos” 

Señaló siete estrategias a desarrollarse en el Plan Sectorial de 
Turismo 2007 – 2010:  
Mejoramiento y consolidación de la competitividad (incluyendo 
la calidad de los destinos y productos turísticos). 
Fortalecimiento del mercado, la promoción y la 
comercialización. 
Creación de un sistema de información turística. 
La búsqueda de una mayor y mejor conexión de los destinos 
turísticos por vía aérea.  
La implementación de estímulos a la demanda y a la oferta 
turística, incluyendo la hotelería de alto nivel. 
La educación para cimentar la cultura turística. 

Plan Sectorial de Turismo 2006 
– 2010 “Colombia. Destino de 
Clase Mundial” 

Contempla como parte de sus estrategias la definición de 
políticas para productos turísticos especializados como es el 
caso del turismo cultural. 

Plan Decenal de Cultura 
Propugna por el fomento de un turismo cultural con respeto por 
las identidades y memoria. Define una estrecha relación entre el 
turismo natural y el cultural. 

Política de Turismo Cultural: 
Identidad y desarrollo 
competitivo del patrimonio 

Brinda orientaciones de política para el turismo cultural, 
buscando el desarrollo competitivo de ese segmento de la oferta 
turística, fortaleciendo instrumentos y mecanismos para lograr el 
aprovechamiento sostenible a largo plazo de los recursos del 
patrimonio material e inmaterial. 

Fuente: Ministerio de Comercio Industria y Turismo – Ministerio de Cultura de la República de Colombia. 2007 

 
Estos planes, políticas y leyes muestran el creciente interés de integrar el 
patrimonio como ventaja comparativa para la ampliación de la oferta turística de 
nuestro país en el contexto de la globalización y la apertura de mercados; este 
propósito enfrenta importantes retos en la consolidación de sus objetivos y la 
sostenibilidad en el tiempo de los mismos, ante las complejidades que el ámbito 
local impone, lo que hace aún más necesario el estudio de los impactos que la 
actividad turística genera en el patrimonio cultural y natural en estas esferas 
territoriales. 
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La actividad turística, como cualquier operación del desarrollo constituye un factor 
exógeno de cambio en la relación de medio ambiente y sociedad que induce a 
crisis adaptativas propias de las lógicas de la modernización donde se pueden 
asociar conflictos entre intereses de índole nacional y los contextos locales que 
por su diversidad están condicionados a “participar” de tal desarrollo desde su 
especificidad cultural (Carmona, 2002). 
 
Los impactos en el patrimonio natural y cultural son expresión de la confrontación 
entre distintas lógicas en el uso y aprovechamiento de los recursos naturales y 
culturales, llevadas a cabo por los distintos actores públicos, privados, individuales 
y colectivos, que con sus decisiones y acciones inciden cualitativa y/o 
cuantitativamente sobre el medio ambiente. 
 
En otros términos, la posibilidad de la adecuada gestión socioambiental de un 
“territorio patrimonial” en el contexto de la vigencia de una “operación del 
desarrollo” como lo es cualquier tipo de actividad turística, y más aún de aquella 
que pretenda sustentarse en el aprovechamiento sostenible e integral de los 
elementos del patrimonio cultural y natural requerirá de la visibilización de estos a 
través de la puesta en valor de tales elementos por parte de las comunidades 
locales y su consecuente gestión institucional y de la consideración de los 
impactos que se generan en cada caso sobre esos elementos, como criterio para 
evaluar la viabilidad de tal alternativa de desarrollo local. 
 
En el caso concreto de la experiencia investigativa en el corregimiento de 
Sapzurro, se ha podido determinar a partir de las conclusiones del proyecto 
“Preferencias relativas por atributos ambientales para el desarrollo de turismo 
basado en la naturaleza, a través del método de experimentos de elección.  Caso 
de estudio: Corregimiento de Sapzurro – Chocó – Colombia”, que no se ha hecho 
la lectura de lo que constituye el patrimonio para sus pobladores y que por tanto 
aún no se han evaluado los impactos sobre los elementos constitutivos del mismo. 
 
Es por ello que adquiere especial relevancia el reconocimiento de los procesos 
colectivos que los habitantes han desarrollado por generaciones en éste territorio y 
las maneras como lo han apropiado y gestionado, expresiones del patrimonio que 
permitan el reconocimiento de las lógicas locales para el diseño concertado de 
alternativas adecuadas de desarrollo en condiciones de sostenibilidad social, 
económica, ambiental y físico – espacial. 
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Fuente: EVEE, 2006 

 

4 Estrategia metodológica 
 
Esta estrategia metodológica se estructuró en los siguientes pasos: primero una 
conceptualización básica que incluye el glosario de términos empleados y que son 
el sustento conceptual básico de este trabajo: derechos patrimoniales de herencia 
y existencia, patrimonio, territorio, paisaje cultural, patrimonio cultural, patrimonio 
natural, patrimonio turístico, territorio patrimonial, ecosistema estratégico, gestión 
socioambiental, impactos ambientales y jurisdicción constitucional; segundo la 
elaboración del marco jurisprudencial sobre el patrimonio cultural y natural y los 
elementos y criterios jurídicos estructurantes que configuran el patrimonio de 
herencia y existencia en el corregimiento de Sapzurro. 
 
Tanto la elaboración del marco jurisprudencial como los elementos y criterios 
jurídicos estructurantes que configuran el patrimonio de herencia y existencia en 
Sapzurro fueron establecidos a partir del uso e implementación del software Atlas 
TI, programa diseñado para el análisis de datos cualitativos que facilita la 
codificación, el almacenamiento, organización y obtención de los datos más 
significativos emergentes del análisis. Una vez implementado la categorización, el 
procesamiento y el análisis de la información se procedió a contextualizar el 
territorio, analizar el patrimonio de herencia y existencia presente en Sapzurro y el 
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marco jurisprudencial que lo cobija y su fragilidad, para finalmente obtener unas 
conclusiones. 
 
4.1 Conceptos básicos 
 
Para el análisis e interpretación de la problemática planteada se abordó la 
jurisprudencia constitucional con el fin de identificar los argumentos que sustentan 
la configuración de nuestra noción de derechos patrimoniales de herencia y 
existencia. El análisis de dichos argumentos se hace a partir de los siguientes 
conceptos que son referentes del marco de discusión del problema. 
 
 
4.1.1 Derechos patrimoniales de herencia y existencia 
 
Los “derechos patrimoniales de herencia y existencia” tienen su sustento principal 
en los derechos humanos, específicamente en los derechos sociales, económicos 
y culturales, que incluyen el derecho al lugar, el “derecho a morar” de las 
comunidades que históricamente han creado estrechos vínculos con sus 
territorios, prolongación del “derecho a existir” y tener un lugar propio, 
entendiéndose como tal el reconocimiento histórico a la permanencia en un 
territorio en el que colectivamente se han desarrollado las diversas formas de 
relación social y de reproducción cultural. El origen y fundamento de esta noción 
parte del reconocimiento mismo de los derechos humanos, los cuales han sido 
clasificados tradicionalmente en derechos de primera, segunda y tercera 
generación. 
 
Se entiende por derechos de primera generación "las libertades públicas" que 
durante el periodo clásico del liberalismo imponían al Estado la obligación de 
"dejar hacer y dejar pasar", a fin de proteger el libre desarrollo de la personalidad 
individual. Se trata de garantías que consultan lo más íntimo de la dignidad 
humana, sin las cuales se desvirtúa la naturaleza de ésta y se niegan 
posibilidades propias del ser. La lista de los derechos de esta generación se 
encuentra en la “Declaración Universal de Derechos del Hombre y del Ciudadano” 
de 1789 en la que se establece que todo gobierno es constituido para asegurar al 
hombre el goce de sus derechos naturales e imprescriptibles. También, consagra 
que el objeto de la sociedad es el bien común, la igualdad por naturaleza y ley de 
todos los pueblos, y que los derechos son la libertad, la igualdad, la seguridad y la 
propiedad (Pérez, 2004). 
 
Estas garantías vienen a inspirar todo el Constitucionalismo Europeo, y por 
transferencia cultural el Latinoamericano del siglo XIX, teniéndose como principal 
instrumento internacional la “Declaración Universal de los Derechos del Hombre”, 
suscrita en París el 10 de Diciembre de 1948, que consagra el reconocimiento a la 
vida, a la libertad, a la seguridad (art. 31), al debido proceso (art. 4), a la igualdad 
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ante la ley (art. 7), a formar familia (art. 16), a la propiedad (art. 17), a la libertad de 
pensamiento, de conciencia, de religión (art. 18), de opinión y expresión (art. 19), 
entre otros (Pérez, 2004). 
 
Los derechos de la segunda generación, están conformados por el conjunto de 
garantías que reciben el nombre de "derechos asistenciales". No son simples 
posibilidades de acción individual, sino que imponen además una carga u 
obligación al Estado, frente a la que el individuo es situado en el marco social en la 
condición de acreedor de ciertos bienes que debe dispensarle el aparato político, 
principalmente a través de la función administrativa, que viene a ocupar un amplio 
espacio en el poder público. Igualmente imponen estos nuevos derechos, cargas a 
ciertas libertades públicas, tal es el caso de la función social que es señalada a la 
propiedad privada (Pérez, 2004). 
 
El “Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales” reconoce 
los derechos de segunda generación y establece mecanismos para su protección 
y garantía. Este instrumento jurídico fue adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas mediante la Resolución 2200A (XXI), de 16 de diciembre de 
1966 y entró en vigor el 3 de enero de 1976. Su adopción fue simultánea a la del 
“Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” y se hace referencia a ambos 
con el nombre de “Pactos Internacionales de Derechos Humanos” o “Pactos de 
Nueva York”. A su vez, éstos, junto con la “Declaración Universal de los Derechos 
Humanos”, comprenden lo que algunos han llamado “Carta Internacional de 
Derechos Humanos” (Pérez, 2004). 
 
Colombia ratificó los pactos de derechos civiles y políticos y los derechos 
económicos, sociales y culturales de la ONU, con su adopción en la Ley 74 de 
1968, igual sucede en el ámbito continental con la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, la cual se integró al ordenamiento jurídico nacional con la Ley 
16 de 1972. Entre los derechos económicos, sociales y culturales más destacados 
se encuentran los siguientes (ver tabla 11): 
 
Tabla 11 Derechos sociales, económicos y culturales 
 

1 
El derecho a una vivienda adecuada, que incluye la protección frente al desalojo forzado y el 
acceso a una vivienda asequible, habitable y culturalmente adecuada.  

2 
Los derechos culturales, que incluyen el derecho de las minorías y los pueblos indígenas a la 
preservación y la protección de su identidad cultural. 

3 
El derecho a la educación, que incluye el derecho a una educación primaria gratuita y 
obligatoria y a una educación progresivamente disponible, accesible, aceptable y adaptable. 

4 
El derecho a la alimentación, que incluye el derecho a no pasar hambre y el acceso 
permanente a comida nutritiva suficiente o a los medios para obtenerla. 

5 
El derecho a la salud, es decir, el derecho a disfrutar el nivel más alto posible de salud física y 
mental, condiciones de vida saludable y servicios de salud disponibles, accesibles y de buena 
calidad. 

6 
El derecho al agua y al saneamiento, es decir, el derecho a contar con agua suficiente y a 
disponer de instalaciones higiénicas seguras y accesibles. 
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7 
El derecho al trabajo y los derechos laborales, es decir, el derecho a elegir libremente el 
trabajo y a gozar de unas condiciones laborales justas, protección frente al trabajo forzado y el 
derecho a formar sindicatos y unirse a ellos. 

Fuente: Amnistía Internacional 2009 

 
Los derechos de la tercera generación se componen entre otros por los derechos 
a la paz, al medio ambiente sano, a la defensa del consumidor, al patrimonio 
común de la humanidad y el derecho al desarrollo económico y social. Se 
diferencian estos derechos de los de la primera y segunda generación en cuanto 
persiguen garantías para la humanidad considerada globalmente. Se trata de la 
promoción de la dignidad de la especie humana en su conjunto, no del individuo 
como tal ni en cuanto a ser social, por lo cual reciben igualmente el nombre de 
“derechos solidarios". La eficacia desde su carácter solidario, presupone la acción 
concertada de todos los "actores del juego social": El Estado, los individuos y otros 
entes públicos y privados. Estos derechos han sido consagrados por el “Derecho 
Internacional Público” de manera sistemática en varios Tratados, Convenios y 
Conferencias a partir de la década de los setenta del siglo XX y por las 
constituciones políticas más recientes (Pérez, 2004). 
 
De tal manera que en Colombia todas las personas son sujeto de derechos y 
deberes en virtud del derecho internacional público.  Es en el  marco del sistema 
de las Naciones Unidas -ONU, que el Estado colombiano establece las garantías y 
el deber de respetar, proteger, promover y realizar los derechos humanos, 
fundados en el respecto a la dignidad humana. Tales derechos interrelacionados 
son indivisibles, imprescriptibles, irrenunciables, son inherentes a la persona 
humana, se entienden como un cuerpo normativo integral.  La igualdad y la no 
discriminación son principios transversales.   
 
En la Constitución Política de Colombia de 1991, se establecen entre los principios 
en lo que se funda la nación colombiana, el reconocimiento y protección por parte 
del Estado de la diversidad étnica y cultural (art 7) y conjuntamente con las 
personas la protección de las riquezas culturales y naturales (art. 8).   
 
Por su parte, los derechos se clasifican en fundamentales en el capítulo I, 
sociales, económicos y culturales en el capítulo II y colectivos y del ambiente en el 
capítulo III.  Según el  artículo 93, los derechos y deberes que consagra la 
Constitución se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales 
sobre derechos humanos ratificados por Colombia. Es decir, Colombia, mediante 
su carta Constitucional respeta, protege, promueve y realiza los derechos a: la 
vida (art. 11), la igualdad (art. 13), la participación (arts. 40, 41y 95), la información 
(arts. 15 y 23), a asociarse (art. 38), al trabajo (arts. 25 y 60), a la protección 
integral de la familia (art. 42), a la salud (art. 49), a la educación y cultura (art. 67 y 
70), a la calidad de los bienes y servicios (art. 78), a la vivienda digna (art. 51), a la 
propiedad privada y su función social (art. 58), a la propiedad de la tierra de los 
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trabajadores agrarios (art. 64), a tierras comunales de grupos étnicos (art. 63), a 
gozar de un ambiente sano (arts. 79, 95), al espacio público (art. 82) 
 
Una interpretación meramente superficial concebiría, que sólo son derechos 
fundamentales en Colombia, con todos sus efectos en el ordenamiento jurídico, en 
la sociedad y en el Estado, los consagrados en el Capítulo 1 del citado Título de la 
Constitución. Al respecto, la Corte indica que esta jerarquización formal de los 
“Derechos Humanos”, propia del constitucionalismo contemporáneo, 
tradicionalmente ha tenido por función precisar la naturaleza de estos derechos y 
establecer grados de eficacia que definen distinciones entre aquellos que pueden 
aplicarse sin que medie ley que los desarrolle, como es el caso del artículo 85 de 
la Constitución Política, que introduce una serie de derechos de aplicación 
inmediata (Sentencia T – 108 de 1992). 
 
No obstante, fue contundente el tribunal constitucional al precisar que esta 
clasificación tiene un “valor indicativo” del nombre de los títulos y capítulos, y que 
ha de ser complementada y ponderada a la luz de lo indicado por el artículo 
constitucional 94, que amplía el número de los derechos “inherentes a la persona 
humana”, al indicar que la mención de algunos no implica la negación de otros. Al 
respecto se agrega que “[…] en último término, el problema de la interpretación de 
los derechos constitucionales fundamentales queda a cargo de la Corte 
Constitucional, teniendo en cuenta el valor indicativo que tiene el Capítulo I del 
Título II de la Constitución en donde están contenidos la mayoría de esos 
derechos, sino también el punto de vista material del concepto que lleva a 
identificarlos en otros preceptos de la Carta, así como en "los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos 
y que prohíben su limitación en los estados de excepción" y que "prevalecen en el 
orden interno", según lo consagra el artículo 93 del Estatuto Fundamental. Así, 
pues, el Juez de la Tutela debe analizar el asunto en cada caso con los diversos 
criterios que se han señalado anteriormente, y en todo caso al hacer la revisión de 
las sentencias de tutela corresponde a la Corte Constitucional un papel decisivo, 
para cumplir su misión de guardiana de la integridad y supremacía de la Carta 
Política […]” (Sentencia T – 108 de 1992). 
 
Se concluye en la misma jurisprudencia, que una clasificación taxativa de los 
derechos fundamentales no es apropiada y que la facultad interpretativa del juez 
de constitucionalidad es la que define en cada caso “[…] si se incorporan los 
valores inherentes a la persona humana en un derecho cuya defensa o 
salvaguardia se discute, con motivo de su ejercicio, lo que permitiría atribuirle, 
fuera de los casos ya clasificados y conocidos, el carácter fundamental. Es una 
solución que tiene en cuenta el carácter evolutivo y dinámico que tiene de suyo la 
interpretación constitucional […] (Sentencia T – 108 de 1992). 
 
En jurisprudencia posterior, la Corte atendiendo a la estrecha interdependencia 
entre los derechos humanos amplió este concepto de interpretación flexible y 
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sistémica en función de la salvaguarda de la dignidad humana en casos concretos, 
al indicar que “[…] los derechos económicos sociales y culturales, promovidos a 
nivel constitucional durante las primeras décadas del siglo y conocidos como la 
segunda generación de derechos humanos, no han sido incorporados al 
ordenamiento jurídico de las democracias constitucionales simplemente por ser 
considerados como un elemento adicional de protección. La razón de ser de tales 
derechos está en el hecho de que su mínima satisfacción es una condición 
indispensable para el goce de los derechos civiles y políticos.  
 
Dicho de otra forma: sin la satisfacción de unas condiciones mínimas de 
existencia, o en términos del artículo primero de la Constitución, sin el respeto "de 
la dignidad humana" en cuanto a sus condiciones materiales de existencia, toda 
pretensión de efectividad de los derechos clásicos de libertad e igualdad formal 
consagrados en el capítulo primero del título segundo de la Carta, se reducirá a un 
mero e inocuo formalismo, […] Sin la efectividad de los derechos económicos, 
sociales y culturales, los derechos civiles y políticos son una mascarada. Y a la 
inversa, sin la efectividad de los derechos civiles y políticos, los derechos 
económicos, sociales y culturales son insignificantes […]” (Sentencia T – 406 de 
1992). 
 
A lo anterior se suma que desde el ámbito del derecho internacional 
contemporáneo, la división entre las diferentes categorías de derechos humanos 
no implica de ninguna manera que una categoría sea más importante que otra. En 
efecto, en el preámbulo de los dos Pactos de 1966, se afirma que todos los 
derechos humanos están interrelacionados, y son indivisibles, interdependientes e 
igualmente importantes. Los Estados han confirmado este principio en varias 
ocasiones, entre las que se destaca el reconocimiento expreso que se hizo del 
mismo en la “Declaración y el Programa de Acción de Viena” aprobado en la 
“Conferencia Mundial de Derechos Humanos” en 1993 (Amnistía Internacional, 
2009). 
 
El carácter evolutivo y dinámico de la interpretación normativa por parte de la 
jurisprudencia y doctrina constitucional al que hace referencia la Corte, puede 
enmarcarse en lo concebido por Bordieu (2000), acerca de la relación inescindible 
entre la naturaleza misma del derecho y los esquemas de percepción y 
apreciación que construyen el mundo social, ante lo cual indica que “[…] El 
derecho es la forma por excelencia de discurso actuante capaz, por virtud propia, 
de producir efectos. No es exagerado decir que hace al mundo social, pero a 
condición de no olvidar que está hecho por él […]”. 
 
Al respecto de los “esquemas de percepción y apreciación del mundo” indica 
Bordieu (2000) que están “[…] en el principio de nuestra construcción del mundo 
social, son producidos por un trabajo histórico colectivo pero a partir de las 
estructuras mismas de este mundo: estructuras estructuradas, históricamente 
construidas, nuestras categorías de pensamiento contribuyen a producir el mundo, 
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pero dentro de los límites de su correspondencia con las estructuras preexistentes 
[…]”, en ese sentido la evolución de los “derechos humanos”, su reconocimiento y 
la ampliación de sus alcances e implicaciones en el tiempo constituye un proceso 
que configura, reconfigura y actualiza los instrumentos jurídicos a realidades y 
necesidades sociales, económicas y culturales emergentes, que en el momento de 
su formalización institucionalizada podían no preverse. 
 
Es a partir del abordaje de la situación de las minorías étnicas desde los derechos 
humanos se hizo, que comenzó a generarse un nuevo marco en las relaciones 
jurídicas interculturales en el seno de los países, principalmente a partir de la 
adhesión amplia al Convenio 169 de 1989, sobre pueblos indígenas y tribales en 
países independientes, adoptado por la 76 reunión de la “Conferencia General de 
la O.I.T”. El Estado colombiano integró oficialmente a su ordenamiento este 
convenio por medio de la Ley 21 de 1991, comprometiéndose a adoptar las 
medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, las 
instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos 
interesados. 
 
Lo anterior, implica la obligación a cargo del Estado de respetar la importancia 
especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos indígenas y 
tribales, reviste su relación con los territorios que ocupan o utilizan de alguna 
manera, (en particular los aspectos colectivos de su relación); Igualmente, genera 
la obligación de salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar 
tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan 
tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de 
subsistencia, lo que abarcó la realidad cultural de la situación de los pueblos 
nómadas y de los agricultores itinerantes (OIT, 1989). Estos compromisos 
internacionales tuvieron una influencia filosófica decisiva en la Constitución 
Política de Colombia que entre sus avances más importantes tuvo consagrar en su 
artículo 1, el Estado Social de Derecho como principio medular de la organización 
política. 
 
El concepto de Estado Social de Derecho nació en Europa en la segunda mitad 
del siglo XX, como una forma de organización estatal encaminada a “[…] realizar 
la justicia social y la dignidad humana mediante la sujeción de las autoridades 
públicas a los principios, derechos y deberes sociales de orden constitucional […]” 
(Sentencia C – 1064 de 2001). En esa medida, el presupuesto central sobre el 
cual se construye este tipo de organización política es el de una íntima e 
inescindible interrelación entre las esferas del “Estado” y la “sociedad”, la cual se 
visualiza ya no como un ente compuesto de sujetos libres e iguales en abstracto, 
sino como un conglomerado de personas y grupos en condiciones de desigualdad 
real (Sentencia C -566 de 1995). 
 
Al respecto la Corte indica que con el término “social”, se señala que la acción del 
Estado debe dirigirse a garantizar a los asociados condiciones de vida digna. Es 
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decir, con este concepto se resalta que la voluntad del Constituyente en torno al 
Estado no se reduce a exigir de éste que no interfiera o recorte las libertades de 
las personas, sino que también requiere que el mismo se ponga en movimiento 
para contrarrestar las desigualdades sociales existentes y para ofrecerle a todos 
las oportunidades necesarias para desarrollar sus aptitudes y para superar los 
apremios materiales (Sentencia SU – 747 de 1998). 
 
El reconocimiento de la diversidad multiétnica y pluralista de la Nación y el énfasis 
en la protección de los valores culturales y sociales encarnados en las 
comunidades indígenas que aún subsisten en el país, tuvo un renovado impulso 
que se manifestó en la Constitución Política de 1991, en artículos como el 7 que 
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana; el 
artículo 8 sobre la obligación del Estado de proteger la riqueza cultural de la 
Nación; el artículo 9 sobre respeto a la autodeterminación de los pueblos; el 
artículo 10 sobre protección de lenguas y dialectos étnicos; el artículo 68 inciso 
quinto, sobre derecho al respeto de la identidad en materia educativa; el artículo 
70, relacionado con la cultura como fundamento de la nacionalidad colombiana y 
el reconocimiento por parte del Estado de la igualdad y dignidad de todas las 
culturas que conviven en el país, así como la promoción de la investigación, de la 
ciencia, del desarrollo y de la difusión de todos los valores culturales de la Nación; 
y el artículo 72, sobre protección del patrimonio arqueológico de la Nación. 
 
A los anteriores se pueden sumar el artículo 246 en el que se faculta a las 
autoridades indígenas para ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito 
territorial; artículo 329 sobre imprescriptibilidad, inembargabilidad e inalienabilidad 
de los territorios colectivos de las comunidades étnicas y derecho de consulta 
previa para la explotación de recursos naturales sobre estos territorios y el artículo 
330 sobre autonomía administrativa, presupuestal y financiera dentro de sus 
territorios, no solo como puede suceder con los departamentos, distritos y 
municipios, sino que también el ejercicio, en el grado que la ley establece, de 
autonomía política y jurídica, lo que se traduce en la elección de sus propias 
autoridades. 
 
El reconocimiento de la diversidad étnica y cultural en la Constitución supone la 
aceptación de la alteridad, ligada a la aceptación de multiplicidad de formas de 
vida y sistemas de comprensión del mundo diferentes de los de la cultura 
occidental, lo que en términos de la Corte Constitucional implica, que “[…] el 
sistema constitucional ha sido concebido en esta materia a partir del hecho 
incontrovertible, aceptado por la organización política, de que coexisten en el 
territorio varias razas y culturas, y sobre la base de que la sociedad y el Estado 
respetan la identidad de todas y cada una de las comunidades indígenas, sus 
costumbres, su historia, sus creencias, sus formas de vida y, desde luego, sus 
territorios ancestrales, que inclusive merecen ser considerados como entidades 
territoriales, con las características y los derechos que les son propios dentro del 
ordenamiento […]” (Sentencia T – 525 de 1998). 
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Uno de los aspectos más destacados en la protección de las minorías étnicas en 
la actualidad es el “derecho al territorio”, implícito en el reconocimiento del 
“derecho fundamental a la propiedad colectiva” el cual surge como desarrollo de 
los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 19 del Convenio 169 de la O.I.T. a partir del 
argumento fundamental de que los pueblos indígenas tienen derecho a participar 
en la utilización, administración y conservación de los recursos naturales 
existentes en sus tierras. La protección jurídica del derecho fundamental a la 
propiedad colectiva de las comunidades indígenas tiene, además, desarrollo 
legislativo explícito en la Ley 135 de 1961, artículos 29 y 94; el Decreto 
Reglamentario 2001 de 1988 y Ley 30 de 1988 artículo 32, mientras que artículo 
transitorio 55 de las Constitución Política de 1991, abrió la misma posibilidad para 
las Comunidades Negras, lo cual se concretó con la Ley 70 de 1993. 
 
La Corte Constitucional, al definir el alcance de este derecho destaca que “[…] 
reviste la mayor importancia dentro del esquema constitucional, pues resulta ser 
esencial para la preservación de las culturas y valores espirituales de los pueblos 
que dentro de ellos se han asentado durante siglos. El dominio comunitario sobre 
tales territorios debe ser objeto de especial protección por parte de la ley y de las 
autoridades. El desconocimiento de él y de sus consecuencias jurídicas 
quebrantaría de manera grave la identidad misma de las comunidades, implicaría 
ruptura del principio constitucional que las reconoce y, en el fondo, llevaría a 
destruir la independencia que las caracteriza, con notorio daño para la 
conservación y adecuado desarrollo de sus culturas y creencias. Si la propiedad 
colectiva sobre el territorio indígena es un derecho del pueblo correspondiente, la 
regla correlativa es el respeto al mismo por parte del Estado y de los particulares 
[…]” (Sentencia T – 525 de 1998). 
 
Al resaltar la especial relación de las comunidades indígenas con los territorios 
que ocupan, no sólo por ser éstos su principal medio de subsistencia sino además 
porque constituyen un elemento integrante de la cosmovisión y la religiosidad de 
las comunidades étnicas, la corporación indica que “[…] Sin este derecho los 
anteriores (derechos a la identidad cultural y a la autonomía) son sólo 
reconocimientos formales. El grupo étnico requiere para sobrevivir del territorio en 
el cual está asentado, para desarrollar su cultura. Presupone el reconocimiento al 
derecho de propiedad sobre los territorios tradicionales ocupados y los que 
configuran su hábitat. Lo anterior permite ratificar el carácter fundamental del 
derecho de propiedad colectiva de los grupos étnicos sobre sus territorios […]” 
(Sentencia T – 188 de 1993). 
 
La naturaleza colectiva del derecho de propiedad de las comunidades étnicas en 
Colombia tiene antecedente en los preceptos del Convenio 169 de la OIT de 1989, 
y ha sido acogida por la Corte al indicar que “[…] los derechos fundamentales de 
las comunidades indígenas no deben confundirse con los derechos colectivos de 
otros grupos humanos. La comunidad indígena es un sujeto colectivo y no una 
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simple sumatoria de sujetos individuales que comparten los mismos derechos o 
intereses difusos o colectivos (CP art. 88). En el primer evento es indiscutible la 
titularidad de los derechos fundamentales, mientras que en el segundo los 
afectados pueden proceder a la defensa de sus derechos o intereses colectivos 
mediante el ejercicio de las acciones populares correspondientes […]” (Sentencia 
T – 380 de 1993). 
 
Esta concepción en el caso de las comunidades étnicas, conlleva un argumento 
de amplia trascendencia en lo que se refiere a “afirmación positiva”, como es el 
concebir el “derecho al territorio” en conexión estrecha con el “derecho a la 
subsistencia” derivado del “derecho a la vida” consagrado en el artículo 11 de la 
Constitución; en estos términos “[…] La cultura de las comunidades indígenas, en 
efecto, corresponde a una forma de vida que se condensa en un particular modo 
de ser y de actuar en el mundo, constituido a partir de valores, creencias, actitudes 
y conocimientos, que de ser cancelado o suprimido - y a ello puede llegarse si su 
medio ambiente sufre un deterioro severo -, induce a la desestabilización y a su 
eventual extinción. La prohibición de toda forma de desaparición forzada (CP art. 
12) también se predica de las comunidades indígenas, quienes tienen un derecho 
fundamental a su integridad étnica, cultural y social […]” (Sentencia T – 380 de 
1993). 
 
Si bien, el “derecho a la propiedad colectiva” es la más obvia expresión del 
“derecho al territorio” de las comunidades étnicas, la noción de territorio acogida 
por la Corte, ha trascendido la visión de ordenamiento espacial tradicional, 
reconociendo que la concepción territorial de los pueblos indígenas y tribales, “[…] 
no se limita únicamente a una ocupación y apropiación del bosque y sus recursos, 
pues la trama de las relaciones sociales trasciende el nivel empírico y lleva a que 
las técnicas y estrategias de manejo del medio ambiente no se puedan entender 
sin los aspectos simbólicos a los que están asociadas y que se articulan con otras 
dimensiones que la ciencia occidental no reconoce. 
 
De ahí que el profesor e investigador de la Universidad Nacional [de Colombia], 
Juan Álvaro Echeverri, define el vocablo territorio, atendiendo a la cosmovisión 
indígena así: “Entonces tenemos que el territorio es un espacio y es un proceso 
que lleva a la configuración de una palabra de ley, entendida como palabra de 
consejo, educación. Ese espacio no es necesariamente un espacio geográfico 
marcado por afloramientos rocosos, quebradas, lomas, cananguchales, pozos, 
barrancos. Ese espacio geográfico es memoria, es efectivamente escritura de ese 
proceso de creación que está ocurriendo todo el tiempo: en la crianza de los hijos, 
en las relaciones sociales, en la resolución de problemas, en la curación de las 
enfermedades” […]” (Sentencia SU - 383 de 2003). 
 
En el caso de las comunidades negras la Corte se refirió al “derecho al territorio” 
que les es propio, a partir de la comprensión del proceso histórico - cultural en el 
que se ha reproducido su sistema cultural y la relación con el medio natural que 
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generó “[…] procesos concomitantes de búsqueda de libertad y dió lugar a 
construcciones propias y experiencias individuales, familiares y colectivas 
acompañadas por “un sentimiento y percepción del territorio como algo singular y 
propio”, que prefigura el elemento “peculiar y central” de los grupos negros del 
pacífico colombiano, que constituirá con el tiempo su denominada “etnicidad 
territorializada”. 
 
Sentimiento y percepción que asociados a la “identidad del río” se acentuaron con 
la ocupación de “nuevos espacios por los grupos negros en libertad”, generada por 
la caída del orden esclavista y la manumisión jurídica de mediados del siglo XIX, 
proceso “opuesto o superpuesto a las estrategias de integración del Estado, como 
la mediación de la nueva evangelización católica, el ordenamiento social y 
territorial en municipios, corregimientos, veredas y una pretendida modernidad 
política, educativa y cultural”, el que “al mantenerse como una constante en el 
tiempo, permite que dicha etnicidad pueda ser pensada en términos de una 
Nación Cultural […]” (Sentencia T – 955 de 2003). 
 
Como puede observarse el “derecho al territorio” no se circunscribe solo al 
reconocimiento por parte de la institucionalidad de la propiedad colectiva a favor 
de las comunidades étnicas, ya que como lo anota Coronado (2006), también 
implica la autonomía, referida a la capacidad de la comunidad a tomar decisiones 
libres e independientes en la realización de proyectos de desarrollo social, cultural 
y económico, lo que incluye la no intervención de actores externos en los procesos 
de concertación al interior de las comunidades y una interacción con otros actores 
libre de coacción y con pleno consentimiento. El autogobierno también es 
expresión del “derecho al territorio” en la medida en que busca la pervivencia de la 
organización política de la comunidad basada en las prácticas tradicionales. 
 
La manifestación a través del “derecho a la propiedad colectiva” se encuentra 
además restringida a la conservación de su carácter comunitario y al cumplimiento 
de la función social y ecológica de la propiedad, además de que este soporte 
territorial, se encuentra protegido por el estatus de inembargabilidad, 
imprescriptibilidad e inalienabilidad. 
 
El “derecho al territorio” puede entenderse como un “derecho humano cultural”, 
toda vez que para su reconocimiento se parte de la base de las condiciones 
especificas de existencia de los grupos que reclaman su titularidad, y a la vez 
genera unas obligaciones para el Estado dirigidas tanto a la realización de 
acciones activas para su garantía, como al reconocimiento de la autonomía, el 
autogobierno y la cultura de las comunidades titulares del “derecho al territorio” 
(Coronado, 2006). 
 
Estas obligaciones estatales dirigidas al reconocimiento y protección de las 
territorialidades étnicas, excluirían al “derecho al territorio” de ser considerado 
como “derecho civil o político”, toda vez que se requiere de inversión y 
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prestaciones especiales para la protección de la cultura y la integridad de los 
miembros de una comunidad titular del derecho. De otro lado, a la luz de la 
dogmática jurídica, tampoco se podría definir como “derecho económico o social” 
toda vez que la protección de la autonomía que requiere la reproducción cultural y 
autodeterminación de las comunidades étnicas, requiere del Estado la abstención 
en la realización de acciones que perturben el gozo y disfrute de estos derechos. 
 
También se advierte frente al “derecho al territorio”, un claro componente político 
derivado de la autonomía en relación con la conformación de la propia 
organización administrativa que atiende al reconocimiento de las tradiciones y 
usos sociales, así como en el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales 
de sus territorios en el marco del “principio del desarrollo sostenible” y la “función 
social y ecológica de la propiedad”. 
 
Una característica notable de este derecho es que su garantía es la base 
fundamental para la protección, consolidación y disfrute de otros derechos 
humanos, por lo cual Coronado (2006) lo ubica en la categoría especial de 
“derecho humano vector”, en la cual se enmarcarían entre otros el “derecho al 
desarrollo” y “el derecho al medio ambiente sano”. 
 
El concepto de “derecho humano vector”, ha sido tratado por el Grupo de Trabajo 
sobre el Derecho al Desarrollo, adscrito a la Comisión de Derechos Humanos del 
Consejo Económico y Social de la Organización de las Naciones Unidas. En esta 
instancia se ha discutido la naturaleza misma del “derecho al desarrollo”15 
indicándose que “[…] El derecho al desarrollo como derecho a un proceso de 
desarrollo no es sólo un concepto global o la suma de un conjunto de derechos.  
Es el derecho a un proceso que amplía las posibilidades o la libertad de los 
individuos para aumentar su bienestar y conseguir lo que valoran [...]”, en ese 
sentido se describe “[…] como la mejora de un "vector" de derechos humanos 
compuesto de varios elementos que representan los distintos derechos 
económicos, sociales y culturales, así como los derechos civiles y políticos […]” 
(Sengupta, 2002). 
 

                                                           
15
 El Derecho Humano al Desarrollo fue reconocido formalmente en la “Declaración sobre el 

derecho al desarrollo”, que en su artículo 1 establece que “[…] El derecho al desarrollo es un 
derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano y todos los pueblos están 
facultados para participar en un desarrollo económico, social, cultural y político en el que puedan 
realizarse plenamente todos los derechos humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese 
desarrollo y a disfrutar del él.  
 
El derecho humano al desarrollo implica también la plena realización del derecho de los pueblos a 
la libre determinación, que incluye, con sujeción a las disposiciones pertinentes de ambos Pactos 
internacionales de derechos humanos, el ejercicio de su derecho inalienable a la plena soberanía 
sobre todas sus riquezas y recursos naturales […]” (ONU, 1986). 
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En ese orden de ideas, cada elemento del vector es un derecho humano, como lo 
es también el propio vector, ya que el derecho al desarrollo forma parte integrante 
de los derechos humanos. A su vez todos estos elementos son interdependientes, 
tanto de manera sincrónica como diacrónica, en la medida en que el ejercicio de 
un derecho, como por ejemplo el derecho a la salud, depende del grado de 
realización de otros derechos, tales como el derecho a la alimentación, a la 
vivienda o a la libertad y seguridad de la persona, o bien a la libertad de 
información, tanto ahora como en el futuro. 
 
De ese mismo modo, la realización del derecho al desarrollo o el aumento del 
valor de ese vector se definirían como la mejora de todos los elementos del vector 
(es decir, de los derechos humanos), o como mínimo de uno de sus elementos, 
siempre que no empeoren los demás (o se vulnere cualquier derecho). Dado que 
los derechos humanos son inviolables y que entre ellos no existe prelación, la 
mejora de cualquiera de los derechos no puede compensar el deterioro de otro. 
Por consiguiente, la condición para mejorar el derecho al desarrollo es fomentar o 
mejorar la realización de un número mínimo de derechos humanos, ya sean 
civiles, políticos, económicos, sociales o culturales, sin deterioro o violación de los 
demás derechos (Sengupta, 2002). 
 
En el caso del “derecho al medio ambiente sano”16, la Corte Constitucional ha 
construido una argumentación basada en que la protección del ambiente y los 
recursos naturales, está íntimamente ligada con la protección del derecho a la vida 
y a la salud. Al respecto la Carta Política de 1991 plantea, “[…] No sólo se 
entendió el ambiente como un derecho esencial de los seres humanos, sino como 
uno de los fines del Estado, porque de su concreción depende no sólo el 
desarrollo integral de la especie humana, sino también la protección de las 
mínimas condiciones de supervivencia. Así, la protección al medio ambiente es 
uno de los fines del Estado Moderno, y por lo tanto, toda estructura de éste debe 
estar iluminada por ese fin y debe tender a su realización […]” (Sentencia T – 405 
de 1993). 

                                                           
16 La Declaración de las Naciones Unidas de 1948 se puede considerar como la primera base para 
el reconocimiento al derecho al medioambiente adecuado, al establecerse que toda persona tiene 
derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar. 
A partir de esta Declaración se puede observar el desarrollo de instrumentos tanto de carácter 
ambiental como de estructura puramente de reconocimiento a los derechos humanos, en donde se 
establece el vínculo entre el medio ambiente y los derechos humanos. 
 
En la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, 
aprobada en Estocolmo en 1972, se establece como derecho del hombre a tener condiciones de 
vida satisfactorias en un ambiente cuya calidad le permita vivir con dignidad y bienestar. Veinte 
años más tarde, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 
realizada en Río de Janeiro (1992), se reconoció la interdependencia entre la paz, el desarrollo 
sustentable y el medioambiente. Desde entonces se promueve el desarrollo de instrumentos 
internacionales tendientes a proteger el medioambiente y a garantizar la subsistencia del ser 
humano en el planeta. 
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Consecuente con lo anterior la Corte consideró que “[…] El derecho al ambiente y 
en general, los derechos de la llamada tercera generación, han sido concebidos 
como un conjunto de condiciones básicas que rodean al hombre, que circundan su 
vida como miembro de la comunidad y que le permiten su supervivencia biológica 
e individual, además de su desempeño normal y desarrollo integral en el medio 
social. De esta manera deben entenderse como fundamentales para la 
supervivencia de la especie humana […]”, argumento que respaldó la posibilidad 
de la “conexión directa” para la protección de derechos colectivos vía acción de 
tutela, en el caso de que su vulneración o amenaza pusiera en riesgo derechos 
fundamentales indicándose que “[…] La conexión que los derechos colectivos 
pueden presentar, en el caso concreto, con otros derechos fundamentales,  puede 
ser de tal naturaleza que, sin la debida protección de aquellos, estos 
prácticamente desaparecerían o se haría imposible una protección eficaz. En 
estos casos se requiere una interpretación global de los principios, valores, 
derechos fundamentales de aplicación inmediata y derechos colectivos, para 
fundamentar debidamente, una decisión judicial. Un derecho fundamental de 
aplicación inmediata que aparece como insuficiente para respaldar una decisión, 
puede llegar a ser suficiente si se combina con un principio o con un derecho de 
tipo social o cultural, y viceversa […]” (Sentencia T – 405 de 1993). 
 
El concebir los derechos humanos al territorio, al desarrollo y al medio ambiente 
sano como “derechos humanos vectores”, prioriza su cumplimiento como un fin en 
sí mismo, y a la vez como garantía para la realización de múltiples derechos; en 
ese mismo sentido, la noción de integralidad e interdependencia refiere a que la 
vulneración de un derecho humano implica inevitablemente la violación de otro u 
otros derechos humanos, más aún si se concibe que los derechos humanos son 
inviolables e inalienables y por tanto, no pueden tratarse como mercancías, lo que 
se traduce en que no es justificable la negación de un derecho con objeto de hacer 
efectivo otro. 
 
En tal sentido si la situación o el grado de cumplimiento de alguno de los derechos 
humanos que conforman un “derecho humano vector” ha empeorado, este último 
lo hace, aunque la situación del resto de los derechos haya mejorado. En cambio, 
cualquier leve mejora en uno de los derechos se entiende como una mejora en el 
“derecho humano vector” si, y solo si, la situación del resto de los derechos no ha 
empeorado. 
 
Se puede concluir que los derechos humanos vectores son un derecho integrador 
en la medida en que procuran el bienestar del ser humano. Toda persona humana 
es única, compleja y diversa, al unificar un complejo de necesidades y emociones 
subjetivas en un contexto socioambiental y cultural determinado. Las necesidades 
humanas no son solo fisiológicas o materiales, sino también culturales o 
espirituales, es decir, inmateriales. Los derechos humanos constituyen poderes o 
facultades que se atribuyen y otorgan a los individuos y a los grupos frente a las 
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múltiples situaciones que abordan en la supervivencia y en la convivencia 
cotidianas, favorecen el pleno y libre desarrollo de la personalidad e identidad y 
permiten su máximo bienestar y felicidad. A partir de lo anterior se podría decir 
que los derechos humanos vectores son derechos síntesis, en la medida en que 
toda persona es en sí una síntesis que integra las múltiples facetas de un ser 
humano (Angulo, 2005).  
 
A partir del marco supralegal, constitucional, legal y jurisprudencial del “derecho al 
territorio”, se puede entender desde su conceptualización como “derecho humano 
vector”, que su protección, implica en el caso de las comunidades étnicas la 
garantía del derecho a la vida, autonomía, autogobierno, participación y consulta 
sobre la explotación de los recursos naturales. 
 
De igual manera, se garantiza el derecho a la educación, mediante la promoción y 
protección de un modelo educativo que proteja los intereses de estos grupos 
frente a la conservación de sus tradiciones y la reproducción de su cosmovisión, 
en ese mismo sentido, el derecho a la salud se garantiza mediante el respeto de 
las prácticas de medicina tradicional. La garantía del “derecho al territorio” y la 
realización del “derecho a la vivienda” se hace posible, teniendo en cuenta que el 
territorio es el escenario natural en el cual los miembros de las comunidades 
étnicas habitan. El “derecho al medio ambiente sano”, también encuentra 
condiciones óptimas para su garantía mediante la realización del “derecho al 
territorio” en la medida en que se protegen también las relaciones que las 
comunidades étnicas han sostenido con el entorno en el cual se ubican. 
 
La aplicación plena del “derecho al territorio” en los países suscritos al Convenio 
169 de 1989 de la OIT, es motivo de constante verificación por parte de 
organismos internacionales en el contexto del derecho público internacional. Si 
bien es claro que las disposiciones del citado convenio, se aplican a las 
comunidades indígenas y negras o afrodescendientes, y se ha entendido que el 
Estado colombiano lo ha reconocido para estas últimas comunidades a partir de la 
expedición de la Ley 70 de 1993 y sus decretos reglamentarios, el estado de 
cumplimiento efectivo de tales prerrogativas es objeto de seguimiento continuo. 
 
Al respecto la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones (CEACR), órgano independiente, constituido por juristas cuya 
misión es examinar la aplicación de los convenios y recomendaciones de la OIT 
por los Estados Miembros, ha requerido formalmente al gobierno la protección y 
aplicación plena del “derecho al territorio”, al advertir que existe una “[…] grave y 
creciente preocupación por las alegaciones de la USO, y por la falta de respuesta 
del Gobierno a las alegaciones referidas al derecho a la vida de los pueblos 
indígenas e insta nuevamente al Gobierno a adoptar sin demora todas las 
medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad física y moral de los 
miembros de las comunidades, para que cese toda persecución, amenaza o 
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intimidación y para garantizar la implementación de los derechos consagrados en 
el Convenio en un ambiente de seguridad […] (OIT, 2009). 
 
Este pronunciamiento, se origina en un proceso de denuncia promovido desde el 
año 2005 por la comunicación de la Unión Sindical Obrera (USO), referida a la 
situación de las comunidades afrodescendientes de Curbaradó y Jiguamiandó. En 
ese año la CEACR consideró que “[…] a la luz de los elementos proporcionados 
por la USO, las comunidades negras de Curbaradó y Jiguamiandó parecían reunir 
los requisitos establecidos por el artículo 1, 1, a), del Convenio según el cual se 
aplica: “a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones 
sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad 
nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o 
tradiciones o por una legislación especial”. Consideró también que según las 
informaciones proporcionadas en la comunicación, indicando que los 
representantes de los consejos comunitarios de Curbaradó y Jiguamiandó habían 
participado en la elaboración de la comunicación, parecería que las comunidades, 
al solicitar que se les aplique el Convenio, tienen conciencia de su identidad tribal 
[…]” (OIT, 2007).  
 
En ese sentido la CEACR notó que la definición de “comunidad negra” 
desarrollada por la Ley 70 de 1993, coincidía con la definición de pueblos tribales 
del Convenio 169 de 1989 de la OIT, en consecuencia, solicitó al gobierno y a la 
USO que confirmaran si estas comunidades se autoidentificaban como 
comunidades tribales, ante lo cual se indicó que “[…] La Comisión toma nota que 
la USO confirmó lo solicitado, y asimismo toma nota con satisfacción que el 
Gobierno indica que las comunidades afrodescendientes de Curbaradó y 
Jiguamiandó se encuentran cubiertas por el Convenio. La Comisión solicita al 
Gobierno que confirme si este reconocimiento alcanza a la totalidad de las 
comunidades afrodescendientes reconocidas por la ley núm. 70 de 1993 […]” 
(OIT, 2007). 
 
En cuanto al “derecho a la propiedad colectiva”, indicó que “[…] si se confirmaba 
que estas comunidades están cubiertas por el Convenio, correspondía aplicar los 
artículos 6, 7 y 15 sobre consulta y recursos naturales y los artículos 13 a 19 sobre 
tierras. En particular, la Comisión se refirió al derecho de estos pueblos de 
regresar a sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que 
motivaron su traslado y reubicación (artículo 16, 3, del Convenio) y a las medidas 
previstas por el Gobierno contra toda intrusión no autorizada en las tierras de los 
pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas 
a ellos (artículo 18 del Convenio) […]” mientras que en clara alusión al concepto 
de “territorio” como construcción sociocultural que no se restringe a la asignación 
de tierras indicó que “[…] La Comisión recuerda que el Convenio protege no sólo a 
las tierras sobre las cuales los pueblos interesados ya tienen título de propiedad 
sino también a las tierras que tradicionalmente ocupan, y que, en virtud del 
Convenio, los Gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para 
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determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y 
garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión (artículo 
14, párrafo 2) […]” (OIT, 2007). 
 
Frente al procedimiento de consulta previa la CEACR resaltó en el caso en estudio 
la decisión de la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible de 
Chocó (CODECHOCO)17, poniendo de presente que el Convenio 169 de 1989 de 
la OIT en su artículo 15, párrafo 2, dispone que los gobiernos deberán establecer 
o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin 
de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué 
medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de exploración o 
explotación de los recursos existentes en sus tierras, por lo que “[…] invita al 
Gobierno a desarrollar consultas con los pueblos interesados acerca de los 
permisos, concesiones o autorizaciones a los que hace referencia así como 
acerca de aquellos que autoricen realizar proyectos de ganadería, deforestación o 
extracción de madera, teniendo en cuenta el procedimiento establecido en el 
artículo 6, para determinar si sus intereses serán perjudicados y en qué medida, 
tal como lo determina el artículo 15, párrafo 2, y confía que hará todo lo posible 
por llevar a cabo los estudios previstos en el artículo 7 en cooperación con los 
pueblos interesados […]” (OIT, 2007). 
 
En el mismo documento la CEACR reconociendo el proceso de reglamentación de 
propiedad colectiva en el marco de la Ley 70 de 1993, resalta la importancia de 
que el gobierno colombiano desarrolle consultas con la totalidad de los pueblos 
interesados, independientemente de cualquier otra circunstancia, como por 
ejemplo la titularidad sobre las tierras que ocupan tradicionalmente o el haber 
conformado su consejo comunitario. 
 
En el mismo sentido la Corte Constitucional abordó estos temas en la Sentencia T 
- 955 del 2003 al revisar la decisión tomada por el Tribunal Contencioso 
Administrativo del Chocó, dentro de la acción de tutela instaurada por el Consejo 
Comunitario Mayor Cuenca Río Cacarica en contra del Ministerio del Medio 
Ambiente, y de Maderas del Darién S.A, estableciendo que “[…] El derecho de las 
comunidades negras sobre su territorio colectivo se funda en la Carta Política y en 
el Convenio 169 de la OIT, sin perjuicio de la delimitación de sus tierras a que se 
refiere la Ley 70 de 1993, en cuanto ésta resulta definitiva e indispensable para 
que dichas comunidades puedan ejercer las acciones civiles a que da lugar el 
reconocimiento constitucional. Y que el derecho de propiedad colectiva en 
comento comprende, y siempre comprendió la facultad de las comunidades 

                                                           
17
 La resolución 482 de fecha 18 de abril de 2005 de la Corporación Autónoma Regional para el 

Desarrollo Sostenible de Chocó ordenó la suspensión de todo tipo de actividades realizadas con el 
fin de establecer cultivos de palma africana o aceitera dentro de la jurisdicción del departamento de 
Chocó y de manera específica las áreas tituladas colectivamente a las comunidades de 
Jiguamiandó y Curbaradó realizadas sin el respectivo permiso, concesión o autorización. 
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negras de usar, gozar y disponer de los recursos naturales renovables existentes 
en sus territorios, con criterios de sustentabilidad. Es decir que desde el año de 
1967, en los términos de la Ley 31, a las comunidades negras nacionales, en 
cuanto pueblos tribales, les fue reconocido el derecho a la propiedad colectiva de 
los territorios que ocupan ancestralmente y, por ende, las facultades de uso y 
explotación de sus suelos y bosques, esto último, por ministerio de la ley o previa 
autorización de la autoridad ambiental, en los términos del Código de Recursos 
Naturales […] (Sentencia T – 955 de 2003). 
 
Conjuntamente con el alcance e incidencia que ha tenido el “derecho al territorio” 
sobre el proceso de afirmación positiva de las comunidades étnicas a partir de la 
promulgación del Convenio 169 de 1989 de la OIT, han surgido elaboraciones 
jurídicas afines que amplían el alcance de este derecho, a partir de una 
reconceptualización y revalorización del patrimonio (cultural natural) en función del 
desarrollo territorial. 
 
La “Recomendación Relativa a la Participación y la Contribución de las Masas 
Populares a la Vida Cultural” (UNESCO, 1976), proclamada en el marco de la 
Conferencia General de la UNESCO 19, reunida en Nairobi en 1976, fue aprobada 
tomando como base y fundamentación el reconocimiento del “derecho a la cultura” 
consagrado por el artículo 27 de la Declaración de Derechos Humanos que indica 
que toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la 
comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los 
beneficios que de él resulten, así como a la protección de los intereses morales y 
materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias 
o artísticas de que sea autora (ONU, 1948). 
 
En la “Recomendación Relativa a la Participación y la Contribución de las Masas 
Populares a la Vida Cultural” se hizo énfasis en el conjunto de los esfuerzos que 
los Estados Miembros y las autoridades competentes deben emprender para 
democratizar los medios y los instrumentos de la acción cultural, a fin de que todos 
los individuos puedan participar plena y libremente en la creación de la cultura y 
en sus beneficios, de acuerdo con las exigencias del progreso social. Como uno 
de sus más trascendentales aportes, ésta recomendación amplia el alcance del 
concepto de “cultura”, al definir que incluye “[…] todas las formas de creatividad y 
de expresión de los grupos o los individuos, ya sea en sus modos de vida o en sus 
actividades artísticas […]” (UNESCO, 1976). 
 
Esta recomendación concibe que el “acceso a la cultura” se perfila desde la “[…] 
posibilidad efectiva para todos, principalmente por medio de la creación de 
condiciones socioeconómicas, de informarse, formarse, conocer, comprender 
libremente y disfrutar de los valores y bienes culturales […]”, mientras que la 
“participación en la vida cultural” se entiende como “[…] la posibilidad efectiva y 
garantizada para todo grupo o individuo de expresarse, comunicar, actuar y crear 
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libremente, con objeto de asegurar su propio desarrollo, una vida armoniosa y el 
progreso cultural de la sociedad […]” (UNESCO, 1976). 
 
Consecuente con lo anterior, la recomendación entiende que la “libre participación 
de la vida cultural” requiere de políticas públicas que aborden los temas del 
desarrollo, la educación, la ciencia, el progreso social, el medio ambiente, la 
comunicación y la cooperación internacional. Teniendo en común estos temas de 
manera implícita, la necesidad de potencializar la noción de patrimonio cultural y 
natural para y por el desarrollo de los Derechos Humanos en su conjunto. 
 
Se destaca la orientación de las políticas de progreso social y la ambiental, siendo 
la primera un instrumento para reducir, con miras a su eliminación, las 
desigualdades que afectan a ciertos grupos y personas, principalmente los más 
desfavorecidos, en sus condiciones de vida, en sus posibilidades y en la 
realización de sus aspiraciones, mientras que la segunda es focalizada hacia la 
creación, por medio de la ordenación del espacio y de la protección de la 
naturaleza, un marco de vida propicio a la plena expansión de los individuos y de 
las comunidades (UNESCO, 1976). 
 
También se insta a la formulación de leyes en los ordenamientos jurídicos 
nacionales, dirigidas entre otros aspectos, a crear las condiciones apropiadas para 
que las poblaciones puedan desempeñar una función cada vez más activa en la 
construcción del futuro de sus respectivas sociedades, asumir responsabilidades y 
obligaciones y ejercitar derechos en este proceso; garantizar la igualdad de las 
culturas en su diversidad, incluidas las culturas de las minorías como parte del 
patrimonio común de la humanidad, así como su promoción en todos los niveles 
sin discriminación, el acceso y la participación efectiva en la vida cultural de los 
países donde se encuentran a fin de enriquecerla con sus aportes específicos, 
respetando su derecho a la salvaguardia de su identidad cultural; proteger, 
salvaguardar y rehabilitar todas las formas de expresión culturales como las 
lenguas nacionales o regionales, los dialectos, las artes y tradiciones populares, 
pasadas y presentes, así como las culturas campesinas y obreras y las de otros 
grupos sociales (UNESCO, 1976). 
 
De igual manera las legislaciones internas han de conciliar todo lo que se 
relaciona con el patrimonio, la tradición y el pasado, vinculando su pervivencia a la 
puesta en valor del patrimonio material e inmaterial frente a los procesos de 
industrialización y urbanización acelerada. Coherente con lo anterior, se considera 
fundamental fomentar la conciencia pública acerca de la importancia del 
urbanismo y de la arquitectura, entendidas como formas de expresión cultural y 
social, propósito para el cual se precisa, la participación ciudadana en la 
conservación y ordenación del medio natural tanto en el plano nacional como en el 
marco de la cooperación internacional, ya que la calidad del medio natural es 
indispensable para el pleno desarrollo de la persona humana (UNESCO, 1976). 
 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 72 

A partir de la elaboración jurídica actual del “derecho al territorio”, el “derecho al 
desarrollo”, “el derecho al medio ambiente sano” y reconceptualizaciones del 
alcance de los derechos humanos que evidencian instrumentos internacionales 
como la “Recomendación Relativa a la Participación y la Contribución de las 
Masas Populares a la Vida Cultural”, se podría plantear entonces, que el derecho 
de las naciones a la conservación de su propia cultura pasa por la protección de 
los elementos que la identifican, es decir por los bienes materiales e inmateriales 
que conforman su identidad, o sea por su patrimonio cultural natural, luego se 
puede decir que la construcción del o los paisajes en el marco de la ordenación 
territorial resulta un producto cultural producido por el hombre. 
 
La intima relación entre el territorio y la cultura, es abordada por Giménez (1996), 
desde tres dimensiones a saber: como espacio de inscripción de la cultura en la 
que cualquier elemento de la naturaleza se considera como “bien cultural”, como 
marco de área de distribución de instituciones y prácticas culturales espacialmente 
localizadas y como objeto de representación, apego afectivo y símbolo de 
pertenencia socio - territorial en el que los sujetos (individuales o colectivos) 
interiorizan el espacio integrándolo a su propio sistema cultural. 
 
En ese sentido, el concepto de “patrimonio”, como rasgo distintivo de la identidad 
cultural de un grupo social, se funda cada vez más en una visión holística del 
territorio y trasciende el enfoque dirigido a la gestión del patrimonio monumental, 
la protección de muestras representativas de ecosistemas o sitios singulares de 
carácter natural y cultural. Esto implica desde lo conceptual y lo operativo plantear 
una nueva forma de concebir el paisaje, el patrimonio y el territorio, que da lugar al 
concepto de “territorio patrimonial”. El concebir la totalidad o parte de un territorio 
en la gestión de proyectos de desarrollo desde la perspectiva del patrimonio, 
puede potenciar el desarrollo sostenible en unidades territoriales y contribuir a la 
consolidación de procesos de desarrollo y ordenamiento en las distintas escalas 
territoriales. 
 
El concepto de “patrimonio territorial” pretendería superar una actitud nostálgica, 
que circunscribe su atención principalmente a emergencias históricas de diverso 
tipo, invisibilizando el conjunto complejo de los fenómenos y de los objetos 
ordinarios que tienen entre sus manifestaciones la genealogía, el proceso de 
transformación de los elementos territoriales, los elementos de continuidad y de 
estabilidad, las características de singularidad y de diferencia de los contextos. La 
descripción del “patrimonio territorial” se construye por tanto como interpretación 
del proceso de acumulación selectiva a través de la cual se identifica y se cuenta 
no tanto lo que permanece del pasado, sino más bien, aquello que está 
reactualizado en el presente (Dematteis, G. y Governa, F. 2005). 
 
El papel que tiene el territorio en la construcción de la identidad deriva de la 
actuación colectiva de los agentes portadores de práctica y de conocimiento en 
cuanto son productores y reproductores del territorio, y la lógica de referencia 
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identitaria de los lugares. De allí que la interacción entre agentes y lugares (entre 
actores y territorio) se construye mutuamente en un proceso complejo en el que se 
entrelazan diversas concepciones del territorio, que van desde una concepción de 
tipo administrativo (el territorio como espacio de las competencias), una 
concepción unida a la pertenencia natural dada a los lugares (el territorio como 
patrimonio o herencia del pasado) y, finalmente, una concepción constructivista 
del territorio, visto como “construcción social” que crea la identidad local en función 
y en relación a la acción colectiva de los agentes (el territorio-proyecto), lo cual ha 
de comprender que el territorio del desarrollo local, entendido como proceso 
basado en la valorización del “patrimonio territorial”, de los recursos y de los 
actores locales, no puede ser identificado “a priori”, no tiene límites, escala o 
actores preconstituidos, correspondiendo a una “construcción” que se realiza 
como resultado de la acción colectiva de los agentes la cual se ejercita a su vez 
sobre la materialidad de los lugares (Dematteis, G. y Governa, F. 2005). 
 
En la actualidad se ha puesto de relieve desde los ámbitos socioculturales y 
jurídicos, un catálogo de derechos de la ciudadanía o urbanos que hacen parte de 
la necesidad de renovar la cultura política en el ámbito de la ciudad, a partir de la 
legitimización de las demandas locales y la síntesis entre valores universalistas y 
prácticas políticas territoriales. Entre otros derechos, se habla del “derecho al 
lugar”, “derecho al espacio público y la monumentalidad”, “derecho a la belleza”, 
“derecho a la conversión de la ciudad marginal o ilegal en ciudad de ciudadanía”, 
“derecho a innovación política”, “derecho a la ilegalidad” y “derecho a la calidad del 
medio-ambiente” (ver tabla 12). 
 
Tabla 12 Derechos de la ciudadanía o urbanos 
 

Derecho al 
lugar 

La gente tiene derecho a mantener su residencia en el lugar donde tiene sus 
relaciones sociales, en sus entornos significantes. O a tener otro de su libre 
elección. Todas las personas que viven en un lugar que han contribuido a construir, 
en el que están arraigadas y que proporciona sentido a su vida, deben poder 
continuar viviendo en él y tienen derecho al re-alojo en la misma área si ésta se 
transforma por medio de políticas de desarrollo urbano o de rehabilitación de 
hábitats degradados o marginales. Las autoridades locales protegerán a las 
poblaciones vulnerables que puedan sufrir procesos de expulsión por parte de las 
iniciativas privadas. 

Derecho al 
espacio 

público y a 
la 

monumentali
dad 

La ciudad es hoy un conjunto de espacios de geometría variable y de territorios 
fragmentados (física y administrativamente), difusos y privatizados. El espacio 
público es una de las condiciones básicas para la justicia urbana, un factor de 
redistribución social, un ordenador del urbanismo vocacionalmente igualitario e 
integrador. Todas las zonas de la ciudad deben estar articuladas por un sistema de 
espacios públicos y dotadas de elementos de monumentalidad que les den 
visibilidad e identidad. Ser visto y reconocido por los otros es una condición de 
ciudadanía. 

Derecho a la 
belleza 

El lujo del espacio público y de los equipamientos colectivos no es despilfarro, es 
justicia. Los programas públicos de vivienda, infraestructuras y servicios deben 
incorporar la dimensión estética como prueba de calidad urbana y de 
reconocimiento de necesidad social. Cuanto más contenido social tiene un proyecto 
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urbano, más importante la forma, el diseño, la calidad de los materiales. 

Derecho a la 
conversión 
de la ciudad 
marginal o 
ilegal en 
ciudad de 
ciudadanía. 

Las políticas públicas deben desarrollar políticas ciudadanas en los márgenes, 
legalizar y equipar los asentamientos, introducir en ellos la calidad urbana y la 
mixtura social, promover formas originales de participación ciudadana que se 
adapte a las características de poblaciones especialmente vulnerables. Los 
grandes proyectos de infraestructuras de comunicación o económicas que se 
realizan en las periferias, o los proyectos comerciales o inmobiliarios deben ser 
siempre constructores de la ciudad, es decir, incorporar programas de vivienda y de 
urbanización básica así como elementos de monumentalidad. 

Derecho a la 
ilegalidad 

Paradójicamente tanto los colectivos sociales como, a veces, las instituciones 
locales deberían asumir el coste de promover iniciativas ilegales o alegales para 
convertir una demanda no reconocida en un derecho legal (p.ej. para obtener la 
reversión de uso de espacio público congelado por una institución estatal). Es decir 
se trata de demandas que se pueden considerar "legítimas", aunque no sean 
legales. Los ejemplos son las sentencias absolutorias de los okupas, la tolerancia 
oficial en áreas urbanas delimitadas, respecto al tráfico de droga, el uso social 
efímero o definitivo de espacios privados con vocación pública, etc. 

Derecho a la 
calidad del 
medio-
ambiente 

Como derecho a una calidad de vida integral y como derecho a preservar para las 
generaciones futuras. Este derecho incluye el uso de los recursos naturales y 
energéticos, el patrimonio histórico-cultural y la protección frente a las agresiones a 
la calidad del entorno (contaminaciones, congestiones, suciedad, fealdad, etc.). 

Fuente: Borja, 2000. 

 
Al respecto son pertinentes los argumentos del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (CDESC), órgano que supervisa el cumplimiento del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Los Estados están 
obligados a informar periódicamente al CDESC sobre la aplicación del Pacto y 
sobre la base de la información aportada, el Comité destaca los aspectos positivos 
y negativos y formula una serie de recomendaciones: sus respuestas a cada 
Estado toman la forma de observaciones finales. Por otro lado, el Comité emite 
observaciones generales, que contienen su interpretación sobre cuestiones 
relacionadas con el Pacto. 
 
La “Observación general 4” del CDESC, abordó el tema del “Derecho a una 
vivienda adecuada” consagrado en el artículo 11, párrafo 1, en los siguientes 
términos: “[…] 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho 
de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso 
alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las 
condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para 
asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia 
esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento […]” 
(ONU, 1966). 
 
El CDESC establece entre otros aspectos que el “Derecho a una vivienda 
adecuada” tiene una importancia fundamental para el disfrute de todos los 
derechos económicos, sociales y culturales, y que la interpretación de la expresión 
"para sí y su familia" debe ser incluyente, abarcando en el sentido más amplio a 
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“[…] las personas o los hogares en los que el cabeza de familia es una mujer o a 
cualesquiera otros grupos […]” (CDESC, 1991). 
 
En ese mismo sentido define que “[…] el derecho a la vivienda no se debe 
interpretar en un sentido estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, con el 
cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima de la cabeza o lo 
considere exclusivamente como una comodidad. Debe considerarse más bien 
como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte. Y así debe 
ser por lo menos por dos razones. En primer lugar, el derecho a la vivienda está 
vinculado por entero a otros derechos humanos y a los principios fundamentales 
que sirven de premisas al Pacto. Así pues, "la dignidad inherente a la persona 
humana", de la que se dice que se derivan los derechos del Pacto, exige que el 
término "vivienda" se interprete en un sentido que tenga en cuenta otras diversas 
consideraciones, y principalmente que el derecho a la vivienda se debe garantizar 
a todos, sean cuales fueren sus ingresos o su acceso a recursos económicos. En 
segundo lugar, la referencia que figura en el párrafo 1 del artículo 11 no se debe 
entender en sentido de vivienda a secas, sino de vivienda adecuada. Como han 
reconocido la Comisión de Asentamientos Humanos y la Estrategia Mundial de 
Vivienda hasta el Año 2000 en su párrafo 5: "el concepto de "vivienda adecuada"... 
significa disponer de un lugar donde poderse aislar si se desea, espacio 
adecuado, seguridad adecuada, iluminación y ventilación adecuadas, una 
infraestructura básica adecuada y una situación adecuada en relación con el 
trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo razonable" […]” (CDESC, 
1991). 
 
El concepto de “adecuación” es particularmente significativo en relación con el 
“derecho a la vivienda”, ya que propone una serie de factores para establecer si 
determinadas formas de vivienda, se pueden considerar como "vivienda 
adecuada" a los efectos del Pacto. Aún cuando la adecuación viene determinada 
en parte por factores sociales, económicos, culturales, climatológicos, ecológicos y 
de otra índole, el CDESC considera que, es posible identificar algunos aspectos 
de ese derecho que deben ser tenidos en cuenta en cualquier contexto, entre los 
que se tiene: la seguridad jurídica; disponibilidad de servicios, materiales, 
facilidades e infraestructura; gastos soportables; habitabilidad; asequibilidad; lugar 
y adecuación cultural. 
 
En términos de “seguridad jurídica” se ampara a todo tipo de tenencia 
propiciándose cierto grado de autonomía a los países parte para el desarrollo de 
ese derecho, el cual se identificaría con manifestaciones afines a “la protección del 
derecho a morar”, al proscribir actuaciones como el desahucio, el hostigamiento y 
cualquier tipo de amenaza. Entre la variedad de formas en las que se concibe la 
tenencia, se presentan para fines ilustrativos el alquiler (público y privado), la 
vivienda en cooperativa, el arriendo, la ocupación por el propietario, la vivienda de 
emergencia, los asentamientos informales y la ocupación de tierra o propiedad 
(CDESC, 1991). 
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En referencia a la “disponibilidad de servicios materiales, facilidades e 
infraestructura”, se establece que una vivienda adecuada debe contener ciertos 
servicios indispensables para la salud, la seguridad, la comodidad y la nutrición; 
frente a “gastos soportables”, se estima que los gastos personales o del hogar que 
entraña la vivienda no deben comprometer el alcance de otros derechos, mientras 
que en “habitabilidad” se concibe a la vivienda como factor ambiental en función 
de la vida, salud e integridad física de los moradores (CDESC, 1991). 
 
Por “asequibilidad”, se contempla que la promoción de la vivienda adecuada debe 
privilegiar a los grupos en situación de desventaja, con un acceso pleno y 
sostenible a los recursos adecuados para conseguila; se entiende por “lugar” que 
la vivienda adecuada debe situarse de manera posibilite el acceso a las opciones 
y servicios que permitan una vida digna, y por “adecuación cultural” se comprende 
que la manera en que se construye la vivienda, los materiales de construcción 
utilizados y las políticas en que se apoyan deben permitir adecuadamente la 
expresión de la identidad y la diversidad cultural (CDESC, 1991). 
 
Se destaca igualmente, que el CDESC considera que las instancias de desahucios 
forzados son prima facie incompatibles con los requisitos del Pacto, y sólo podrían 
justificarse en las circunstancias más excepcionales y de conformidad con los 
principios pertinentes del derecho internacional (CDESC, 1991). Esta posición es 
retomada por la “Observación general 7” del CDESC que abordó específicamente 
dentro del tema del “derecho a la vivienda adecuada” los desalojos forzosos. 
 
La “Observación general 7” hace un recuento histórico de la posición de los 
organismos internacionales frente a esta práctica violatoria de múltiples derechos 
humanos, concluyendo que se hacía preciso desarrollar el tema de la 
determinación de “[…] las circunstancias en que son admisibles los desalojos 
forzosos y enunciar las modalidades de protección que se necesitan para 
garantizar el respeto de las disposiciones pertinentes del Pacto […]” (CDESC, 
1997).  
 
Advirtiendo la ausencia de consenso en la definición y alcances del término 
“desalojo forzoso" el CDESC lo conceptualiza como “[…] el hecho de hacer salir a 
personas, familias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que ocupan, en 
forma permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados de protección 
legal o de otra índole ni permitirles su acceso a ellos […]”, haciendo la salvedad de 
que el caso definido y proscrito se diferencia del “desalojo forzoso” efectuado 
legalmente y de acuerdo con las disposiciones de los Pactos Internacionales de 
Derechos Humanos (CDESC, 1997). 
 
Reconoce el CDESC que la práctica del “desalojo forzoso", da a lugar a “[…] 
violaciones de derechos civiles y políticos, tales como el derecho a la vida, el 
derecho a la seguridad personal, el derecho a la no injerencia en la vida privada, la 
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familia y el hogar, y el derecho a disfrutar en paz de los bienes propios […]” y la 
vincula como práctica común a conflictos armados internacionales, las disensiones 
internas, la violencia comunitaria o étnica, conflictos sobre derechos de tierras y la 
incidencia de proyectos de desarrollo e infraestructura, citando casos como la 
construcción de presas u otros proyectos energéticos en gran escala, la 
adquisición de tierras para programas de renovación urbana, rehabilitación de 
viviendas o embellecimiento de ciudades, el desbroce de tierras para fines 
agrícolas, la especulación desenfrenada de terrenos o la celebración de grandes 
acontecimientos deportivos (CDESC, 1997). 
 
La obligación que le cabe a los Estados según el CDESC, en relación con los 
“desalojos forzosos” se deriva de la concordancia del párrafo 1 del artículo 11 con 
el contenido del párrafo 1 del artículo 2 que obliga a utilizar "todos los medios 
apropiados" para promover el derecho a una vivienda adecuada, en ese sentido el 
propio Estado deberá abstenerse de llevar a cabo desalojos forzosos y garantizar 
que se aplique la ley a sus agentes o a terceros que incurran en ellos. Este 
planteamiento se ve reforzado además por lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 
17 del “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, que complementa el 
derecho a no ser desalojado forzosamente sin una protección adecuada. En esa 
disposición se reconoce, entre otras cosas, el derecho a la protección contra 
"injerencias arbitrarias o ilegales" en el domicilio propio. Es de señalar que la 
obligación del Estado de garantizar el respeto de ese derecho no está 
condicionada por consideraciones relativas a los recursos de que disponga 
(CDESC, 1997). 
 
El CDESC, contempla la creación de sistemas de protección contra los desalojos 
forzosos en los ordenamientos internos de los Estados Parte, apoyados en 
legislaciones que comprendan medidas orientadas a brindar la máxima seguridad 
de tenencia posible a los ocupantes de viviendas y tierras, ajustándose a lo 
dispuesto en el Pacto y a la regulación estricta de las circunstancias en que se 
puedan llevar a cabo los desalojos. También se insta a los Estados a la revisión de 
los ordenamientos internos y el desarrollo de políticas, para compatibilizar los 
marcos jurídicos con el “derecho a una vivienda adecuada”. Concordante con lo 
anterior se advierte que los desalojos forzosos afectan de manera 
desproporcionada a las mujeres, los niños, los jóvenes, los ancianos, los pueblos 
indígenas, las minorías étnicas y de otro tipo, así como otros individuos y grupos 
vulnerables (CDESC, 1997). 
 
Se concibe que algunos desalojos forzados puedan ser legales y por tanto 
justificados, siempre que concuerden las causas y procedimientos con los 
compromisos del “Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales”, la protección de demás derechos humanos y la inclusión de las 
garantías propias del “principio del debido proceso”, el cual obliga a contemplar en 
el caso de grandes grupos de personas, la consulta con los interesados acerca de 
todas las demás posibilidades que permitan evitar o, cuando menos, minimizar la 
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necesidad de recurrir a la fuerza, así como el otorgamiento de la debida 
indemnización por los bienes personales o raíces de que pudieran ser privadas 
(CDESC, 1997). 
 
Entre las garantías procesales mínimas que se han de observar, se encuentran la 
auténtica oportunidad de consultar a las personas afectadas; un plazo suficiente y 
razonable de notificación a todas las personas afectadas con antelación a la fecha 
prevista para el desalojo; facilitar a todos los interesados, en un plazo razonable, 
información relativa a los desalojos previstos y, en su caso, a los fines a que se 
destinan las tierras o las viviendas; la presencia de funcionarios del gobierno o sus 
representantes en el desalojo, especialmente cuando éste afecte a grupos de 
personas; identificación exacta de todas las personas que efectúen el desalojo; no 
efectuar desalojos cuando haga muy mal tiempo o de noche, salvo que las 
personas afectadas den su consentimiento; ofrecer recursos jurídicos; y ofrecer 
asistencia jurídica siempre que sea posible a las personas que necesiten pedir 
reparación a los tribunales. En relación con lo anterior, los desalojos forzados no 
deben dar lugar a la perdida de vivienda y la violación de otros derechos humanos 
por lo que el Estado debe a adoptar todas las medidas necesarias, en la mayor 
medida que permitan sus recursos, para que se proporcione otra vivienda, 
reasentamiento o acceso a tierras productivas, según proceda (CDESC, 1997). 
 
El CDESC reconoce que “[…] los proyectos de desarrollo financiados por 
instituciones internacionales en los territorios de Estados Partes han originado 
desalojos forzosos. Respecto de ellos, el Comité recuerda su Observación general 
Nº 2 (1990) que dice, entre otras cosas, que "los organismos internacionales 
deberían evitar escrupulosamente toda participación en proyectos que, por 
ejemplo [...] fomenten o fortalezcan la discriminación contra individuos o grupos 
contraria a las disposiciones del Pacto, o que entrañen la expulsión o 
desplazamiento en gran escala de seres humanos sin proporcionarles toda la 
protección y compensación adecuadas [...] En cada una de las fases de los 
proyectos de desarrollo debería hacerse todo lo posible para que se tengan en 
cuenta los derechos reconocidos en los Pactos […] (CDESC, 1997). 
 
El CDESC resalta la adopción de directrices por parte del Banco Mundial y la 
Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) en materia de 
reubicación y/o reasentamiento a fin de limitar los “sufrimientos humanos 
causados por los desalojos forzosos”, con la introducción de proyectos de 
desarrollo en gran escala, como la construcción de presas y otros proyectos 
importantes de producción de energía, remitiendo expresamente a la “Declaración 
y Programa de Acción de Viena”, parte 1, párrafo 10, en donde se dejó sentado 
que el desarrollo propicia el disfrute de todos los derechos humanos, pero la falta 
de desarrollo no puede invocarse como justificación para limitar los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos (CDESC, 1997). 
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Desde estas aproximaciones a la definición y alcances del “derecho al territorio”, 
adquieren particular importancia los “derechos patrimoniales de herencia y 
existencia” que comprenden, no solo una dimensión patrimonial vinculada a la 
propiedad como derecho heredable y fuente de derechos reales, sino que se 
extienden al concepto de “territorio” y por tanto a unas relaciones sociales, un 
sistema cultural que da sentido a la existencia de las personas en un lugar y en un 
núcleo familiar y vecinal que le confieren su identidad esencial y las maneras de 
relacionarse con el entorno natural. La protección de estos derechos tiene el 
sustento jurídico en la responsabilidad del Estado de otorgar y garantizar este 
reconocimiento para la protección de lo local ante los impactos del desarrollo y el 
derecho constituido tanto para la permanencia, los usos, las formas de ocupación 
y las prácticas del habitar desplegadas en el territorio (Mesa, et. al. 2004). 
 
Se sustentan estos derechos en el “derecho a morar y a la morada”, el cual según 
Vallaeys (S.f.), deriva directamente de los valores democráticos, en la medida en 
que la efectividad de éstos regula, da forma, posibilidad de existir a las 
discrepancias y resolución pacífica y justa a las mismas, permitiendo a individuos 
y comunidades “morar” en el mundo. El espíritu democrático “[…] no nos dice 
cómo debemos vivir, cuál es el modo de vida auténtico y correcto para todos, pero 
nos dice sin embargo a todos qué debemos hacer: seguir los pasos previstos por 
la ley cuando surge un conflicto, y no declararnos la guerra y buscar la 
exterminación del adversario. Con todo, los valores “universales” que nuestra 
Democracia multicultural global defiende y promueve son, justamente: Los 
Derechos Humanos (como zócalo de la vida común que permite la convivencia 
entre las diferentes moradas y denunciar a las intolerantes: aquellas moradas que 
no dan a las demás el derecho a morar); La Tolerancia (a los modos de “morar” 
diferentes del nuestro); La Transparencia (como regla formal de todos los 
procesos de la morada pública común); La Responsabilidad Social y Ambiental 
(para todos los actos realizados en la morada común cuyos efectos podrían 
dañarla, es decir dañar a todos en ella); el Diálogo (como único proceso legítimo 
para la solución de los conflictos que se presentan entre moradores). 
 
Dentro de este marco ético democrático, los procesos de toma de decisión no 
pueden estar centrados en la tradición o los argumentos de autoridad (que esta 
sea religiosa, política o científica), sino en los debates públicos entre partes 
interesadas […]” (Vallaeys, (S.f)). 
 
El “derecho a morar y a la morada” es el ejercicio mismo del “derecho de habitar”, 
del cual se ha indicado es directamente relacionado con el “Derecho a la Dignidad 
Humana”, por lo que el concepto conjunto de “hábitat digno” requiere que “[…] el 
hábitat humano presente características adecuadas al desarrollo de cada grupo 
social. No sólo tiene que ver con la carencia o precariedad de la vivienda, es 
principalmente el problema de la relación de las personas con el espacio que 
habitan, de sus prácticas de vida cotidiana en espacios de territorio y bajo 
condiciones que nos hagan pensar y sentir, que como hombres y mujeres estamos 
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viviendo con calidad. Importa entonces “como es mi casa”, “como es mi calle”, 
“como es mi barrio” y finalmente es también muy importante “como es mi ciudad”. 
Pero no sólo se trata de “cómo son” estos espacios físicamente, sino 
principalmente su capacidad para permitirnos crecer como individuos, interactuar 
como miembros del grupo social, convivir reproduciéndonos como seres vivos, 
como seres sociales, como parte de una cultura y un grupo con historia, 
costumbres y hábitos y como parte de un mundo que cambia cada día […]” 
(Centro Cooperativo Sueco, 2009). 
 
El “derecho a un hábitat digno” no se restringe a problemas de orden material 
como lo indica Cabannes (2000), al establecer que este derecho, “[…]  no puede 
ser limitado al derecho a la vivienda o a un pedazo de tierra donde vivir de manera 
segura. Nos invita a recordar que si bien la vivienda y la tierra son los derechos 
más inmediatos a ser respetados y afirmados, no son más que un primer paso. La 
afirmación del derecho a un hábitat digno es a su vez parte de un derecho más 
amplio, del derecho a la ciudad y a una ciudadanía plena y activa. Reafirmamos 
que el tema de la inclusión social, económica, cultural, política y territorial está 
contenido en la noción de derecho al hábitat y constituye un objetivo central para 
los excluidos y las excluidas del desarrollo […]”. 
 
Todo lo anterior tiene especial pertinencia en la medida en que la concepción de 
“morador” posibilita una visión en la que el ser humano es sujeto activo y 
transformador de su territorio, por lo que el ejercicio de la territorialidad exige 
adoptar una comprensión compleja del ambiente. En ese sentido es el morador 
mismo el eje central del hábitat, entendiendo como lo referencia Moreno (2002), 
“[…] el hábitat como la morada, se desprende del habitar (morar) y el habitar de 
las prácticas de los habitantes (moradores), parece ser que una entrada 
evidentemente acertada académicamente y democrática políticamente se 
encuadra en el punto originario del ciclo el morador en su derecho a ejercer la 
acción primaria de la existencia: el ser en un lugar […]” 
 
La protección del “derecho a morar y la morada” fue abordado en el marco del 
proyecto “Plan Parcial de Mejoramiento Integral del Barrio Moravia”, como parte 
esencial del principio de “prevalencia de la dignidad humana” que orienta ésta 
“actuación urbana integral” desarrollada en el marco del Plan de Desarrollo 2004 - 
2007 “Medellín, Compromiso de toda la ciudadanía”, que contempló dentro de los 
objetivos, estrategias, programas y proyectos del “Componente Proyectos 
Estratégicos de Ciudad” la adopción del plan parcial y el programa de ejecución en 
su primera etapa (Mesa, et. al. 2004). 
 
Concibe el “Plan Parcial de Mejoramiento Integral del Barrio Moravia” que la 
protección a moradores es condición ineludible para la prevalencia del “derecho a 
la dignidad humana” por encima de todas las actuaciones, en la medida en que 
este derecho es principio sustantivo tanto de los derechos civiles y políticos como 
de los derechos económicos, sociales, culturales, colectivos y del ambiente. Es 
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por ello que se concibió como principio orientador de la protección a los moradores 
el “derecho a la ciudad”, el “derecho al desarrollo”, a la “tenencia segura” y a los 
“servicios esenciales”.  
 
La obligación de proteger el “derecho a morar y la morada” a los moradores, como 
concepto, hace parte del ordenamiento jurídico colombiano y por tanto es apto 
para producir efectos vinculantes y orientar la práctica urbanística tanto del Estado 
como de los sujetos de derecho, ante un peligro inminente de los impactos 
generados por los proyectos de desarrollo y del reconocimiento de la existencia de 
derechos constituidos en relación con la permanencia, la ocupación, los usos y las 
prácticas del habitar en el “territorio”, elementos que se configuran en la razón de 
ser de la protección (Mesa, et. al. 2004). 
 
La seguridad en el ejercicio del “derecho a morar y a la morada” parte del 
reconocimiento y por tanto visibilización por parte del Estado, de unos derechos 
construidos históricamente en el “territorio”, por tanto se podría decir que es el 
ejercicio mismo del “derecho al territorio”, lo que necesariamente trasciende la 
protección del derecho de la propiedad, abarcando “[…] el derecho de habitar que 
no es otra cosa que el derecho a morar y a la morada […]” (Mesa, et. al. 2004). El 
reconocimiento del “derecho a morar y a la morada” requiere de la aceptación por 
parte del Estado de una “construcción social” que se manifiesta en realidades 
políticas, sociales, económicas y culturales materializadas en un hábitat particular, 
una obra colectiva que representa un patrimonio económico y simbólico. 
 
El concepto jurídico en términos de legitimidad ostenta un soporte simbólico que a 
su vez es un objeto real, trabajado, construido y por lo tanto transformado; en esa 
medida, el significado de la condición de ser “morador” y hacer “morada” parte de 
la pertenencia como fenómeno valorativo, afectivo y vinculante que se construye, 
deconstruye y reconstruye en forma continua, lo que configura un “derecho 
adquirido” del que se busca su reconocimiento y puesta en valor a través de la 
lucha por la permanencia en el “territorio”, el ejercicio de morar, que se puede 
expresar tanto en forma colectiva como individual. 
 
De la construcción simbólica y afectiva sobre un espacio se ha indicado que es un 
“derecho de existencia” y por tanto connatural a la condición humana, consistente 
en la aspiración innata de construir un “lugar” en el mundo con un sentido real de 
pertenencia, apropiación, reconocimiento y valoración. En virtud de esto, el ser 
humano individual o colectivamente tiene derecho a reproducirse biológica y 
culturalmente en el lugar que ha contribuido a construir, en el que está arraigado y 
le proporciona sentido a su vida, por lo tanto el derecho mismo a existir no puede 
verse desligado del sistema cultural en el que se sustenta (Borja, 2000).  
 
Desde la perspectiva del “derecho a morar y a la morada” y por tanto de los 
“derechos patrimoniales de herencia y existencia”, se requiere comprender al 
“morador”, en su condición de ciudadano como sujeto de derechos y obligaciones, 
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como sujeto individual y colectivamente inscrito en el territorio y en la historia local 
y nacional, y colectivamente en la medida en que por su condición humana y 
existencial se reproduce y tiene descendencia, parentesco, solidaridad, 
constituciones inalienables de su propio ser (Mesa, et. al. 2004). 
 
4.1.2 Ecosistema estratégico 
 
El desarrollo sostenible como modelo parte de la búsqueda de un equilibrio entre 
el ámbito social, económico y ecológico en las distintas escalas territoriales, busca 
satisfacer las necesidades del presente sin comprometer las necesidades de las 
futuras generaciones, por lo tanto concibe que un verdadero desarrollo se logra 
cuando éste garantiza el equilibrio en la base natural de recursos, manteniendo 
sus características naturales primordiales, de tal manera que pueda sostener el 
bienestar y desarrollo. En la interrelación entre naturaleza y sociedad, los 
ecosistemas naturales y transformados cumplen funciones ambientales de 
prestación de bienes o recursos naturales (agua, madera, suelos, caza, pesca y 
especies útiles, entre otros) y servicios tales como las ofertas climática, hídrica, 
energética y edáfica, fundamentales para la agricultura, la ganadería y la mayoría 
de las actividades humanas. 
 
Como lo indica Márquez (2002), en cualquier unidad ambiental, estructural y/o 
funcional, es posible identificar los elementos que cumplen la mayor parte de las 
funciones. Estos elementos son fundamentales para el mantenimiento del 
ambiente, por ello se los considera estratégicos. El concepto de “ecosistemas 
estratégicos”, hace referencia a aquellos que cumplen funciones vitales para el 
bienestar y desarrollo de la sociedad, desempeñando en las diferentes escalas 
territoriales funciones estratégicas para su nivel. En virtud de las formas de 
interacción entre sociedad y naturaleza se propone una clasificación de los 
“ecosistemas estratégicos” (ver tabla 13). 
 
Tabla 13 Clasificación de los ecosistemas estratégicos en virtud de las funciones que 

desempeñan y los bienes y servicios ambientales asociados. 
 

Funciones  Bienes y servicios 
Satisfacción 

de 
necesidades 
básicas de la 
sociedad 

El abastecimiento de agua, aire, alimentos y energía, depende en alto grado, 
cuando no completamente, del aporte de los sistemas naturales.  

Productividad 
Los procesos productivos, industriales y agropecuarios, dependen así mismo en 
alto grado de insumos naturales como agua, energía, suelos, materias primas y no 
sólo de capital financiero y humano. 

Prevención 
de riesgos 

Puede decirse que existe un sistema natural de prevención de desastres. La 
intervención humana del medio altera este mecanismo y propicia “catástrofes 
ambientales” que no son otra cosa que los mismos fenómenos naturales, 
agravados por el hombre. 

Relaciones El medio ambiente cobra creciente importancia en las relaciones internacionales, 
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políticas y 
sociales 

en la medida que se reconoce el carácter global de muchos procesos de 
perturbación. En la medida que los ecosistemas cumplen funciones de importancia 
en el mantenimiento de condiciones adecuadas para el desarrollo, se convierten en 
objeto de interacciones sociales y puede suponerse que lleguen a tener 
implicaciones muy importantes.  
A escalas más locales esto se manifiesta en los conflictos por la propiedad y el 
respeto de territorios tradicionales, por poblaciones indígenas y raizales, o por el 
espacio público y la calidad ambiental en las ciudades. 

Equilibrio 
ecológico 

Pueden señalarse tres grandes aspectos en los cuales es significativa la función 
ecosistémica como sostenedora de condiciones adecuadas para el bienestar y el 
desarrollo: Influencia sobre el clima, la regulación hídrica y la generación y 
mantenimiento de diversidad y riqueza biológica. A lo largo de millones de años la 
evolución ha acumulado enormes cantidades de información ecológica y genética 
que se refleja en la enorme variedad de la biota, en su adaptación al medio y en la 
diversidad y funcionalidad de los ecosistemas. De esta fuente obtiene el hombre 
las condiciones básicas para la vida y también ha tomado las especies, 
relativamente muy pocas, que ha domesticado y llama útiles.  

Receptores 
de desechos 
(vertederos) 

La naturaleza es receptora y recicladora de los desechos de la humanidad, que 
sólo ahora inicia tímidos esfuerzos para complementar la acción asimiladora 
natural, otra enorme infraestructura gratuita al servicio de la sociedad. 

Proveedores 
de recursos 
naturales 

Productos no cultivados que se obtienen de la naturaleza, siguiendo métodos 
fundamentalmente extractivos o con niveles apenas reconocibles de manejo. Se 
incluyen en esta categoría principalmente la pesca y la extracción de maderas, en 
especial maderas finas cuya fuente principal son los bosques y selvas naturales, 
en particular los tropicales. Caben también en ella infinidad de productos que se 
extraen directamente de la naturaleza sin que medie un proceso cultural humano: 
pieles, plumas, fauna y flora ornamental, productos químicos y farmacéuticos, 
entre otros. 

Fuente: Márquez 2002 

 
Se entiende como estratégico, todo aquello de lo cual depende la viabilidad de un 
proceso, en este caso el aporte ecosistémico de bienes y servicios ambientales es 
fundamental para posibilitar el bienestar y el desarrollo de la sociedad. El carácter 
estratégico o prioritario se puede asignar con base en diferentes criterios, entre los 
cuales se ha recurrido tradicionalmente a la evaluación de la diversidad biológica 
como medida de otras funciones ecológicas, a la riqueza de especies y/o de 
endemismos, a los niveles de riesgo por presión poblacional o por deforestación, a 
la distintividad biológica y al estado de conservación (Márquez, 2002). 
 
 
4.1.3 Gestión socioambiental 
 
En términos socioculturales la “gestión ambiental” se ha entendido como un 
proceso de toma de decisiones acerca de cómo organizar la relación de la 
sociedad con la naturaleza y el medio ambiente. 
 
Gestionar el medio y el territorio significa organizar una serie de acciones que se 
ejercen sobre ellos en función de unos objetivos que se pretenden conseguir, por 
tanto los aspectos que configuran las decisiones de los agentes son los “objetivos” 
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que se persiguen, los “intereses” que casi nunca se hacen explícitos y que 
responden a sistemas de valores y pautas culturales propias de cada sociedad y 
momento histórico y los “instrumentos” que son los canales, procedimientos, 
métodos que se aplican para materializar los objetivos de gestión. La gestión 
ambiental es en sí misma, el resultado de un reparto de responsabilidades 
asignadas, sentidas o demandadas en la toma de decisiones acerca del medio 
ambiente a través de una negociación conflictiva, implícita o explícita que se 
fundamenta en la legitimidad y el poder relativo de los agentes (Brú, 1997). 
 
En los términos de Brú (1997), la gestión ambiental más que instrumental u 
operativa, es un proceso sociocultural, en la medida en que se refiere a la toma de 
decisiones y esta toma de decisiones depende de las representaciones e 
imágenes que tenga el decisor y de su poder. 
 
Desde un criterio más funcional y operativo se ha definido como el manejo 
participativo de los elementos y problemas ambientales de una región 
determinada, por parte de los diversos actores sociales mediante el uso selectivo y 
combinado de herramientas jurídicas, de planeación, técnicas, económicas, 
financieras y administrativas para lograr el funcionamiento adecuado de los 
ecosistemas y el mejoramiento de la calidad de vida de la población dentro de un 
marco de sostenibilidad (Guhl. et. al. 1998). 
 
Por su parte el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial definió la 
gestión ambiental como el conjunto de actividades adelantadas, tanto por las 
distintas instancias e instituciones del Estado, como por parte de los actores 
pertenecientes a la sociedad civil, que tienen como objetivo evaluar en un 
momento y en un espacio determinados, un conjunto de factores y de 
interacciones entre el medio ambiente y los actores que se relacionan y/o aspiran 
a relacionarse con él, con el propósito de concertar, adoptar y ejecutar decisiones 
con efectos de corto, mediano y largo plazo, encaminadas a lograr la 
sostenibilidad de los procesos a través de los cuales se vinculan los ecosistemas y 
los actores sociales, así como la sostenibilidad de esos mismos ecosistemas y 
actores. También forma parte de la gestión ambiental la evaluación de los efectos 
de dichas decisiones y la realimentación de sus resultados a los procesos de toma 
de decisión (Ministerio del Medio Ambiente, 1998). 
 
 
4.1.4 Impactos ambientales 
 
Son definidos como la introducción de factores exógenos de cambio en las 
relaciones naturaleza y cultura, entorno y sociedad, hábitat y poblaciones, etc. 
 
El impacto, es la alteración o modificación resultante de la confrontación entre un 
ambiente dado y un proceso productivo, de consumo o un proyecto de 
infraestructura, o la confrontación entre el medio ambiente dado y el nuevo vector 
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que introduce modificaciones en el ámbito natural y social. Las implicaciones de 
cambio, sus alcances y consecuencias, posibilidades de control, su carácter 
deseable o no para una sociedad, son elementos fundamentales de los 
diagnósticos ambientales y guía para el diseño de la gestión pertinente y oportuna 
(Ángel, et. al. 2007). 
 
4.1.5 Jurisdicción Constitucional 
 
La Corte Constitucional, como órgano rector de la Jurisdicción Constitucional, 
conoce de los asuntos de constitucionalidad y establece las reglas 
jurisprudenciales sobre el alcance de las normas contenidas en la Constitución. A 
su vez la Jurisdicción Constitucional es una función cuyo cometido consiste en 
asegurar la integridad y primacía de la Carta Política, lo cual tiene una 
significación esencial para el perfeccionamiento y vigencia del Estado 
Constitucional de Derecho, la división y equilibrio de las ramas del poder público y 
el respeto de los derechos fundamentales, garantizando que efectivamente todos 
los poderes públicos sujeten sus actos (leyes, sentencias, actos administrativos) a 
las normas, valores y principios constitucionales, de modo que cada una de las 
funciones estatales sea el correcto, y legitimo, ejercicio de una función 
constitucional. (Pérez, 2004) 
 
Una de las garantías del Estado de Derecho, es la prevalencia de la Constitución 
sobre el orden jurídico entendido éste como “[...] un conjunto escalonado de 
normas que va desde la norma fundamental - la Constitución -, hasta los actos de 
ejecución material a través de las normas generales - las leyes -, los individuales – 
actos administrativos, fallos judiciales, negocios jurídicos […]” (Pérez, 2004). Para 
tal fin existe un procedimiento jurídico especializado en el control judicial de los 
actos jurídicos denominado Control de Constitucionalidad. Es importante reseñar 
que la jurisprudencia constitucional se ha configurado a partir de la promulgación 
de la Constitución Política de 1991 como una de las más importantes fuentes del 
derecho, las cuales han sido clasificadas en orden jerárquico (ver tabla 14). 
 
Tabla 14 Fuentes del Derecho Colombiano 
 

1 La Constitución y la interpretación dada a esta por la Corte Constitucional 
2 La Ley en sus diversas clases 
3 La Costumbre 
4 La Jurisprudencia 
5 Los principios generales del derecho 
Como fuente indirecta se puede mencionar la doctrina. 
Los tratados internacionales tienen en la actualidad el valor de verdadera fuente de derecho. 

 
La Corte Constitucional ejerce el control de constitucionalidad mediante tres 
procedimientos, que son: control automático u oficioso de constitucionalidad, 
control de constitucionalidad por vía de acción y control de constitucionalidad por 
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vía de excepción. En la siguiente tabla se consignan los actos sujetos a cada uno 
de los controles (ver tabla 15). 
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Tabla 15 Tipos de Control de Constitucionalidad y los actos a los que se aplican 
 

CONTROL PREVIO AUTOMÁTICO U OFICIOSO DE CONSTITUCIONALIDAD 

1 
Proyectos de ley. Cualquier proyecto de ley con excepción de los de leyes estatutarias puede 
ser objetado por inconstitucionalidad por el Presidente de la República en los términos del 
inciso 1 del artículo 166 de la Constitución Política. 

2 

Proyectos de ley estatutaria. Dentro del trámite de estas leyes está su revisión previa por 
parte de la Corte Constitucional tanto por su contenido material como por vicios de 
procedimiento en su formación como lo indica el inciso 2, del artículo 153 de la Constitución 
Política. 
CONTROL PREVIO AUTOMÁTICO U OFICIOSO A LA EJECUCIÓN DE CIERTOS ACTOS 

1 

Leyes de convocatoria a un referendo reformatorio de la Constitución. Una vez 
sancionada, el Presidente de la República envía copia auténtica de la ley a la Corte 
Constitucional, la que solo constata que en su formación no hubo vicios de procedimiento. 
Artículos Constitucionales 378, inc. 2 y 241 - 2. Decreto 2067 de 1991. 

2 
Acto de convocatoria a referendo de un acto legislativo. Deben de someterse a referendo 
las reformas constitucionales aprobadas por el Congreso en los casos y de acuerdo a lo 
previsto por el artículo 377 de la Constitución Política. 

3 

Leyes de Convocatoria a una Asamblea Constituyente. Una vez sancionada, el Presidente 
de la República envía copia auténtica de la ley a la Corte Constitucional, la que solo constata 
que en su formación no hubo vicios de procedimiento. Artículos Constitucionales 376, inc. 1, 
241 - 2. Decreto 2067 de 1991. 

4 

Tratados internacionales y las leyes que los aprueban. El Gobierno los remitirá a la Corte, 
dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir 
para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el 
Gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no serán ratificados. Cuando una 
o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles por la Corte 
Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. Artículo Constitucional 241 - 10. 

CONTROL AUTOMÁTICO U OFICIOSO POSTERIOR DE CONSTITUCIONALIDAD 
Están sujetos a este control los actos que una vez expedidos por el Gobierno deben ser revisados 
por la Corte a fin de establecer si han sido expedidos conforme a la Constitución. 
 
Estos actos son precisamente los decretos legislativos expedidos en ejercicio de las facultades que 
confieren los artículos constitucionales 212, 213 y 215, que permiten la declaración del Estado de 
Guerra Exterior, el Estado de Conmoción Interior o el de Emergencia. 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD POR VÍA DE ACCIÓN 
Son susceptibles a ser demandadas en acción de inconstitucionalidad o inexequibilidad los 
siguientes actos: 

1 
Los actos reformatorios de la Constitución. Cualquiera que sea su origen y solo por vicios 
de procedimiento en su formación. Artículo Constitucional 241 - 1. 

2 
Las leyes. Tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
Artículo Constitucional 241 - 4. 

3 
Los decretos ley dictados en ejercicio de facultades extraordinarias otorgadas por el 
Congreso. Tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
Artículo Constitucional 241 - 5. 

4 
Los decretos con fuerza de ley. Mediante los cuales el Gobierno ponga en vigencia los 
respectivos proyectos de ley sobre el Plan de Inversiones Públicas, en los casos previstos en 
el inciso 3 del artículo 341 de la Constitución Política. Artículo Constitucional 241 - 5. 
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Complementario a lo anterior existe el control de revisión de fallos de tutela por 
parte de la Corte Constitucional, remitido por el juez de conocimiento de forma 
automática para el eventual estudio de la decisión en los términos de los artículos 
constitucionales 86 y 241 - 9, y los artículos 33 a 36 del Decreto 2591 de 1991. De 
tal forma que las Sentencias emitidas por la Corte Constitucional son de tres tipos 
(ver tabla 16): 
 
Tabla 16 Tipos de Sentencias emitidas por la Corte Constitucional 
 

Tipos de 
Sentencia 

Definición 

Control de 
Constitucionalidad 

(C) 

Garantizan la constitucionalidad de algunos actos o leyes, por proceso que 
debe ser sometidos a revisión de la Corte Constitucional, por medio de acto 
accionado o preventivo, para examinar si están acorde o no con los 
postulados de la Constitución. Es decir determina si el acto es exequible o 
inexequible. 

Revisión de 
Tutela (T) 

Se caracterizan por la protección de los derechos constitucionales 
fundamentales, procede por revisión que hace la Corte de un caso en 
particular, bajo los preceptos que determina el artículo 86 de la Constitución y 
los artículos 34, 35 y 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Sentencias de 
Unificación de 
Jurisprudencia 

(SU) 

Proceden por solicitud de un magistrado, cuando un proceso de tutela, dé 
lugar a un fallo de unificación, que pueda representar un posible cambio en la 
línea jurisprudencial o cuando la trascendencia del caso amerite que la 
revisión sea hecha por la sala en pleno. Este tipo de Sentencias tienen como 
función evitar la discrecionalidad judicial, procurar exactitud y otorgar 
seguridad jurídica. 

 
 
4.1.6 Paisaje cultural 
 
Es un concepto con orígenes en la Convención del Patrimonio Mundial, adoptado 
por la Conferencia general de la UNESCO en 1972, que creó un instrumento 
internacional para reconocer y proteger el patrimonio natural y cultural de valor 
universal excepcional. La Convención proporcionó una definición del patrimonio 
para proteger los paisajes, la cual solo tuvo desarrollo oficial desde el año 1992 
cuando el “Comité del Patrimonio Mundial” adoptó las revisiones a los criterios 
culturales de la “Guía Operativa para la Implementación de la Convención del 
Patrimonio Mundial” e incorporó la categoría de paisajes culturales. 
 
Con esta decisión la Convención se transformó en el primer instrumento jurídico 
internacional para identificar, proteger, conservar y legar a las generaciones 
futuras los paisajes culturales de valor universal excepcional. En 1994, una 
reunión de expertos identificó los vacíos existentes en la “Lista del Patrimonio 
Mundial”; mediante un enfoque antropológico que consideraba variables 
espaciotemporales contempló como aspectos la coexistencia entre el hombre y la 
tierra, en cuanto a movimientos de población (nomadismo, migraciones), 
asentamientos, modos de subsistencia y evolución tecnológica; y también el 
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hombre en la sociedad en cuanto a las interacciones humanas, la coexistencia 
cultural, la espiritualidad y la expresión creativa. 
 
De acuerdo al Artículo 1 de la Convención los paisajes culturales representan las 
obras que combinan el trabajo del hombre y la naturaleza,. El término "paisaje 
cultural" incluye una diversidad de manifestaciones de la interacción entre el 
hombre y su ambiente natural. 
 
Se definieron tres categorías de paisajes culturales en la “Guía Operativa para la 
Implementación de la Convención del Patrimonio Mundial”: los paisajes 
claramente definidos, diseñados y creados intencionalmente por el hombre; 
comprenden los jardines y los parques. Los paisajes evolutivos (u orgánicamente 
desarrollados) resultantes de condicionantes sociales, económicas, 
administrativas, y /o religiosas, que se han desarrollado conjuntamente y en 
respuesta a su medio ambiente natural. Se dividen en dos subcategorías: un 
paisaje fósil / relicto, en el cual el proceso evolutivo llegó a su fin y un paisaje 
continúo en el tiempo, que sigue teniendo un papel social activo en la sociedad 
contemporánea, conjuntamente con la forma tradicional de vida. La categoría final 
es el paisaje cultural asociativo de los aspectos religiosos, artísticos o culturales 
relacionados con los elementos del medio ambiente.  
 
El “Comité del Patrimonio Mundial” consideró, además, la necesidad de reconocer 
los valores asociativos de los paisajes para las poblaciones locales, y la 
importancia de proteger la diversidad biológica mediante la diversidad cultural en 
los paisajes culturales (Rössler, 2006). 
 
 
4.1.7 Patrimonio 
 
Por patrimonio se entiende el conjunto de bienes valiosos, materiales o 
inmateriales, heredados de los antepasados. Ellos reflejan el espíritu de una 
época, de una comunidad, de una Nación, y de la propia humanidad. El patrimonio 
que se va decantando de generación en generación conforma el sello distintivo de 
un pueblo. Por ello el patrimonio es una manera de acercarse al conocimiento de 
la identidad nacional. 
 
El patrimonio de una Nación lo conforman el territorio que ocupa, su flora y fauna, 
y todas las creaciones y expresiones de las personas que lo han habitado: sus 
instituciones sociales, legales y religiosas; su lenguaje y su cultura material desde 
las épocas históricas más antiguas. El patrimonio comprende los bienes tangibles 
e intangibles heredados de los antepasados; el ambiente donde se vive; los 
campos, ciudades y pueblos; las tradiciones y creencias que se comparten; los 
valores y religiosidad; la forma de ver el mundo y adaptarse a él. El patrimonio 
natural y cultural constituyen la fuente insustituible de inspiración y de identidad de 
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una Nación, pues es la herencia de lo que ella fue, el sustrato de lo que es y el 
fundamento del mañana que aspira a legar a sus hijos. 
 
Existen varios niveles de patrimonio: 
 
Patrimonio familiar: Está constituido por aquellos objetos valiosos, tradiciones, 
apellidos y rasgos característicos que distinguen a unas familias de otras. 
 
Patrimonio local: El patrimonio local está constituido por aquellos monumentos, 
sitios, tradiciones y objetos que son valiosos para la comunidad y le dan sentido 
de pertenencia a sus habitantes. 
 
Patrimonio nacional: El patrimonio de un país está constituido por todo aquello que 
se tiene en común como Nación: la riqueza de las tradiciones y monumentos 
heredados de los antepasados y que pertenece al país, como individuos y como 
pueblo. En este sentido, el patrimonio nacional se convierte en la máxima riqueza 
del país, ya que da identidad frente a otros pueblos que tienen su patrimonio e 
identidad propias. Conservar el patrimonio es conservarse como pueblo. Perderlo, 
significa ignorar lo que se es.  
 
Patrimonio mundial: En el año 1972, la UNESCO aprobó la “Convención sobre la 
Protección del Patrimonio Mundial Natural y Cultural”, ratificada hasta el año 2000 
por 156 Estados. El objetivo principal de la Convención es identificar y proteger los 
sitios del patrimonio natural y cultural de "valor excepcional y universal". Para ello 
se ha conformado una lista con los monumentos patrimoniales más relevantes de 
la humanidad. La “Lista del Patrimonio Mundial” destaca la riqueza y la diversidad 
del patrimonio cultural y natural de nuestro planeta. Hasta el año 2000, esta lista 
incluía 582 bienes inscritos, de los cuales 445 eran culturales, 117 naturales y 20 
mixtos, todos ellos situados en 114 de los Estados miembros (Hevia, et. al. 2000). 
 
 
4.1.8 Patrimonio cultural 
 
Está conformado por los bienes culturales que la historia ha legado a una Nación y 
por aquellos que en el presente se crean y a los que la sociedad les otorga una 
especial importancia histórica, científica, simbólica o estética. Es la herencia 
recibida de los antepasados, y que viene a ser el testimonio de su existencia, de 
su visión de mundo, de sus formas de vida y de su manera de ser, y es también el 
legado que se deja a las generaciones futuras (Hevia, et. al. 2000).  
 
La “Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural”, 
definió en su artículo 1 como elementos integrantes del patrimonio cultural “[…] los 
monumentos: obras arquitectónicas, de escultura o de pintura monumentales, 
elementos o estructuras de carácter arqueológico, inscripciones, cavernas y 
grupos de elementos, que tengan un valor universal excepcional desde el punto de 
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vista de la historia, del arte o de la ciencia; los conjuntos: grupos de 
construcciones, aisladas o reunidas, cuya arquitectura, unidad e integración en el 
paisaje les dé un valor universal excepcional desde el punto de vista de la historia, 
del arte o de la ciencia; los lugares: obras del hombre u obras conjuntas del 
hombre y la naturaleza así como las zonas incluidos los lugares arqueológicos que 
tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista histórico, estético, 
etnológico o antropológico[…]” (UNESCO, 1972). 
 
Sobre el concepto de patrimonio cultural, consagrado en la “Convención del 
Patrimonio Mundial Cultural y Natural”, han surgido posteriores desarrollos que 
pretenden la inclusión amplia de las diferentes manifestaciones de la cultura. En 
virtud de lo anterior el patrimonio cultural se ha dividido en tangible o material e 
intangible o inmaterial. 
 
El “patrimonio tangible o material” es la expresión de las culturas a través de 
grandes realizaciones materiales. A su vez, el patrimonio tangible se puede 
clasificar en mueble e inmueble. El “patrimonio tangible mueble” comprende los 
objetos arqueológicos, históricos, artísticos, etnográficos, tecnológicos, religiosos y 
aquellos de origen artesanal o folklórico que constituyen colecciones importantes 
para las ciencias, la historia del arte y la conservación de la diversidad cultural del 
país. Entre ellos cabe mencionar las obras de arte, libros manuscritos, 
documentos, artefactos históricos, grabaciones, fotografías, películas, documentos 
audiovisuales, artesanías y otros objetos de carácter arqueológico, histórico, 
científico y artístico. El “patrimonio tangible inmueble” está constituido por los 
lugares, sitios, edificaciones, obras de ingeniería, centros industriales, conjuntos 
arquitectónicos, zonas típicas y monumentos de interés o valor relevante desde el 
punto de vista arquitectónico, arqueológico, histórico, artístico o científico, 
reconocidos y registrados como tales. Estos bienes culturales inmuebles son 
obras o producciones humanas que no pueden ser trasladadas de un lugar a otro, 
ya sea porque son estructuras (por ejemplo, un edificio), o porque están en 
inseparable relación con el terreno (por ejemplo, un sitio arqueológico) (Hevia, et. 
al. 2000). 
 
Por su parte el “patrimonio intangible”, está constituido por aquella parte invisible 
que reside en el espíritu mismo de las culturas. El patrimonio cultural no se limita a 
las creaciones materiales. Existen sociedades que han concentrado su saber y 
sus técnicas, así como la memoria de sus antepasados, en la tradición oral. La 
noción de patrimonio intangible o inmaterial prácticamente coincide con la de 
cultura, entendida en sentido amplio como "el conjunto de rasgos distintivos, 
espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan una sociedad o 
un grupo social" y que, "más allá de las artes y de las letras", engloba los "modos 
de vida, los derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valores, las 
tradiciones y las creencias". A esta definición hay que añadir lo que explica su 
naturaleza dinámica, la capacidad de transformación que la anima y los 
intercambios interculturales en que participa (Hevia, et. al. 2000). 
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El patrimonio intangible está constituido, entre otros elementos, por la poesía, los 
ritos, los modos de vida, la medicina tradicional, la religiosidad popular y las 
tecnologías tradicionales de nuestra tierra. Integran la cultura popular las 
diferentes lenguas, los modismos regionales y locales, la música y los 
instrumentos musicales tradicionales, las danzas religiosas y los bailes festivos, 
los trajes que identifican a cada región, la cocina, los mitos y leyendas; las 
adivinanzas y canciones de cuna; los cantos de amor y villancicos; los dichos, 
juegos infantiles y creencias mágicas (Hevia, et. al. 2000). 
 
A partir de lo anterior la Ley General de la Cultura, 397 de 1997, modificada por la 
Ley 1185 de 2008, estableció en su artículo 1, que el patrimonio cultural de la 
Nación se encuentra constituido por “[…] todos los bienes materiales, las 
manifestaciones inmateriales, los productos y las representaciones de la cultura 
que son expresión de la nacionalidad colombiana, tales como la lengua castellana, 
las lenguas y dialectos de las comunidades indígenas, negras y creoles, la 
tradición, el conocimiento ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los 
hábitos, así como los bienes materiales de naturaleza mueble e inmueble a los 
que se les atribuye, entre otros, especial interés histórico, artístico, científico, 
estético o simbólico en ámbitos como el plástico, arquitectónico, urbano, 
arqueológico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico, testimonial, 
documental, literario, bibliográfico, museológico o antropológico […]” (Congreso de 
la República de Colombia, 2008). 
 
La Ley 397 de 1997, contiene varias definiciones de interés acerca de ciertos tipos 
de patrimonio entre las que se encuentran, la consignada en su artículo 6 
(modificado por el artículo 3 de la Ley 1185 de 2008), sobre el “patrimonio 
arqueológico” al que describe como “[…] aquellos vestigios producto de la 
actividad humana y aquellos restos orgánicos e inorgánicos que, mediante los 
métodos y técnicas propios de la arqueología y otras ciencias afines, permiten 
reconstruir y dar a conocer los orígenes y las trayectorias socioculturales pasadas 
y garantizan su conservación y restauración […]”, y el “patrimonio cultural 
sumergido”, al que describe en el artículo 6 como “[…] las ciudades o cementerios 
de grupos humanos desaparecidos, restos humanos, las especies náufragas 
constituidas por las naves y su dotación, y demás bienes muebles yacentes dentro 
de éstas, o diseminados en el fondo del mar, que se encuentren en el suelo o 
subsuelo marinos de las aguas interiores, el mar territorial, la plataforma 
continental o zona económica exclusiva, cualesquiera que sea su naturaleza o 
estado y la causa o época del hundimiento o naufragio. Los restos o partes de 
embarcaciones, dotaciones o bienes que se encuentren en circunstancias 
similares, también tienen el carácter de especies náufragas […]” (Congreso de la 
República de Colombia, 2008). 
 
Frente al “patrimonio cultural inmaterial”, la “Convención para la Salvaguardia del 
Patrimonio Cultural Inmaterial”, emitida en el año 2003 e integrada a la legislación 
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colombiana por la Ley 1037 de 2006, enmarca conceptualmente este tipo de 
patrimonio en los siguientes términos: “[…] los usos, representaciones, 
expresiones, conocimientos y técnicas -junto con los instrumentos, objetos, 
artefactos y espacios culturales que les son inherentes- que las comunidades, los 
grupos y en algunos casos los individuos reconozcan como parte integrante de su 
patrimonio cultural. Este patrimonio cultural inmaterial, que se transmite de 
generación en generación, es recreado constantemente por las comunidades y 
grupos en función de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia, 
infundiéndoles un sentimiento de identidad y continuidad y contribuyendo así a 
promover el respeto de la diversidad cultural y la creatividad humana. A los efectos 
de la presente Convención, se tendrá en cuenta únicamente el patrimonio cultural 
inmaterial que sea compatible con los instrumentos internacionales de derechos 
humanos existentes y con los imperativos de respeto mutuo entre comunidades, 
grupos e individuos y de desarrollo sostenible […]”, añade el mismo artículo 2 que 
este patrimonio se manifiesta en ámbitos como las tradiciones y expresiones 
orales, incluido el idioma como vehículo del patrimonio cultural inmaterial; artes del 
espectáculo; usos sociales, rituales y actos festivos; conocimientos y usos 
relacionados con la naturaleza y el universo; técnicas artesanales tradicionales 
(UNESCO, 2003). 
 
Por su parte la Ley 397 de 1997 en su artículo 11 - 1, adicionado por el artículo 8 
de la Ley 1185 de 2008, define al “patrimonio cultural inmaterial” de la siguiente 
manera “[…] está constituido, entre otros, por las manifestaciones, prácticas, usos, 
representaciones, expresiones, conocimientos, técnicas y espacios culturales, que 
las comunidades y los grupos reconocen como parte integrante de su patrimonio 
cultural. Este patrimonio genera sentimientos de identidad y establece vínculos 
con la memoria colectiva. Es transmitido y recreado a lo largo del tiempo en 
función de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia y contribuye a 
promover el respeto de la diversidad cultural y la creatividad humana […]” 
(Congreso de la República de Colombia, 2008). 
 
4.1.9 Patrimonio natural 
 
Es el conjunto de bienes y riquezas naturales, o ambientales que la sociedad ha 
heredado de sus ascendientes. 
 
Está constituido por la variedad de paisajes que conforman la flora y fauna de un 
territorio. La UNESCO lo define como los monumentos naturales constituidos por 
formaciones físicas y biológicas o por grupos de esas formaciones que tengan un 
valor universal excepcional desde el punto de vista estético o científico como las 
formaciones geológicas y fisiográficas y las zonas estrictamente delimitadas que 
constituyan el hábitat de especies animal y vegetal amenazadas; o que tengan un 
valor universal excepcional desde el punto de vista de la ciencia, de la 
conservación o de la belleza natural como lugares naturales o zonas naturales 
estrictamente delimitadas, (UNESCO, 1972). 
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4.1.10 Patrimonio turístico 
 
En materia de desarrollo, los patrimonios culturales aparecen como recursos 
económicos y en los tiempos modernos, son aplicados de manera activa en el 
turismo. Cuando se le asigna un valor turístico, el recurso cultural se constituye en 
un atractivo turístico, base para la conformación de un potencial producto turístico. 
 
En las sociedades, por lo menos tres agentes se dedican a seleccionar, proteger, 
legislar y utilizar para su aprovechamiento estos patrimonios culturales y turísticos. 
Uno es el Estado, que debe regular democráticamente estas acciones; otro es el 
conjunto de agentes privados, cuyo objetivo fundamental en la economía es la 
ganancia y participa de esos bienes, pero a la vez, presiona al Estado reclamando 
participación y protección para tales fines; el tercero es el conjunto de movimientos 
sociales que se apropian de los bienes culturales en la medida en que los 
necesitan para obtener su identificación pero que ven dificultada su participación 
por la urgencia en la satisfacción de las necesidades primarias. Por lo tanto, el 
buen uso económico de los patrimonios culturales, estructurados en planes de 
desarrollo turístico, requieren de la planificación conjunta de los tres tipos de 
agentes. Para avanzar en ese proceso es necesaria la identificación de los 
recursos y su caracterización a partir de técnicas de investigación adecuadas, su 
inventariado, evaluación y jerarquización y la elaboración de planes de manejo 
para su puesta en valor (Oriola, et. al. 2003). 
 
 
4.1.11 Territorio 
 
Los espacios territoriales se entienden como “construcciones sociales e históricas” 
en los que confluye un conjunto variado de dinámicas productivas, culturales, 
económicas e institucionales que generan, a su vez, determinados rasgos de 
identidad representados en espacios específicos de poder, gestión y domino, es 
decir analizados como partes componente de un territorio que no sólo es el 
espacio geográfico que delimita la soberanía de un Estado en sus diferentes 
niveles administrativos, sino esencialmente un escenario de relaciones entre 
diferentes agentes sociales. En referencia a esta noción no sólo se está 
considerando el espacio geográfico, su forma y contenido. De hecho una 
configuración espacial sólo tiene sentido por la dinámica social que le da vida. Los 
procesos sociales se dan en una relación temporal y espacial, tiempo – espacio 
donde se realiza y devela la trama oculta de las relaciones sociales (Tomadoni, 
2005). 
 
Los territorios son espacios geográficos relativamente homogéneos en términos 
biofísicos, económicos y productivos e institucionales que comparten además, 
rasgos culturales comunes. Los elementos constitutivos del territorio (geográficos, 
biofísicos, antrópicos) permiten establecer criterios para el análisis territorial de 
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determinados entornos poblacionales cuyo grado de control y apropiación sobre 
un espacio - tiempo geográfico se denomina territorialidad. Por tanto, la 
territorialidad puede definirse como el conjunto de prácticas, expresiones 
materiales, representaciones y expresiones simbólicas que permiten garantizar la 
apropiación de un determinado territorio por parte de actores sociales como el 
Estado, las organizaciones civiles, las empresas, los individuos, etc.  Las lealtades 
e “identidades” con un territorio nacen de las percepciones o los grados de 
territorialidad de los actores que lo habitan, por tanto pueden existir en un mismo 
espacio geográfico, como las ciudades, múltiples territorialidades (Mesa, et. al. 
2006). 
 
El territorio es un lugar preciso, con límites y con características específicas según 
posibilidades e intereses de los diferentes agentes sociales dispuestos al “juego” 
de la construcción de ese territorio. En sí mismo el territorio es un constructo social 
de tiempo y lugar en determinadas coordenadas de tiempo y lugar, producto del 
entrecruzamiento de territorialidades construidas por los agentes en su proceso de 
apropiación de los recursos (Tomadoni, 2007). 
 
El territorio sintetiza los cambios de lógica de los agentes que participan en su 
construcción y por lo tanto posibilita visualizar los procesos en los que están 
involucrados estos agentes a partir de diferentes posiciones y con el ensayo de 
estrategias diversas. Los cambios en la lógica de los agentes sociales 
participantes en un proceso territorial (empresas, gobiernos, trabajadores, 
organizaciones no gubernamentales, etc.) suponen al mismo tiempo, un cambio 
en el espacio de producción considerado y en su concreción en un territorio 
determinado (Tomadoni, 2007). 
 
En el mismo sentido se ha referido el territorio como un espacio apropiado y 
valorizado por un grupo social para asegurar su reproducción y la satisfacción de 
sus necesidades vitales; concepto multiescalar que puede ser aprehendido en 
diferentes niveles de la escala geográfica. La cultura constituye una dimensión 
fundamental del territorio, porque la apropiación del espacio no tiene sólo un 
carácter instrumental sino también simbólico-expresivo (Giménez, 2005). 
 
Las relaciones entre la cultura y territorio se dan en varias dimensiones: En la 
primera el territorio constituye por sí mismo un "espacio de inscripción" de la 
cultura y, por lo tanto, equivale a una de sus formas de objetivación toda vez que, 
de una u otra manera, la intervención del hombre se ha extendido en cada rincón 
del planeta, por tanto los llamados "bienes ambientales" como son las áreas 
ecológicas, los paisajes rurales, urbanos y pueblerinos, los sitios pintorescos, las 
peculiaridades del hábitat, los monumentos, la red de caminos y brechas, los 
canales de riego y, en general, cualquier elemento de la naturaleza antropizada, 
se consideran como "bienes culturales" (Giménez, 1996). 
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En una segunda dimensión, el territorio puede servir como marco o área de 
distribución de instituciones y prácticas culturales espacialmente localizadas. Se 
trata siempre de rasgos culturales objetivados tales como las pautas distintivas de 
comportamiento, las formas de vestir, las fiestas del ciclo anual, los rituales 
específicos que acompañan al ciclo de la vida, las danzas lugareñas, las recetas 
de cocina locales, las forma lingüísticas entre otros rasgos etnográficos (Giménez, 
1996). 
 
En una tercera dimensión, el territorio puede ser apropiado subjetivamente como 
objeto de representación y de apego afectivo, y sobre todo como símbolo de 
pertenencia socio-territorial. En este caso los sujetos (individuales o colectivos) 
interiorizan el espacio integrándolo a su propio sistema cultural (Giménez, 1996). 
 
 
4.1.12 Territorio patrimonial 
 
Esta noción tiene su origen en la concepción básica de territorio y paisaje cultural. 
Obedece a la evolución en la noción de territorio en el marco de la UNESCO y 
National Park Service que comienzan a profundizar en una visión holística del 
territorio. La comprensión del patrimonio como rasgo distintivo de la identidad 
cultural de un grupo social en el territorio, ha ido evolucionando de una visión 
monumental hasta el interés por la naturaleza y los sitios singulares de carácter 
natural y cultural. 
 
En la actualidad, el análisis a partir de unidades territoriales implica tanto desde el 
punto de vista conceptual como operativo una nueva forma de mirar el paisaje, el 
patrimonio y el territorio, dando como resultado el concepto de territorio 
patrimonial. Esta concepción parte de la consideración de que la totalidad de un 
territorio puede considerarse como patrimonio, en una visión que contempla tanto 
la conservación como las propuestas de intervención y los instrumentos de gestión 
que implican transformaciones del mismo a partir de los recursos culturales (Lopo, 
M. y Núñez, T. 2004). 
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4.2 Elaboración del marco jurisprudencial sobre el patrimonio 

cultural y natural 
 
La elaboración del marco jurisprudencial del patrimonio cultural y natural, se 
realizó a partir del enfoque metodológico del “análisis de contenido”, con el fin de 
estudiar principalmente, los argumentos que han servido de sustento a la Corte 
Constitucional para delinear el alcance de estos derechos a partir del control de 
constitucionalidad desarrollado entre los años 1992 y 2008. 
 
El análisis de contenido puede describirse en un sentido amplio como “[…] un 
método que busca descubrir la significación de un mensaje, ya sea éste un 
discurso, una historia de vida, un artículo de revista, un texto escolar, un decreto 
ministerial, etc. Más concretamente, se trata de un método que consiste en 
clasificar y/o codificar los diversos elementos de un mensaje en categorías con el 
fin de hacer aparecer de la mejor manera el sentido […]” (Gómez, 1999). 
 
En un primer momento Berelson (1952), definió esta metodología como “[…] una 
técnica de investigación para la descripción objetiva, sistemática y cuantitativa del 
contenido manifiesto de la comunicación […]”, concepto que ha ido revaluándose 
a la luz de aportes como los de Hostil (1969) que la han entendido como “[…] una 
técnica de investigación para formular inferencias identificando de manera 
sistemática y objetiva ciertas características específicas dentro de un texto […]”. 
Es así como en años recientes la potencial aplicación de esta metodología ha 
trascendido de los aspectos “cuantitativos” y “manifiestos”, hacia la validación del 
análisis cualitativo para la búsqueda del contenido “latente” de los textos que tiene 
por propósito fundamental la “inferencia” referida a la comunicación simbólica o 
mensaje de los datos, que tratan en general, de fenómenos distintos de aquellos 
que son directamente observables (Andréu, 2006). 
 
En ese mismo sentido Krippendorff (1982) define el análisis de contenido como 
“[…] una técnica de investigación destinada a formular, a partir de ciertos datos, 
inferencias reproducibles y válidas que puedan aplicarse a su contexto […]”, 
destacándose el concepto de “contexto” entendido como el marco de referencia 
donde se desarrollan los mensajes y los significados. Con lo cual cualquier análisis 
de contenido debe realizarse en relación con el contexto de los datos y justificarse 
en función de éste (Andréu, 2006). 
 
A partir de las definiciones expuestas, Andréu (2006) concibe que “[…] pertenecen 
al campo del análisis de contenido, todo el conjunto de técnicas tendientes a 
explicar y sistematizar el contenido de los mensajes comunicativos de textos, 
sonidos e imágenes y la expresión de ese contenido con ayuda de indicios 
cuantificables o no. Todo ello con el objetivo de efectuar deducciones lógicas 
justificadas concernientes a la fuente (el emisor y su contexto) o eventualmente a 
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sus efectos. Para ello el analista tendrá a su disposición todo un juego de 
operaciones analíticas, más o menos adaptadas a la naturaleza del material y del 
problema que tratará de resolver, pudiendo utilizar una o varias que sean 
complementarias entre sí para enriquecer los resultados o pretender así una 
interpretación fundamentada científicamente […]”. 
 
Por su parte Gómez (1999), indica que el enfoque metodológico del análisis de 
contenido posee las siguientes características (ver tabla 17): 
 
Tabla 17 Características del Análisis de Contenido 
 

1 
Se trata de una técnica indirecta, porque se tiene contacto con los individuos solo mediante los 
sesgos de sus producciones, es decir, con los documentos de los cuales se puede extraer 
información. 

2 
Estas producciones pueden tomar diversas formas: escrita, oral, imagen o audiovisual, para 
dar cuenta de sus comportamientos y de sus fines. 

3 
Los documentos pueden haber sido constituidos por una persona, por ejemplo las cartas 
personales, las novelas, un diario íntimo, o por un grupo de personas, por ejemplo las leyes, 
los textos publicitarios. 

4 
El contenido puede ser no cifrado, es decir, las informaciones que contienen los documentos 
no se presentan bajo la forma de números sino ante todo de expresiones verbales. 

5 
Es posible una deducción cualitativa o cuantitativa. En este sentido, los documentos pueden 
ser analizados con el objeto de cuantificar o en la perspectiva de un estudio cualitativo de 
elementos singulares, o los dos a la vez 

 
En los últimos años el análisis de contenido cualitativo se ha visto beneficiado con 
el desarrollo y auge de las herramientas informáticas, entre las que se destacan el 
programa ATLAS/ti, desarrollado por el investigador Thomas Muhr de la 
Universidad Tecnológica de Berlín, con el propósito de ayudar a los investigadores 
en el descubrimiento y análisis de fenómenos complejos implícitos en grandes 
volúmenes de información documental. El programa provee recursos que le 
permiten al usuario localizar, codificar, anotar y ordenar hallazgos en el material 
documental que se procesa, para ponderar y evaluar su importancia, y a la vez 
visualizar relaciones complejas entre ellos (Muñoz, 2003). Este programa se utilizó 
como apoyo al enfoque metodológico de análisis de contenido cualitativo, que se 
desarrolla en la presente investigación (ver figura 3). 
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Figura 3 Fases del análisis cualitativo. 
 

 
Fuente: Muñoz 2003. 

 
 
El objetivo del programa es facilitar la labor investigativa, agilizando muchas de las 
actividades implicadas en el análisis cualitativo y la interpretación, como por 
ejemplo la segmentación del texto en citas, la codificación, la inclusión de 
comentarios y anotaciones, permitiendo integrar la información disponible 
optimizando su organización, búsqueda y recuperación. Actividades básicas de 
análisis enmarcadas en la primera fase del trabajo, denominada nivel textual, la 
cual permite posteriormente el desenvolvimiento del nivel conceptual, que implica 
analizar los elementos creados a partir de nuevas reducciones de datos, 
agrupando algunos de los componentes, estableciendo relaciones entre estos y 
generando representaciones gráficas (Muñoz, 2003). 
 
Según lo establece Andréu (2006), todo proyecto de investigación mediante la 
técnica del análisis de contenido requiere del desarrollo de cinco fases: 
 
4.2.1 Fase de determinación del objeto o tema de análisis 
 
El objeto de análisis es la jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional sobre 
del tema del patrimonio cultural y natural, entre los años 1992 y 2008, con énfasis 
en la parte motiva y resolutiva de las mismas. 
 
Para tal fin se hizo un rastreo de las Sentencias (C, SU y T), promulgadas en el 
periodo de tiempo señalado a través de los buscadores “Jurisprudencia” y 
“Jurisdicción Especial Indígena” cuyos vínculos se encuentran en el portal 
electrónico del Consejo Superior de la Judicatura denominado “Rama Judicial de 
la República de Colombia” (ver figura 4). 
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Figura 4 Página Web principal de la Rama Judicial de la República de Colombia 
 

 
Fuente: Consejo Superior de la Judicatura de la República de Colombia. 2009. 

 
A continuación se eligió de entre todas las altas cortes, la constitucional con el fin 
de acceder a la base de datos de la relatoría. Al ser disponible la opción de 
búsqueda, se utilizaron las palabras claves “Patrimonio Natural”, “Patrimonio 
Cultural”, “Patrimonio Natural y Cultural” y “Patrimonio Ecológico”. 
 
La circunscripción en términos de tiempo, material a analizar y las palabras claves, 
satisfacen los requerimientos de Andréu (2006), acerca de la definición clara y el 
rigor que han de tener las denominadas unidades de muestreo y de registro, 
entendiéndose las primeras como “[…] aquellas porciones del universo observado 
que serán analizadas […]” y las segundas como “[…] como aquella unidad de 
muestreo que es posible analizar en forma aislada […]”, pudiendo ser estas 
palabras, temas, frases, conjuntos de palabras , caracteres, personas, personajes, 
párrafos, conceptos (ideas o conjunto de ideas), entre otras. 
 
Estas categorías de búsqueda pretendían dar cuenta del universo de información 
a analizar, toda vez que permitieron acceder a las sentencias en las que estos 
temas fueron eje importante de controversia. El término “Patrimonio Ecológico” 
abarcó el contexto del patrimonio natural a nivel municipal, ya que a partir de la 
promulgación Constitución Política de Colombia de 1991, este término englobó el 
tema en este tipo de entidad territorial. La búsqueda se realizó tanto sobre el 
archivo histórico que cubría del año 2002 hasta el año 2007, como en la base de 
datos provisional que reunía las sentencias del año 2008 (ver figura 5). 
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Figura 5 Motor de búsqueda de la relatoría de la Corte Constitucional 
 

 
Fuente: Consejo Superior de la Judicatura de la República de Colombia. 2009. 

 
La búsqueda generó resultados para las tres categorías lo que requirió de la 
verificación de cada sentencia con el fin de no incurrir en repetición de 
documentos, y consolidar una base de información confiable y representativa. A 
continuación se muestran los resultados que arrojó la búsqueda con la palabra 
clave “Patrimonio Cultural” (ver figura 6). 
 
Figura 6 Resultados de la búsqueda para la palabra clave “patrimonio cultural” 
 

 
Fuente: Consejo Superior de la Judicatura de la República de Colombia. 2009. 

 
Seguidamente se recurrió al buscador del portal especializado “Jurisdicción 
Especial Indígena”. Este completo motor de búsqueda permitió verificar los 
resultados que arrojó el primer ejercicio y ampliar la muestra con nuevos 
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hallazgos. Es importante reseñar que el portal compendia toda sentencia que 
tenga relación en su temática con las comunidades indígenas restringiendo la 
búsqueda en categorías predefinidas entre las que se escogió la opción “Territorio 
y recursos naturales” por la estrecha relación de la temática con las categorías ya 
elegidas. Del resultado se hizo una nueva verificación que tuvo dos etapas, siendo 
la primera la simple revisión de que el material documental no hubiera sido ya 
adquirido en las búsquedas anteriores, la segunda ameritó la revisión del 
contenido de los nuevos documentos para asegurar su pertinencia (ver figura 7). 
 
Figura 7 Resultados de la búsqueda para la palabra clave “patrimonio cultural” en el motor 

de búsqueda “Jurisdicción Especial Indígena” 
 

 
Fuente: Consejo Superior de la Judicatura de la República de Colombia. 2009. 

 
El proceso de búsqueda, revisión y consolidación de información tuvo como 
resultado final un total de 62 Sentencias de la Corte Constitucional, soportadas en 
diversos archivos de texto digital, los cuales fueron convertidos en su totalidad al 
formato “Rich Text Format” y homogeneizadas en márgenes, justificación de 
párrafos, tipo y tamaño de letra, con el fin de mejorar sus condiciones de 
compatibilidad con el programa elegido para su procesamiento, ATLAS/ ti. 
 
Seguidamente se creó una Unidad Hermenéutica en el programa ATLAS/ ti, a la 
cual se le denominó como “Patrimonio”. La Unidad Hermenéutica se ha definido 
como el contenedor que agrupa a todos los elementos (Documentos primarios, 
citas, códigos, anotaciones, relaciones, familias, redes y representaciones) y 
recursos que pone al servicio del investigador de manera ordenada el citado 
programa. En otras palabras, se puede decir que es el fichero en el que se graba 
la información relacionada con el proceso de análisis (Ver figura 8). 
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Figura 8 Representación gráfica del concepto de Unidad Hermenéutica 
 

 
Fuente: Muñoz. 2003. 

 
Establecida la Unidad Hermenéutica, se ingresaron los archivos de texto 
(documentos primarios) atendiendo al orden cronológico en que fue emitida cada 
sentencia (ver figura 9). 
 
Figura 9 Inscripción de los archivos de texto en la Unidad Hermenéutica  
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4.2.2 Fase de determinación de las reglas de codificación 
 
Como lo indica Andréu (2006), tratar el material consolidado es codificarlo, 
proceso que implica una transformación mediante reglas precisas de los datos 
brutos del texto. Esta transformación o descomposición del texto permite su 
representación en índices alfabéticos. 
 
El establecimiento de las reglas y tipos de codificación elegidos buscó ser lo 
suficientemente amplio para poder procesar los múltiples tipos de Sentencias de 
Control de Constitucionalidad (C), así como las de Revisión de Tutela (T) y las de 
Unificación de Jurisprudencia (SU), lo que se dio a partir del reconocimiento de la 
estructura de estos textos legales, la flexibilidad para la sistematización y el rigor 
de categorías que permitieran el contraste y la comparación en las posteriores 
etapas. El marco estructural de estas sentencias es definido en los siguientes 
términos (ver tabla 18): 
 
Tabla 18 Marco estructural jurisprudencial 
 

Sección Definición 

Identificación 
Incluye el nombre de la corporación que la emitió, el magistrado ponente, la 
fecha, su número de identificación, y en ocasiones la determinación temática de la 
misma, realizada por la Relatoría de la entidad. 

Fáctica 

Aunque la palabra “fáctico”, designe lo relativo a los hechos, no solo incluye el 
relato del “caso” propio de las jurisprudencias de tutela, sino que en las de estudio 
de constitucionalidad, menciona en su lugar, la norma objeto de estudio y el 
porqué se estudia tal norma. Por ejemplo, una norma puede ser estudiada en su 
constitucionalidad, ya sea porque fue demandada o porque requiere de este 
estudio, antes de su emisión final.  
 
Así, la parte fáctica designa el origen de la sentencia, o la causa por la cual la 
Corporación se ocupó del estudio y decisión de esa determinada problemática, 
razón por la cual también incluye las decisiones anteriores y los recursos 
interpuestos. 

Motiva 

Designa el “motivo” de la decisión de la corporación. Así, es el conjunto de 
razones, presentadas en forma ordenada y sistemática, que dan sustento a la 
decisión final sobre el asunto que se estudia. En la parte motiva, pueden 
identificarse varios tipos de razones o argumentos: filosóficos, estrictamente 
jurídicos, legales y de conveniencia, entre otros. Estos argumentos pueden estar 
presentados a través de una división numérica, o con encabezamiento de cada 
uno de ellos por medio de un subtítulo indicativo de su tema. 

Resolutiva 

Es, indudablemente, la resolución o definición del asunto. Se determina de forma 
absolutamente clara, mediante términos específicos para cada uno de los tipos de 
jurisprudencia. Así, por ejemplo, para las de tutela, se usará el término “concede” 
o “no concede”, en este caso, la protección pedida. Para las de constitucionalidad, 
el término podrá ser “exequible”, o “no exequible” de la norma que fue estudiada. 
Siempre seguidos estos términos por una enunciación muy breve de la situación o 
de un condicionamiento para ella. Además, usualmente la corporación ordena 
algo más, como puede ser pagar una suma de dinero, reintegrar a alguien a su 
trabajo, exhortar al Congreso para la expedición de una ley, etc. 
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Esta estructura determinó una codificación dividida en cinco secuencias básicas 
que admiten la conjunción de una subdivisión y tres letras distintivas que 
garantizaron la individualización de cada código y el adecuado registro en el 
programa ATLAS/ ti. Las agrupaciones de códigos que inician con la letra “A” y 
“B”, pertenecen respectivamente a “accionantes” y “accionados”; las que 
comienzan con la letra “C” corresponden a los “hechos que provocan el accionar”; 
la letra “D” identifica las “pretensiones de la acción”; la letra “E” agrupa los 
“Argumentos decisorios de las sentencias de la Corte Constitucional en función de 
los atributos de las manifestaciones culturales” y finalmente la letra “F” da cuenta 
de las “Decisiones de las sentencias de la Corte Constitucional que atienden a los 
elementos del patrimonio cultural”. La correlación de esta codificación con el 
marco estructural jurisprudencial se puede observar de la siguiente manera (ver 
tabla 19): 
 
Tabla 19 Correlación del marco estructural jurisprudencial con la codificación 
 

Sección Codificación 

Identificación 

A. Accionantes 
AAPna ABFun ABCoa ABCso 
ACDef ACPmu ACPro ACPre 
ACPri ACSen   

B. Accionados 

BAPre BAMin BADad BASup 
BADep BAMun BADis BACar 
BACds BAAsm BAAme BAEsp 
BAEic BAFgn BACgr BACdm 
BAPgr BACes BAPer BAJum 
BAReg BAPol BBSem BCEps 
BDPna BDPjp BDPjj BERet 
BEDil BEOpi BETre BFEde 

Fáctica 
C. Hechos que provocan el accionar 

CADen CADin CAPro CAOrt 
CARea CAExp CAOrp CBCol 
CBPpr CBAcu CCEti CDTus 
CEIcm CEVip CFIcm CFVip 
CGVip CGIcm CHCep  

D. Pretensiones de la acción 
DAEle DAEop DAEti DAEpe 
DBPpi DBCvu   

Motiva 

E. Argumentos decisorios de las 
sentencias de la Corte Constitucional 
en función de los atributos de las 

manifestaciones culturales 

EAPla EAArq EAUrb EAArl 
EALin EASon EAMus EAAud 
EAFil EATes EADoc EALit 
EABib EAMue EAAnp EBPla 
EBArq EBUrb EBArl EBLin 
EBSon EBMus EBAud EBFil 
EBTes EBDoc EBLit EBBib 
EBMue EBAnp ECPlas ECArq 
ECUrb ECArl ECLin ECSon 
ECMus ECAud ECFil ECTes 
ECDoc ECLit ECBib ECMue 
ECAnp  EDPlas EDArq EDUrb 
EDArl EDLin EDSon EDMus 
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EDAud EDFil EDTes EDDoc 
EDLit EDBib EDMue EDAnp 
EEPlas EEArq EEUrb EEArl 
EELin EESon EEMus EEAud 
EEFil EETes EEDoc EELit 
EEBib EEMue EEAnp  

Resolutiva 
F. Decisiones de las sentencias de la 
Corte Constitucional que atienden a 
los elementos del patrimonio cultural 

FATra FACos FAHab FABmi 
FABmm FALen FACon FAPai 
FBTra FBCos FBHab FBBmi 
FBBmm FBLen FBCon FBPai 
FCTra FCCos FCHab FCBmi 

FCBmm FCLen FCCon FCPai 

FDTra FDCos FDHab FDBmi 
FDBmm FDLen FDCon FDPai 
FETra FECos FEHab FEBmi 
FEBmm FELen FECon FEPai 
FFTra FFCos FFHab FFBmi 
FFBmm FFLen FFCon FFPai 

Ver anexo 1 (Codificación para la sistematización a través del programa ATLAS/ti del cuerpo 
jurisprudencial), para información detallada de cada código y lo que representa. 

 
Los 190 códigos resultantes fueron ingresados a la Unidad Hermenéutica, para 
posteriormente, a partir de una lectura analítica a profundidad, realizar la 
codificación en cada una de las 62 sentencias.   En el programa ATLAS\ti, los 
códigos suelen ser la unidad básica de análisis y se conciben como 
conceptualizaciones, resúmenes o agrupaciones de citas, entendiéndose estas 
últimas como los fragmentos o segmentos significativos de los documentos 
primarios. Las citas son la primera selección de material de base y el comienzo del 
proceso de reducción de los datos brutos. La siguiente figura muestra en la 
ventana principal un ejercicio de codificación y en una subventana los códigos 
inscritos en la Unidad Hermenéutica (ver figura 10):  
 
Figura 10 Proceso de codificación 
 

 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 107 

 
4.2.3 Fase de determinación del sistema de categorías 
 
El diseño del sistema de categorías obedeció a la estructura de las sentencias de 
la Corte Constitucional el cual ofrece en sus cuatro secciones (identificación, 
fáctica, motiva y resolutiva) información de distinto tipo. Las partes “identificación” 
y “fáctica” ofrecen datos puntuales básicos acerca de los actores, hechos que 
provocan el accionar y pretensiones de la acción, los cuales son más aptos para 
análisis de comparación y contraste, mientras que las partes “motiva” y 
“resolutoria” contienen información de contenido más amplio y denso, útil para el 
análisis de descubrimiento y exploración. 
 

- Categorización sección de identificación 
 
De la sección de identificación interesó el tipo de actor que accionaba y el que era 
accionado, teniendo la naturaleza jurídica de ambos como criterio de ordenación 
de las subcategorías, las cuales fueron definidas a partir de la clasificación que de 
las personas naturales, jurídicas privadas y jurídicas públicas trae la normatividad 
civil, administrativa, y la doctrina jurídica colombiana (ver tabla 20). 
 
Tabla 20 Categorías de análisis elegidas para el procesamiento de la sección de 

identificación 
 

Accionantes 
Naturaleza jurídica Persona 
Persona natural  

Persona jurídica privada 
Fundación 
Corporación - Asociación 
Corporación - Sociedades 

Persona jurídica pública o entidad estatal 

Defensoría del Pueblo 
Personería Municipal 
Procuraduría 
Presidencia de la República (Remisión de Tratados 
Internacionales y sus Leyes Aprobatorias para 
revisión de exequibilidad) 
Presidencia de la República (Objeción de 
inconstitucionalidad a Proyecto de Ley). 
Senado de la República (Trámite de revisión previa 
de Constitucionalidad de Leyes Estatutarias). 

Accionados 

Personas de derecho público 

Presidencia de la República 
Ministerio 
Departamento Administrativo 
Superintendencias 
Departamentos 
Municipios 
Distritos 
Corporaciones Autónomas Regionales 
Corporación de Desarrollo Sostenible 
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Asociación de Municipios 
Área Metropolitana 
Establecimientos Públicos 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado 
Fiscalía General de la Nación 
Contraloría General de la República 
Contralorías Departamentales, Distritales y 
Municipales 
Procuraduría General de la República 
Consejo de Estado 
Personería Municipal 
Juzgado Municipal 
Registraduría Nacional, Departamental o Distrital 
Policía Nacional 

Sociedad de economía mixta  
Personas de derecho privado con 

funciones públicas 
Empresas prestadoras de servicios 

Personas de derecho privado sin funciones 
públicas 

Persona natural 
Persona jurídica pública 
Persona jurídica privada 

Sin accionado 

Revisión de exequibilidad de Tratados 
Internacionales y sus Leyes Aprobatorias 
Demanda de inconstitucionalidad contra leyes o 
decretos con fuerza de ley 
Objeciones presidenciales por inconstitucionalidad de 
proyecto de ley 
Trámite de revisión previa de Constitucionalidad de 
Leyes Estatutarias 

Entidad de derecho público especial Autoridad tradicional indígena 

 
La conformación de categorías se depuró y amplió en la medida en que se 
adelantaba el proceso de codificación de los documentos primarios, con el fin de 
dar cuenta de actores no previstos en un comienzo. De esa misma manera, se 
adecuó la categorización para incluir los casos en que no existe accionado, como 
sucede en los procesos de control de constitucionalidad automático o por vía de 
acción. 
 

- Categorización de la sección fáctica 
 
La categorización aplicada a la parte fáctica, pretendió hacer énfasis en los 
hechos que provocaron el accionar o el control de constitucionalidad y las 
situaciones específicas que los suscitaron, así como las pretensiones de la acción 
o control de constitucionalidad concebido desde la motivación que dio lugar a cada 
tipo de control (ver tabla 21). 
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Tabla 21 Categorías de análisis elegidas para el procesamiento de la sección fáctica 
 

Hechos  que provocan el accionar 

Hechos generadores Contexto 

Generados por políticas públicas 

Desarrollo energético 

Desarrollo de Infraestructura 

Proyectos Productivos 

Ordenamiento territorial 

Reforma agraria 

Exploración petrolera 

Orden público 

Generados por iniciativas privadas 

Colonización 

Proyectos Productivos 

Aculturación 

Generado por requerimiento de ley 
Revisión de exequibilidad de Tratados 
Internacionales y sus Leyes Aprobatorias 

Generado por providencias judiciales Tutela contra sentencias 

Generado por controversias acerca de la 
constitucionalidad de leyes 

Inconstitucionalidad del contenido material 

Vicios de procedimiento 

Generado por controversias acerca de la 
constitucionalidad de decretos con fuerza 

de ley 

Inconstitucionalidad del contenido material 

Vicios de procedimiento 

Generado por objeciones por 
inconstitucionalidad de proyectos de ley por 
parte de la Presidencia de la República 

Inconstitucionalidad del contenido material 

Vicios de procedimiento 

Generado por cumplimiento de examen 
previo de constitucionalidad de Leyes 

Estatutarias 
Examen previo obligatorio de constitucionalidad 

Pretensiones de la acción o control de constitucionalidad 

Tipo de control Motivación 

Control de constitucionalidad 

Estudio de exequibilidad de leyes y decretos con 
fuerza de ley 
Estudio de objeciones por inconstitucionalidad 
formuladas por la Presidencia de la República a 
proyecto de ley 

Estudio de exequibilidad de tratados internacionales y 
sus leyes aprobatorias 

Estudio previo de exequibilidad de Leyes Estaturias 

Revisión de Tutela 
Protección ante un perjuicio irremediable 

Cese de la vulneración del derecho fundamental 

 
Importó para la categoría “Hechos que generan el accionar” incluir para el caso de 
la revisión de sentencias de tutela, tanto los hechos surgidos por iniciativa pública 
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como privada en los diversos contextos de las operaciones del desarrollo, y las 
tutelas contra sentencias. En esa misma categoría se incluyen las distintas 
modalidades en las que se ejecuta el control de constitucionalidad automático o 
por vía de acción. En cuanto a la categoría “Pretensiones de la acción o control de 
constitucionalidad” se tuvo por subcategorías los diversos estudios de 
constitucionalidad que se efectúan en el control automático o por vía de acción, 
mientras que para la revisión de tutela se tuvo por subcategorías las dos 
modalidades en las que se da esta acción: protección ante un perjuicio 
irremediable y cese de la vulneración del derecho fundamental. 
 

- Categorización de la sección motiva 
 
La categorización para el procesamiento de la sección motiva, se basó en la 
definición de “patrimonio cultural” consignada en el artículo 1 de la Ley 1185 del 
2008 (Marzo 12), el cual modificó el artículo 4 de la Ley 397 de 1997 (Ley General 
de Cultura) enmarcando el concepto en los siguientes términos: “El patrimonio 
cultural de la Nación está constituido por todos los bienes materiales, las 
manifestaciones inmateriales, los productos y las representaciones de la cultura 
que son expresión de la nacionalidad colombiana, tales como la lengua castellana, 
las lenguas y dialectos de las comunidades indígenas, negras y creoles, la 
tradición, el conocimiento ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los 
hábitos, así como los bienes materiales de naturaleza mueble e inmueble a los 
que se les atribuye, entre otros, especial interés histórico, artístico, científico, 
estético o simbólico en ámbitos como el plástico, arquitectónico, urbano, 
arqueológico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico, testimonial, 
documental, literario, bibliográfico, museológico o antropológico. […]”. (Congreso 
de la República de Colombia, 2008) 
 
Ésta definición legal vigente para Colombia, se desglosó en sus diferentes 
elementos para la generación de unidades de análisis, que permitieran capturar a 
través de las categorías resultantes la información implícita y explícita, propia de la 
sección motiva del cuerpo jurisprudencial (ver figura 11). 
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Figura 11 Selección de categorías de análisis para el procesamiento de la sección motiva 
 

 
 
Interesó primordialmente de la definición de “patrimonio cultural”, los elementos 
integrantes, los cuales resume la ley en los conceptos de bienes inmateriales y 
materiales, con atributos del especial interés en razón de sus meritos en los 
campos histórico, artístico, científico, estético y simbólico, que se pueden 
circunscribir en uno o varios ámbitos, como son el plástico, arquitectónico, urbano, 
arqueológico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico, testimonial, 
documental, literario, bibliográfico, museológico y antropológico. 
 
Este marco de referencia legal, pretendió generar unidades de análisis rigurosas y 
replicables, que permitieran explicitar la argumentación y su trasfondo, y así 
mismo revelar la delimitación conceptual y alcance que desde el ámbito 
constitucional tiene la noción de patrimonio (cultural y natural), la cual sustenta 
finalmente las decisiones que el tribunal constitucional ha formulado al resolver los 
asuntos y controversias de su conocimiento. 
 
Si bien podría entenderse que la definición legal derogada por la elegida, ofrecía 
un marco más apropiado para dar cuenta del eje de análisis del patrimonio natural 
y ecológico, toda vez que entre los atributos contemplaba los ecológicos y los 
ambientales, se consideró que la ley vigente legitimaba suficientemente a partir de 
los elementos del patrimonio cultural, las categorías de análisis que se eligieron, 
permitiendo la posibilidad de abordar el tema del patrimonio (cultural y natural) 
desde una aproximación unificada y no compartimentada. 
 

- Categorización de la sección resolutoria 
 
La categorización de la sección resolutoria al igual que la de la motiva, se basó en 
la definición legal vigente que ofrece la Ley 1185 del 2008, que en su artículo 2 
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indica “El Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación está constituido 
por el conjunto de instancias públicas del nivel nacional y territorial que ejercen 
competencias sobre el patrimonio cultural de la Nación, por los bienes y 
manifestaciones del patrimonio cultural de la Nación, por los bienes de interés 
cultural y sus propietarios, usufructuarios a cualquier título y tenedores, por las 
manifestaciones incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial, por el conjunto de instancias y procesos de desarrollo institucional, 
planificación, información, y por las competencias y obligaciones públicas y de los 
particulares, articulados entre sí, que posibilitan la protección, salvaguardia, 
recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación del patrimonio cultural de 
la Nación. […]” (Congreso de la República de Colombia, 2008). 
 
De este artículo se extrajeron los propósitos a los que responde el conjunto de 
acciones del Sistema Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación, cuales son la 
protección, salvaguarda, recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación 
del patrimonio cultural. Estas acciones de diverso alcance, fueron concordadas 
con los elementos que constituyen el patrimonio cultural en los términos del 
artículo 1 de la ley 1185 del 2008: “[…] los bienes materiales, las manifestaciones 
inmateriales, los productos y las representaciones de la cultura que son expresión 
de la nacionalidad colombiana, tales como la lengua castellana, las lenguas y 
dialectos de las comunidades indígenas, negras y creoles, la tradición, el 
conocimiento ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los hábitos, así como 
los bienes materiales de naturaleza mueble e inmueble […]” (Congreso de la 
República de Colombia, 2008). La representación gráfica del establecimiento de 
categorías para el procesamiento de la parte resolutoria es la siguiente (ver figura 
12): 
 
Figura 12 Selección de categorías de análisis para el procesamiento de la sección resolutoria 
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La definición legal vigente en comparación con la derogada, conserva entre las 
acciones la protección, conservación y divulgación, elimina la rehabilitación y 
agrega la salvaguarda, recuperación y sostenibilidad. De nuevo se encontró 
compatible el estudio unificado del patrimonio (cultural y natural) a partir de la 
gama de acciones y la clasificación de los elementos del patrimonio cultural, que 
generaron en su conjunción, unidades de análisis que posibilitaron un estudio 
riguroso y replicable de descubrimiento y exploración, de las decisiones de distinto 
orden que la Corte Constitucional ha formulado para el amparo del patrimonio 
cultural y natural de la Nación. 
 
4.2.4 Fase de comprobación de la fiabilidad del sistema de codificación 

– categorización 
 
El proceso de codificación – caracterización si bien debe de ser riguroso, también 
debe de ser flexible a las realidades y circunstancias que plantea el desarrollo de 
la investigación. 
 
Como lo indica Andréu (2006), el control de calidad o validación del análisis se 
realiza mediante la comprobación de que se ha localizado, al menos 
tentativamente, el núcleo central del fenómeno que se quiere estudiar. En ese 
sentido es clave la comprobación constante de que se haya efectuado una 
selección acertada de líneas temáticas y textos estratégicos en términos de 
pertinencia, representatividad y vigencia. 
 
En ese mismo sentido el autor aconseja concebir “medidas de precaución” que 
garanticen la calidad de la información recogida y un adecuado procesamiento con 
el fin de que las construcciones interpretativas no se alejen de los objetivos de la 
investigación científica. La presente investigación incluye este tipo de 
precauciones (ver tabla 22). 
 
Tabla 22 Medidas de precaución en el proceso de codificación - categorización 
 

1 Asesoría 
Los avances en el proceso de análisis, tanto en el nivel textual como en el conceptual fueron 
supervisados periódica y constantemente por profesional del área social, experta en el uso del 
programa ATLAS/ti, quien orientó de manera amplia en temas técnicos y teóricos enriqueciendo las 
distintas etapas del trabajo. 
2.  Seguimiento 
Se rindieron informes periódicos del desarrollo del trabajo a los codirectores de la investigación 
quienes guiaron permanentemente la rigurosidad del aspecto teórico. 
3.  Retroalimentación 
A medida que se desarrollaba el trabajo se adecuaba y enriquecían etapas iníciales en la medida 
en que se aprendían y desarrollaban las destrezas en el manejo del programa de apoyo, ATLAS/ti. 
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Es de resaltarse que el análisis cualitativo de contenido a través de los recursos 
que brinda el programa ATLAS/ti, implica un devenir cíclico progresivo, entre la 
fase textual y conceptual, haciéndolo un proceso de constante revaluación y 
optimización. 
 
4.2.5 Fase de formulación inferencias y análisis 
 
Andréu (2006) indica que inferir es explicar, en definitiva deducir lo que hay en un 
texto. El analista de un contenido busca algunas conclusiones o extrae inferencias 
(explicaciones) contenidas de forma implícita o explícita en el texto. Para la 
presente investigación es relevante el análisis diferenciado en las dos últimas 
secciones de la estructura de las sentencias de la Corte Constitucional, las dos 
primeras se utilizaran para efectos de contextualización. 
 
En un primer término la identificación de demandantes y demandados indica 
principalmente, para las sentencias de revisión de tutela, de unificación de 
jurisprudencia y control de constitucionalidad, la presencia o ausencia de ciertos 
tipos de demandantes o demandados, mientras que en la sección fáctica se 
pueden observar cuales son los hechos generadores más comunes para la 
solicitud de amparo de tutela en función de controversias que involucran al tema 
del patrimonio (cultural y natural) entre otros aspectos de interés. 
 
No obstante reviste un especial interés el análisis de la incidencia, reiteración 
temática y fundamento de los argumentos decisorios del tribunal constitucional, en 
la sección motiva, mientras que en la resolutoria el tipo de decisiones que se han 
formulado para el amparo del patrimonio cultural y natural de la Nación. 
 
El ejercicio de análisis y la formulación de inferencias, obedece a la fase 
conceptual, para la cual el programa ATLAS\ti, ofreció recursos tales como la 
creación de las denominadas “familias”, las cuales son agrupaciones de un nivel 
superior al de los códigos que pueden incluir a estos mismos así como también 
documentos y anotaciones. En ese mismo sentido el recurso de redes (networks), 
configura uno de los recursos principales del trabajo conceptual, toda vez que 
permite esquematizar información compleja de una forma intuitiva mediante 
representaciones gráficas de los diferentes componentes creados en la Unidad 
Hermenéutica y las relaciones que se hayan establecido entre ellos, con la 
posibilidad de crear nuevos elementos y vínculos que permiten desarrollar y refinar 
lo avanzado en la fase textual (ver figura 13). 
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Figura 13 Representación grafica de una red de análisis 
 

 
 
El material consolidado y procesado es el insumo del marco jurisprudencial del 
patrimonio cultural y natural que ofrece la presente investigación como uno de sus 
objetivos específicos. 
 
4.3 Elementos y criterios jurídicos estructurantes que 

constituyen el patrimonio de herencia y existencia en el 
Corregimiento de Sapzurro 

 
El abordaje metodológico buscó la confrontación del marco conceptual de los 
derechos de herencia y existencia y el marco jurisprudencial del patrimonio cultural 
y natural, con la caracterización de los elementos integrantes del patrimonio de 
herencia y existencia identificados en el corregimiento de Sapzurro. El enfoque 
analítico parte de una contextualización histórico - territorial, en la cual se muestra 
el proceso de consolidación de la comunidad y su permanencia, lograda a través 
de diversas estrategias adaptativas ante las distintas lógicas socioeconómicas que 
han influido en la configuración actual de ese territorio. Posteriormente se trata en 
el caso específico del corregimiento, la identificación de los distintos elementos 
que configuran el “patrimonio de herencia y existencia” tales como los 
relacionados con la permanencia, la ocupación, los usos y las prácticas del 
habitar, los cuales se agruparon en categorías de análisis. 
 
Finalmente se realizó un análisis consolidado que da cuenta de la fragilidad del 
patrimonio cultural natural en el corregimiento y las implicaciones que de ello se 
derivan, a la luz del marco supralegal, constitucional y legal de los “derechos 
patrimoniales de herencia y existencia”. La metodología empleada, para la 
identificación de los elementos y criterios jurídicos estructurantes del patrimonio de 
herencia y existencia en el corregimiento de Sapzurro se desarrolló en tres fases: 
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rastreo y consecución de información; procesamiento de información y definición 
de categorías de análisis; y análisis de resultados. A continuación se detalla en 
que consistió cada fase: 
 
4.3.1 Fase de rastreo y consecución de información 
 

El estudio de la configuración de una comunidad para el caso de Sapzurro y de los 
elementos que configuran su “patrimonio de herencia y existencia”, está basado 
en el trabajo sobre fuentes secundarias. Se recurrió a una revisión bibliográfica 
que permitiera identificar los principales textos con información sobre Sapzurro. Se 
encontraron básicamente dos tipos de textos: aquellos que relacionan algún 
aspecto de la comunidad en la actualidad, los más completos siendo relativamente 
recientes, junto a otros realizados en la década de los años 1990 (incluyendo 
algunos artículos periodísticos); y, por otra parte, aquellos que relacionan la 
historia de la comunidad, algunos directamente, los cuales tienden a ser más 
testimoniales, y otros que referidos a la historia del Darién, tocan en diversos 
momentos eventos relacionados con Sapzurro. 
 
La identificación de los distintos elementos del “patrimonio de herencia y 
existencia” en el corregimiento, se realizó principalmente a partir de la revisión de 
información secundaria consolidada en campo en el marco de los proyectos de 
investigación desarrollados por el grupo EVEE, “Valoración económica de los 
atributos ambientales de un ecosistema estratégico a través del método de 
experimentos de elección. Estudio de caso: zona del Urabá - Chocoano en 
jurisdicción del Municipio de Acandí” y “Fortalecimiento del turismo basado en la 
naturaleza como alternativa de desarrollo sustentable: Bases del plan de manejo 
para el desarrollo de programas de conservación y turismo para el corregimiento 
de Sapzurro, municipio de Acandí, Chocó”. Se recurrió tanto a los informes finales 
de estos proyectos, como a textos que han tratado el tema desde el contexto 
histórico y patrimonial del Urabá Chocoano como es el caso de “El Darién. 
Ocupación, poblamiento y transformación ambiental, una revisión histórica” y “La 
arquitectura de las diversidades territoriales de Urabá”. 
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4.3.2 Fase de procesamiento de información y definición de categorías 

de análisis 
 
Para el abordaje del proceso de consolidación histórica de la comunidad de 
Sapzurro, se realizó una lectura exploratoria preliminar y posterior de análisis y 
correlación de los textos, enfocada a identificar las características que definen, y 
han definido a esa población a lo largo de su historia, y su relación con las 
dinámicas turísticas de la actualidad. La construcción del texto privilegió una 
mirada histórica, que permitiera captar procesos de largo plazo. Los hechos que 
se mencionan están todos referenciados en la literatura, algunos pocos son 
derivados de cruces de información entre fuentes que permite inferirlos con 
bastante certeza (en estos casos se citan las dos fuentes). 
 
La identificación de los elementos que configuran el “patrimonio de herencia y 
existencia”, partió de una lectura de la documentación con énfasis en el estudio de 
las manifestaciones de permanencia, la ocupación, los usos y las prácticas del 
habitar, de las cuales se identificaron varias categorías que cubren el patrimonio 
material e inmaterial de la comunidad: el estado de los ecosistemas y el ejercicio 
de habitar (integridad de los ecosistemas y conectividad ecosistémica); estrategias 
para garantizar la permanencia y ocupación (enajenación de inmuebles con 
derecho de preferencia intra e interfamiliar, pesca, agricultura y medicina 
tradicional); pertenencia y respuesta antes las crisis; arquitectura y urbanismo; 
creencias religiosas, festividades y mitos; y culinaria. En virtud de las categorías 
identificadas se depuró y organizó la información pertinente, lo que permitió así 
mismo el diseño y estructuración del texto. 
 
4.3.3 Fase de análisis de resultados 
 
Una vez identificados los elementos del “patrimonio de herencia y existencia” 
presentes en el corregimiento de Sapzurro, se realizó un análisis crítico del estado 
actual de este patrimonio, frente al marco supralegal, constitucional y legal, 
desarrollado en este trabajo de tesis, que pretendió sustentar a manera de 
conclusión la naturaleza frágil del patrimonio cultural natural en el corregimiento y 
las consideraciones que de ello se derivarían para el diseño de una gestión 
adecuada en el marco de un proyecto de desarrollo turístico patrimonial. 
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Fuente: EVEE, 2008 

 

5 Las encrucijadas de la sostenibilidad del 
patrimonio cultural y natural en el Darién 

 
5.1 Los grandes proyectos de desarrollo en el Darién 
 
La región del Darién colombo panameño, es reconocida a nivel internacional como 
una zona de excepcional significación en términos de patrimonio natural y cultural, 
lo que ha tenido su reconocimiento formal. Este territorio que corresponde en 
Colombia al norte del Chocó, y en territorio panameño a la Provincia del Darién, 
configura un puente terrestre entre Norte, Centro y Suramérica, rico en especies 
de plantas y animales de ambos lados del continente y en especies endémicas y 
en vía de extinción (World Wide Fund. S. f).  
 
Paralelo a las distintas manifestaciones y reconocimientos formales de la 
importancia del patrimonio cultural y natural existente en la región, ésta también es 
de gran valor geoestratégico al ser junto con el Estrecho de Bering, las últimas 
fronteras de la conectividad, desde la perspectiva del flujo terrestre intercontinental 
de bienes y servicios; por lo que se vislumbra esta zona como un futuro puente 
terrestre mundial a partir de macroproyectos de infraestructura que posibiliten una 
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red de transporte, generación y distribución de electricidad y grandes obras 
hidráulicas (ver figura 14). 18 
 
Figura 14 Puente Terrestre Mundial 
 

 
Fuente: Executive Intelligence Review. 2002.  

 
Desde la perspectiva de competitividad en la globalización, se requiere de 
Colombia el incursionar en la adecuación de infraestructura en función tanto del 
proceso de inserción en el mercado global, como de la conexión de los mercados 
de Norte y Centroamérica con Suramérica y en una escala más global es preciada 
la zona para la viabilización del proceso de integración comercial de todos los 
continentes del planeta.  
 
Coherente con las exigencias del escenario internacional, se aprecia a nivel 
interno la suscripción de acuerdos comerciales como son CAN - Mercosur, y los 
tratados de libre comercio (TLC) con Estados Unidos, países de Centroamérica, 
Canadá y la Unión Europea, que configuran la región como clave para el gobierno 
central y el sector privado, en los propósitos de la internacionalización y 
                                                           
18 “[...] Esta nueva ruta este-oeste en la frontera de Colombia y Panamá se debe empalmar con 
otra gran obra de infraestructura ahí mismo, en territorio colombiano, pero que correrá norte-sur: el 
Canal Atrato-Truandó. Este canal, de unos 80 kms. de largo, aprovechará los ríos seminavegables 
de la región el Atrato y el Truandó para crear un canal a nivel entre el Atlántico y el Pacífico, por el 
que podrán pasar barcos de más de 65.000 toneladas, que es el límite actual del Canal de 
Panamá. De esta manera, lo que hoy es quizás la región más inhóspita del hemisferio, se volverá 
una encrucijada mundial única, para el comercio y el transporte norte-sur y este-oeste. Otra ventaja 
importante de estas dos obras es que se echarán las bases para unir a México y Centroamérica 
con Sudamérica, no sólo políticamente sino geoeconómicamente, para así forjar un mercado 
común de toda Iberoamérica. Iberoamérica, a su vez, se tiene que vincular con los Estados Unidos 
y Canadá en torno al tendido de una red ferroviaria que conecte a todas las Américas con el 
Puente Terrestre Eurasiático [...]”.  En línea en:  
http://www.larouchepub.com/spanish/other_articles/2002/PuenteTerrestre.html 
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competitividad, como lo demuestra la jerarquización de proyectos por desarrollar, 
en una agenda que se habrá de implementar en los próximos veinticinco años.  Se 
vislumbran como objetivos a priorizar en materia de infraestructura entre otros  
“[...] el cruce transversal de las cordilleras a través de túneles, la mejoría de la 
navegación fluvial por el Magdalena, el acceso por doble calzada a Buenaventura, 
la mejora del acceso en las fronteras y la distribución eléctrica a centros donde 
haya potencialidad en materia de transformación agrícola e industrial [...]” 
(Presidencia de la República de Colombia, 2004). 
 
La Cámara Colombiana de la Infraestructura (2005) indica en sus aportes a esta 
agenda conjunta, una relación de futuras obras por desarrollar en todo el territorio 
nacional, que considera han de tener prioridad citando para el área la Carretera 
Panamericana y el Proyecto de Puerto Multipropósito del Golfo de Urabá. De igual 
manera el Canal Atrato – Truandó es otro proyecto de infraestructura proyectado 
desde hace años para la región. Sin embargo, la Interconexión Eléctrica Colombia 
- Panamá es el proyecto que se encuentra en un nivel más avanzado de gestión y 
sobre el que existe consenso bilateral. Actualmente el proyecto se encuentra en 
etapa de factibilidad, y su fecha de puesta en servicio está condicionada al avance 
en la ejecución de los estudios técnicos y ambientales requeridos (en etapa de 
contratación y ejecución) (ver figura 15).19 
 
Figura 15 Interconexión Colombia – Panamá. Ruta Colombia. 
 

 
Fuente: Interconexión Eléctrica S.A. (ISA). 2008. 

                                                           
19
 “[...] En Colombia, ISA realizó el proceso correspondiente al licenciamiento de este proyecto, a 

través de su inscripción en el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial –MAVDT- en 
septiembre del 2004, para su evaluación y trámite correspondiente, obteniendo notificación 
mediante Auto No.1107 de Noviembre de 2004. Después de una evaluación de los diferentes 
corredores de alternativas por parte de los expertos en el tema, este Ministerio aprobó, mediante 
Auto No. 011 de enero de 2006, la alternativa para la cual es posible iniciar la elaboración del 
correspondiente Estudio de Impacto Ambiental. Posteriormente, mediante Auto No. 1303 de julio 
de 2006, se aceptó una modificación a la ruta propuesta, considerando la salida submarina en el 
cruce de frontera, a través de los tramos Acandí – Capurganá – Golfo de Urabá Norte.” Fuente: 
Interconexión Eléctrica S.A. (ISA) (2008). 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 121 

Este proyecto tiene el interés estratégico de aprovechar el marco que brinda a 
Colombia la Declaración de Cancún (México, Diciembre 13 de 2005), en la cual se 
manifiesta la voluntad de impulsar el desarrollo económico y la integración regional 
mesoamericana, consolidando proyectos de interconexión eléctrica y el mercado 
regional dentro del Plan Puebla Panamá. 
 
Otro proyecto que se orienta al acceso de los mercados centroamericanos, es el 
Gasoducto Colombo – Venezolano “Antonio Ricaurte” inaugurado el 12 de Octubre 
del 2007. Su trazado conecta Campo Ballena en el Departamento de la Guajira en 
Colombia hasta el Lago de Maracaibo en Venezuela, con una longitud aproximada 
es de 224.4 kilómetros en 26 pulgadas, de los cuales 88.5 kilómetros se 
encuentran en el territorio colombiano, con una capacidad de transporte de 500 
Millones de pies cúbicos diarios. El monto del proyecto que incluye gastos de 
operación y mantenimiento asciende a 335 millones de dólares. (Ministerio de 
Minas y Energía de la República de Colombia, 2006.). En fecha 8 de Julio del 
2006, con ocasión de la protocolización del “Memorando de entendimiento en 
materia de interconexión gasífera entre la República de Colombia y la República 
Bolivariana de Venezuela”, se efectuó reunión conjunta entre los jefes de Estado 
de las dos naciones, con la participación del mandatario panameño Martín Torrijos 
Espino, al que se le invitó formalmente para la ampliación de la conexión gasífera 
hacia ese país. Se concibe el proyecto, como la primera fase en la construcción de 
una gran red de gasoductos en Suramérica.20 
 
5.2 El territorio patrimonial en disputa 
 
El corregimiento de Sapzurro, como parte del municipio de Acandí, no es ajeno a 
las dinámicas socioeconómicas y espaciales comunes a todo el territorio del norte 
del departamento del Chocó. Dinámicas que establecen los actores y que reflejan 
sus intereses. Estos actores pueden agruparse en dos grandes grupos en función 
de su articulación con estrategias político económicas de un lado, y de protección 
del medio ambiente por el otro. 
 
Por una parte, la situación social del departamento en general es dramática; según 
estimativos para el año 2000, el Chocó ocupaba los niveles más precarios en 
indicadores como el Índice de Calidad de Vida (ICV) y el de Necesidades Básicas 
insatisfechas (NBI). A este estado de cosas se suma el conflicto armado. En 
efecto, por su condición geoestratégica la zona del Darién se ha configurado  
como zona de refugio y objeto de disputa por el control territorial por parte de los 
grupos al margen de la ley durante todo el siglo XX.  Sin embargo, en los últimos 

                                                           
20
 “[...] Así lo concebimos, que no es otra cosa que una gran red de gasoductos que deberá unir el 

Caribe colombiano, venezolano, con el Río de la Plata, la Patagonia, por todos estos Andes del 
Pacífico hasta el Atlántico”, indicó el Presidente de Venezuela, al manifestar que se trata de un 
gran proyecto de integración energética de Suramérica, apuntando hacia Centroamérica. [...]” 
Fuente: Presidencia de la República de Colombia. (2007)  
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20 años, y probablemente articulado a las expectativas sobre la importancia 
económica y política de la zona, se ha acentuado la presencia de estos grupos 
(guerrilleros, autodefensas y/o paramilitares) manifestada en el control del tráfico 
de armas y estupefacientes, actividades que son fundamentales para desarrollar la 
actividad armada tanto en el sector norte del Chocó, como en otras zonas del país, 
y hacia Panamá (Vicepresidencia de la República de Colombia, 2004). 
 
No solo se trata de que el Darién se haya convertido en corredor para el tráfico 
ilegal, sino que también se ha convertido en objetivo de la acumulación de tierras 
en pocas manos mediante las acciones que ejercen  estos grupos ilegales, a 
través de prácticas como la intimidación, los homicidios selectivos, las masacres y 
el desplazamiento masivo, que funcionan como estrategias de guerra y factor de 
dominio, control y poder hegemónico, por parte de los actores armados, que en los 
últimos 10 años ha tenido en el Departamento del Chocó uno de sus escenarios 
más intensos (Vicepresidencia de la República de Colombia, 2004). 
 
En la actualidad la dinámica del conflicto en el norte del Chocó y Urabá 
Antioqueño, ha llegado a una etapa de influencia profunda en el ámbito territorial y 
político por parte del grupo de autodefensas “Bloque Elmer Cárdenas”, el cual si 
bien se ha acogido al proceso de la llamada “ley de justicia y paz”, en la etapa 
posterior a la desmovilización procura conservar su organización en la región y 
afianzar su hegemonía a través de la adquisición forzada de tierras por medio de 
la intimidación. Este grupo ha anunciado que adelanta una “reforma agraria” en el 
norte de Chocó y el Urabá antioqueño, y que por tanto, los predios que poseen 
sus integrantes en estas zonas serán destinados a proyectos de caucho, cacao, 
frutales y "explotaciones agroforestales", en cumplimiento de su Proyecto de 
Alternatividad Social (PASO), que abiertamente promueven en la zona. La 
propiedad sobre las tierras de los integrantes del “Bloque Elmer Cárdenas”, ha 
sido  cuestionada reiterativamente por  las Comunidades Negras y la Iglesia, a 
través de la Diócesis de Quibdó, que ha denunciado que es un hecho la ocupación 
de terrenos colectivos de las comunidades negras para sembrar palma de aceite, 
y que el objetivo de este actor armado es la legalización de este megaproyecto.  
En esta nueva etapa de la dinámica del conflicto armado en la zona del norte de 
Chocó y el Urabá antioqueño, se está desarrollando lo que se ha descrito como 
una “reforma agraria inversa”, en la que se continúa realizando una usurpación 
masiva de la tierra de los campesinos, y ahora se pretende la legalización de tal 
situación (El Tiempo, 2006). 
 
De otro lado, es bastante extendida la influencia de grandes empresarios del 
centro del país, que a través de inversiones significativas en infraestructura han 
desarrollado un turismo masivo, que pretende rentabilizar el concepto del turismo 
basado en la naturaleza como una mera estrategia comercial, para captar la 
creciente demanda nacional e internacional. Este tipo de actividad que se 
desarrolla en varias poblaciones del Chocó, se caracteriza por atender de manera 
tangencial los intereses de las comunidades receptoras y directrices de 
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conservación de la naturaleza, a partir de la primacía de intereses económicos de 
los grupos empresariales involucrados. Este caso se presenta en el Corregimiento 
de Capurganá, e influye directamente en el de Sapzurro por su cercanía y 
atractivo paisajístico, que lo hacen destino complementario en el establecimiento 
de paquetes por parte de los operadores turísticos. 
 
Como bien lo indica Barretto (2007), el déficit de aplicación efectiva de políticas 
generales, (responsabilidad de los organismos públicos gubernamentales), que 
pretenden contemplar tanto los intereses de los empresarios de turismo como los 
de las comunidades receptoras (naturaleza incluida), los ingresos del Estado y  el 
bienestar de los turistas, es una problemática que afecta a gran parte de los 
países del mundo, y en particular a América Latina. 
 
En ese contexto, la oferta turística es planificada exclusivamente por los 
empresarios, con capital económico y financiero y en función única y exclusiva de  
incrementar  sus beneficios económicos, observando en el mejor de los casos el 
criterio de la calidad de la experiencia que se le brinda al turista, ofreciendo una 
oferta que si bien se sirve del patrimonio natural, no se circunscribe a un manejo 
riguroso de su gestión con miras a la sostenibilidad e ignorando cualquier nexo 
con el patrimonio cultural local, a partir del modelo de “resort” en el cual el diseño 
de paquetes “todo incluido” restringido a las instalaciones impide interrelación 
alguna con las poblaciones anfitrionas y su participación en una adecuada 
distribución de los beneficios económicos de la actividad. Es así como se fomenta 
la exclusión de las comunidades anfitrionas, que ven cómo su territorio es puesto 
al servicio del beneficio de inversionistas foráneos que con el argumento de ser 
generadores de algunos empleos, usufructúan el patrimonio natural como 
producto dentro de su estrategia comercial. 
 
Esta situación ha sido una de las motivaciones principales del proceso 
reivindicativo de la comunidad negra de Capurganá en el marco de la aplicación 
de la Ley 70 de 1993, liderado por el Consejo Menor Comunitario de esa localidad. 
Esta organización que  tiene por expectativa futura sumar dentro de su jurisdicción 
al vecino corregimiento de Sapzurro, al considerar que por nexos culturales no es 
viable su marginación, comienza a incursionar en el diseño de productos turísticos 
y otras alternativas de subsistencia con asesoría del Programa contra Cultivos 
Ilícitos de Acción Social (PCI) y la oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito (UNODC). El proyecto denominado “Familias Guardagolfo” pretende  
implementar proyectos productivos agroforestales, forestales y ecoturísticos, 
orientados al desarrollo alternativo con nuevas tecnologías, que permitan hacer un 
adecuado manejo de los recursos con que cuentan los habitantes buscando 
preservar áreas libres de cultivos ilícitos. 
 
Mientras que el programa Familias Guardagolfo, ha tenido escasa acogida en 
Sapzurro, el proceso de organización social estaría entrando en una nueva etapa 
de auge propiciado por la influencia creciente del “Consejo Comunitario de la 
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Cuenca del Río Acandí y Zona Costera Norte”, lo que podría plantear a futuro un 
nuevo escenario en el relacionamiento intercultural y en la búsqueda de 
alternativas concertadas de desarrollo comunitario que den cuenta de la 
conservación y uso adecuado del patrimonio natural y cultural. 
 
El proceso de recomposición acelerada de la población de Sapzurro, se ha dado 
por varias causas, entre las que se encuentran la falta de oportunidades que 
brinda el corregimiento a los jóvenes en edad laboral, quienes en busca de 
mejores posibilidades se trasladan a poblaciones como Acandí, Turbo, Cartagena 
y Medellín; por otro lado, la valorización económica del territorio, el cambio 
generacional, la monetarización de las relaciones sociales entre otros factores, 
parecieran facilitar un proceso de “desalojo forzoso” paulatino potenciado por 
procesos asociados a la consolidación del lugar como destino turístico cotizado 
por parte de nacionales y extranjeros, lo que ha generado que la propiedad sobre 
el escaso suelo del casco urbano comience a cambiar de titulares, así como 
también considerables extensiones de terreno adyacentes, las cuales están 
destinadas a fincas de recreo, cuyos propietarios visitan por temporadas, sin que 
ello signifique mayores recursos económicos para la población nativa. 
 
Las relaciones interculturales entre la población foránea y la nativa, fluctúan entre 
la apatía y la desconfianza, fenómeno manifiesto en la sensibilidad que genera en 
ambos grupos la elección de los cargos directivos en la Junta de Acción Comunal 
máximo órgano de representación comunitaria del corregimiento, lo que puede ser 
explicar en parte por las propias características de la estructura social y los 
procesos de aculturación. Estos factores, son propicios para el afianzamiento de 
estereotipos, prejuicios, y el recelo general frente al progreso social o económico 
de un individuo o grupo familiar fundado en que con mayor o menor razón se 
concibe que tal mejoría, se hizo acaparando posibilidades y recursos de los 
demás. A ello habrá de sumarse el incremento del precio de la tierra, ante el 
mayor poder adquisitivo de esta población inmigrante tanto de otras regiones del 
país como del exterior. Frente a esto, los nativos han optado por varias 
estrategias: abandonar el territorio previa enajenación del bien inmueble sobre el 
que tienen algún derecho de propiedad; enajenar parte de él segmentándolo, 
disponer de parte de él para intentar participar en los beneficios económicos del 
turismo a partir de proveer servicios como el hospedaje; o continuar con 
actividades productivas que indirectamente están relacionadas con el turismo 
como la pesca, el transporte y la mayordomía (EVEE, 2006). 
 
De otro lado, la población foránea residente se caracteriza por adelantar proyectos 
de vida alternativos al medio urbano. Estos han incidido en la entrada de la noción 
de aprovechamiento de la actividad turística de manera organizada, con ciertos 
criterios de empresarismo como es el caso de la venta de artesanías, la 
proyección de senderos para el ecoturismo que corresponden en algunos casos 
con vías de conexión pedestre ya utilizadas por la población, la preocupación de 
proteger los recursos naturales sobre los que el turismo ha generado presión 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 125 

como es el caso del suministro de agua el cual llega a su límite en temporada alta 
y la consolidación de las RNSC existentes en el corregimiento.  Existe también 
una población foránea que tiene escasa o nula interrelación con los locales, 
integrada por los propietarios de fincas de recreo que acuden en temporadas 
vacacionales (EVEE, 2006). 
 
Inmersa en este escenario, la población nativa no logra ser incluida en las 
estrategias y dinámicas político - económicas desplegadas por los diversos 
actores que proyectan sus intereses sobre este territorio,  lo que en muchas 
ocasiones los motiva a abandonar su territorio y patrimonio ante las crisis 
adaptativas provocadas por la operativización de intereses de agentes externos. A 
ello se suma, como ya se mencionó, la degradación propia de un conflicto armado 
que no se puede desligar de la localización geoestratégica de la zona y de las 
dinámicas de la economía legal e ilegal que en ella se ejercen. La coacción 
violenta, el desplazamiento masivo, los homicidios selectivos y las masacres 
terminan expulsando a la población local, desalojándola del territorio y violando 
sus derechos sobre el mismo, agravándose el estado de vulnerabilidad de la 
población civil. 
 
Es en escenarios con inmensas complejidades socioambientales de distinto orden, 
como el Darién colombo panameño, que se requiere de alternativas, que permitan 
a las comunidades locales acceder a los beneficios de desarrollo que pueden 
derivar del reconocimiento de los derechos patrimoniales surgidos de la íntima 
interacción a través del tiempo con el territorio, y su capacidad adaptativa, con el 
fin de que sea posible la pervivencia de sus sistemas culturales, considerados en 
el Estado Social de Derecho como fundamento Constitucional de un país 
plurietnico y multicultural, es decir, de esto es que se trata el patrimonio cultural y 
natural de la Nación colombiana . Es por ello, que se precisa de abordar desde los 
conceptos empleados por la Corte Constitucional, los criterios, que sustenten 
estrategias de gestión para el desarrollo de programas y proyectos de manejo 
sostenible más acordes con las realidades locales, que involucren a la comunidad 
en los beneficios del desarrollo aportando lo que son y lo que tienen, es decir su 
patrimonio de herencia y existencia, para mejorar su calidad de vida y preservar su 
territorio. 
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Fuente: EVEE, 2006 

 

6 El patrimonio de herencia y existencia en 
Sapzurro 

 
 
6.1 Marco jurisprudencial del patrimonio cultural y natural 
 
El análisis del marco jurisprudencial del patrimonio en Colombia, se divide en dos 
secciones, para efectos de brindar una aproximación metodológica acorde a la 
estructura de las Sentencias de Control de Constitucionalidad (C), de Revisión de 
Tutela (T) y de Unificación de Jurisprudencia (SU). La primera sección 
denominada “identificación - fáctica” brindó datos básicos acerca de los actores, 
hechos que provocan la actuación y pretensiones de la acción, los cuales sirvieron 
para el “análisis de comparación y contraste”, mientras la sección “motiva - 
resolutoria” contiene información de contexto, más amplio y denso, útil para el 
“análisis de descubrimiento y exploración”. 
 
Si bien el análisis de ambas secciones tiene un abordaje distinto, en función de las 
características de la información que se procesó, están correlacionadas y son 
complementarias, en la medida que permiten una visión amplia del cuerpo 
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jurisprudencial estudiado, compuesto por 62 sentencias, resultantes de la etapa de 
rastreo de información, clasificadas por su estructura de la siguiente manera: 38 
de Control de Constitucionalidad (C), 20 de Control de Revisión de Fallos de 
Tutela (T) y tres de Unificación de Jurisprudencia (SU). 
 
6.1.1 Análisis de las secciones de identificación y fáctica 
 
De las 38 sentencias C, 9 corresponden al análisis de constitucionalidad de 
tratados internacionales y las leyes que los aprueban. Por mandato del artículo 
241, numeral 10, de la Constitución política, el gobierno remite automáticamente 
este tipo de leyes a la Corte, dentro de los seis días siguientes a su sanción para 
la revisión de constitucionalidad (ver anexo 2. Sentencias de revisión automática 
de constitucionalidad de tratados internacionales y las leyes que los aprueban. 
Disposición legal revisada y temas tratados). 
 
Los 9 convenios sometidos, junto con sus leyes aprobatorias, a revisión 
automática de constitucionalidad por el gobierno nacional, se componen de tres 
binacionales y seis multilaterales. Los convenios binacionales se efectuaron con 
los países de Perú, Ecuador y Rusia, correspondiendo los dos primeros al tema de 
la protección, divulgación y colaboración, con énfasis en el control del tráfico ilícito 
transfronterizo de bienes culturales muebles, mientras que con Rusia se tratan 
temas de cooperación cultural y científica; de los convenios multilaterales cinco 
tratan los temas de biodiversidad y biotecnología, y uno el del patrimonio cultural 
inmaterial. 
 
El artículo 241, numeral 10, de la Constitución establece la competencia que tiene 
la Corte para revisar previamente la constitucionalidad de los proyectos de ley 
estatutaria como es el caso del “Proyecto de Ley Estatutaria sobre Libertad 
Religiosa. 209 Senado. 1 Cámara. Legislatura de 1992. "Por la cual se desarrolla 
el Derecho de Libertad Religiosa y de Cultos, reconocido en el artículo 19 de la 
Constitución Política", sobre el cual la corporación se pronunció en la Sentencia C 
- 088 de 1994. Ésta fue la única revisión de constitucionalidad de esta naturaleza 
obrante en el cuerpo jurisprudencial analizado. En cumplimiento de su deber 
constitucional el presidente del Senado de la República, remite el proyecto para su 
examen de constitucionalidad formal y sustancial (ver anexo 3. Sentencia de 
revisión automática de constitucionalidad de proyecto de ley estatutaria. 
Disposición legal revisada y temas tratados). 
 
El gobierno en la forma de objetor de la constitucionalidad de proyectos de ley en 
los términos del artículo 241, numeral 8, de la Constitución, demandó la 
inconstitucionalidad de cuatro proyectos de ley (ver anexo 4. Sentencia de 
objeciones de constitucionalidad presentadas por el gobierno nacional a proyectos 
de ley. Disposición legal revisada y temas tratados). 
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De los cuatro casos objetados, tres obedecieron a las consecuencias fiscales de la 
declaración de bienes como parte del patrimonio cultural inmueble de tipo 
monumental, y en una ocasión por la conformación de los distritos Portuario e 
Industrial de Barranquilla, Turístico y Cultural de Cartagena de Indias y Turístico, 
Cultural e Histórico de Santa Marta y las implicaciones que podía tener la 
declaración de estos de bienes como “recurso turístico”. Estas motivaciones 
sugieren que el patrimonio cultural inmueble o las declaratorias que de una u otra 
forma profundicen el proceso de descentralización político – administrativa, 
mediante el uso de figuras jurídicas que confieren un margen relativo de 
autonomía a las localidades, no son de interés del gobierno nacional, es decir, el 
gobierno nacional, no parece estar dispuesto a generar recursos financieros y 
económicos en el patrimonio de la Nación, lo cual configura una falta en el 
cumplimiento y fines del Estado.  
 
Las 25 Sentencias C, restantes corresponden al supuesto del artículo 241, 
numeral 4 de la Constitución Política, que contempla las demandas públicas de 
inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, tanto por su 
contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. El grupo de 
“accionantes”, en estas demandas es conformado en 23 de los casos por 
ciudadanos en forma individual o grupal, a lo que se agregan la Sentencia C - 366 
de 2000, en la que el alcalde municipal de la ciudad de Cali, demanda a través de 
apoderada y la Sentencia C - 431 de 2000, en la que acciona el Procurador 
Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios. En la siguiente tabla se presenta 
la muestra del cuerpo jurisprudencial analizado correspondiente a las Sentencias 
de Constitucionalidad, haciendo relación para cada sentencia del tipo revisión 
realizada por la Corte y los temas que aluden de forma directa o indirecta al 
patrimonio cultural y natural de la Nación (Ver anexo 5. Sentencias que resuelven 
acciones públicas de inconstitucionalidad. Disposición legal revisada y temas 
tratados). 
 
En relación estas 25 las Sentencias C, el tema de los conflictos normativos y de 
competencias en el marco del Sistema Nacional Ambiental (SINA) y el Sistema 
Nacional de Patrimonio Cultural de la Nación es el eje principal de 13 procesos, 
mientras el tema del patrimonio cultural y natural de la Nación y sus distintas 
facetas en el contexto de la protección de las minorías étnicas es relacionado 
directamente en 5 sentencias. El patrimonio cultural y arqueológico sumergido es 
abordado en 3 sentencias, mientras que en una se abarca ampliamente el derecho 
a la propiedad privada y sus limitaciones constitucionales y legales, y en otra 
sentencia se estudia el valor no normativo del himno nacional. Si bien estos son 
ejes temáticos en las sentencias C, los ítems que se tratan en cada uno son 
reiterativos y concurrentes, en relación con la gestión del patrimonio cultural y 
natural de la Nación, lo que de hecho sugiere que la preocupación y el deber 
constitucional de proteger el patrimonio cultural y natural de la Nación se 
manifiesta en el orden territorial y por los ciudadanos que lo ven amenazado o 
directamente vulnerado.  
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En el grupo integrado por las 20 Sentencias de Revisión de Tutela, la composición 
de los accionantes y accionados se muestra en el anexo 6 (Sentencias de revisión 
de tutela y relación de demandantes y demandados. Demandante – Demandado). 
De estas Tutelas que involucran de forma directa o indirecta el tema de la 
protección del patrimonio cultural y natural, se tiene que las comunidades 
indígenas, a través de sus propios representantes o integrantes, Organizaciones 
No Gubernamentales, la Procuraduría Delegada para Asuntos Étnicos y la 
Defensoría del Pueblo, han buscado amparo de tutela en 14 casos; del mismo 
modo las comunidades negras se encuentran representadas por una demanda, 
mientras que organizaciones de tipo religioso con tres, y personas jurídicas de 
derecho privado y personas naturales a título personal lo han hecho en dos 
ocasiones cada una. Se presenta también la asociación de unas Juntas de Acción 
Comunal, que interpusieron acción a través de la representación de una 
fundación. 
 
Por su parte las Sentencias de Unificación de Jurisprudencia fueron las SU - 039 
de 1997, 510 de 1998 y 383 de 2003. La composición de accionantes y 
accionados puede verse en el anexo 7 (Sentencias de Unificación de 
Jurisprudencia y relación de demandantes y demandados). 
 
La representatividad de las comunidades étnicas en la mayoría de las demandas 
de acción de Tutela y en cada una de las sentencias de unificación de 
jurisprudencia, es indicativa de la importancia que el tema del patrimonio cultural y 
natural tiene para estos grupos y del reconocimiento desde el marco 
jurisprudencial y legal.  De hecho el argumento fundamental que cobija los 
derechos de los grupos étnicos en Colombia es el patrimonio.  De esta forma, los 
grupos étnicos, se han ido consolidando como la expresión de la Nación “diversa, 
pluriétnica y multicultural” y según la sentencia T – 380 de 1993, expresión viva del  
patrimonio natural, histórico y cultural de la Nación.  
 
Este accionar del movimiento social y cultural indígena sentó las bases del 
desarrollo jurisprudencial en materia de derechos patrimoniales en Colombia. Este 
hecho se hace evidente en las situaciones generadoras de la interposición de las 
acciones de Tutela, las cuales fueron agrupadas en tres tipos: políticas públicas, 
iniciativas privadas y vías de hecho en procesos judiciales (ver anexos 8, 9 y 10). 
Como consecuencia de la representatividad y la argumentación de las acciones de 
Tutela interpuestas por los grupos indígenas y en menor medida por personas 
naturales y jurídicas se cuenta hoy con la formulación y en menor medida la  
implementación de políticas públicas que concretan los derechos patrimoniales de 
herencia y existencia de estos grupos. 
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6.1.2 Análisis de las secciones motiva y resolutoria 
 
La Constitución Política de 1991 consagró en su artículo 1, a Colombia como un 
Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 
trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del 
interés general y define en su artículo 2 como fines esenciales de esa 
organización política, servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y 
en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
De este marco fundante surgen los conceptos de “Constitución ecológica” y 
“Constitución cultural”. De la primera se ha dicho que la Asamblea Nacional 
Constituyente concibió el ambiente, como un derecho esencial de los seres 
humanos y a su vez como uno de los fines del Estado, porque de su concreción 
depende no sólo el desarrollo integral de la especie humana, sino también la 
protección de las mínimas condiciones de supervivencia. Así, la protección al 
medio ambiente es uno de los fines del Estado Moderno, y por lo tanto, toda 
estructura de éste debe estar guiada por ese fin y debe tender a su realización 
(Sentencia T – 405 de 1993). Es por esto que el medio ambiente ocupa un lugar 
trascendental en el ordenamiento jurídico constitucional, en lo que la Corte ha 
denominado como una “[…] “Constitución ecológica”, conformada por todas 
aquellas disposiciones que regulan la relación entre la sociedad con la naturaleza, 
y cuyo propósito esencial, es la protección del medio ambiente, caracterizado por 
consagrar una triple dimensión: de un lado, la tutela al medio ambiente, que, en un 
principio irradia el orden jurídico (artículo 8 C.P.), de otro lado, aparece el derecho 
de todas las personas a gozar de un ambiente sano (artículo 79 C.P.) y, 
finalmente, de la Carta, se deriva un conjunto de obligaciones impuestas a las 
autoridades estatales y a los particulares. 
 
En efecto, el Estado debe proteger la diversidad e integridad del ambiente y 
conservar las áreas de especial protección ecológica, todo ello, dentro del principio 
del pensamiento ecológico moderno, del “desarrollo sostenible” recogido por el 
ordenamiento constitucional colombiano y por los tratados públicos suscritos por la 
República de Colombia e incorporados al derecho interno colombiano. […]” 
(Sentencia C – 495 de 1996). 
 
Frente al concepto de “Constitución cultural”, la Corte se ha pronunciado, al 
reconocer la cultura como “[…] manifestación de la diversidad de las 
comunidades, como expresión de la riqueza humana y social de los pueblos y 
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como instrumento para construir sociedades organizadas que aprenden a manejar 
sus relaciones adecuadamente, la cultura fue reconocida en la Constitución de 
1991 como un pilar fundamental que requiere especial protección, fomento y 
divulgación del Estado […]”, en ese sentido observa que “[…] es amplio el 
conjunto de normas constitucionales que protegen la diversidad cultural como 
valor esencial de nuestra Nación, de tal manera que dicho bloque normativo, que 
también se ha denominado por la doctrina como la Constitución Cultural, entiende 
la cultura como valor, principio y derecho que deben impulsar las autoridades. 
 
La descripción anterior muestra que, efectivamente, la protección del patrimonio 
cultural de la Nación tiene especial relevancia en la Constitución, en tanto que éste 
constituye un signo o una expresión de la cultura humana, de un tiempo, de 
circunstancias o modalidades de vida que se reflejan en el territorio, pero que 
desbordan sus límites y dimensiones. Entonces, la salvaguarda estatal del 
patrimonio cultural de la Nación tiene sentido en cuanto, después de un proceso 
de formación, transformación y apropiación, expresa la identidad de un grupo 
social en un momento histórico […]” (Sentencia C – 742 de 2006). 
 
La estrecha relación entre el patrimonio cultural y natural, no ha pasado 
desapercibida para la Corte, al reconocer que es común a ambos un claro sentido 
de “solidaridad intra e intergeneracional” en los siguientes términos, “[…] el 
patrimonio natural de un país, al igual que ocurre con el histórico - artístico, 
pertenece a las personas que en él viven, pero también a las generaciones 
venideras, puesto que estamos en la obligación y el desafío de entregar el legado 
que hemos recibido en condiciones óptimas a nuestros descendientes. Éste 
inmenso desafío tiene una dimensión moral y espiritual. La era pasada nos ha 
enseñado una muy buena lección: el hombre no puede mandar sobre el viento y la 
lluvia […]”; al precisar la orientación filosófica del argumento la Corte recurrió a los 
conceptos esbozados por el político, escritor y dramaturgo checo Václav Havel 
quien indicó que “[…] el mundo en que vivimos está hecho de un tejido 
inmensamente complejo y misterioso sobre el cual sabemos muy poco y al cual 
debemos tratar con humildad[…]” y del líder de las tribus Amerindias Suquamish y 
Duwamish, Jefe Seattle, a quien se le atribuye la siguiente frase: “[…] Esto 
sabemos: la tierra no pertenece al hombre; el hombre pertenece a la tierra. Esto 
sabemos. Todo va enlazado como la sangre que une a una familia. Todo va 
enlazado […]” (Sentencia T – 411 de 1992). 
 
La “solidaridad intergeneracional” es entendida por la Corte como el elemento que 
ha guiado la construcción del concepto de “desarrollo sostenible”, ya que es 
considerado sostenible, aquel desarrollo que permite satisfacer las necesidades 
de las generaciones presentes sin comprometer la capacidad de las generaciones 
futuras para satisfacer las propias; en ese sentido, el desarrollo social y la 
protección del medio ambiente imponen un tratamiento unívoco e indisoluble que 
permita progresivamente mejorar las condiciones de vida de las personas y el 
bienestar social, pero sin afectar ni disminuir irracional o desproporcionadamente 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 132 

la diversidad natural y biológica de nuestro ecosistema, es por ello que éste 
concepto “[…] ha buscado superar una perspectiva puramente conservacionista 
en la protección del medio ambiente, al intentar armonizar el derecho al desarrollo 
-indispensable para la satisfacción de las necesidades humanas- con las 
restricciones derivadas de la protección al medio ambiente. Desarrollo, protección 
ambiental y paz aparecen entonces como fenómenos interdependientes e 
inseparables […]” (Sentencia C – 058 de 1994).  
 
De la lectura correlativa de los artículos Constitucionales, la Corte establece que el 
“desarrollo sostenible” obliga al Estado no solo a “[…] planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales (Arts. 80 y 339 C.P.) sino que además, 
al establecer el llamado tríptico económico -trabajo (art. 26), propiedad privada 
(Art. 58) y empresa (Art. 333)- determinó en él una función social, a la que le es 
inherente una función ecológica, encaminada a la primacía del interés general y 
del bienestar comunitario […]”, indica además que la planificación y la 
responsabilidad en materia de desarrollo competen por mandato constitucional, al 
Estado y a sus agentes, así como a todos los particulares, sin importar en cuál 
campo económico, político o social se encuentren (Sentencia C – 519 de 1994). 
 
Dentro de este marco de derechos incluidos en la “Constitución ecológica” se 
destaca el “derecho a un medio ambiente sano” consagrado en el artículo 79 de la 
Constitución, del que la Corte ha dicho, se considera como fundamental por su 
relación directa con el “derecho a la vida”, precisando que “[…] El derecho al 
medio ambiente y en general, los derechos de la llamada tercera generación, han 
sido concebidos como un conjunto de condiciones básicas que rodean al hombre, 
que circundan su vida como miembro de la comunidad y que le permiten su 
supervivencia biológica e individual, además de su desempeño normal y desarrollo 
integral en el medio social. De esta manera deben entenderse como 
fundamentales para la supervivencia de la especie humana. Nuestra Constitución 
consagra no sólo la protección de los derechos fundamentales cuandoquiera que 
estén afectados por daños ambientales, sino también unos derechos del ambiente 
específicos -a participar en las decisiones que lo afecten, por ejemplo y también 
un derecho fundamental al medio ambiente […]” (Sentencia T – 415 de 1992). 
 
El “derecho a un medio ambiente sano” es considerado como “derecho – deber” 
toda vez que, “[…] por una parte se reconoce el medio ambiente sano como un 
derecho del cual son titulares todas las personas -quienes a su vez están 
legitimadas para participan en las decisiones que puedan afectarlo y deben 
colaborar en su conservación-, por la otra se le impone al Estado los deberes 
correlativos de: 1) proteger su diversidad e integridad, 2) salvaguardar las riquezas 
naturales de la Nación, 3) conservar las áreas de especial importancia ecológica, 
4) fomentar la educación ambiental, 5) planificar el manejo y aprovechamiento de 
los recursos naturales para así garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución, 6) prevenir y controlar los factores de 
deterioro ambiental, 7) imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los 
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daños causados al ambiente y 8) cooperar con otras naciones en la protección de 
los ecosistemas situados en las zonas de frontera […]” (Sentencia C - 431 de 
2000). 
 
Es importante observar que los deberes que le corresponden al Estado, para 
garantizar el “derecho a un medio ambiente sano”, son correlativos tanto con el 
tema del “patrimonio natural” como del “patrimonio cultural”, o como lo llama 
Sánchez (2003) “patrimonio cultural natural” ya que “[…] cultura y naturaleza van 
de la mano en el intercambio de elementos para ser […]”. La Corte recoge esta 
aproximación desde la geografía humana cuando adopta el criterio de 
especialización funcional a partir de ecosistemas regionales propio de las 
jurisdicciones de las Corporaciones Autónomas Regionales, indicando que, “[…] Al 
incorporar un criterio de protección medioambiental especializada regionalmente, 
a partir de la homogeneidad de los ecosistemas en el orden regional, el Estado 
puede garantizar que la relación de los asentamientos humanos con su entorno 
específico sea equilibrada y perdurable. Este criterio a la vez le permite al Estado 
preservar la diversidad de relaciones de las comunidades con su entorno físico, 
como elemento definitorio de su identidad cultural […] la protección del medio 
ambiente adquiere pleno sentido si se ubica al ser humano como elemento central 
de su relación con el entorno. Por lo tanto, el ámbito territorial de estas entidades 
no se estructura a partir de un criterio exclusivamente técnico, obedece además a 
factores culturales y políticos, de conformidad con una concepción comprehensiva 
de la ecología […]” (Sentencia C – 894 de 2003). 
 
En estrecha relación con lo anterior la Ley 388 de 1997 concibe en su artículo 5 el 
ordenamiento territorial municipal y distrital como el proceso que comprende “[…] 
un conjunto de acciones político-administrativas y de planificación física 
concertadas, emprendidas por los municipios o distritos y áreas metropolitanas, en 
ejercicio de la función pública que les compete, dentro de los límites fijados por la 
Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos eficientes para 
orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, 
transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de 
desarrollo socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones 
históricas y culturales […]”; lo anterior ha de entenderse en relación con lo 
dispuesto por el artículo 6, donde se consagra que el ordenamiento del territorio 
municipal y distrital busca complementar la planificación económica y social con la 
dimensión territorial, racionalizando las intervenciones sobre el territorio y 
orientando su desarrollo y aprovechamiento sostenible, teniendo en consideración 
entre otros aspectos que “[…] deberá atender las condiciones de diversidad étnica 
y cultural, reconociendo el pluralismo y el respeto a la diferencia; e incorporará 
instrumentos que permitan regular las dinámicas de transformación territorial de 
manera que se optimice la utilización de los recursos naturales y humanos para el 
logro de condiciones de vida dignas para la población actual y las generaciones 
futuras […]” (Congreso de la República de Colombia, 1997). 
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Los patrimonios cultural y natural, se concibieron como base de la Ley 388 de 
1997, que los consideró en su artículo 10, entre los “determinantes de los planes 
de ordenamiento territorial”, y por tanto como normas de superior jerarquía a ser 
tenidas en cuenta por parte de los municipios y distritos en la elaboración y 
adopción de estos planes (ver anexo 11. Normas de superior jerarquía relativas al 
patrimonio cultural y natural a ser tenidas en cuenta en el ordenamiento territorial). 
 
Esto es coherente con lo planteado por el artículo 1 de la Ley 388 de 1997 al 
reconocer entre sus objetivos generales, “[…] 2. El establecimiento de los 
mecanismos que permitan al municipio, en ejercicio de su autonomía, promover el 
ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional del suelo, la preservación 
y defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su ámbito territorial 
[…]”, en ese mismo sentido, entre los principios consignados en el artículo 2, 
observa que el ordenamiento del territorio se fundamenta en “[…] 1. La función 
social y ecológica de la propiedad. 2. La prevalencia del interés general sobre el 
particular. 3. La distribución equitativa de las cargas y los beneficios […]”, mientras 
que al tratar en su artículo 3 la función pública del urbanismo, indica que tiene por 
fines “[…] 2. Atender los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en 
aras del interés común, procurando su utilización racional en armonía con la 
función social de la propiedad a la cual le es inherente una función ecológica, 
buscando el desarrollo sostenible. 3. Propender por el mejoramiento de la calidad 
de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los 
beneficios del desarrollo y la preservación del patrimonio cultural y natural […]” 
(Congreso de la República, 1997). 
 
Al respecto la Corte ha opinado que ha de existir una relación de interdependencia 
entre las normas ambientales y las propias del ordenamiento territorial, para 
explicar que aunque existe un ámbito global de la protección ambiental, la 
actuación local es un imperativo racional y físico en razón a la imposibilidad de 
actuar globalmente, lo que sustenta la interrelación que ha de existir en términos 
de la cooperación internacional y entre las autoridades ambientales nacionales y 
regionales con las autoridades territoriales, departamentales y municipales, para la 
consecución de los presupuestos constitucionales que propugnan por un medio 
ambiente sano (Sentencia C – 431 de 2000). 
 
El tema de la “función social y ecológica” se predica de los tres elementos del 
denominado “tríptico económico constitucional”, conformado por el “derecho al 
trabajo”, el “derecho a la propiedad” y el “derecho a la libertad de empresa”, 
consignados respectivamente en los artículos 25, 58 y 333 de la Constitución 
Política. La Corte ilustró este noción recurriendo al concepto del jurista francés 
especializado en derecho público Pierre Marie Nicolas Léon Duguit (1859 - 1928) 
en los siguientes términos: “[…] Uno de los límites implícitos de los derechos es el 
concepto de función social de León Duguit, que sostenía: "Todo individuo tiene en 
la sociedad una cierta función que cumplir, una cierta tarea que ejecutar. Y este es 
precisamente el fundamento de la regla de derecho que se impone a todos, 
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grandes y pequeños, gobernantes y gobernados... todo hombre tiene una función 
social que llenar, y por consecuencia tiene el deber social de desempeñarla; tiene 
el deber de desenvolver, tan completamente como le sea posible, su individualidad 
física, intelectual y moral para cumplir esa función de la mejor manera posible y 
nadie puede entorpecer ese libre desenvolvimiento". […] Este tríptico económico 
tiene una función social. En tanto que social, él debe velar por la protección de los 
valores y derechos sociales. Entre éstos a su vez se destaca la vida y la ecología. 
Luego el trabajo, la propiedad y la empresa tienen una función ecológica que es 
inherente a la función social. Es de advertir que el fin último de la función 
ecológica del tríptico económico es la prevalencia del interés general sobre el 
interés particular, que es un principio fundante del Estado colombiano […]” 
(Sentencia T – 411 de 1992). 
 
Al establecer que el reconocimiento de este tríptico económico, la Corte aclara que 
no se trata de la implantación de una visión homogeneizante de la relación del 
hombre con su entorno ya que “[…] el ordenamiento constitucional admite  
diversos modelos económicos gracias al reconocimiento de la diversidad cultural. 
Es este el caso de las economías de subsistencia de las comunidades indígenas 
que habitan el bosque húmedo tropical colombiano, en contraste con la economía 
capitalista. Uno y otro modelo de actividad económica están garantizados dentro 
de los límites del bien común, sin desatender que la propiedad es una función 
social a la que le es inherente una función ecológica […]” (Sentencia T-380 de 
1993). La “función social y ecológica” de la propiedad ha sido entendida en la 
jurisprudencia como uno de los medios para el logro del “desarrollo sostenible”, en 
la medida en que sustenta la imposición de límites o condiciones que restrinjan el 
ejercicio de los atributos de la propiedad privada, siempre y cuando sean 
razonables y proporcionados, de modo que no afecten el núcleo esencial del 
citado derecho. 
 
Entre los límites que se han reconocido en el ordenamiento jurídico a las 
libertades individuales de las personas, entre ellas, el derecho a la propiedad 
privada, se encuentran aquellos impuestas en aras de lograr la conservación o 
preservación del medio ambiente. Entre estos se tiene la posibilidad de constituir 
distintos tipos de áreas protegidas contempladas tanto en el Código Nacional de 
los Recursos Naturales Renovables como en legislación afín, como son, las 
distintas categorías de parques naturales nacionales, los distritos de conservación 
de suelos, los distritos de manejo integrado, las áreas de reserva forestal, las 
áreas de manejo especial para recursos hidrobiológicos y las reservas de fauna. 
Los inmuebles que hacen parte de estas categorías de manejo, por su “función 
social y ecológica”, son susceptibles de ser declarados patrimonio. En ese mismo 
sentido, la Corte ha definido que el legislador se encuentra facultado para ampliar 
los atributos de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad que el 
artículo 63 de la Constitución Política, predica de los bienes de uso público, los 
parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de 
resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación (Sentencia C – 189 de 2006). 
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A lo anterior se agrega que, en términos de patrimonio cultural, el artículo 72 de la 
Constitución Política establece además de los bienes arqueológicos, los otros 
bienes culturales que conformen la identidad cultural pertenecen a la Nación y 
comparten la calidad de inalienables, imprescriptibles e inembargables. Las 
implicaciones de la declaración de un bien como integrante del patrimonio cultural 
de la Nación pasan también por “[…] una serie de restricciones al derecho de 
propiedad, e imposición de cargas para los propietarios de éstos que, en concepto 
de esta Corporación, se relacionan con su disponibilidad y ello incluye, por 
supuesto, el uso o destinación que ha de darse al bien para efectos de su 
conservación y protección. En estos eventos, los propietarios de estos bienes, 
están obligados a tomar las medidas que sean necesarias para su mantenimiento. 
En contraposición, el Estado puede reconocer ciertas compensaciones y 
beneficios en su favor, tal como lo establece el artículo 48 de la ley 388 de 1997, 
las que, en todo caso,  han de ser proporcionales a la limitación del derecho a la 
propiedad que se llegue a imponer […]” (Sentencia C – 366 de 2000). 
 
La relación entre la gestión del patrimonio y las limitaciones al ejercicio de la 
propiedad, ha sido campo de controversias jurídicas en las que la Corte ha 
sentado su posición a partir del estudio de la posible vulneración del núcleo 
esencial del derecho de propiedad, preceptuando que “[…] Es compatible con el 
núcleo esencial del derecho a la propiedad privada que el legislador establezca 
prohibiciones temporales o absolutas de enajenación sobre algunos bienes, 
siempre y cuando se acredite que las mismas, además de preservar un interés 
superior que goce de prioridad en aras de salvaguardar los fines del Estado Social 
de Derecho, mantienen a salvo el ejercicio de los atributos de goce, uso y 
explotación, los cuales no sólo le confieren a su titular la posibilidad de obtener 
utilidad económica, sino también le permiten legitimar la existencia de un interés 
privado en la propiedad […]” (Sentencia C – 189 de 2006). 
 
Por otro lado, la Corte ha definido que la ejecución coordinada de la política 
ambiental nacional tiene por características: la responsabilidad del manejo de los 
recursos naturales entendida como responsabilidad conjunta entre todas las 
autoridades del Estado, y comunidad; la gestión integrada y coordinada de la 
política ambiental que involucra tanto a las autoridades nacionales como a las 
autoridades locales y a los particulares; la definición de esa política está a cargo 
del Gobierno, representado en el sector del medio ambiente por el Ministro del 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, quien junto con el Presidente de la 
República tiene a su cargo la definición de sus lineamientos generales, el 
señalamiento de las estrategias principales y la verificación de los resultados de 
dicha gestión; las autoridades locales, regionales y territoriales, deben ejercer sus 
funciones de conformidad con los criterios y directrices generales establecidos y 
diseñados por la autoridad central, aunque al hacerlo cuenten con autonomía en el 
manejo concreto de los asuntos asignados (Sentencia C - 462 de 2008). Esta 
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estructura de gestión sistémica se corresponde muy cercanamente a la planteada 
para el patrimonio cultural. 
 
En virtud de lo anterior, la gestión institucional dirigida al cumplimiento del 
mandato constitucional de protección del patrimonio, ha sido direccionada a partir 
de dos sistemas de gestión, como son el Sistema Nacional Ambiental (SINA) y el 
Sistema Nacional de Cultura (SINAC), consagrados en la Ley 99 de 1993 y en la 
Ley 397 de 1997 respectivamente (ver anexo 12. Definiciones legales del Sistema 
Nacional Ambiental (SINA) y del Sistema Nacional de Cultura (SINAC)). 
 
Ambos sistemas se sustentan en un criterio netamente antropocéntrico del 
territorio y sus recursos patrimoniales, cuyo origen se encuentra en la delimitación 
conceptual del Estado Social de Derecho del cual se predica “[…] tiene como 
epicentro de sus acciones al individuo, cuyo desarrollo integral se constituye en su 
objetivo primero y prioritario. Ese individuo se asume como un ser complejo que 
presenta múltiples dimensiones, y como tal requiere, con miras al desarrollo pleno 
de sus potencialidades, satisfacer una serie de necesidades que hoy por hoy 
trascienden y superan las antaño denominadas necesidades básicas o primarias; 
una de esas necesidades es la que tiene que ver con la calidad y la racional 
utilización de los recursos propios del espacio en el que se desenvuelve, con el 
cual tiene una relación directa, en tanto está integrado a él, lo cual le genera una 
serie de derechos y obligaciones, y al Estado el imperativo de propiciar la 
realización material del principio consagrado en el artículo 8 de la Carta Política: 
"Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación." Esta concepción del individuo, ubicado en un espacio 
determinado y determinable por sus características y singularidades, en materia 
de recursos naturales, las cuales contribuyen a diferenciarlo según su relación con 
el entorno que lo rodea, implica una decidida protección del medio ambiente en el 
que se desarrolla, protección que dada su importancia se categoriza como 
principio fundamental en el Estado Social de Derecho y se consagra de manera 
expresa en la Carta Política como principio superior, cuya realización ha de 
concebirse armonizada con la de los demás principios de la Carta […]” (Sentencia 
C – 534 de 1996). 
 
El sistema constitucional de protección del medio ambiente tiene dos 
características orgánicas principales. En primer lugar, tiene un diseño abierto 
funcionalmente, lo cual permite la concurrencia de competencias entre la Nación, 
las Corporaciones autónomas regionales, las entidades territoriales, y las 
autoridades indígenas. En segundo lugar, teniendo en cuenta el carácter unitario 
del Estado colombiano, y el bien jurídico objeto de protección caracterizado por la 
interdependencia de los ecosistemas, la protección del medio ambiente se erige 
como un asunto de interés nacional. En esa medida, la responsabilidad de su 
protección está en cabeza de las autoridades nacionales. Sin embargo, también a 
las entidades regionales y territoriales les corresponde un papel importante en el 
sistema (Sentencia C – 894 de 2003). 
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El “principio de descentralización” de la gestión pública acogido por la Constitución 
Política de 1991, y la necesidad de coordinación armónica entre las diferentes 
esferas del poder, han requerido de mecanismos normativos para efectos de dar 
debido trámite a las controversias que se pudieran presentar en términos de 
jurisdicciones, competencias y funciones. Estos mecanismos, en el caso de la 
gestión del patrimonio natural se encuentran consignados en el artículo 63 de la 
Ley 99 de 1993 (ver anexo 13. Principios normativos generales de la Ley 99 de 
1993). 
 
La superioridad jerárquica del Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo 
Territorial (MAVDT) y la gestión conjunta con las Entidades Territoriales y las 
Corporaciones Autónomas Regionales (CAR), son temas sobre los que la Corte ha 
sentado jurisprudencia desde la tensión entre el “principio de unidad nacional” y el 
“principio de autonomía territorial”. Al respecto la Corte ha indicado que “[…] Los 
principios de unidad y autonomía no se contradicen sino que deben ser 
armonizados. De esa manera se afirman los intereses locales pero se reconoce la 
supremacía de un ordenamiento superior, con lo cual la autonomía de las 
entidades territoriales no se configura como poder soberano sino que se explica 
en un contexto unitario. El equilibrio entre ambos principios se constituye entonces 
a través de limitaciones. Por un lado, el principio de autonomía debe desarrollarse 
dentro de los límites de la Constitución y la ley, con lo cual se reconoce la posición 
de superioridad del Estado unitario, y por el otro, el principio unitario debe respetar 
un espacio esencial de autonomía cuyo límite lo constituye el ámbito en que se 
desarrolla esta última […]” (Sentencia C – 535 de 1996). 
 
De manera similar, el SINAC tiene por entidad rectora el Ministerio de Cultura, el 
cual dicta las políticas generales y las normas técnicas y administrativas a las que 
deben sujetarse los consejos municipales, distritales y departamentales de cultura, 
los fondos mixtos de promoción de la cultura y las artes y, en general, las 
entidades públicas y privadas que desarrollen, financien, fomenten o ejecuten 
actividades culturales. 
 
La Corte ha indicado que el principio de coordinación entre la Nación y los entes 
territoriales juega un papel preponderante en el cumplimiento del deber impuesto 
al Estado de proteger el patrimonio cultural de carácter nacional y reitera el 
razonamiento que media entre el “principio de unidad nacional” y el “principio de 
autonomía territorial”, al consagrar que las entidades territoriales “[…] no pueden 
anteponer la autonomía que les reconoce la Constitución para impedir que alguna 
de sus manifestaciones culturales, integre el acervo cultural nacional, y, como tal, 
la regulación de ésta deje de estar sólo en su órbita de competencia para permitir 
que también los órganos nacionales dispongan sobre la misma, teniendo en 
cuenta que ya no se trata de un interés que incumbe sólo a éstos. Lo anterior no 
riñe con la competencia que tienen los entes territoriales para preservar y proteger 
su patrimonio cultural, reconociéndose que Colombia es un país multiétnico y 
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pluricultural, y que cada ente territorial posee manifestaciones culturales diversas, 
que deban ser protegidas, conservadas y divulgadas. 
 
En todo caso, se recuerda que las limitaciones que pueden llegar a imponerse, 
deben ser compensadas por la Nación, pues si bien lo procedente, en estos 
casos, sería la adquisición del bien correspondiente por parte de la Nación, 
cuando ésta no se dé, debe reconocerse una especie de retribución o 
indemnización por las limitaciones que puedan llegar a generarse por la 
declaración de un bien como monumento nacional, cuando el mismo pertenezca a 
un ente territorial o a un particular […]” (Sentencia C -366 de 2000). 
 
En relación con lo anterior la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 del 
2008, define el régimen especial de salvaguardia, protección, sostenibilidad, 
divulgación y estímulo para los bienes del patrimonio cultural de la Nación que 
sean declarados como “bienes de interés cultural” en el caso de bienes materiales 
y para las manifestaciones incluidas en la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial. Son las autoridades nacionales o las autoridades territoriales, 
indígenas o de los consejos comunitarios de las comunidades afrodescendientes, 
quienes realizan la declaratoria de un bien material como de interés cultural, o 
incluyen una manifestación en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial, por medio de acto administrativo para efectos de que sea incluido en el 
Régimen Especial de Protección o de Salvaguardia previsto en la ley. 
 
La Corte declaró exequible esta discriminación en la protección del patrimonio 
cultural de la Nación, toda vez que “[…] en aquellos casos en los que al armonizar 
derechos constitucionales el legislador adopta medidas restrictivas y éstas son 
proporcionales a los derechos que se protegen, resulta razonable restringir el 
marco de protección del patrimonio cultural de la Nación, consagrado en el artículo 
72 de la Constitución. […] Así, a manera de conclusión, en este asunto, la Corte 
considera que la limitación al deber de protección del patrimonio cultural de la 
Nación, contenida en la expresión demandada, resulta constitucionalmente válida. 
[…] el hecho de que la ley hubiere limitado la aplicación de la ley general de la 
cultura solamente a los bienes que el Ministerio de la Cultura declare como de 
interés cultural no vulnera la Constitución, en tanto que constituye una restricción 
con objetivos constitucionales claramente identificables, es razonable y 
proporcionada, en tanto que la medida es útil, necesaria y no sacrifica valores y 
principios de mayor constitucional […]” (Sentencia C - 742 de 2006). 
 
Así mismo consagró la Corte que “[…] resulta razonable que se limite la aplicación 
de esa ley para el otorgamiento de estímulos y la imposición de restricciones sólo 
a los bienes que el Ministerio de la Cultura, previa reglamentación de los criterios a 
evaluar, declare como de interés cultural. En efecto, de esta forma se focaliza la 
atención y cuidado a los bienes que objetiva y técnicamente merecen especial 
protección del Estado, por lo que la limitación objeto de análisis otorga sentido 
lógico a la protección que la Constitución concedió al patrimonio cultural, como 
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manifestación de la diversidad cultural de la Nación (artículos 72 y 7). En 
consecuencia, la disposición acusada cuenta con un objetivo constitucionalmente 
válido porque se apoya en lo dispuesto en los artículos 7, 8 y 72 de la Carta […]” 
(Sentencia C - 742 de 2006). 
 
La Corte también indicó que la limitación de este marco de protección a los 
“bienes de interés cultural”, no significa la desprotección de los que no alcancen tal 
categoría, al resaltar, la órbita constitucional de competencia municipal para la 
preservación y defensa del patrimonio cultural local, por lo que corresponde a 
dicha entidad territorial utilizar sus recursos económicos, humanos y logísticos 
para la protección de los bienes que integran su patrimonio cultural. En ese 
sentido conceptualizó que “[…] la interpretación sistemática de las normas que 
regulan la protección del patrimonio cultural de la Nación evidencia que, además 
de la Ley 397 de 1997, existe un conjunto de leyes y tratados internacionales que 
consagran otras formas de protección a la integridad del patrimonio cultural de la 
Nación, por lo que no puede concluirse que la inaplicación de la ley de la cultura 
para los bienes no declarados de interés cultural, implica descuido o abandono de 
los deberes de protección del patrimonio cultural de la Nación y fomento del 
acceso a la cultura, que los artículos 7, 8, 70 y 72 de la Constitución imponen al 
Estado […]” (Sentencia C - 742 de 2006). 
 
Frente a la declaración de bienes como patrimonio cultural de la Nación a través 
de leyes, se indicó en el caso del Hospital San Juan de Dios y el Materno Infantil 
que ello figuraba como una de las facultades del órgano legislativo a partir del 
siguiente argumento: “[…] el Ordenamiento Superior señala una serie de reglas 
específicas acerca de las competencias orgánicas que se distribuyen entre las 
distintas ramas del poder público en materia de elaboración, discusión y 
aprobación del presupuesto -artículos 345 y siguientes C.P.-, no obstante, tales 
disposiciones no restringen el campo de acción que en materia de iniciativa 
legislativa se le reconoce a los miembros del Congreso, pues los preceptos 
contenidos en el artículo 154 Superior en los que se establecen ciertas 
limitaciones en esta materia deben interpretarse de manera restrictiva, de tal forma 
que se asegure la efectividad del principio democrático y se permita que sea a 
través de la discusión de los miembros del Senado y la Cámara de 
Representantes que se tomen decisiones que surgen del debate político, entre 
ellas, sin duda, la declaración como monumentos nacionales de lugares que, en el 
caso de los dos hospitales a los que se refiere el proyecto de ley, son símbolos 
precisamente del patrimonio cultural, científico y social del país […]” (Sentencia C - 
1250 de 2001). 
 
Entre las excepciones al régimen jurídico del patrimonio cultural de la Nación, en 
términos de apropiación por parte de particulares, se encuentra el caso del 
patrimonio cultural de iglesias y confesiones religiosas, contemplado en el artículo 
8 de la Ley 397 de 1997 (modificado por el artículo 8 de la Ley 1185 de 2008) y 
actualmente en el parágrafo del artículo 4 de la misma ley (modificado por el 
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artículo 1 de la Ley 1185 de 2008). El sistema jurídico nacional reconoce el 
derecho de las iglesias y confesiones religiosas de ser propietarias del patrimonio 
cultural que hayan creado, adquirido con sus recursos o que estén bajo su legítima 
posesión. Igualmente, se protegen la naturaleza y finalidad religiosa de dichos 
bienes, las cuales no podrán ser obstaculizadas ni impedidas por su valor cultural. 
 
Al tenor del artículo 15 de la Ley 133 de 1994, el Estado a través del Ministerio de 
Cultura, debe celebrar con las correspondientes iglesias y confesiones religiosas, 
convenios para la protección de este patrimonio y la efectiva aplicación del 
Régimen Especial de Protección cuando hubieran sido declarados como de 
interés cultural, incluyendo las restricciones a su enajenación y exportación y las 
medidas para su inventario, conservación, restauración, estudio y exposición. 
Respecto de lo anterior la Corte ha indicado que “[…] En estos casos, la 
posibilidad de enajenación de dicho patrimonio, se somete al convenio que se 
celebre entre las Iglesias y el Estado, a fin de preservar el derecho de este último 
de readquirirlo en los términos establecidos en el artículo 72 Superior. Obsérvese 
cómo, en la citada disposición, el legislador consagra una limitación al derecho a 
la libre disponibilidad que no resulta contrario al núcleo esencial de la propiedad 
privada, pues mediante su establecimiento se pretende garantizar el acceso a la 
cultura como uno de los valores que orientan al Estado Social de Derecho, 
dejando a salvo los atributos de uso y goce propios del interés particular en la 
propiedad […]” (Sentencia C – 189 de 2006). 
 
Frente al tema del patrimonio cultural y arqueológico sumergido, la Corte ha 
partido en sus análisis desde el derecho internacional público y la soberanía 
nacional, indicando que ninguna de las cuatro convenciones de Ginebra de 1958 
sobre derecho del mar, ni la Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho 
del Mar de 1982 en toda su minuciosidad, ni la jurisprudencia internacional se 
refieren a asuntos relacionados con el patrimonio cultural sumergido. Al respecto 
la Ley 397 de 1997, se encontró facultada para regular la materia, como de hecho 
lo hizo en el artículo 9, toda vez que “[…] el silencio del derecho internacional 
público en la materia implica el derecho del Estado ribereño a ejercer la totalidad 
de sus facultades, una de las cuales, si no la más importante, es la de regular 
dicha zona en cuanto se refiere a los bienes que por su valor puedan integrar el 
patrimonio cultural sumergido […]” (Sentencia C – 191 de 1998). 
 
En virtud de lo anterior la Ley 397 de 1997 en su artículo 9, definió en ejercicio de 
la soberanía del Estado, que pertenecen al patrimonio cultural o arqueológico de la 
Nació, las ciudades o cementerios de grupos humanos desaparecidos, los restos 
humanos, las especies náufragas constituidas por las naves y su dotación, y 
demás bienes muebles yacentes dentro de éstas, o diseminados en el fondo del 
mar, que se encuentren en el suelo o subsuelo marinos de la plataforma 
continental; esta disposición legal es coherente con mandatos constitucionales 
como son el deber del Estado de proteger el patrimonio cultural de la Nación, el 
carácter de inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad que tiene el 
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patrimonio y otros bienes culturales que conforman la identidad nacional, el deber 
del legislativo de regular lo referente a estos bienes, de igual manera se 
comprende como desarrollo del artículo 102 de la Constitución que indica que el 
territorio, con los bienes públicos que de él forman parte pertenecen a la Nación 
(Sentencia C – 191 de 1998). 
 
La recuperación de los bienes integrantes del patrimonio arqueológico y cultural de 
la Nación, no sólo abarca su readquisición cuando se encuentran en manos 
particulares, sino también su rescate, cuando dichos bienes se encuentran 
abandonados en peligro de deterioro. Las riquezas arqueológicas y culturales 
náufragas corren peligros importantes de daño, debido no sólo al natural desgaste 
que ocasiona la acción de las aguas, sino además a los riesgos provocados por 
distintas actividades humanas como, entre otras, el dragado de playas y bahías, 
los rellenos de tierra, la acción de los barcos pesqueros y el saqueo por buzos 
particulares. En razón de lo anterior corresponde el Estado desarrollar políticas y 
estrategias destinadas a recuperar esos bienes sumergidos y evitar su deterioro, 
para lo que el artículo 9 de la Ley 397 de 1997 establece tres mecanismos:  
 
Establece que aquellos bienes que tienen un valor histórico o arqueológico, 
pertenecen al patrimonio cultural o arqueológico de la Nación. Esto significa 
entonces que no todo bien sumergido entra a formar parte del patrimonio nacional, 
ya que es necesario que éste tenga un valor histórico o arqueológico, que 
justifique su incorporación a dicho patrimonio. Conforme a este artículo, 
corresponde al Ministerio de la Cultura realizar la correspondiente evaluación del 
valor arqueológico o histórico del bien, con el fin de determinar si éste se incorpora 
o no al patrimonio arqueológico y cultural de la Nación.  
 
De otro lado, se instaura un sistema de búsqueda vigilada por el Estado de esos 
bienes, pues toda exploración y remoción del patrimonio arqueológico o cultural 
sumergido, por cualquier persona natural o jurídica, nacional o extranjera, requiere 
autorización previa del Ministerio de Cultura, y de la Dirección General Marítima, 
(DIMAR), del Ministerio de Defensa Nacional, la cual será temporal y precisa. 
Finalmente, se consagra un mecanismo de estímulo para que particulares, 
debidamente autorizados, realicen esas exploraciones del patrimonio arqueológico 
o cultural sumergido, para lo cual prevé que si en desarrollo de esas búsquedas 
llega a producirse un hallazgo, entonces éste deberá ser denunciado ante la 
DIMAR, y si, como consecuencia de esa denuncia, logra realizarse un rescate en 
las coordenadas geográficas indicadas por el denunciante, entonces éste tendrá 
derecho a un porcentaje del valor bruto de las especies náufragas que será 
reglamentado por el Gobierno Nacional. 
 
Este último mecanismo de estimulo no riñe con el carácter de imprescriptibilidad, 
inembargabilidad e inalienabilidad que tiene el patrimonio cultural y arqueológico, 
bajo el entendido de que “[…] el denunciante tiene derecho a una compensación, 
que sea un equivalente del valor de las especies náufragas, pero no tiene derecho 
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a reclamar un porcentaje de las especies náufragas que integran el patrimonio 
arqueológico y cultural nacional. La norma es entonces exequible en el entendido 
de que el porcentaje a que tiene derecho el denunciante, no puede ser pagado, 
total o parcialmente, con las especies náufragas que integran el patrimonio 
arqueológico y cultural nacional […]” (Sentencia C – 474 de 2003). 
 
En cuanto a las expresiones de la identidad nacional, la Corte ha indicado en 
referencia a los símbolos patrios que “[…] -la bandera, el escudo y el himno- son la 
representación material de toda una serie de valores comunes a una Nación 
constituida como Estado. Por ello, estos símbolos se han considerado siempre 
como objeto del respeto y la veneración de los pueblos que simbolizan. Y por ello, 
también, la mayoría de las legislaciones del mundo los protegen, y sancionan su 
irrespeto como falta grave, a veces como delito […] No puede ser de otro modo, si 
se tiene en cuenta que la ofensa infligida a uno de estos símbolos se entiende 
como hecha al honor y al sentimiento de todo un pueblo que ve en ellos 
encarnado su ideal de patria […]” (Sentencia C - 469 de 1997). 
 
Precisa la Corte que el himno nacional es una composición poético-musical, cuyo 
sentido es honrar personajes y sucesos históricos que contribuyeron al 
surgimiento de la Nación colombiana, y por tanto su inspiración lírica es testimonio 
de la época de su composición, configurando desde hace más de un siglo, parte 
del patrimonio cultural de la Nación, por lo que goza de la protección del Estado. 
Se agrega que su alcance no es propiamente jurídico y, por tanto, no va más allá 
del significado filosófico, histórico y patriótico expresado en sus estrofas 
(Sentencia C - 469 de 1997). 
 
Frente al “patrimonio cultural inmaterial” y con ocasión de la revisión de 
constitucionalidad del “Convención para la salvaguardia del patrimonio cultural 
inmaterial”, la Corte indicó que el objeto y fines del instrumento legal, derivados del 
concepto mismo de salvaguardia que se define en ella (identificación, 
documentación, investigación, preservación, protección, promoción, valorización, 
transmisión y revitalización del patrimonio cultural inmaterial), se ajusta a los 
mandatos constitucionales de reconocimiento de la diversidad, protección de las 
minorías y preservación del patrimonio cultural de la Nación, expresamente 
consagrados en los artículos 2, 7 y 72 de la Constitución Política; en ese mismo 
sentido se agrega que “[…] Esta salvaguardia de las expresiones culturales 
inmateriales permite proteger las diversas costumbres y cosmovisiones de los 
grupos humanos asentados en los territorios de los Estados Parte, en especial de 
aquéllas cuya expresión y transmisión se vale de herramientas no formales 
(tradiciones orales, rituales, usos, conocimientos de la naturaleza, etc.) y que, por 
ser en muchas ocasiones expresión de grupos minoritarios, tienen un alto riesgo 
de perderse o de ser absorbidas por las culturas mayoritarias […]” (Sentencia C - 
120 de 2008). 
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La citada convención hace énfasis en los procesos educativos y de fortalecimiento 
de competencias y en la participación de las comunidades, grupos e individuos, en 
especial de los jóvenes, para asociarlos activamente a la protección del patrimonio 
cultural, lo cual tiene una importancia especial en el marco del “derecho a la 
educación” y de los principios constitucionales que orientan la acción del Estado 
hacia el logro de una sociedad más incluyente y participativa, ya que como indica 
la Corte “[…] El conocimiento y divulgación de ese patrimonio constituye sin duda 
una forma de aprender a respetar y aceptar la diferencia, de evitar las exclusiones 
y los fundamentalismos, y un referente para las futuras generaciones en el 
proceso constante de recreación simbólica de la realidad, el desarrollo de las 
identidades a partir de criterios diferentes y la realización del ser humano en la 
cultura, a través de nuevas y particulares expresiones […]” (Sentencia C - 120 de 
2008). 
 
En ese sentido el fomento y la difusión son herramientas básicas para la 
protección del patrimonio cultural y natural, de las cuales la Corte ha expresado, 
conjugan el fortalecimiento de la unidad de la Nación con la cultura en sus 
diversas manifestaciones como fundamento de la nacionalidad, reconociendo que 
si bien la tradición, los usos y costumbres son una importante vía para la 
transmisión y evolución de los valores culturales, es el Estado quien tiene el deber 
de promover el acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de 
oportunidades, por medio de la educación permanente y la enseñanza científica, 
técnica artística y profesional (Sentencia C – 1097 de 2001). 
 
De otro lado, la Corte ha abordado la “protección del paisaje” desde el ámbito de 
las controversias jurídicas que planteo la Ley 140 de 1994 “Por la cual se 
reglamenta la Publicidad Exterior Visual en el Territorio Nacional”, entendiendo el 
tema de la publicidad visual como “ecológico” con implicaciones culturales en los 
ordenes locales, en la medida en que “[…] el paisaje es un recurso natural 
renovable que guarda una íntima relación con la identidad cultural y social de los 
municipios y territorios indígenas. […]” (Sentencia C – 535 de 1996). 
 
En ese sentido la Corte concluye que el tema de la publicidad exterior visual hace 
parte de la noción de "patrimonio ecológico" local. De ello se deriva que la 
competencia para su regulación, corresponda a los concejos municipales y 
distritales, así como a los órganos de gobierno de los territorios indígenas. 
Advierte la Corte que lo anterior no significa que la ley no pueda establecer una 
normatividad básica nacional en este campo, ya que es un caso de competencias 
concurrentes (Sentencia C – 535 de 1996). 
 
El artículo 79 de la Constitución establece distintas hipótesis normativas. De una 
parte, un derecho abstracto a “gozar de un ambiente sano”; por otra, el derecho a 
participar de las decisiones que afecten el medio ambiente; el deber de protección 
de la diversidad e integridad del ambiente; un deber de fomento de la educación 
en esta materia y la obligación de “conservar las áreas de especial importancia 
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ecológica”. La protección del medio ambiente obliga al Estado a adoptar medidas 
encaminadas a evitar o minimizar su deterioro y a que el desarrollo económico y 
social se realice de manera armónica con el ambiente. Por su parte, el mandato de 
conservación impone la obligación de preservar ciertos ecosistemas. Estos no 
están sometidos a la obligación de garantizar un desarrollo sostenible, sino a 
procurar su intangibilidad. De ahí que únicamente sean admisibles usos 
compatibles con la conservación y esté proscrita su explotación (Sentencia T – 
666 de 2002). 
 
Las “áreas de especial importancia ecológica”, están sometidas a un régimen de 
protección más intenso que el resto del medio ambiente. Dicha protección tiene 
enormes consecuencias normativas, en la medida en que se convierte en principio 
interpretativo de obligatoria observancia cuando se está frente a la aplicación e 
interpretación de normas que afecten dichas áreas y otorga a los individuos el 
derecho a disfrutar pasivamente de tales áreas, así como a que su integridad no 
se menoscabe. Es el caso de las áreas del sistema de parques nacionales 
naturales y demás que la legislación ambiental recomienda proteger o someter a 
manejo especial, como es el caso de los ecosistemas compartidos por varias 
Corporaciones Autónomas Regionales (CAR), los ecosistemas estratégicos a ser 
adquiridos en coordinación por las CAR y las entidades territoriales, así como las 
zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de recarga 
de acuíferos.  
 
Como ejemplo de lo anterior la Corte Constitucional de manera expresa calificó a 
los ecosistemas de humedal, como "áreas de especial importancia ecológica", 
calidad que derivan de la adhesión de Colombia a la Convención Ramsar, a partir 
de lo cual surge un régimen de protección más intenso que el del resto del medio 
ambiente como reconocimiento a una trascendencia que sobrepasa lo meramente 
local, hacia el nivel global (Sentencia T – 666 de 2002). 
 
De otro lado, el tema de la biodiversidad, ha planteado importantes desarrollos y 
reconocimientos desde la jurisprudencia constitucional, en los cuales se hace 
patente la inescindible relación entre patrimonio cultural y natural. La Corte a partir 
de la revisión automática de constitucionalidad del “Convenio de Diversidad 
Biológica” y sus leyes aprobatorias, indicó que por “diversidad biológica”, se 
entiende “[…] la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, 
entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas 
acuáticos y complejos ecológicos de los que forman parte; comprende la 
diversidad dentro de cada especie, entre las especies y de los ecosistemas […]” 
(Sentencia C – 519 de 1994). 
 
Agrega la Corte que cualquier interpretación que se dé al termino “biodiversidad”, 
necesariamente incluirá la de variedad y multiplicidad de organismos vivos, ya sea 
de genes, de especies o de ecosistemas dentro de un marco territorial 
determinado, anotando que “[…] debe reconocerse que este concepto abarca -
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para algunos- o por lo menos se relaciona íntimamente -para otros- con la noción 
de diversidad cultural humana; ello en la medida en que el hombre con sus 
costumbres, sus tradiciones y sus mecanismos de desarrollo, influye en forma 
sustancial en el hábitat, definiendo en algunos casos la integridad, el equilibrio y la 
estabilidad del entorno ecológico. Sobre el particular, basta con mencionar la 
controversia que en la actualidad se presenta respecto de cómo las culturas 
indígenas, campesinas y agrícolas han jugado un papel fundamental en el 
descubrimiento y utilización de recursos genéticos desconocidos para las 
organizaciones científicas organizadas […]” (Sentencia C – 519 de 1994). 
 
En la misma decisión la Corte resaltó, “[…] la importancia que revisten los 
recursos y la información genética que ha sido aprovechada por las comunidades 
indígenas, negras y campesinas -principalmente-, cuyo conocimiento tradicional 
debe ser reconocido y respetado al momento de entrar a negociar sobre una 
riqueza que le pertenece al Estado colombiano, pero que requiere de la activa 
participación de esas comunidades, como lo exige, para el caso de los indígenas, 
el Parágrafo del artículo 330 constitucional […]” (Sentencia C – 519 de 1994). 
 
En la misma decisión acoge y resalta la Corte, los principios de la “Política 
Nacional de Biodiversidad”, los cuales son: “[…] la biodiversidad es patrimonio de 
la Nación y tiene un valor estratégico para el desarrollo presente y futuro de 
Colombia. La diversidad biológica tiene componentes tangibles a nivel de 
moléculas, genes y poblaciones, especies y comunidades, ecosistemas y paisajes. 
Entre los componentes intangibles están los conocimientos, innovaciones y 
prácticas culturales asociadas. La biodiversidad tiene un carácter dinámico en el 
tiempo y el espacio, y se deben preservar sus componentes y procesos evolutivos. 
Los beneficios derivados del uso de los componentes de la biodiversidad deben 
ser utilizados de manera justa y equitativa en forma concertada con la comunidad. 
Estos principios tienen en cuenta el hecho de que la biodiversidad es vital para 
nuestra existencia por los servicios ambientales que se derivan de ella y por sus 
múltiples usos, entre los que están la alimentación, los combustibles fósiles, que 
son subproductos de ella, y las fibras naturales […]” (MMD, DNP; IAVH. 1995). 
 
En relación con lo anterior la Corte al estudiar la constitucionalidad del convenio y 
ley aprobatoria del “Estatuto del centro internacional de ingeniería genética y 
biotecnología”, se remitió al “Convenio de Diversidad Biológica”, para indicar que 
por “biotecnología” se entiende “[…] toda aplicación tecnológica que utilice 
sistemas biológicos y organismos vivos o sus derivados para la creación o  
modificación de productos o procesos para usos específicos. Según esta 
definición, la biotecnología es una forma de explotación o aprovechamiento de un 
tipo particular de recursos naturales, tendiente al logro de un conocimiento sobre 
los recursos biológicos que permita la creación o modificación de productos o 
procesos para usos específicos […]”; de esa misma decisión, retomó el concepto 
de “utilización sostenible”, como la utilización de componentes de la diversidad 
biológica de un modo y a un ritmo que no ocasionen la disminución a largo plazo 
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de la diversidad biológica, con lo cual se mantienen las posibilidades de ésta de 
satisfacer las necesidades y las aspiraciones de las generaciones actuales y 
futuras (Sentencia C – 137 de 1996). 
 
La Corte entiende la importancia fundamental que tienen la biotecnología y de la 
ingeniería genética como factores esenciales en el logro del desarrollo y el 
bienestar de la humanidad, la competitividad de las economías y el aumento de la 
productividad económica. No obstante, reconoce “[…] el riesgo que entraña la 
manipulación de la diversidad biológica y la interacción de los diversos factores 
ambientales y biológicos que implica la investigación en asuntos relacionados con 
dichos ámbitos. Por ello, se impone la obligación estatal de garantizar y observar 
estrictas normas de seguridad, que tiendan a la protección de la vida, la salud y la 
alimentación de las personas […] El material biológico o genético puede sufrir 
mutaciones durante el proceso de investigación hasta el punto de crear nuevas 
especies, altamente destructivas o perjudiciales, que pongan en peligro la 
integridad de otros recursos biológicos y genéticos, así como la conservación de 
las culturas tradicionales, la salud e incluso la vida de los habitantes […]” 
(Sentencia C – 137 de 1996). 
 
En ese mismo sentido agregó la Corte que “[…] las distintas maneras en que las 
comunidades étnicas se relacionan con el medio ambiente y que determinan 
prácticas tradicionales de explotación y aprovechamiento de los recursos 
naturales, deben considerarse como una particular forma de manifestación cultural 
y de creación de la identidad nacional. Por este motivo, tales prácticas forman 
parte del patrimonio cultural de la Nación y, en esa medida, son bienes culturales - 
conformadores de la identidad nacional - inalienables, inembargables e 
imprescriptibles, sujetos a la protección del Estado (C.P. artículo 72) […]” 
(Sentencia C – 137 de 1996). 
 
El “derecho de propiedad intelectual” fue abordado al condicionarse la 
exequibilidad del artículo del tratado que incluía el tema a la siguiente 
interpretación: “[…] no serán patentables por parte del Centro ni éste podrá ejercer 
ningún derecho sobre invenciones que surjan del conocimiento, aprovechamiento 
o explotación tradicionales de los recursos biológicos o genéticos desarrolladas 
por comunidades negras, indígenas y campesinas colombianas, salvo en los 
casos en los cuales las comunidades mencionadas, de común acuerdo, y previo el 
pago de los derechos a que hubiere lugar según las disposiciones vigentes, 
cedieren los respectivos derechos […]” (Sentencia C – 137 de 1996); de igual 
manera se precisó que las operaciones del Centro en territorio colombiano deben 
someterse a las normas sobre bioseguridad y protección de la diversidad natural, 
étnica y cultural, vigentes en el derecho interno. 
 
El estudio de constitucionalidad del “Convenio internacional para la protección de 
las obtenciones vegetales -UPOV-’ del 2 de diciembre de 1961, revisado en 
Ginebra el 10 de noviembre de 1972 y el 23 de octubre de 1978” y su ley 
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aprobatoria, partió fundamentalmente de su idoneidad para la protección de los 
derechos del obtentor como manifestación del reconocimiento del “derecho de 
propiedad intelectual” por parte del Estado, lo que hace referencia a los derechos 
derivados de las creaciones humanas, entendidas éstas en un sentido amplio, de 
suerte que quedan involucradas las manifestaciones artísticas, científicas e 
industriales. Concibe la Corte que la protección que la propiedad intelectual otorga 
a las creaciones del ingenio humano (como es el caso de la obtención de una 
nueva variedad vegetal) constituye una forma particularmente importante de 
estimular la actividad inventiva del hombre, esencial para el progreso y desarrollo 
de la humanidad (Sentencia C – 262 de 1996). 
 
En el examen de constitucionalidad realizado por la Corte, se recurrió a expertos 
en el campo de la antropología, quienes ilustraron acerca de la significación social, 
económica y cultural, que el uso y manejo de los recursos naturales tiene para las 
comunidades indígenas, negras y campesinas, lo que permitió sustentar la 
decisión reconociendo que “[…] las distintas comunidades étnicas se relacionan 
con el entorno que las rodea de acuerdo con sus específicas cosmovisiones. Las 
comunidades indígenas como las negras y las campesinas desarrollan particulares 
formas de interrelación con el medio ambiente y los recursos naturales. […] estos 
grupos han desarrollado una serie de conocimientos y prácticas de carácter 
tradicional, transmitidos ancestralmente por vía oral, tendentes a la utilización 
racional y sostenible de los recursos naturales. La importancia de estas formas 
tradicionales de producción es de tal magnitud que, como lo afirman los 
antropólogos Pineda y Morales, la supervivencia de los grupos étnicos depende de 
que estas prácticas persistan sin ser modificadas por influencias externas. De 
igual forma, se ha anotado que la protección de la biodiversidad ha sido posible, 
en gran medida, gracias a la acción sostenible de las culturas minoritarias sobre 
los recursos naturales (Convenio sobre la Diversidad Biológica - Ley 162 de 1994-, 
artículo 8°, literal j) […]” (Sentencia C – 262 de 1996). 
 
En este punto, la Corte hizo referencia al argumento expuesto en la Sentencia C - 
519 de 1994 que resaltaba que “[…] La importancia de estas prácticas autóctonas 
es de tal grado que se ha afirmado que las necesidades de un 80% de la 
población del mundo, así como el suministro de alimentos de cerca de la mitad de 
los habitantes de la Tierra, depende del conocimiento y plantaciones indígenas. Lo 
anterior ha determinado la necesidad de relacionar la noción de desarrollo 
sostenible con el reconocimiento y la importancia de la diversidad cultural 
especialmente en cuanto se refiere a las diversas formas de relación entre el 
hombre y la naturaleza. De este modo, se concluye que la protección de la 
biodiversidad depende, en gran medida, de la preservación de las prácticas 
tradicionales a través de las cuales una determinada cultura se relaciona con los 
recursos biológicos a los que accede […]” (Sentencia C – 519 de 1994). 
 
De los artículos constitucionales 7, 70, 72, 330 - parágrafo - y 55 transitorio y de la 
Ley 70 de 1993, se deriva la especial protección a que están sujetas las prácticas 
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y conocimientos tradicionales de los grupos étnicos, como parte integrante del 
patrimonio cultural de la Nación colombiana y conformadores de la identidad 
nacional, a lo que la Corte agrega que “[…] en el proceso de explotación 
sustentable de los recursos naturales que llevan a cabo las comunidades 
indígenas, negras y campesinas, pueden llegar a presentarse modificaciones de 
las especies vegetales con las que se relacionan estos grupos o, incluso, puede 
haber lugar a la aparición de especies nuevas que se adaptan a las necesidades 
particulares de la comunidad que las explota […] las prácticas y conocimientos 
tradicionales de las culturas minoritarias son fuente de obtenciones vegetales, que 
deben ser protegidas a través de los mecanismos de propiedad intelectual que 
surjan como desarrollo del artículo 61 de la Carta, con particular atención al 
mandato constitucional que exige del Estado y de la sociedad una especial 
protección a las minorías étnicas y campesinas, y al imperativo deber de 
resguardar y preservar la diversidad cultural y biológica de la Nación […]” 
(Sentencia C – 262 de 1996). 
 
Las características de la alteridad y diversidad de los sistemas culturales de las 
minorías étnicas nacionales, fueron motivo para que la Corte hiciera precisiones y 
formulara interpretaciones obligatorias, acerca del reconocimiento de la propiedad 
intelectual que tienen estas comunidades, en la medida en que “[…] La forma de 
interacción de las comunidades étnicas con los recursos naturales implica que, en 
ocasiones, no sea admisible la idea de una apropiación individual, comercial y 
excluyente de las variedades vegetales obtenidas a través de la gestión cultural. 
Incluso, el reconocimiento de formas tradicionales "occidentales" de propiedad, - 
que suelen traducirse en el otorgamiento de un derecho de uso individual y 
exclusivo -, sobre las especies vegetales que los grupos étnicos explotan a través 
de métodos tradicionales de producción, podría conducir a las consecuencias 
negativas que se ponen de presente en los conceptos de los dos antropólogos 
consultados (desintegración cultural, desnutrición, hambrunas, insatisfacción de 
las necesidades médicas y de salud, y en general la amenaza a la supervivencia 
de la étnia) […] la Corte considera que las normas sobre propiedad intelectual 
protección a los obtentores de nuevas variedades vegetales deben ser 
respetuosas de las culturas y tradiciones propias de las comunidades indígenas, 
negras y campesinas, de modo que so pretexto de una necesaria protección en 
ámbitos propios de la economía de mercado, no se imponga a dichas 
comunidades restricciones desproporcionadas que atenten contra su propia 
supervivencia. En consecuencia sería inconstitucional el sistema de protección 
que no admitiera el reconocimiento de la propiedad colectiva sobre dichas 
obtenciones o que privilegiara la oportunidad en la cual se presenta la solicitud de 
reconocimiento del derecho respecto de la existencia previa y notoria de la 
variedad vegetal y de su utilización tradicional por parte de dichas comunidades 
[…]” (Sentencia C – 262 de 1996). 
 
Coherente con lo anterior, la Corte concibe que el convenio sometido a estudio no 
limita a los Estados Parte, para el diseño de mecanismos de protección de la 
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propiedad colectiva de las minorías étnicas y culturales respecto de las variedades 
vegetales que hubieren obtenido a través de sus prácticas y conocimientos 
tradicionales. En ese sentido, corresponde al Estado colombiano en desarrollo del 
mandato constitucional que le obliga a proteger a las minorías étnicas y a las 
culturas tradicionales, diseñar un régimen de propiedad intelectual en materia de 
obtenciones vegetales, que admita la propiedad colectiva en aquellos casos en los 
cuales esto resulte necesario para garantizar el mantenimiento de las prácticas 
propias de dichas comunidades, en torno a las variedades vegetales por ellas 
obtenidas; por otro lado, indica la Corte que la Constitución consagra herramientas 
de protección que pueden ser directamente utilizadas por estas comunidades para 
defender sus intereses (Sentencia C – 262 de 1996). 
 
Es ampliamente tratado en la jurisprudencia constitucional el tema de la 
protección del patrimonio cultural y natural en el ámbito de las comunidades 
étnicas desde el “conflicto entre intereses colectivos”, que como lo indica la Corte 
se decide a partir de la intención de mantener un equilibrio entre la prevalencia 
del interés general y el respeto a los derechos fundamentales de los individuos y, 
además, entre los diversos intereses generales que en un momento dado pueden 
entrar en conflicto. En caso de conflicto de dos intereses de tipo general estos 
deben de resolverse en favor de aquel en el cual estén involucrados derechos 
fundamentales más valiosos o importantes, observando los elementos jurídicos 
que proporcione el caso concreto y a la luz de los principios y valores 
constitucionales. Esta labor de interpretación es función primordial del juez y en 
especial de la Corte Constitucional (Sentencia T – 405 de 1993). 
 
El caso de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, fue estudiado por la Corte a 
partir del análisis de la dimensión del riesgo que implica para el patrimonio cultural 
y natural, la creciente inmigración de personas de interior del país, indicándose 
que “[…] La cultura de las personas raizales de las Islas es diferente de la cultura 
del resto de los colombianos, particularmente en materia de lengua, religión y 
costumbres, que le confieren al raizal una cierta identidad. Tal diversidad es 
reconocida y protegida por el Estado y tiene la calidad de riqueza de la Nación. El 
incremento de la emigración hacia las Islas, tanto por parte de colombianos no 
residentes como de extranjeros, ha venido atentando contra la identidad cultural 
de los raizales, en la medida en que por ejemplo en San Andrés ellos no son ya la 
población mayoritaria, viéndose así comprometida la conservación del patrimonio 
cultural nativo, que es también patrimonio de toda la Nación [...]” (Sentencia C – 
530 de 1993). 
 
En la misma decisión se observó, en virtud de las pruebas recaudadas que “[…] 
de continuarse el incremento poblacional que viene presentándose en el 
Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, antes 
del siglo XXI se verá comprometida de manera letal e irreversible la supervivencia 
de la especie humana. En efecto, antes del fin de la centuria, por simple 
proyección de las cifras actuales sobre incremento poblacional, San Andrés 
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tendría más de 100.000 habitantes, asentados en sólo 27 de los 70 Km2 que tiene 
el Archipiélago en su conjunto, lo cual haría inviable la supervivencia del hombre. 
 
Es más, si, por vía de hipótesis, la población actual no aumentase -lo que los 
economistas llaman ceteris paribus-, la vida también se vería amenazada, como 
quiera que los altos índices de consumo de los escasos recursos naturales 
terminarían necesaria y fatalmente por acabar con éstos. En efecto, según se vio, 
los servicios públicos básicos o indispensables para la vida -acueducto, 
alcantarillado, tratamiento de basuras, energía, etc.-, se irán agotando hasta llegar 
a la terminación del suministro del servicio. 
 
De entre la población, indiscutiblemente el mayor precio lo pagarían los raizales, 
con lo cual de paso se atentaría contra la garantía constitucional de protección de 
la diversidad étnica y cultural del país […]” (Sentencia C – 530 de 1993). 
 
El agotamiento de soporte territorial que sustenta el sistema cultural en las islas, 
es entendido por la Corte más que como “[…] un problema de orden técnico como 
un problema esencial: la vida o, mejor, la amenaza de muerte […]” (Sentencia C – 
530 de 1993). 
 
La Corte entendió que el Decreto 2672 de 1991 “Por medio del cual se adoptan 
medidas para controlar la densidad poblacional en el Departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina” lejos de ser inconstitucional por las 
limitaciones que plantea a derechos como el de la propiedad, el trabajo, la 
locomoción entre otros, desarrollaba normas constitucionales al proteger la vida y 
hacerla viable, a partir del control de densidad poblacional y demás medidas que 
establece. Lo anterior se concluye, a partir de la consideración de que “[…] por 
vida ha de entenderse en primerísimo lugar la vida humana, sin que ello excluya la 
protección adicional de la vida de la fauna y flora. Es que en el fondo la cuestión 
que ocupa a esta Corporación es un problema de supervivencia: el riesgo que la 
norma revisada aspira superar es de orden letal no sólo para las generaciones 
venideras sino incluso para la población actual de las Islas. No hay otra opción 
distinta a la de salvar la vida […]” (Sentencia C – 530 de 1993). 
 
En ese mismo sentido y con mayor énfasis en el tema de la identidad cultural y su 
importancia para la supervivencia de los pueblos indígenas y tribales, la Corte ha 
cimentado a lo largo de su existencia una línea jurisprudencial que ha reconocido 
que la diversidad étnica y cultural de la población indígena guarda armonía con los 
diferentes preceptos de la Constitución Nacional relativos a la conservación, 
preservación y restauración del ambiente y de los recursos naturales que la 
conforman, considerando que las comunidades indígenas constituyen igualmente 
un recurso natural humano que se estima parte integral del ambiente, más aún 
cuando normalmente la población indígena habitualmente ocupa territorios con 
ecosistemas de excepcionales características y valores ecológicos que deben 
conservarse como parte integrante que son del patrimonio natural y cultural de la 
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Nación. De esta manera, la población indígena y tribal, y el entorno natural se 
constituyen en un sistema o universo merecedor de la protección integral del 
Estado (Sentencia T – 342 de 1994). 
 
A estimado la Corte que “[…] la cultura de las comunidades indígenas, 
corresponde a una forma de vida que se condensa en un particular modo de ser y 
de actuar en el mundo, constituido a partir de valores, creencias, actitudes y 
conocimientos, que de ser cancelado o suprimido - y a ello puede llegarse si su 
medio ambiente sufre un deterioro severo -, induce a la desestabilización y a su 
eventual extinción. La prohibición de toda forma de desaparición forzada (CP art. 
12) también se predica de las comunidades indígenas, quienes tienen un derecho 
fundamental a su integridad étnica, cultural y social […]” (Sentencia T – 380 de 
1993). 
 
Ha caracterizado la Corte a las comunidades indígenas y sus derechos en la 
siguiente forma: “[…] conjuntos de familias de ascendencia amerindia que 
comparten sentimientos de identificación con su pasado aborigen y mantienen 
rasgos y valores propios de su cultura tradicional, formas de gobierno y control 
social internos que las diferencian de otras comunidades rurales (D.2001 de 1988, 
artículo 2). El status de dichas comunidades, en el texto constitucional, se expresa 
en cosas concretas: a. Forman una circunscripción especial para la elección de 
Senadores y Representantes (CP artículos 171 y 176); b. Ejercen funciones 
jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de acuerdo con sus propias normas 
y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución o a las leyes 
(CP artículo 246); c. Se gobiernan por Consejos Indígenas según sus usos y 
costumbres de conformidad con la Constitución y la ley (CP artículo 330); d. Sus 
territorios o resguardos son de propiedad colectiva y de naturaleza no enajenable, 
inalienable, imprescriptible e inembargable (CP artículos 63 y 329); e. Son 
merecedoras a una mayor protección (artículo 13, inciso 2° C.P.) […]” (Sentencia 
T - 606 de 2001). 
 
La jurisprudencia ha concebido el carácter colectivo de estas comunidades y la 
relación de tal característica con su misma supervivencia, indicando que los 
derechos fundamentales de las comunidades indígenas no deben confundirse con 
los derechos colectivos de otros grupos humanos, ya que “[…] La comunidad 
indígena es un sujeto colectivo y no una simple sumatoria de sujetos individuales 
que comparten los mismos derechos o intereses difusos o colectivos. En el primer 
evento es indiscutible la titularidad de los derechos fundamentales, mientras que 
en el segundo los afectados pueden proceder a la defensa de sus derechos o 
intereses colectivos mediante el ejercicio de las acciones populares 
correspondientes. Podía, pues, la comunidad indígena -en cuanto tal- ejercer la 
acción de tutela, para la defensa de sus propios derechos constitucionales 
fundamentales […]” (Sentencia T – 001 de 1994).   
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Tal concepción sobre el carácter colectivo de los sistemas culturales indígenas y 
afrodescendientes deja abierto un debate que trasciende la titularidad de derechos 
colectivos de otros grupos humanos que no posean una adscripción legalmente 
reconocida, como es el caso de las llamadas por Fals Borda (1979) “gente 
anfibia”, quienes durante siglos se han adaptado, transformado y pervivido en 
ecosistemas acuíferos o cienagueros, con adaptaciones tecno-económicas y 
simbólicas acordes con estos ecosistemas; o de los sistemas tradicionales 
campesinos que son plenamente diferenciales culturalmente en todo el territorio 
nacional.  El vacío que dejan la jurisprudencia constitucional en esta materia y las 
limitaciones impuestas a colectivos que no sean étnicos, no solo deja sin piso el 
deber del Estado y los ciudadanos de proteger la diversidad natural y cultural de la 
Nación, sino el hecho mismo de fortalecerlos y consolidarlos para mantener su 
riqueza cultural natural, riqueza que en ultimas no es otra que la de la diversidad 
de sistemas culturales rurales y urbanos que han creado, mantenido y 
diversificado el acervo de recursos culturales y naturales que existen en todo el 
territorio nacional.   
 
Como consecuencia general este sesgo sobre la visión de los derechos colectivos 
se manifiesta también en el derecho a la autonomía, derecho a la propia defensa, 
el derecho al territorio y la explotación de sus recursos y especialmente en el 
derecho a la consulta previa y las reglas de interpretación de los principios 
constitucionales como se verá a continuación. 
 
El derecho a la propia defensa de la integridad cultural de los pueblos indígenas y 
tribales no se puede escindir de su existencia colectiva, toda vez que, tanto sus 
integrantes, como las organizaciones que los agrupan, están legitimados para 
instaurar las acciones correspondientes, lo cual se ha sustentado a partir de la 
siguiente enunciación de motivos: “[…] i) debido a que el ejercicio de los derechos 
constitucionales de las minorías, dadas las condiciones de opresión, explotación y 
marginalidad que afrontan, debe facilitarse, ii) a causa de que las autoridades 
están obligadas a integrar a los pueblos indígenas a la Nación, asegurándoles la 
conservación de su autonomía y autodeterminación, y iv) porque el Juez 
constitucional no puede entorpecer el único procedimiento previsto en el 
ordenamiento para garantizarles a los pueblos indígenas y tribales la conservación 
de su derecho fundamental a la diferencia -artículos 7°, 286, 287, 329 y 330 C.P. 
[…]” (Sentencia SU - 383 de 2003). 
 
En ese sentido el “derecho a la propiedad colectiva” tiene destacada relevancia en 
la medida en que existe una “[…] especial relación de las comunidades indígenas 
con los territorios que ocupan, no sólo por ser éstos su principal medio de 
subsistencia sino además porque constituyen un elemento integrante de la 
cosmovisión y la religiosidad de los pueblos aborígenes. El derecho fundamental a 
la propiedad colectiva de los grupos étnicos lleva implícito, dada la protección 
constitucional del principio de diversidad étnica y cultural, un derecho a la 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 154 

constitución de resguardos en cabeza de las comunidades indígenas […]” 
(Sentencia T - 188 de 1993). 
 
El reconocimiento del “derecho al territorio” de las pueblos indígenas y tribales no 
se restringe a la “propiedad colectiva”, sino que se ha de aplicar en función de las 
características de cada comunidad; en el caso de las comunidades nómadas la 
Corte ha indicado que “[…] el territorio de las comunidades indígenas antecitadas 
cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos nómadas 
históricamente ocupan o utilizan, al margen de lo que se considera comúnmente la 
civilización, en la que vive el resto de colombianos […] En cuanto al 
desplazamiento por razones de subsistencia: se trata aquí de un caso que guarda 
diferencias y similitudes con el anterior. Aquí la comunidad sí tiene un territorio 
delimitado pero también tiene que desplazarse de manera colectiva con fines de 
caza, pesca y recolección de frutos. La Corte interpreta esta situación de la 
siguiente manera: en estos casos debe entenderse que esos espacios de 
subsistencia son también "territorios" de la comunidad indígena, para los solos 
efectos, y solamente para éstos, del artículo 27 de la Ley 48 de 1993 […] la Corte 
considera aplicable a tal efecto la definición de "tierras" contenida en el artículo 13 
del Convenio N. 169 de la O.I.T, ratificado por Colombia por la Ley 21 de 1991, 
puesto que éste, por ser un tratado de derechos humanos sirve como criterio 
interpretativo de los derechos y deberes establecidos por la Carta (CP art 93) . 
Dispone tal norma que el concepto de territorio "cubre la totalidad del hábitat de 
las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera" 
[…]” (Sentencia C - 058 de 1994). 
 
En tal contexto, la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas 
hace necesario armonizar dos intereses contrapuestos: la necesidad de planificar 
el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales en los referidos territorios 
para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 
sustitución (art. 80 C.P.), y la de asegurar la protección de la integridad étnica, 
cultural, social y económica de las comunidades indígenas que ocupan dichos 
territorios, es decir, de los elementos básicos que constituyen su cohesión como 
grupo social y que, por lo tanto, son el sustrato para su subsistencia. Es decir, que 
debe buscarse un equilibrio o balance entre el desarrollo económico del país que 
exige la explotación de dichos recursos y la preservación de dicha integridad que 
es condición para la subsistencia del grupo humano indígena o tribal (Sentencia 
SU – 039 de 1997). 
 
En referencia al “derecho de consulta previa” de las comunidades indígenas y 
tribales la Corte indica que la explotación de los recursos naturales en sus 
territorios debe hacerse compatible con la protección que el Estado debe 
dispensar a la integridad social, cultural y económica de las comunidades. Esta 
integridad configura un derecho fundamental para la comunidad por estar ligada a 
su subsistencia como grupo humano y como cultura, y en consecuencia para 
asegurar dicha subsistencia se ha previsto, la participación de la comunidad en las 
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decisiones que se adopten para autorizar dicha explotación. (Sentencia SU – 039 
de 1997). 
 
Los derechos diferenciados en función de grupo que la Constitución y la ley 
reconocen a las comunidades indígenas y tribales, se relacionan con su territorio, 
la autonomía en el manejo de sus propios asuntos, el uso de su lengua y el 
ejercicio de la jurisdicción conforme a las normas y procedimientos plasmados en 
sus usos y costumbres, siempre que no sean contrarios a la Constitución y a las 
leyes de la república. Según la jurisprudencia de la Corte, en virtud de la 
efectividad de los derechos de los pueblos indígenas, los límites susceptibles de 
ser impuestos a la autonomía normativa y jurisdiccional de tales comunidades, 
sólo pueden ser aquellos que se encuentren referidos "a lo que verdaderamente 
resulta intolerable por atentar contra los bienes más preciados del hombre." 
(Sentencia SU – 510 de 1998). 
 
En primer lugar, tales bienes están constituidos por el derecho a la vida (C.P., 
artículo 11), por las prohibiciones de la tortura (C.P., artículo 12) y la esclavitud 
(C.P., artículo 17) y por legalidad del procedimiento y de los delitos y de las penas 
(C.P., artículo 29). En efecto, como lo ha manifestado la Corte, (1) sobre estos 
derechos existe verdadero consenso intercultural; (2) los anotados derechos 
pertenecen al grupo de derechos intangibles que reconocen todos los tratados 
internacionales de derechos humanos y que no pueden ser suspendidos ni 
siquiera en situaciones de conflicto armado (Pacto de Derechos Civiles y Políticos 
[Ley 74 de 1968], artículo 4-1 y 2; Convención Americana de Derechos Humanos 
[Ley 16 de 1972], artículo 27-1 y 2; Convención contra la Tortura y otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes [Ley 78 de 1986], artículo 2-2; 
Convenios de Ginebra [Ley 5 de 1960], artículo 3°; Convención Europea de 
Derechos Humanos, artículo 15-1 y 2); y, (3) con relación al derecho a la legalidad 
del procedimiento y de los delitos y de las penas, el artículo 246 de la Constitución 
hace expresa referencia a que el juzgamiento se hará conforme a las "normas y 
procedimientos" de la comunidad indígena, lo cual supone la preexistencia de los 
mismos respecto del juzgamiento de las conductas. En segundo término, la 
Corporación ha aceptado que se produzcan limitaciones a la autonomía de las 
autoridades indígenas siempre que estas estén dirigidas a evitar la realización o 
consumación de actos arbitrarios que lesionen gravemente la dignidad humana al 
afectar el núcleo esencial de los derechos fundamentales de los miembros de la 
comunidad (Sentencia SU – 510 de 1998). 
 
La Corte ha consagrado que es "aventurado establecer reglas generales que 
diriman el conflicto entre diversidad y unidad", y que por tanto la resolución de 
conflictos entre intereses colectivos, debe hacerse a la luz de las particularidades 
de cada caso concreto, según la cultura involucrada, su grado de aislamiento o 
integración respecto de la sociedad mayoritaria, entre otros factores; no obstante 
ha establecido una serie de principios generales de interpretación, fundados en el 
axioma según el cual la diversidad étnica y cultural sólo puede ser limitada por 
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normas fundadas en principios de mayor jerarquía. Dichas reglas interpretativas 
son las siguientes: “A mayor conservación de usos y costumbres, mayor 
autonomía” y “el núcleo esencial de los derechos fundamentales constitucionales 
constituye el mínimo obligatorio de convivencia para todos los particulares” 
(Sentencia SU – 510 de 1998). 
 
La Corte ha establecido una serie de restricciones específicas que el “derecho de 
propiedad colectiva” de las comunidades indígenas sobre sus territorios impone a 
los miembros de la sociedad mayoritaria. Así, ha considerado que las obras 
públicas que obedecen a un interés de carácter meramente regional deben ser 
suspendidas si la afectación al territorio de una comunidad indígena pone en 
peligro la infraestructura productiva de la comunidad y, por tanto, amenaza la 
subsistencia material de la misma. Igualmente, esta Corporación estimó que no 
existía vulneración de los derechos fundamentales de locomoción (C.P., artículo 
24), de igualdad (C.P., artículo 13) y de libertad religiosa (C.P., artículo 19) de una 
asociación religiosa por la negativa del Departamento Administrativo de la 
Aeronáutica Civil de concederle un permiso para operar una pista de aterrizaje 
localizada en el territorio de una comunidad indígena, fundándose en la oposición 
de tal comunidad a que se concediera el anotado permiso. 
 
Uno de los escenarios en que se puede observar este tipo de confrontaciones, es 
la definición de los alcances de la autonomía de las comunidades indígenas para 
restringir influencias externas perturbadoras de su sistema cultural. En la 
Sentencia SU - 510 de 1998, el caso versó sobre el conflicto entre libertad de 
cultos e identidad cultural al interior de una comunidad arhuaca, configurándose 
una línea jurisprudencial aún vigente, en la cual se legitimó la expulsión de una 
comunidad cristiana realizada por las autoridades indígenas, encontrando la Corte 
tal actuación acorde con la Constitución y el ordenamiento jurídico colombiano en 
la medida en que “[…] la actuación de las autoridades indígenas se relaciona 
directamente con el corazón de las creencias que conforman la cosmovisión de los 
arhuacos y en virtud de las cuales adquieren y reproducen constantemente su 
identidad como pueblo diferenciado. Esperar de las autoridades indígenas un 
comportamiento diverso, sería obligarlos a renunciar a sus creencias más firmes y 
arraigadas, puesto que en ellas descansa su identidad y, por consiguiente, sus 
rasgos distintivos etno-culturales […]” (Sentencia SU - 510 de 1998). 
 
Del mismo modo conceptuó la Corte que “[…] La identidad colectiva en parte es 
producto de la proyección externa de las creencias religiosas de la comunidad. En 
el caso de los arhuacos su territorio es el espacio de su práctica religiosa y sirve 
de evocación espiritual constante a sus miembros. La identificación tan estrecha 
de la tierra con la religión, le resta neutralidad y le niega toda virtualidad como foro 
público religioso. El ingreso de otros dioses, definitivamente notifica a los arhuacos 
el inicio de la profanación de sus símbolos sagrados. La identidad cultural no 
puede dejar de manifestarse en una lucha por la defensa de su territorio abierto 
únicamente a su culto. La pretensión de exclusividad - opuesta a las prácticas 
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religiosas extrañas en su territorio -, por las razones expuestas encuentra asidero 
en el derecho de la comunidad y de sus miembros a preservar su propia religión 
[…]” La militancia o el proselitismo de otras religiones, dentro de territorio arhuaco, 
independientemente de que se realice por miembros de la comunidad o por 
terceros, pertenece a un género de conductas que por atentar contra el núcleo de 
las creencias de la comunidad, pueden ser objeto de serias limitaciones por parte 
de las autoridades internas. La comunidad indígena, resguardada bajo el principio 
de la diversidad cultural, puede autónomamente controlar su grado de apertura 
externa […]” (Sentencia SU - 510 de 1998). 
 
El único caso en el cual la Corte ha hecho prevalecer otro tipo de interés sobre el 
“derecho fundamental de propiedad colectiva” de las comunidades indígenas 
sobre sus resguardos, trató acerca del interés de la Nación en la preservación de 
la seguridad nacional, de la soberanía del Estado y de la conservación del orden 
público. En esa ocasión, consideró la corporación que la instalación de un radar y 
la presencia de tropas militares en el territorio de una comunidad indígena, con la 
finalidad de controlar actividades delictuosas relacionadas con el narcotráfico, no 
vulneraban el derecho de propiedad colectiva de la comunidad sobre su territorio, 
toda vez que, “[…] Aunque los resguardos indigenistas son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables, ello no es óbice para que el Estado en uso de 
su soberanía pacte convenios y tratados internacionales con los demás entes 
gubernamentales y fije estrategias en aras de cumplir con su cometido, como son 
mantener el orden público, vigilar el narcotráfico y, proteger a todos los residentes 
en el suelo patrio sin distingo de clase social, raza, lengua, religión, etc., 
acudiendo a los mecanismos técnicos y científicos pertinentes, lógicamente sin 
afectar a ningún ciudadano […]” (Sentencia T – 405 de 1993). 
 
 
6.2 Elementos y criterios jurídicos estructurantes del 

patrimonio de herencia y existencia en Sapzurro. 
 
Además de los referentes conceptuales expuestos en los capítulos precedentes y 
en los elementos ya esbozados de las sentencias de la Corte Constitucional que 
permiten argumentar los “derechos patrimoniales de herencia y existencia”, está el 
derecho a morar, que se constituye en la noción fundamental y principal soporte 
argumentativo, en tanto se trata del derecho que tienen todas las comunidades 
humanas que históricamente han creado estrechos vínculos con sus territorios 
como prolongación inalienable del “derecho a existir” y tener un lugar propio. 
 
Se entiende este derecho como el reconocimiento histórico a la permanencia, en 
un territorio en el que colectivamente se han desarrollado las diversas formas de 
relación social y de reproducción cultural. El significado de la condición de ser 
“morador” y hacer “morada” parte de la pertenencia como fenómeno valorativo, 
afectivo y vinculante que se construye, destruye, reconstruye, revaloriza y 
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refuncionaliza en forma continua, lo cual configura un “derecho adquirido” del que 
se busca su reconocimiento y puesta permanente en valor a través de las luchas 
por la permanencia en el “territorio”. Se trata del ejercicio de morar, que se puede 
expresar tanto en forma colectiva como individual. 
 
Los “derechos patrimoniales de herencia y existencia”, comprenden no solo una 
dimensión patrimonial vinculada a la propiedad como derecho heredable y fuente 
de derechos reales, sino que se extienden a los conceptos de “territorio” y 
“territorialidad”, por tanto a un sistema cultural, a un núcleo familiar y vecinal, a 
unas relaciones sociales con otros y con la naturaleza que dan sentido a la 
existencia de las personas al interior de un colectivo en un tiempo dado.  Se trata 
de aquellos elementos vitales que le confieren a las personas una identidad 
esencial y la vez múltiple y unas maneras de relacionarse especificas y adaptables 
con la naturaleza.  Es esta construcción social, simbólica y afectiva la que da 
contenido al arraigo sobre un espacio físico que se nombra porque se conoce, la 
que da contenido a los “derechos de herencia y existencia”, derechos soportados 
en la aspiración humana de construir un “lugar” en el mundo, que como tal 
contiene y materializa los vínculos con lo real, en tanto es allí en donde se 
materializan los sentimientos y valores de pertenencia, apropiación, 
reconocimiento y valimiento social frente a sí mismo y al colectivo y frente a esos 
“otros”, frente a la alteridad que da lugar a la identidad propia y diferencial, que en 
suma expresan la diversidad cultural.  
 
El reconocimiento del “derecho a morar y a la morada” demanda del Estado, la 
aceptación de una “construcción social” que se manifiesta en realidades políticas, 
sociales, económicas y culturales materializadas en un territorio y una 
territorialidad en un hábitat particular, es decir de una obra colectiva que 
representa el patrimonio territorial.  Es obligación de los Estados suscriptores de 
los derechos económicos, sociales y culturales, como el Estado colombiano, 
promover y garantizar el ejercicio del “derecho a morar y a la morada”, como 
derechos constituidos en relación con la permanencia, la ocupación, los usos y las 
prácticas del habitar en el “territorio”.  
 
Con base en estos precedentes conceptuales y jurídicos, a continuación se aborda 
como estudio de caso el corregimiento de Sapzurro.  A través de su proceso de 
consolidación histórica y territorial, el estado de los ecosistemas y el ejercicio de 
habitar y de las estrategias para garantizar la permanencia y ocupación del lugar y 
la sobrevivencia del sistema cultural, es posible demostrar lo que constituye el 
patrimonio territorial de herencia y existencia y ante su fragilidad la necesidad y 
obligación del Estado y de los colombianos de reconocer y proteger tal patrimonio. 
 
6.2.1 Consolidación histórica y territorial de Sapzurro 
 
Tienen especial pertinencia para abordar el estudio en caso del Corregimiento de 
Sapzurro, el proceso de consolidación histórica de la comunidad y los usos y 
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prácticas desplegadas en el territorio que han permitido la adaptación y 
pervivencia del sistema cultural. El concepto de territorio como construcción social 
de múltiples niveles y escalas y como proceso dinámico y multifactorial, requiere 
un abordaje desde el contexto regional e histórico hacia el local; para ello se partió 
de una revisión histórica del poblamiento y las transformaciones del Darién Caribe 
con anterioridad a la creación del poblado y su erección en Corregimiento para 
posteriormente incursionar en la historia de Sapzurro desde su aparición a fines 
del siglo XIX hasta el presente, enmarcándolo en los principales hechos históricos 
regionales. Se continúa con un análisis de los procesos sociales que han 
permitido, y permiten en la actualidad, la conformación de la población local como 
comunidad y el análisis de la relación de los grupos culturales con su medio 
ambiente, en el que se abordan el uso actual del suelo y sus problemáticas 
asociadas, las prácticas tradicionales, los cambios en el uso de los recursos del 
entorno, la capacidad adaptativa de la población y la fragilidad del patrimonio 
cultural natural, entendido como patrimonio de herencia y existencia. 
 

- El Darién, contexto histórico previo 
 
A pesar que la región del Darién ha constituido un territorio periférico de los 
principales centros de poder constituidos en América Latina, no por ello ha dejado 
de estar constantemente ligado a los procesos históricos que han determinado el 
rumbo del continente americano. El Darién fue de hecho sitio de asiento de la 
segunda fundación de una ciudad en el continente: Santa María La Antigua del 
Darién, creada meses después de San Sebastián de Urabá en 1510, y que 
constituyó el asiento del primer gobierno y episcopado español en el continente 
durante su corta existencia que culmina en 1524 (González, 1999). 
 
Los intentos españoles por colonizar la zona se tomaron todo el siglo XVI 
(González, 1999), y fueron motivados en parte por el interés por encontrar la ruta 
que comunicaba con los mares del sur, sin que lograran la conquista y 
colonización efectiva de este vasto territorio, dada la férrea defensa de los grupos 
indígenas existentes y los diferentes caminos que siguieron los procesos de 
conquista y colonización hacia el interior del continente. 
 
Durante el periodo colonial, el dominio territorial estuvo en manos de los Kuna que 
se extendían en un amplio territorio que incluía gran parte de sus actuales 
territorios panameños y del Urabá antioqueño. Aunque en términos efectivos 
constituían una zona del dominio y control de la corona española, no estaban por 
fuera de la influencia europea, durante un largo período - que abarca desde el 
siglo XVII hasta bien entrado el siglo XIX - en este territorio tuvo lugar un fuerte 
intercambio comercial con otras potencias coloniales: británicos, franceses, 
holandeses. Comercio basado no sólo en productos de economías extractivas, 
sino por cultivos de plátano y cacao que constituían uno de los principales 
productos de intercambio. Esta relación fue lo suficientemente fuerte, como para 
que existiera una división lingüística en el golfo de Urabá, por la cual en su margen 
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occidental y hacia el norte los indígenas tuvieran el inglés como segunda lengua 
(González, 1999).  
 
Con la creación de la República de Colombia a comienzos del siglo XIX, el nuevo 
gobierno criollo volvió su mirada sobre el Darién buscando el control del comercio 
y, una vez más, de la comunicación interoceánica. Al renovado interés por el 
control de la zona, en el que se incluía la idea de civilizar a los indígenas, se sumó 
el incremento en la demanda de productos tropicales para la industrialización 
europea durante la segunda mitad del siglo XIX. El auge cauchero aumentó el 
intercambio, y la llegada de población a la zona en búsqueda de las riquezas 
ligadas a su extracción. Si bien los indígenas participaron de este comercio, éste 
constituyó el punto de quiebre para la pérdida de su autonomía, y el control sobre 
estos territorios. 
 
La economía cauchera, sin embargo, estaba ligada a una constante movilidad en 
la medida en que agotados los recursos en las primeras zonas de extracción, 
debía continuarse hacia el interior, por lo cual en estos años no se consolidó una 
red estable de asentamientos. A pesar de ello, en el Darién Caribe, sí se consolidó 
Turbo como el principal puerto de la zona, aunque era realmente sólo un paso 
hacia Cartagena, que constituía el principal centro económico con el cual se 
relacionaba la región. Es esta relación económica la que condiciona la llegada de 
población del Departamento de Bolívar a la zona, lo cual incluía a empresarios, 
quienes poseían el capital suficiente para poner en marcha la empresa extractiva, 
y pobladores de las Sabanas de Córdoba y Sucre expulsados por los latifundios 
ganaderos, quienes buscaban nuevas oportunidades. La llegada de esta población 
a la parte norte se vio complementada desde el sur por el arribo de población 
negra del interior del Chocó, muchos de ellos producto de la manumisión que se 
había dado con anterioridad en la república.  
 

- Sapzurro en el contexto regional 
 
Con el agotamiento del recurso cauchero, se transformó la base económica hacia 
la creciente demanda por el fruto de la palma de tagua, el “marfil vegetal” que era 
utilizado para la fabricación de botones y otros artículos. Para las décadas de los 
años 60 y 70 del siglo XIX esta transformación de la base económica fue 
fundamental para la creación de una red de asentamientos. Es en este contexto 
en que aparecen los poblados de Sapzurro y Capurganá. Inicialmente, el primer 
asentamiento de estos nuevos pobladores en la zona se produjo en Acandí, sitio 
de indígenas Kuna, que con anterioridad había constituido un punto de entrada de 
los caucheros, y luego se extendió a estas dos localidades.  
 
Gumersindo Medrano fundador de Sapzurro, llegó a la zona del río Acandí con un 
grupo de 120 Tagüeros en 1887 (González 1999; Britto y Villa 1999). Esta 
población entró a engrosar los relictos de población cauchera que pervivía en la 
zona, aumentando las tensiones con los indígenas Kuna, que tenían en Acandí 
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uno de sus poblados de importancia (se trataba de asentamientos indígenas 
dispersos). La confrontación impuso fuertes restricciones sobre la comercialización 
de la tagua en la zona, lo cual llevó al gobierno, bajo la influencia de los 
comerciantes cartageneros perjudicados por tal situación, al envió tropas y como 
resultado de esta confrontación, los Kunas se vieron obligados a dirigirse hacia las 
islas de San Blas que aún pertenecían a territorio colombiano.  
 
Una vez se produjo la salida de los Kuna, y se abrió vía para la explotación de 
palma de tagua y la extracción de diversos productos, Gumersindo Medrano se 
dirigió hacia la bahía de Sapzurro, y allí estableció su lugar de residencia, junto a 
su esposa Juana Caraballo y a su hija Antonia. Por mucho tiempo fue el único 
dueño del lugar. (Britto y Villa, 1999). Antonia Medrano se casó con Ascensión 
Pertúz, un marinero que trabajó con su padre y que residía con ellos. 
 
Luego de la muerte de Gumersindo Medrano, su viuda Juana Caraballo se dirigió 
a Bolívar donde regresó con parientes a poblar la zona, junto a ellos, nuevos 
pobladores fueron haciendo presencia atraídos por las historias de tierras libres. 
Fue la familia Medrano, quién concedió los lotes de terreno a los nuevos 
pobladores que iban llegando (Britto y Villa, 1999). Este poblamiento inicial, 
dirigido principalmente por redes sociales y de parentesco desde la Costa Caribe 
determinó la presencia de los troncos familiares tradicionales de Sapzurro: 
Medrano, Caraballo, Pertúz, Zúñiga, Berrío (EVEE, 2006). 
 
Para principios del siglo XX, la población de Sapzurro vivía de la explotación y 
comercialización del coco y la pesca de la tortuga carey (Jaramillo, 1910; 
González 1999). 
 
En la zona la explotación de tagua continúo como la principal actividad económica 
hasta las dos primeras décadas del siglo XX, cuando la aparición del plástico 
disminuyó su demanda comercial (Urán, et. al. 2005). Sin embargo, para aquel 
momento ya se había consolidado una nueva sociedad regional y el cultivo del 
coco, junto a otras actividades comerciales como la extracción de maderas, 
permitieron continuar con una actividad económica que posibilitó la permanencia 
en la zona. Durante este tiempo, la ruta comercial se consolida con Cartagena y 
con el asentamiento de Puerto Obaldía en Panamá. La llegada de los primeros 
pobladores de Sapzurro, provenientes de Bolívar, siguió de esta manera las 
tendencias regionales y las lógicas de relación de la zona con circuitos 
comerciales. 
 
El actual municipio de Acandí, fue creado en 1906 bajo el nombre de San Nicolás 
de Titumate, cuando se organizó la intendencia del Chocó (González, 1999). 
Aunque administrativamente pertenece al departamento del Chocó, desde su 
inicio, la población que se asentó en Sapzurro estaba ligada a los circuitos que se 
establecieron con los centros económicos de la costa Atlántica como en el caso de 
Cartagena de Indias. 
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Lo anterior es claro en las diversas referencias que existen alrededor de los 
primeros pobladores: Gumersindo Medrano, como un comerciante de tagua; la 
llegada del Coronel Navas, proveniente de Panamá, y que obtuvo un terreno en la 
zona sur de la bahía (todavía uno de los terrenos más grandes de la bahía), 
Josefa Pertúz, nacida en 1911, y que “[…] cuenta con gracia cómo le tocó viajar 
hasta turbo para recibir la santa bendición de un sacerdote cuando quiso casarse, 
cómo después, ella y su esposo cayeron en desgracia y años más tarde 
recuperaron, y hasta multiplicaron varias veces, lo poco que les quedó […]” (Britto 
y Villa, 1999); “[…] el padre de los Zúñiga era un indígena comerciante y 
navegante que conocía al dedillo la Costa Caribe sobre la que descansaba oculto 
Sapzurro […]” (Britto y Villa, 1999); Martín Pertúz quién “[…] vivió su juventud 
viajando de barco en barco. […] pasó toda su vida trabajando muy duro en el mar 
para atesorar un capital que poco a poco floreció. En la época que abundaba el 
sábalo, el macaco, la sierra y las mujeres sacaban con machete la sardina que 
saltaba en las orillas, vendió La Yaque, su primera embarcación, construyó Bahía 
Sapzurro, otra Yaque y la Niña Mira. Nunca tuvo licencia de capitán, pero lo fue. 
Conocía más que cualquiera su barco y el mar […]” (Britto y Villa, 1999). 
 
Sin embargo, a la par que se están dando estos procesos, desde el interior de 
Antioquia, había una movilización política y poblacional constante a finales del 
siglo XIX, que buscaba tener una salida al mar en el golfo de Urabá y a su paso 
colonizar los territorios del Urabá. La influencia de población paisa en la zona se 
inicio relativamente temprano y comenzó con la expropiación y adquisición de 
propiedades en la zona por parte de empresarios antioqueños, de los cuales, uno 
de los casos relevantes corresponde a la creación de la “Compañía Agrícola de 
Acandí” en 1934 con capital antioqueño (Mesa, et. al. 1996). Desde aquella época 
tanto especuladores, empresarios, aventureros y colonos - pobre y ricos -  se 
hicieron a propiedades con la idea de desarrollarlas económicamente (González, 
1999). 
 
Igualmente se dieron procesos de colonización durante el inicio de la segunda 
mitad del siglo XX, de los cuales tres casos son relevantes: los que fundan Santa 
María la Nueva y el Gilgal con colonos de las sabanas del San Jorge y el Sinú, y la 
que crea Balboa, con colonos antioqueños, incentivada por el padre Alcides 
Fernández (Valencia, 1983). Estos procesos y propiedades están localizadas a lo 
largo del territorio del Darién Caribe, y a pesar de no tocar directamente a la bahía 
de Sapzurro, sí hacen presencia en Acandí. A medida que se fortalece la relación 
con el interior de Antioquia, Turbo se transforma en la puerta de entrada hacia el 
interior de este departamento, y ya no como punto intermedio de comercio hacia 
Cartagena, aumentando la presencia de población de esta procedencia en la 
zona, tanto inversores y comerciantes, como personas buscando nuevas 
oportunidades de vida. 
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En este contexto regional, en Sapzurro se desarrolla una comunidad que desde un 
inicio está vinculada a actividades comerciales y ha aprovechado nuevas 
actividades económicas una vez la oportunidad se ha presentado. Además de las 
anteriores actividades enunciadas: tagua, coco, tortuga carey, que dominaron 
durante la primera parte del siglo XX, ya en la segunda mitad del siglo, la 
población de Sapzurro comienza a participar de la diversificación de la explotación 
económica del territorio en distintos niveles y actividades como la ganadería, 
pesca, contrabando, tráfico de marihuana y el turismo. Para comienzos de los 
años 1960 el gobierno se propuso impulsar la colonización de tierras, y a 
instancias del Instituto Colombiano de Reforma Agraria (INCORA) se crea el 
Proyecto “Chocó N. 1”, que buscaba impulsar las actividades agrícolas y 
ganaderas en la región, por medio de la construcción de infraestructura, créditos y 
asistencia técnica, y aunque se pretendía inicialmente privilegiar las actividades 
agrícolas, las difíciles condiciones para el cultivo, llevaron a que se terminara 
privilegiando la ganadería (Valencia, 1983). 
 
Dadas las pronunciadas pendientes que rodean a Sapzurro, la ganadería no tuvo 
un gran desarrollo, aunque se contó con algunas cabezas de ganado en la zona, 
en la finca “La Diana” de propiedad de Narcisa Navas (Valencia, 1983; Britto y 
Villa 1999), y el intento que Josefa Pertúz realizó de vincularse a esta actividad: 
“[…] En la bahía muy pocos se sintieron atraídos por la bonanza. Entre ellos, 
Josefa Pertúz, quien contaba con un capital reunido gracias al comercio del coco y 
tierras heredadas por su esposo Teodoro Mesa. Josefa dejó Mis Ensueños y se 
trasladó a Astí, por los valles del río Acandí, a una nueva finca donde los animales 
rumiaban incansables, mientras el coco sembrado en su propiedad de Sapzurro 
siguió cayendo con un golpe seco de la palma al suelo. Hasta que se cansó de 
quebrar varias veces y abandonó el valle y regresó. Del Incora sólo le quedaron 
los títulos de sus tierras […]” (Britto y Villa, 1999). 
 
A medida que se fortalecían las relaciones con el interior de Antioquia, surgían 
nuevas oportunidades económicas. Para aquella misma época, se abrió la 
posibilidad de comercializar pescado hacia el interior de este departamento. 
Surgió como iniciativa de Ignacio Mesa, nativo de Sapzurro, y pronto se convirtió 
en una actividad de pesca en la zona y venta en Turbo, a través de la empresa 
“Pescafina”. Esta actividad no logró mucho éxito en el largo plazo, por los 
problemas de descomposición del pescado en el tránsito entre Sapzurro y Turbo 
(Britto y Villa, 1999).  
 
Durante el siglo XX, existieron varios intentos de crear empresas agropecuarias en 
el Darién Caribe, lo cual incluye el “Ingenio de Sautatá”, explotaciones de banano, 
en los primeros intentos de implantar el cultivo en el Golfo de Urabá, y los 
procesos de potrerización para la ganadería, sin embargo, ninguno de ellos tuvo 
impacto directo en la configuración de la bahía de Sapzurro, que continuó con la 
producción de coco como actividad principal. Con todo, dos bonanzas efímeras 
tuvieron algún impacto en la comunidad de Sapzurro, cuando algunos pobladores 
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se vincularon la bonanza de marihuana y al contrabando, actividades, que a 
finales del siglo XX, particularmente en la década de los años 1980, aprovecharon 
la existencia del aeropuerto de Capurganá (Britto y Villa, 1999). 
 
Una de las últimas actividades que llegó a la zona fue el Turismo, que continuó el 
proceso de fortalecimiento de relaciones entre el interior de Antioquia y la costa 
del Darién Caribe, y que apareció de la misma manera que lo habían hecho todas 
las actividades precedentes: como intentos por instalar actividades lucrativas en la 
zona. La llegada del turismo comienza a mediados de los años 1970 cuando José 
María Palacios, oriundo del Carmen de Atrato, crea el hotel “Las Cabañas” en 
Capurganá, después de fracasar con una finca ganadera (Salgado, 1992). Si bien 
probablemente existió una pequeña pista de aterrizaje vinculada a las actividades 
del padre Alcides Fernández; para estos años, bajo el impulso de Narcisa Navas 
(hija del Coronel Navas y propietaria de la finca “La Diana”, que cubría cerca de la 
mitad de la bahía de Sapzurro), se crea una junta pro - aeropuerto en Capurganá, 
que lleva a la construcción de una pista de aterrizaje adecuada para aviones 
bimotor, y que desde que comenzó actividades en el año de 1974, hasta la 
actualidad, ha estado manejada por la Junta de Acción Comunal de Capurganá, 
que recibe ingresos del cobro de la tasa aeroportuaria.  
 
Fue esta pista la que le dio mayor impulso al turismo en la zona, actividad que se 
instaló principalmente en Capurganá, con la construcción de un gran número de 
hoteles. Esta nueva bonanza, no pasó inadvertida para Sapzurro, que se vinculó 
gracias a sus atributos paisajísticos que hacen de la bahía un lugar atractivo para 
el turismo. A diferencia de Capurganá, donde la venta de terrenos a inversores 
externos generó procesos de tensión entre la comunidad local y las cadenas de 
hoteles por los beneficios del turismo (Mesa, et. al. 1996); en Sapzurro, la mayor 
parte de la comunidad se volcó al turismo como una nueva actividad económica 
que proporcionó una nueva alternativa económica, en la medida que el cultivo de 
coco había decaído con la llegada de una plaga que diezmó la capacidad 
productiva de las cocoteras en la zona (EVEE, 2006). 
 
En Sapzurro muchas personas se dedicaron a diversas actividades comerciales, 
ya fuera para la atención de los turistas que alojados en Capurganá visitaban la 
bahía, o para aquellos que se alojaban en esta. Esto, sin embargo, no impidió la 
llegada de una nueva población de habitantes del interior que compraron terrenos, 
ya fuera para tener una vivienda para vacacionar, o para quedarse a vivir allí 
mismo. La mayor parte de estos habitantes están localizados en la zona norte de 
la bahía, zona donde la familia Gómez Teherán vendió un terreno por lotes (Britto 
y Villa, 1999). Muchos de ellos se benefician del turismo, pero la gran mayoría 
posee fuentes de ingresos en sus lugares de origen.  
 
En la actualidad el turismo se constituye en la principal actividad económica de 
Sapzurro, a la cual se vinculan muchos pobladores, dinamizando los flujos 
económicos al interior de la comunidad. 
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- La población de Sapzurro 

 
Sapzurro posee en la actualidad alrededor de 300 habitantes, una parte 
importante de los cuales desciende de los troncos familiares que llegaron entre 
finales del siglo XIX y principios del XX, y la otra conformada por personas del 
interior del país que desde la década de los años 1980 comenzaron a asentarse 
en la bahía. 
 
La existencia de una comunidad en Sapzurro está fundada en lógicas orgánicas, 
es decir una integración basada en “[…] vínculos sociales como el parentesco, la 
afinidad, la vecindad o la amistad […]” (Urán y Restrepo, 2005). Durante gran 
parte de la historia del corregimiento los vínculos de parentesco fueron el vínculo 
social fundamental en la construcción de comunidad en la bahía. Después de la 
etapa inicial, en la cual se establecieron los principales troncos familiares, las 
relaciones endogámicas permitieron el fortalecimiento de relaciones entre las 
familias. De todas maneras no se constituyó una sociedad cerrada y los vínculos 
matrimoniales eran posibles con personas externas, como es el caso de Vicente 
Garrido, proveniente de Quibdó, quien se desempeñó como maestro de varias 
generaciones en Sapzurro y La Miel, ejerció el cargo de Cónsul (Britto y Villa, 
1999), y que se casó con Estela Berrío Mesa (Vargas, 2004), representante de la 
familia Berrío. Igualmente con el transcurso del tiempo, muchos de los miembros 
de los troncos familiares fundantes han establecido alianzas matrimoniales con 
personas de otros lugares.  
 
Con todo, son las relaciones familiares las que han posibilitado una afiliación 
social que permite acceder, o facilitar diversas actividades: “[…] La filiación o 
parentela, según la gente, cuenta mucho a la hora de identificar a las personas, 
brindarles ayuda, confianza y establecer convenios, contratos o asociación en 
grupos, generalmente confiando en la palabra empeñada y en los antecedentes de 
la familia a la cual pertenecen las personas […]” (Vargas, 2004), lo cual no sólo se 
restringe al interior de la comunidad, sino al establecimiento de relaciones 
comerciales en otros lugares de la zona, que incluyen Turbo y Cartagena (Vargas, 
2004; Britto y Villa, 1999): “[…] Yo me fui allá navegando con un primo hermano 
mío, entonces yo me fui donde el señor este comerciante y le dije que si me podía 
extender un crédito para una cooperativa que yo estaba administrando. Me dice: 
¡Chacha… con mucho gusto! yo le doy el crédito, basta que usted este andando 
con Teodoro Mesa un hijo de mi tía… Me fui donde Emilio, ¡Chacha! lo que usted 
quiera, con mucho gusto, ya vuelvo y le repito, que usted de apellido Mesa es 
buena persona […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en Vargas, 2004). 
 
Estas relaciones de parentesco, en la medida que se constituían en los vínculos 
dominantes, eran la principal forma de acceder, por intermedio de herencias, a 
propiedades y a capitales que pudieran ser invertidos en actividades comerciales. 
Como es el caso de Narcisa Navas quien heredó, la tierra de la “La Diana”, quizás 
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la finca más prospera de Sapzurro (Britto y Villa, 1999). Igualmente las alianzas 
matrimoniales posibilitaron establecer o reforzar relaciones comerciales, con otros 
lugares, como es el caso del matrimonio de Sergia González - viuda del Coronel 
Navas - con “El Ruso”, un ganadero y comerciante de Puerto Obaldía en Panamá; 
lugar con el cual Sapzurro tuvo un fuerte intercambio comercial, que disminuyó 
con el progresivo control panameño sobre el comercio y con la muerte de éste 
último (Britto y Villa, 1999). 
 
La vinculación, desde los inicios de la comunidad de Sapzurro a las actividades 
comerciales del Darién, sustentadas en diversas actividades productivas (tagua, 
carey, coco, etc.), implicó tiempos de bonanza para la población y concomitante a 
ello, la diferenciación económica y la jerarquía social, en la medida que algunas 
personas lograron acumular capitales importantes (relativos para la zona), 
sustentados en actividades comerciales. Entre ellos se pueden mencionar a la 
familia Navas, que no ha tenido una permanencia constante de habitación en 
Sapzurro, Narcisa Navas, aunque propietaria de la finca “La Diana”, se estableció 
finalmente en Capurganá (Britto y Villa, 1999). Igualmente es el caso de la familia 
Mesa Pertúz, que habiendo quebrado en el transporte de mercancías, finalmente 
recuperaron y multiplicaron su capital, con la producción de coco en la finca de su 
propiedad (Britto y Villa, 1999). 
 
El impulso que estas actividades económicas daban a la vida en Sapzurro, no 
excluía actividades agrícolas de producción de alimentos para el autoconsumo: 
junto a las cocoteras se cultivaba “[…] arroz, ñame, yuca, plátano, además del 
popocho, un guineo que crecía silvestre y que se dice fue sembrado por los Cuna 
antes de dejar su tierra […]” (Britto y Villa, 1999), y al mismo tiempo permitía 
actividades de intercambio de productos para reforzar lazos de cooperación, 
solidaridad e intercambio tanto entre los mismos pobladores de Sapzurro como 
con las poblaciones cercanas (Álvarez, 1989). 
 
Con la llegada del turismo, y en particular con el establecimiento de población del 
interior del país de manera permanente en la zona, como producto del 
conocimiento de la misma a raíz del turismo y de decisiones personales ligadas a 
la búsqueda de formas de vida alternativas a las urbanas (Mesa, et. al. 1996), la 
estructura orgánica inicial sobre la que se ha constituido y mantenido la población 
como comunidad en Sapzurro comienza a cambiar. Las formas de integración de 
estos nuevos habitantes no se realiza ya mediante el establecimiento de alianzas 
e intercambios por la vía de relaciones de parentesco, compadrazgo y vecindario, 
sino por la vía de relaciones exclusivamente comerciales y manteniendo una 
especie de asimetría en el relacionamiento intercultural que hasta hoy se expresa 
en la segregación social y en la segmentación socio-espacial del territorio. 
 
Si bien es muy probable que con anterioridad se hayan presentados procesos de 
compraventa de tierras en Sapzurro, estos parecen haberse dado entre los 
mismos pobladores o con sus redes afines o filiales externas. La llegada de 
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personas del interior, marca una diferencia en la medida que la compra de tierras 
permite su establecimiento y por ende, propicia la entrada de un nuevo grupo 
poblacional a la comunidad de la bahía. Todas las compras de tierras no 
implicaron el establecimiento de nueva población, algunas se convirtieron en 
casas de recreo que no se utilizan sino por algunos periodos al año.  
 
Aunque algunos autores sostienen que la imposibilidad de integración de estos 
nuevos habitantes21 a la comunidad de Sapzurro, al parecer, ha estado marcada 
por la inexistencia de proyectos hoteleros en la zona, probablemente a causa de 
las negativas a la venta de tierras para este propósito (Mesa, et. al. 1996; Britto y 
Villa, 1999), la experiencia de desestructuración cultural y territorial de la población 
de Capurganá con estos proyectos hoteleros y turísticos y la segregación social y 
espacial de población que allí se vive alrededor de la actividad turística, puede 
tener alguna incidencia en que la mayoría de los nuevos habitantes de Sapzurro, 
que cuentan con fuentes de ingresos externas, deban acomodarse, mal que bien, 
al ritmo de las actividades económicas que giran alrededor del turismo en la 
localidad, a las que la población se vincula con la venta de alimentos, artesanías y 
oferta de alojamientos en sus casas.  
 
En este contexto económico, y a pesar de la existencia de una clara y marcada 
diferenciación entre los pobladores nativos con ascendencia costeña y personas 
del interior, que en la mayoría de las veces da pie a tensiones y conflictos entre los 
habitantes de Sapzurro, se han dado eventos como la toma guerrillera del poblado 
el 20 de abril de 1999, en los que se observa una especie de comunidad de 
intereses para defender el territorio y poder permanecer en él. 
 
Cabe resaltar que los dueños de terrenos utilizados como casas de recreo, si bien 
no se vinculan en términos de igualdad o del establecimiento de alianzas de 
parentesco con la población tradicional, no se encuentran del todo desligados de 
las dinámicas sociales y económicas en la localidad. Son reconocidos como la 
“gente de las cabañas” y con ellos se establece una suerte de compadrazgo y 
cooperación mutua, que se manifiesta en muchas ocasiones en la financiación de 
diversas obras para los habitantes de Sapzurro: el muelle, las calles, el 
cementerio, la planta eléctrica, el malecón, entre otros (Vargas, 2004) y en 
reciprocidad la población residente cuida sus inmuebles y recibe a quienes vengan 
a alojarse en ellos. 
 
Sobre la base de la existencia de una comunidad constituida a través de 
relaciones orgánicas, se han constituido organizaciones formales, para adelantar 
iniciativas que resultan ser de corta trayectoria en diversos momentos y con 

                                                           
21
 En adelante se diferenciará entre nuevos y viejos o antiguos pobladores, los primeros referidos a 

aquella población del interior que llegó en un proceso de finales del siglo XX, y los últimos referidos 
a aquellos que diversas filiaciones se articulan a los primeros pobladores que constituyeron la 
población de Sapzurro a fines del siglo XIX y principios del XX. 
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diversos propósitos. Uno de los primeros casos lo constituyó la cooperativa creada 
para la conformación de una tienda, con el fin de competir con el monopolio que 
ejercían sobre la comercialización de productos, Blas Pertúz y Narcisa Navas, en 
Sapzurro y Capurganá respectivamente. Esta cooperativa conformada por 12 
socios, y liderada por Ignacio Mesa “Chachá”, funcionó por ocho años, comenzó 
surtiendo víveres a Sapzurro y llevando el coco, producto de las transacciones, a 
Cartagena (Britto y Villa 1999). 
 
Posteriormente, se creó la Junta de Acción Comunal, en la cual el maestro Vicente 
Garrido tuvo un papel fundamental en la redacción de los estatutos y la 
organización de las funciones de los miembros. Esta primera junta construyó el 
primer espolón de piedra en la playa para protegerla de la erosión costera, dirigió 
la pavimentación de los camellones y cambió por cemento la estructura de madera 
del muelle principal (Britto y Villa 1999). 
 
El aumento del turismo, ha incentivado la creación de organizaciones formales. 
Ejemplo de ello ha sido la pesca, pues la comercialización del producto con los 
hoteles de Capurganá demanda la existencia de alguna organización formal, 
aunque en general estos intentos no han tenido mucho éxito (Vargas 2004). En el 
mismo sentido, los pobladores del interior, a medida que conocen las 
potencialidades que les puede brindar el territorio y que se han visto involucrados 
en las dinámicas sociales de la comunidad de Sapzurro, se han disputado y han 
accedido a cargos en alguna de estas organizaciones, adquiriendo ventajas 
relativas con respecto a la población tradicional, en la medida que tienen mayores 
conocimientos y posibilidades de maniobra con el Estado, sobre las lógicas de la 
organización formal local. 
 
En la actualidad el turismo constituye el principal motor económico para la 
comunidad y en consecuencia, a su alrededor se organizan las principales 
actividades económicas. Existe una capacidad instalada para el alojamiento de 
cerca de 250 personas, distribuidas entre camping, cabañas y famihoteles. Esto 
implica que en temporadas altas (vacacionales) la población en la bahía puede 
llegar a duplicarse. Si bien para el caso de las cabañas, la mayor parte de los 
propietarios son del interior del país, son los habitantes de la zona quienes se 
encargan de su mantenimiento y cuidado, a lo que se suma que la mayor parte de 
los dueños de los famihoteles son habitantes locales (EVEE, 2008). 
 
Además del alojamiento, las actividades que se relacionan con el turismo de 
manera directa son: alimentación, venta de artesanías, transporte (marítimo), 
alquiler de equipos acuáticos, pesca; y de manera indirecta: tiendas de abarrotes y 
ferretería (EVEE, 2008); actividades en las que tanto viejos como nuevos 
pobladores participan, con alguna diferenciación por tipo de actividades: por 
ejemplo, la pesca está en manos de pobladores antiguos. 
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Sin embargo, es necesario reconocer que el turismo ha introducido una serie de 
cambios importantes en el sistema cultural de Sapzurro, los cuales pasan, entre 
otras, por dos características principales: la llegada de nuevos pobladores y de 
población itinerante y estacional que en sus formas de relacionamiento 
intercultural y con la naturaleza, ha introducido transformaciones culturales en los 
hábitos y las costumbres de la población local, especialmente en la población más 
joven, y el cambio de la base económica extractiva que durante años había 
soportado el territorio y su población. 
 
La primera característica, ha venido introduciendo procesos de aculturación que 
han resquebrajado las bases de cooperación, solidaridad y reciprocidad de las 
redes parentales y vecinales, puesto que los pobladores del interior, no siguen las 
mismas lógicas de los patrones culturales de los pobladores antiguos que hasta 
hace una treintena de años predominaban en la zona; y la segunda característica, 
relacionada íntimamente con la primera, es que el cambio de la economía 
extractiva por una economía basada en el sector servicios, significa una 
transformación fundamental para la población local, en la medida en que la 
economía extractiva permitía que los recursos - el coco, la tagua, la pesca - 
estuvieran disponibles para todos, en una distribución de oficios y roles basados 
en el aprendizaje y la transmisión de conocimientos de generación en generación, 
mientras que los servicios turísticos implican un relacionamiento distinto con 
quienes demandan tales servicios, dirigido a complacer, recrear y reforzar el 
imaginario, los deseos y las preferencias del potencial turista. 
 
Quienes están en mejor posición de ofertar un turismo al estilo de las preferencias 
de la población del interior del país, son justamente los nuevos pobladores, que 
conocen, saben y prefiguran la demanda del turista porque se basan en las 
mismas preferencias que los motivaron a quedarse en Sapzurro, posición y 
situación en la que no han estado ni tienen porque estarlo, los antiguos 
pobladores, dada su propia experiencia histórica y vital en la construcción del 
territorio. De hecho, es permanente la preocupación de algunos miembros de la 
comunidad por la manera como la actividad turística se viene instalando en el 
territorio y el temor de perder la base económica de subsistencia que garantiza su 
permanencia. “[…] el alquiler de cabañas centralizado en los paisas no le da 
oportunidad a los habitantes de brindar el servicio de hospedaje o alimentación, lo 
que generaría más ingreso para los nativos [...]” (Entrevista a habitante de 
Sapzurro, citado en EVEE, 2008).  
 
Al respecto, los resultados del estudio “Fortalecimiento del turismo basado en la 
naturaleza como alternativa de desarrollo sustentable: bases del plan de manejo 
para el desarrollo de programas de conservación y turismo para el corregimiento 
de Sapzurro, municipio de Acandí, Chocó” (EVEE, 2008), muestran que por un 
lado, la principal preocupación de la comunidad alrededor del turismo es el 
aumento de los precios de la tierra, y que por el otro, los habitantes tradicionales o 
antiguos no ven al turismo como una causa clara de desarraigo y debilitamiento 
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del sentido de pertenencia al territorio. Esto concuerda con la hipótesis de que el 
principal problema del turismo, no es la actividad en sí misma, sino la posibilidad 
de que progresivamente los habitantes de Sapzurro se vean excluidos de los 
beneficios económicos del mismo y de paso marginados espacialmente en el 
territorio. Aun así, el supuesto de una participación activa y relativamente 
equitativa de la comunidad, no evitaría que la actividad turística propicie otra serie 
de problemáticas, entre las que se cuentan la presión sobre las fuentes de agua, 
la disposición de residuos domésticos, el aumento de precios del pescado y otros 
víveres fundamentales y como consecuencia se activen y potencien conflictos 
sociales por el control de algún grupo sobre una actividad específica. 
 
6.2.2 El estado de los ecosistemas y el ejercicio de habitar 
 
El estado actual del ecosistema de la bahía, es testimonio de las transformaciones 
que a través del tiempo se han llevado a cabo en ese territorio, en función del 
ejercicio de “habitar”, proceso histórico que se caracteriza por una continua, 
construcción, deconstrucción y revalorización, en la comprensión de las 
potencialidades y limitaciones que el espacio físico ofrece y de las necesidades, 
intereses y referentes de la comunidad. Lo anterior se expresa en los siguientes 
términos por un poblador de Sapzurro: “[…] como ocurre en todas partes cuando 
uno no tiene consciencia de algo uno hace mal uso de los recursos, pero a medida 
que la misma necesidad le enseña uno aprende de ella, hace tiempo tu mirabas 
hacia ese y era un peladero, porque había cosecha y tala de bosque, cuando nos 
dimos cuenta que el verano el agua arreciaba y el agua disminuía, entonces 
nosotros nos dimos cuenta que nosotros tenemos la culpa porque estamos 
talando nuestra parte, hay una enseñanza por una experiencia vivida, el monte 
nos comenzó a enseñar y nos habló y nos explicó: “no me tumben porque me 
seco” y sin agua no podemos vivir, ahora tú ves un bosque en sucesión y hemos 
adquirido consciencia y esa parte del bosque es intocable […]” (Entrevista a 
habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
La conciencia ambientalista por parte de la población, implícita en las 
preocupaciones por la sostenibilidad del soporte territorial que ha sido escenario 
de la pervivencia histórica, ha sido estimulada en los últimos años por la influencia 
que en el territorio y su población ha tenido la constitución de las Reservas 
Naturales de la Sociedad Civil (La Diana, Punta de Flores, Aguas vivas I y Aguas 
vivas II), las cuales han propiciado la recuperación de los atributos naturales, la 
concientización a favor de los intereses conservacionistas y la investigación 
académica. 
 
Como lección aprendida por la población de Sapzurro a este respecto, está el 
proceso de degradación socioambiental que se ha producido en Capurganá, 
activado y desencadenado por el desarrollo de un turismo masivo de tipo 
monopólico a favor de empresarios del interior del país, que ha desbordado la 
capacidad de carga territorial y sociocultural del territorio quebrantando su 
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fragilidad natural y generando un crecimiento desarticulado y segregante de la 
población nativa. Esto ha significado la modificación notable del paisaje, a partir de 
“[…] una imagen que se construye, no en función de los pobladores, sino para los 
otros. Esto implica un retroceso de la cultura, y una pérdida de las tradiciones y 
costumbres, ya que el fenómeno del turismo afecta a la población en todos sus 
aspectos […]”. (Mesa, et. al. 1996). 
 
La trasformación del paisaje y los impactos socioambientales del turismo en 
Capurganá son descritos por un poblador de ese corregimiento de la siguiente 
forma: “[…] Los cambios son increíbles sobre todo en tan poquito tiempo. Cuando 
yo vine en los años 70 habían muy poquitas casas, en lo que es ahora el 
aeropuerto hasta ahí bajaban los monos aulladores y bajaba mucho animal, 
entonces se fueron desplazando porque fueron tumbando el monte. Para nosotros 
ir a Acandí teníamos que pasar por el valle de los ríos que está al otro lado de la 
montaña y en esos años el valle de los ríos era selva y fuimos a una finca en la 
que estaban tumbando toda la selva, en este momento usted ve y es puro potrero, 
todo el valle de los ríos es potrero. Los animales se han retirado mucho, las 
guaguas las han acabado, había mucho saino, venado, y cazadores habían solo 
dos que vivían de eso. Los pájaros también sufren mucho porque tumban los 
árboles. […] La madera ya han acabado con eso, le han dado muy duro a la 
madera. […] Al mar le han tirado muy duro, el proceso se ha acelerado mucho, ha 
cambiado mucho en estos 30 años. Aquí sacábamos langostas y grandes. […] por 
acá había manglar, el mar se ha comido mucho. En la playa la caleta le decían el 
acuario porque tenía muchos pececitos, pero entonces empezaron a cuadrar las 
lanchas allá y mataron el coral, ya no hay nada. Yo caretiaba mucho y ya lo que 
hay es desierto […] El coral es muy sensible al ruido de los motores, al barro por 
haber tumbado la montaña, entonces ese sedimento lo mata, también el aceite de 
los motores […]” (Entrevista a habitante de Capurganá, citado en EVEE, 2006). 
 
El poblador antiguo de Sapzurro “[…] mira el modelo de Capurganá y más se 
convence de los problemas que trae el turismo y la venta de tierra a foráneos […]” 
Mesa et. al. (1996). El sentido de la identidad, arraigo y pertenencia al lugar donde 
ha habitado por cuatro generaciones la población de Sapzurro, es manifestado en 
los siguientes términos: “[…] yo inicio este diálogo partiendo de un principio que la 
misma naturaleza nos ha brindado que es la tranquilidad, una cultura que se nos 
ha inculcado y que nosotros combinamos con la naturaleza, por eso cuando tú te 
vas de Sapzurro sientes nostalgia porque quisieras compartir más con nuestra 
cultura que es muy diferente a las demás…desafortunadamente por la 
segregación, es decir de la visita de la llegada de otras culturas diferentes la 
nuestra tiende a ser desplazada…afortunadamente nosotros por ser un núcleo 
familiar compacto es difícil que esto rápidamente se desintegre por eso nos hemos 
conservado un poco más, porque Sapzurro tiene una estructura social muy 
diferente a casi todas las comunidades que hay por acá en el golfo de Urabá…a 
Capurganá por ejemplo, que es el corregimiento más cercano, porque ellos son 
más independientes y nosotros somos más unidos en algunos aspectos, porque 
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tenemos vínculos familiares y eso hace que nos conservemos más […]” 
(Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 

- Integridad de los ecosistemas 
 
Los anteriores procesos históricos han dejado su huella en los ecosistemas 
presentes en el Corregimiento de Sapzurro y son testimonio en su configuración y 
transformación del ejercicio del “derecho a habitar” basado en la permanencia, la 
ocupación, los usos y las prácticas, de la comunidad. Si bien la búsqueda de 
alternativas económicas de tipo extractivo fue una de las principales motivaciones 
para el surgimiento de asentamientos en la bahía de Sapzurro, las evaluaciones 
del estado actual de ese ecosistema por parte del grupo EVEE (2006) revelan que 
el “[…] ecosistema de bosque húmedo Tropical (bh–T) existente en el 
corregimiento de Sapzurro presenta un alto grado de biodiversidad al igual que un 
buen estado de conservación, esto gracias a la proximidad con el parque nacional 
natural del Darién en panamá y a que la intervención antrópica en este territorio no 
ha sido de gran magnitud para generar daños irreversibles sobre el ecosistema. 
Sin embargo la fragilidad de este ecosistema es alta, e indica que si se exceden 
los límites de intervención el ecosistema podría perder la capacidad de 
recuperarse y pasar a un estado de degradación fácilmente […]”. En ese mismo 
sentido el inventario de flora desarrollado por Hoyos (2006) en cooperación con la 
“Reserva Parke Agua Viva”, reportó más de 400 especies, incluyendo nuevos 
registros para el Darién Colombiano y varias especies amenazadas o de 
importancia para la conservación.  
 
En términos de flora, el corregimiento presenta tres tipos de bosque: de litoral, 
secundario intervenido y primario intervenido (ver figura 16). En cada uno de estos 
tipos de bosque se evidencian impactos diferenciados, que dan cuenta de los 
procesos adaptativos que la comunidad ha desarrollado en ese territorio, los 
cuales le han permitido pervivir en el mismo y reproducirse tanto biológica, como 
culturalmente, con base en un manejo relativamente sostenible en el tiempo de los 
ecosistemas. 
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Figura 16 Mapa de coberturas corregimiento de Sapzurro, municipio de Acandí 
 

 
 
La caracterización del “bosque de litoral” existente en el corregimiento revela con 
mayor claridad la influencia de los movimientos migratorios humanos presentes a 
lo largo de la historia del corregimiento, que han terminado por configurar tanto la 
composición social, como las estrategias adaptativas desplegadas en ese 
territorio, lo cual se manifiesta en el estado actual del suelo y las coberturas 
boscosas. Si bien en los tres tipos de bosque, tanto en flora como fauna se 
pueden apreciar signos de influencia antrópica, es en el “bosque de litoral” donde 
se ha impactado más fuertemente el medio natural, lo que es apenas 
comprensible, ya que las bajas pendientes y la cercanía al mar hacen que los 
suelos sean más aptos para la fundación de asentamientos humanos. 
 
Por las barreras físicas que separan a Capurganá de Sapzurro, el mar ha primado 
como vía de comercio y transporte, además de ser espacio para la consecución de 
alimentos que complementan la dieta de la población, de igual manera la zona 
costera es la más preciada para la construcción de vivienda, el establecimiento del 
comercio, la participación preferente en la actividad turística y la socialización 
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cotidiana que tiene por escenario principal en el casco urbano la zona del muelle, 
teniendo por lugar específico el área aledaña a un árbol de almendro, que por su 
sombra y ubicación a la orilla del mar y el constante flujo de personas en sus 
tareas diarias configura uno de los referentes de centralidad territorial más 
importante. 
 
Adicionalmente, en zonas con pronunciada pendiente de roca se conservan en 
mejores condiciones algunos relictos de este “bosque de litoral”, mientras que en 
la franja de transición playa - montaña, los remanentes cumplen una función 
importante para la estabilidad de las orillas, impidiendo la erosión y, a su vez, 
capturando sedimentos que los fortalecen e incrementan su crecimiento en altura. 
La erosión costera es uno de los factores que genera mayor preocupación entre la 
comunidad, ya que puede ser el proceso natural progresivo más notorio que ha 
pesado sobre la transformación física de ese territorio y amenaza la existencia 
misma del pueblo (ver figura 17), lo cual se expresa en opinión de un habitante de 
Sapzurro de la siguiente manera: “[…] antes en la zona de la Diana en la 
quebrada, y en el cabo todavía hay manglar, pero se ha perdido con la erosión, 
entre agua dulce y salada sale el manglar y sale una cantidad de peces […]” 
(Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
Figura 17 Proceso de erosión costera en el casco urbano de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
La erosión costera que ha cambiado la línea de costa está asociada 
principalmente a la dirección y morfología de la franja litoral y factores 
meteorológicos oceanográficos como el oleaje y las corrientes de deriva litoral 
(deriva de playa y deriva costera); estos factores se ven influenciados 
directamente por los vientos Alisios del Norte. No obstante su origen natural, el 
proceso se ha acentuado, tanto por la extracción de arenas y material que hasta 
hace unos años se realizó, para proveer insumos para las labores de construcción 
como por el cambio en el uso del suelo, que anteriormente alojaba el bosque 
natural, y ahora es ocupado por los asentamientos urbanos, actividades turísticas 
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como hoteles y cabañas para hospedaje, zonas de camping y restaurantes, 
además, de las distintas actividades de producción económica que a lo largo del 
tiempo se han desarrollado, como son los cultivos de palma de coco, cacao, 
plátano, arroz, entre otros.  
 
Los pobladores tienen plena conciencia de este proceso natural y las restricciones 
que impone a las actividades antrópicas: “[…] mi mamá dice que había muchas 
palmas de coco y que la mareta se la llevó … ha habido mucha erosión, y el mar 
se ha comido mucha playa y la gente pescaba allá en la orilla, pero esto es debido 
a que la gente sacó mucha tierra para la construcción de todas las casas, antes la 
arena no la compraban la sacaban de acá […]” (Entrevista a habitante de 
Sapzurro, citado en EVEE, 2006). La comunidad, que advierte las consecuencias 
de tal situación construyó un muro de contención que abarca casi en su integridad 
la línea de costa perteneciente al casco urbano (ver figura 18), lo que se convierte 
en un hito de la participación conjunta de la población ante una amenaza común; 
de igual manera es extendida y vinculante la sanción social a la extracción del 
material de playa aún existente (EVEE, 2006). 
 
Figura 18 Muro de contención construido por la comunidad en el casco urbano 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
El “bosque de litoral” (ver figura 19) evidencia una intervención intensa por 
talarasa o selectiva desarrollada en varios periodos históricos, que lo ha 
desplazado mayormente a cercanías al casco urbano y hacia la franja de 
transición playa – montaña, en este bosque hay presencia de una importante 
variedad de especies arbóreas entre las que se pueden mencionar la ceiba (Ceiba 
pentandra); la jagua (Genipa americana), el pacó (Cespedesia macrophylla); el 
cedro macho (Simarouba cedron); el salero (Pachira aquatica); el güino (Carapa 
guianensis); el chachafruto (Erythrina fusca); y Ceiba bonga (Pseudobombax 
septenatum). También se presentan especies de reconocida importancia industrial 
por sus diferentes usos, tales como: el lechero (Castilla elastica), el borojó 
(Borojoa patinoii); el cucharo (Swartzia spp); el bambudo (Pterocarpus officinalis); 
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el capitancillo o dormilón (Pentaclethra macroloba) y el caimito (Pouteria spp) 
(EVEE, 2006). 
 
De igual manera en este bosque existen pequeños estuarios, relictos de manglar y 
humedales, que en temporada de invierno permanecen cubiertos de agua dulce y 
en época de verano vierten nuevamente a los cauces o se evaporan formando 
pantanos. En algunos casos estos humedales son drenados por medio de canales 
o cunetas para establecer cultivos que aprovechan los nutrientes de la 
sedimentación. Estos ecosistemas tienen una vegetación característica de algas, 
algunas hierbas de pantano que soportan cierta salinidad, y son sitios importantes 
para la concentración de aves acuáticas residentes y migratorias, y refugio de 
invertebrados acuáticos y microorganismos (EVEE, 2006). 
 
Figura 19 Bosque de litoral de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
La zona de “bosque secundario intervenido” (ver figura 20) está conformada por  
bosques residuales que han sido talados selectivamente en el transcurso de los 
años, mantienen algunas de sus características anteriores y en sus procesos de 
regeneración logran el crecimiento de algunas especies originales (EVEE, 2008). 
La composición actual de este bosque y su diversidad ha sido directamente 
influenciada por la extracción de maderas con fines de uso local (y antiguamente 
para extracción comercial), acentuada en las especies de maderas con mayor 
valor comercial. En virtud de lo anterior, los procesos sucesionales son liderados 
por especies no maderables y algunas maderables que aún se conservan por 
estar ubicadas en terreno de difícil acceso con fuertes pendientes, lo cual no hace 
rentable su aprovechamiento y garantiza de paso su permanencia (EVEE, 2006). 
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Figura 20 Bosque secundario intervenido de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
Los bosques secundarios en Sapzurro, están compuestos por una vegetación 
heterogénea, que crece en las laderas de las montañas y puede variar de acuerdo 
con el grado de pendiente (entre 15% a 150%) y la altura sobre el nivel del mar 
(hasta 200 m. aproximadamente). En las partes donde el bosque ha sido 
recientemente aprovechado (en un período menor de 10 años), se presenta un 
dosel bastante irregular y un alto número de individuos de especies heliófitas de 
corta vida como el yarumo (Cecropia spp), zurrumbo (Trema micrantha), hobo 
(Spondias mombin) y guamo (Inga sp.). Estas son remplazados tempranamente 
dentro de la dinámica sucesional del bosque, por especies secundarias como el 
caracolí (Anacardium excelsum), el sande o lechero (Brosimum utile), la tolúa 
(Bombacopsis quinatum), el tachuelo (Xanthoxylum spp), el tambor (Schizolobium 
parahybum), el güino (Carapa guianensis), el nuánamo (Virola spp), el guasco 
(Eschweilera spp), el carrá (Huberodendrum patinoii), y el peine de mono (Apeiba 
spp). Entre los servicios ambientales que brinda este tipo de cobertura vegetal se 
encuentran los englobados en el concepto de “bosque protector”, por sus 
funciones en la regulación hídrica de microcuencas, la conservación de suelos y 
de biodiversidad (EVEE, 2006). 
 
Finalmente el “bosque primario intervenido” (ver figura 21), se caracteriza por 
haber existido sin perturbaciones significativas en su estructura, durante períodos 
que exceden el ciclo normal de la vida de los árboles maduros, estimado entre 60 
y 80 años.  Estos bosques existen principalmente en zonas de pronunciada 
pendiente, en las cuales la intervención antrópica en la forma de 
aprovechamientos selectivos ha estado restringida por las condiciones 
topográficas, la escasez de la rentabilidad de estos aprovechamientos aislados y 
la ausencia de recursos técnicos que viabilicen la explotación. En estas zonas aún 
se conserva parte de la vegetación original y una estructura en términos de 
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diámetros y alturas correspondiente a lo que se denomina en términos bióticos 
como “bosque primario”. 
 
Se concentra esta cobertura vegetal en las cimas de los cerros “Pérez Prado” y “El 
Parao” ubicados en la parte sur, en límites con el corregimiento de Capurganá y 
en el extremo norte, “Cabo Tiburón”, en el sector de “El Faro”, límites fronterizos 
con la República de Panamá. 
 
Figura 21 Bosque primario intervenido de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
En la composición florística de esta cobertura se pueden destacar especies como 
el choibá (Dipteryx oleífera); el carrá (Huberodendron patinoi) y el caracolí 
(Anacardium excelsum), el abarco (Cariniana pyriformis), la tolúa (Bombacopsis 
quinatum), el tachuelo (Xanthoxylum tachuelo), el tambor (Schizolobium 
parahybum), el bambudo (Pterocarpus officinalis), el güino (Carapa guianensis), el 
nuánamo (Virola sp.), níspero (Manilcara bidentata), el guasco (Eschweilera spp), 
y también una gran cantidad de lianas y bejucos como el trepador (Asplundia spp) 
al igual que una comunidad de palmas bien desarrolladas entre las que  
sobresalen por su abundancia la Iriartea (Iryartea deltoidea), Wettinia sp., tagua 
(Phytelephas sp) y arbustos como Paulinia sp. (EVEE, 2006). 
 
El principal uso del suelo que presenta esta zona es el de la conservación como 
“bosque protector” de la biodiversidad, ya que esta cobertura además de poseer 
alto grado de endemismo, también sirve al tránsito de fauna asociada con hábitats 
conservados en la Serranía del Darién hacia la zona costera. De igual manera es 
importante para la protección de suelos ante la erosión y degradación, la 
regulación hídrica de las quebradas “La Diana” y “La Cascada” que surten el 
recurso a la población, además de brindar otros bienes y servicios ambientales 
como paisaje, riqueza de especies, diversidad genética, y captura de CO2, que 
benefician directa o indirectamente a los habitantes del corregimiento (EVEE, 
2006). 
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El valor patrimonial de Sapzurro como “ecosistema estratégico” se basa en que 
“[…] los bosques de la bahía de Sapzurro aún conservan mucha de la diversidad 
genética que caracteriza la región, por lo que deben ser considerados de 
importancia crítica para la conservación […] para cumplir con una efectiva labor de 
conservación es necesario tener un conocimiento claro de cuáles son las especies 
que se quieren proteger y cuál es el estado de sus poblaciones. Por otro lado, es 
necesario reforzar las medidas de control, pues en la mayoría de los casos el 
seguimiento es insuficiente. Así mismo, las áreas de reserva privada juegan un 
papel fundamental en la conservación de los recursos naturales, ya que en 
muchos casos constituyen los últimos remanentes forestales en áreas que no 
poseen extensos terrenos boscosos […]” (EVEE, 2006). 
 
En lo que respecta a fauna, en el Municipio de Acandí se han identificado 82 
especies de reptiles, 845 de plantas y 101 de peces, algunos de ellos 
predominantemente marinos, aunque esta cifra no incluye especies de peces 
arrecifales ni de mar abierto, los cuales no están plenamente reconocidos, sino los 
estuarinos y los que remontan las corrientes de agua dulce. Adicionalmente, se 
han identificado 177 especies de mamíferos, 328 de aves y 14 de anfibios, 
demostrando en este último caso que este grupo aún es pobremente conocido o 
que la intervención a que ha sido sometida la región ha sido muy fuerte. 
(UAESPNN - Fundación Darién. 2000). 
 
Aun cuando Sapzurro hace parte de un territorio mayor que ha sufrido 
intervenciones antrópicas durante siglos, y de mayor impacto en el último siglo, las 
características fisiográficas del terreno y la cercanía al bosque continuo que 
representa el “Parque Nacional Natural Darién” en Panamá, han favorecido la 
permanencia o circulación de diversas especies de aves, reptiles, anfibios, felinos 
y otros mamíferos como monos, venados, zainos, guaguas y cusumbos (EVEE, 
2006). 
 
En términos de avifauna, Sapzurro se encuentra ubicado en una zona de 
migración costera que da lugar a la llegada periódica de una gran cantidad de 
aves marinas pertenecientes a las familias Scolopacidae, Charadriidae (chorlos y 
areneros); Laridae (gaviotas); Catarthidae y Accipitridae (gualas y gavilanes). A 
esto se suman los procesos de sucesión promovidos por las actividades humanas 
de extracción de maderas, que permiten el crecimiento de rastrojos en diferentes 
estados con condiciones propicias para el albergue y supervivencia de las familias 
Parulidae (reinitas) y Tyrannidae (atrapamoscas) (UAESPNN - Fundación Darién. 
2000). 
 
Igualmente en las sucesivas investigaciones adelantada por EVEE (2006, 2008), 
se reportó en Sapzurro la presencia de “[…] diversas rapaces como el pájaro 
macua (Falco rufigularis), muy apreciado culturalmente pues su nido es utilizado 
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para virilidad o “rezos de amarre”22. En las rocas de la playa se observó el gavilán 
Milvago chimachima (generalista de hábitat, en la zona es cangrejero) y el 
cangrejero negro (Buteogallus anthracinus). Otras especies avistadas en la zona 
fueron loras (Amazonas), el chau-chau (Cianocorax fruticola) y el saltarín 
coronado (Pipra coronata) en las zonas de bosque conservado. En el malecón de 
Sapzurro se avistó un martín pescador (Ceryle torquita) de gran tamaño. 
Igualmente se presenció una migración de gualas o gallinazos de cabeza roja 
(Cathartes aura) […]”, de tucán del chocó (Ramphastos brevis) y varios 
carpinteros del Chocó (Veniliornis chocoensis) (ver figura 22). 
 
Figura 22 Tucán del Chocó (Ramphastos brevis) (a) y Carpinteros del Chocó (Veniliornis 

chocoensis) avistados en el bosque de litoral (b). 
 

 
Fuente: EVEE, 2008. (a)      (b) 

 
De la presencia de mastofauna (mamíferos), existen reportes de animales de caza 
como la guagua (Agouti paca), ñeque (Dasyprocta punctata), zainos (Tayassu 
pecari) y venados, así como de felinos, aunque según los pobladores los 
avistamientos son ocasionales y se han reducido con el tiempo.  Tambien se han 
reportado ardillas (Sciurus), manadas de monos titis (Sanguineus geoffroyi), perro 
de monte (Potos flavus) y el mono aullador colorado (Allouata seniculus) (EVEE, 
2006), (ver figura 23). 

                                                           
22
 Estos rezos cumplen la función cultural y de eficacia simbólica de ligar afectivamente la o las 

personas objeto de deseo y sumisión. 
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Figura 23 Mono aullador colorado (Allouata seniculus) avistado en el bosque secundario 

intervenido. 
 

 
Fuente: EVEE, 2008. 

 
Entre la herpetofauna, presente en el corregimiento se destaca en la zona la 
presencia de la rana flecha verde (Dendrobates auratus), perteneciente a un grupo 
de anfibios de importancia para la conservación, considerados en el Apéndice II 
del CITES (ver figura 24). De igual manera se reporta: “[…] En la transición de 
bosque secundario a bosque primario intervenido se encontró una boa (Boa 
constrictor) (ver figura 24). Otras especies de serpientes se encuentran reportadas 
para la zona, como es el caso de la mapana-X (Bothrops atrox), la guardacaminos 
(Dendrophidron bivitta) y la bejuquillo (Imantodes cenchoa) (Reserva Natural 
Parke Agua Viva). Tanto en las zonas bajas como en los bosques secundarios es 
común encontrar diversas especies de lagartos de porte mediano conocidos como 
lobitos […]” (EVEE, 2006). 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 182 

 
Figura 24 Boa (Boa constrictor) avistada en el bosque secundario intervenido (a) y rana flecha 

verde (Dendrobates auratus) avistada en el bosque de litoral (b). 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. (a)      (b) 

 
En lo que se refiere a entomofauna, existe una alta diversidad de insectos en las 
zonas de bosque tropical, particularmente en zonas de flujo o de endemismo como 
es el caso del Darién, así mismo se reporta: “[…] En la localidad de Sapzurro y sus 
alrededores es posible encontrar diversas especies de insectos, entre ellos 
mariposas azules iridiscentes (Morpho), mariposas de los caminos de los bosques 
(Cithaerias) o como la mariposa migratoria Urania fulgens. En la reserva natural 
Parke Agua Viva se encontró una hormiga conga (Paraponera), reconocida por su 
gran tamaño y lo doloroso de su picadura […]” (ver figura 25) (EVEE, 2006). 
 
Figura 25 Hormiga conga (Paraponera) avistada en el bosque secundario intervenido 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 
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En términos de fauna marina, se destaca que por su ubicación, Sapzurro, junto 
con las poblaciones de Rufino, el Aguacate y Capurganá, se ven favorecidos por 
la incidencia de la corriente marina del Caribe (contracorriente de Panamá) que 
genera condiciones propicias para los arrecifes coralinos, ecosistemas que aún 
son poco conocidos en cuanto a composición y estructura (UAESPNN - Fundación 
Darién. 2000). 
 
Figura 26 Pez espada (Xiphias gladius) capturado por pescadores de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
En las cercanías de Sapzurro y sus zonas costeras, también “[…] se encuentran 
diferentes especies de peces de interés comercial, los que son empleados como 
parte de la dieta alimentaria y para el comercio en mercados cercanos. Sin 
embargo la presión de extracción ha reducido drásticamente su abundancia. 
Algunas de las especies encontradas en manos de pescadores incluyeron el 
carito, el toyo (tiburones pequeños), la cherna, el pargo rojo, la sierra y el pez vela. 
En la bahía de Sapzurro es posible encontrar diversos asentamientos coralinos, 
así como afloramientos de colonias antiguas. Al borde del mar en el acantilado, 
hay rocas que forman pozas donde se observan peces pequeños que se refugian 
o fueron atrapados por la marea […]” (EVEE, 2006), (ver figura 26).  
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- Conectividad Ecosistémica 

 
La fragmentación ecosistémica23, se entiende como el principal problema que 
afronta el componente biótico terrestre debido a la actividad antrópica. Lo anterior 
se atribuye a las vías pedestres que utilizan la población y los turistas, generando 
tres unidades de paisaje importantes. Unidad Cabo Tiburón: delimitada por la zona 
costera al norte de la bahía, por el camino a La Miel y la frontera con Panamá; 
Unidad la Cascada, Filo Maestro, Cerro El Parao: delimitada por el camino a La 
Miel, la frontera con Panamá y el camino a Capurganá; Unidad La Diana - Pérez 
Prado - Reserva Agua Viva - Punta de las Flórez: delimitada por el camino a 
Capurganá, el límite con Capurganá y la zona litoral al sur de la bahía (EVEE, 
2006), (ver figura 27). 

                                                           
23
 Se entiende por “fragmentación de ecosistémica”: “[…] La pérdida y fragmentación del hábitat 

está considerada como una de las causas principales de la actual crisis de biodiversidad. Los 
procesos responsables de esta pérdida son múltiples y difíciles de separar (pérdida regional de 
hábitat, insularización causada por la reducción y el aislamiento progresivo de los fragmentos de 
hábitat, efectos de borde, etc.), y han sido particularmente estudiados en el caso de los 
vertebrados forestales. […] Las especies suelen presentar patrones de distribución discontinuos 
producidos por la variación espacial de las condiciones ambientales que determinan la calidad de 
sus hábitats. Además, el régimen natural de perturbaciones (“gaps” producidos por la caída de 
grandes árboles, corrimientos de tierra, inundaciones, incendios, huracanes, etc.) da lugar a 
cambios continuos en la estructura del territorio generando un paisaje heterogéneo. No es este 
parcelado natural, sin embargo, el que preocupa desde una perspectiva conservacionista, sino su 
atomización adicional por causa de la acción humana. Una imagen muy familiar, por ejemplo, es la 
destrucción y fragmentación de los bosques por la expansión de cultivos y pastizales, o la 
eliminación de los terrenos agrícolas en beneficio de las áreas urbanas. En todos estos casos, las 
especies de los hábitats en retroceso ven mermar el territorio disponible a la vez que se enfrentan 
a una creciente atomización de sus poblaciones. Este proceso es tan antiguo como la expansión 
agrícola de la humanidad, solo que ahora se ha intensificado por una capacidad tecnológica que no 
conoce barreras. De esta forma, el hombre ha alterado en su propio beneficio la mayor parte de la 
tierra emergida útil. No ha de extrañar, por tanto, que la reducción y fragmentación de los hábitats 
naturales o semi-naturales de nuestro planeta, con su secuela de pérdida de especies, esté 
considerada como una de las amenazas más frecuentes y ubicuas para la conservación de la 
biodiversidad […]” (Santos y Tellería, 2006). 
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Figura 27 Mapa fragmentación unidades ecosistémicas corregimiento de Sapzurro, municipio de 

Acandí 
 

 
 
La “Unidad Cabo Tiburón” (ver figura 28), debe su importancia en términos político 
administrativos a que es hito fronterizo de orden internacional, a partir del cual se 
definen los límites marítimos y terrestres entre Colombia y Panamá. En términos 
ecosistémicos, si bien esta área se encuentra aislada del resto de la serranía por 
el camino que conecta a Sapzurro con la población panameña de La Miel, ha 
logrado mantener un estado de conservación importante de su biodiversidad, 
presentándose en la actualidad, una recuperación evidente ante los impactos que 
fueron producidos por la presión de cultivos que afectaron, y aún afectan, la 
cobertura boscosa y los humedales que fueron desecados. El principal impacto 
observado en esta unidad es “[…] la pérdida de biodiversidad ya que la 
intervención con cultivos y construcciones provoca pérdida de la composición 
florística (principalmente los árboles nativos maderables) y hace que las especies 
de fauna se trasladen a otras zonas donde corran menos peligro y tengan un 
hábitat mas conservado […]” (EVEE, 2006). 
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Figura 28 Unidad de paisaje “Cabo Tiburón” 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
La “Unidad La Cascada, Filo Maestro, Cerro El Parao” (ver figura 29), está 
conformada por los caminos que comunican a Sapzurro con la población 
panameña de La Miel y con Capurganá, en su parte inferior corresponde a zonas 
con fuerte presencia antrópica acentuada principalmente en el casco urbano y sus 
áreas adyacentes, mientras que en su parte media y superior se presentan zonas 
de bosque secundario intervenido con partes conservadas principalmente por la 
alta pendiente, situación que se mantiene hasta llegar al “Filo Maestro” (frontera 
con Panamá). En esta unidad se encuentra la quebrada “La Cascada” que surte el 
acueducto de la población de Sapzurro (EVEE, 2006). 
 
Figura 29 Unidad de paisaje “La Cascada, Filo Maestro, Cerro El Parao”. 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 
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Las vías pedestres que delimitan la unidad, se ven impactadas, por la presencia y 
tránsito de turistas que se incrementa notablemente en temporadas altas y por 
“[…] Otro impacto importante es que las zonas que se quedan sin cobertura se 
vuelven más vulnerables para procesos de erosión y movimientos en masa […]” 
(EVEE, 2006). 
 
La “Unidad La Diana - Pérez Prado - Reserva Agua Viva- Punta de Las Flores” 
(ver figura 30), está delimitada por el camino que comunica a Sapzurro con 
Capurganá y la frontera física entre estos corregimientos. El cerro “Pérez Prado” 
fue la antigua ruta Capurganá – Sapzurro; “La Diana” corresponde a las tierras de 
la que fuera la antigua hacienda ganadera y cocotera más importante del 
corregimiento, en la que se localizan varias quebradas una de ellas lleva su 
nombre y de esta se capta un acueducto alterno para ayudar al principal en 
épocas de alta demanda. En esta unidad se encuentran una pequeña zona de 
estuario y humedales importantes por tener una gran diversidad de especies 
asociadas. La mayor parte del sector bajo de esta unidad se encuentra intervenida 
ya sea por cultivos o por el aprovechamiento ilegal de madera y palmas para la 
construcción y otros productos no maderables del bosque (EVEE, 2006). 
 
Figura 30 Unidad de paisaje “La Diana - Pérez Prado - Reserva Agua Viva- Punta de Las Flores” 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
Esta unidad acoge el bosque mejor conservado del corregimiento conformado por 
algunos parches de bosque primario y el predominio de un bosque secundario 
maduro bien conservado con presencia de gran cantidad de especies importantes 
para el ecosistema. Este estado de conservación es atribuido a “[…] las 
actividades realizadas en los últimos años por los propietarios, enfocadas a la 
conservación y enriquecimiento del bosque, que han conformado Reservas de la 
Sociedad Civil, bajo un marco legal y normativo apoyado por la red de reservas 
que opera en la zona […] en estas reservas se practican actividades de 
enriquecimiento del bosque con especies arbóreas de interés por su madera como 
Aceituno, Bálsamo, Choibá, Caracolí, Tolúa y otros por sus taninos y resinas 
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(vainilla, saril) y algunos frutales que se adaptan bien en esta zona […]” (EVEE, 
2006). 
 
Los impactos sobre el ecosistema identificados en esta unidad son “[…] el 
aprovechamiento ilegal de madera y otros productos del bosque que afectan la 
biodiversidad y los hábitat en las reservas que son establecidas para protección 
estricta, la construcción de cabañas y el establecimiento de cultivos en las zonas 
bajas que no están protegidas afectan cada vez más la cobertura boscosa con 
contaminación y quemas que cuando no son controladas terminan por destruir 
áreas importantes de bosque protegido […]” (EVEE, 2006). 
 
6.2.3 Estrategias para garantizar la permanencia y ocupación de la 

población en el territorio 
 
La resistencia constante por permanecer en el territorio, en medio de sus 
posibilidades y restricciones naturales y enfrentando la adversidad que supone su 
localización, en términos de ser un espacio geográfico que históricamente ha sido 
estratégico para los intereses particulares de las sucesivas oleadas de agentes 
foráneos, que lo han visto como oportunidad económica, ha cimentado y 
consolidado a Sapzurro como su lugar, como su mundo, como su derecho a un 
lugar en el mundo, trabajado y ganado cotidianamente, generación tras 
generación. Es el escenario de soporte para la reproducción biológica y del 
sistema cultural que les dio origen, arraigo e identidad, por el que se juegan los 
afectos, las relaciones sociales y la existencia misma de quienes están y esperan 
que siga siendo el territorio para su descendencia. “[…] El relato de la familia 
extensa que habita Sapzurro, da la sensación de amor por un territorio, cuando al 
país poco le importaba y el haberlo preservado para ellos y ahora para el turismo, 
sin recibir reconocimiento, ni ayuda a cambio, por parte del gobierno o de la 
entelequia que pueda representar la nación. Quizá esa vocación de diferenciarse y 
excluirse los haya preservado como una comunidad unida, así como su cultura 
pacifista […]” (Mesa et. al. 1996). 
 

- Enajenación de inmuebles con derecho de preferencia intra e 
interfamiliar 

 
Como parte de la estrategia para garantizar la permanencia y ocupación del 
territorio de los grupos familiares tradicionales, frente a la llegada de nuevos 
pobladores Mesa et. al. (1996) identificó: “[…] allí siendo hospitalarios con quien 
llega, miran con recelo la compra de tierras por parte de gente del interior, porque 
reconocen que les restarían oportunidades […] Por eso han asumido el 
compromiso de no venderle a gente de afuera, a menos en caso necesario, que 
sea en las afueras del pueblo. También cuando alguien llega a rebuscarse la 
forma de vivir, la comunidad lo observa, si no conviene no le dan oportunidad de 
pescar o tener trabajo y tiene que irse. Pero quien llega y muestra su honradez , lo 
dejan trabajar y quedarse […] los estrechos vínculos de familiaridad que marcan la 
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tenencia de la tierra, han permitido hasta ahora la pervivencia de una comunidad 
que mantiene unos límites cerrados en sí misma, sin que ello quiera decir que es 
agresiva hacia el foráneo. Es tal vez, este mecanismo el que ha garantizado su 
cohesión comunitaria y el mantenimiento de las tradiciones y costumbres 
ancestrales que vienen desde su inmigración del departamento de Bolívar […] la 
bahía es preservada y mantenida libre de entorpecimientos en su imagen o en su 
posibilidad de ser recorrida, por medio de la negativa a vender los lotes ubicados 
sobre la playa, que son considerados como un verdadero “tesoro”, en el sentido 
más estricto del término […]”. 
 
En la actualidad la estrategia de autorregulación en la enajenación de la 
propiedad, que privilegiaba a los troncos familiares tradicionales, se ha venido 
resquebrajando, en buena medida por las presiones derivadas del reconocimiento 
a nivel nacional e internacional de este lugar como parte de la zona geoestratégica 
que significa el Darién para el mercado global y específicamente Sapzurro por su 
divulgación como destino turístico “exótico y paradisiaco”, lo que ha generado un 
incremento del valor de la tierra, cambiando la estructura de preferencias sobre la 
venta a personas de la región, hacia compradores de otras partes del país y del 
exterior con mayor capacidad adquisitiva (ver figura 31). Este proceso se ha 
potenciado además por los procesos de aculturación derivados de la adopción de 
referentes foráneos por parte de la población joven que se ha instalado, o visitado 
por temporadas, centros poblados como Acandí, Turbo, Apartadó y Medellín.  
 
Figura 31 Oferta de venta de lotes expuesta en Sapzurro. 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
Este estado de cosas es expresado por uno de los adultos mayores de Sapzurro 
al referirse a la situación que enfrenta junto con su hermano, y la preocupación 
que siente por el destino de sus descendientes, ante el debilitamiento de la 
estrategia de permanencia que habían como comunidad mantenido durante años: 
“[…] los padres se fueron muriendo, los herederos comenzaron a salir de las 
tierras. La de él no la ha vendido, ni la va a vender, que la vendan sus hijos (tiene 
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5) pero no está de acuerdo, quiere dejarle ingresos para que no las vendan. Si 
usted la vende se está desplazando, lo están echando, coge la plata y tiene que 
edificar quien sabe en donde. ¿Pero si se queda en su tierra quien lo va a echar? 
Nadie. Esa es su mentalidad con la tierra, el ama su tierra. Si tiene el dinero para 
comprar, compra, pero vender imposible. La tierra es un objeto que si usted 
siembra produce porque son tierras fértiles. Ha tenido muy interesados; en lo que 
llaman ahora playa baja que parte es de su propiedad no ha querido vender. En 
caso de necesitar dinero le presta a un amigo o un hermano. Él nacido, criado y 
educado allá apenas con una primaria no ve la posibilidad de salir de allá. La tierra 
no le pesa. Ha conversado con los hijos y les pregunta que cuando el padre está 
en vida nunca han pensado en vender pero apenas el padre muere no esperan 
para venderlo, responden que como son bastantes lo mejor es vender y a todos 
los ve que han vendido y están jodidos. Es una parte de la esperanza de 
Sapzurro, que no se vendan las tierras […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, 
citado en EVEE, 2006). 
 
Como consecuencia de la creciente demanda externa de lotes en la zona por 
parte de particulares nacionales y extranjeros, se presenta el fraccionamiento para 
la venta de terrenos de diversa extensión y el poblamiento acelerado del casco 
urbano, lo cual a su vez a derivado por lo menos tres tipos de conflictos al interior 
de la comunidad: conflictos por la falta de certeza jurídica acerca de la asignación 
de derechos de propiedad sobre lotes del casco urbano, situación que 
compromete en gran medida la gestión de la Policía Nacional y el Inspector de 
Policía; rezago en la capacidad instalada de infraestructura, la cual es insuficiente 
e inadecuada para la demanda de una población creciente, lo que en últimas 
deriva en detrimento de la calidad de vida de la población en general, y en el 
deterioro del ecosistema de la bahía; y aumento del valor de la tierra que impide a 
los nativos acceder al mercado de bienes inmuebles. Esta última problemática se 
expresa en las siguientes palabras de una pobladora de Sapzurro: “[…] diez años 
para acá…antes uno iba a comprar un rancho y valía ciento cincuenta, doscientos 
mil pesos, ahora vale quince o veinte millones…los más baratos los consigue uno 
chungo en dos millones…chungo significa que es empantanado, que le vale más a 
uno cancharlo que comprarlo… y los mejores que son los que están al lado del 
agua salada no tiene uno para comprarlo […] gente de aquí del pueblo que los 
vende y los compra gente de afuera, de aquí mismo del pueblo la gente no tiene 
como […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
Esta situación también influye en el acceso a los beneficios que se generan del 
turismo, toda vez que la ubicación en ciertos sectores del casco urbano es 
estratégica para tales efectos. Ello permite observar que el sector costero y la vía 
a los atractivos turísticos del poblado panameño de La Miel se ven privilegiados 
por el flujo de turistas provenientes en forma itinerante de Capurganá, lo que 
implica que los servicios de alimentación y hospedaje se encuentran concentrados 
en este sector, captando recursos que el resto de la comunidad resiente no recibir: 
“[…] es beneficioso pero podría serlo más si se le da un manejo diferente, el 
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turismo está controlado, viene de Capurganá que tiene la infraestructura hotelera y 
cuando traen el turista a Sapzurro ya tienen a donde llevarlos a comer, en ese 
aspecto se benefician solo los que tienen la posibilidad de brindar un almuerzo 
que son la minoría […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 
2006). 
 
A lo anterior se suma que en temporada alta se presenta el aumento de los 
precios de los insumos básicos y se privilegia la venta de pescado al turista, lo que 
conlleva perjuicios para el grueso de la población: “[…] nos ponen las cosas bien 
caras y el beneficio solamente es para los restaurantes, los turistas llegan y allá 
comen y se bañan… y no le compran a uno ni un banano, ni una piña, ni un 
aguacate, ni una yuca, ni un plátano, ni nada…y las cosas bien caras, ya uno no 
come pescado como antes…Antes una libra de pescado valía cien pesos, barato o 
regalado…ahora vale cuatro mil quinientos y uno no lo compra […]” (Entrevista a 
habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
Es claro que el auge de la actividad turística ha generado lo que los antropólogos 
denominan una crisis adaptativa (Ángel, et. al. 2007) que al mismo tiempo plantea 
nuevos retos a la comunidad y la necesidad de generar opciones que garanticen la 
permanencia y ocupación, así como los usos y las prácticas, ejercidas en ese 
territorio. Por ahora, estas garantías están en cuestión, así como todos aquellos 
referentes del patrimonio territorial que han sustentado su existencia en este lugar. 
 
 

- Pesca 
 
El mar y el monte son los escenarios en los que transcurre la cotidianidad de la 
población, ambos se constituyen en los referentes territoriales más importantes en 
la historia y la vida de la comunidad. Sin embargo es el mar el ecosistema más 
utilizado y valorado: “[…] Ambos producen siempre y cuando usted sepa 
sobrellevarlos. Qué hacemos con un monte si no lo trabajamos, no lo cultivamos, 
no sirve para nada y ¿Qué hacemos con un mar si no somos capaces de 
arrimarnos a él? Yo los quiero a ambos. El mar lo adoro. Conocí la navegación 
cuando tenía 13 años […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 
2006). 
 
La comunidad reconoce a la “bahía” como un soporte territorial privilegiado por las 
alternativas de subsistencia que brinda. El mar es la principal vía de comunicación, 
fuente de ingresos económicos (a través del turismo, transporte y la pesca) y 
medio de autosustento y recreación. El conocimiento especializado del medio 
marino se inicia desde la más temprana edad (ver figura 32), como lo narra un 
niño: “[…] del mar, sacar pescados, aquí han llegado personas a hacer estudios 
de las esponjas… de la pesca yo sé cuáles son los lugares donde se pesca, 
cuando halar los pescados y sé qué clase de pescado es si se puede comer o 
no…por ejemplo si te haces delante de los cantiles sacas buenos pescados, 
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chinos, soncos, pargo, cherna, mero, carito, picua, chompos…. los que no se 
comen son los de arrecifes, son los que andan en los cantiles […]” (Entrevista a 
habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006).  
 
Figura 32 Niños de Sapzurro pescan y se recrean en el medio marino de la bahía 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. (a)      (b) 

 
La pesca como oficio, se enseña desde los primeros años de existencia de los 
niños: “[…] pescadores, somos todos los que vivimos acá […] cuando uno está 
pequeñito empieza a viajar por ahí, a manejar las pangas, el motor y cuando uno 
tiene catorce años ya sale a pescar… y cuando uno pesca hoy deja de ir tres o 
cuatro días […] uno dice llévenme yo quiero ir, yo no me mareo […]” (Entrevista a 
habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). La técnica utilizada es la pesca con 
anzuelo y la faena se prepara de la siguiente manera: “[…] si decidimos que 
vamos a salir dos días, uno compra sus ciento veinte bolsas de hielo, los 30 
galones de gasolina, bastante anzuelo, nylon, y al otro día se va a las cinco de la 
mañana […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
El ciclo natural determinante para el desarrollo de la actividad pesquera, es la 
llamada “mareta”24, la cual es conocida ampliamente por los pescadores e implica 
una relación frente al mar de respeto: “[…] él tiene sus momentos, en la época de 
diciembre hasta abril el mar hay que respetarlo, uno se queda en invierno y uno 
espera que amanezca…a ver que dice el tiempo en los meses de septiembre - 
octubre. La mejor época de pesca es en invierno de abril a noviembre, en mareta 
uno coge más pero es mucho trabajo para uno y es más peligroso […]” (Entrevista 
a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). Las prácticas y el uso de 

                                                           
24
 Mareta es el nombre que dan lo pobladores del Golfo de Urabá, al fenómeno climatológico 

asociado a la incidencia de los vientos alisios provenientes del Norte y Nordeste, que traen consigo 
las épocas secas y un comportamiento marino determinado por oleaje fuerte. Los alisios del Norte 
y Nordeste, tienen velocidades hasta de 7 a 10 m/s, los vientos del Norte y Noroeste de 5 a 7 

m/s en 
los meses de diciembre y abril y los vientos del Sur son de menores velocidades de 8 m/s en los 
meses de mayo a noviembre (EVEE, 2006) 
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instrumentos tradicionales de pesca consistentes en los arpones y anzuelos se 
mantienen, más no las embarcaciones de madera, que fueron reemplazadas por 
botes más potentes de fibra de vidrio con motor fuera de borda, llamados “pangas” 
(ver figura 33); esto ha representado la disminución de la presión ejercida sobre 
las especies maderables y a la vez el aumento de la contaminación de suelo y 
agua por efectos de la combustión de los motores y el ruido resultante. 
 
Figura 33 Bote pesquero tipo “panga” en fibra de vidrio equipado con motor fuera de borda en la 

bahía de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
En la actualidad es notable la disminución del recurso íctico en cercanías de 
Sapzurro, lo que es atribuido por parte de la población a los impactos que sobre el 
ecosistema marino ha causado la pesca de arrastre25 en el Golfo de Urabá (ver 
figura 34). La comunidad responsabiliza de tal situación a la empresa Vikingos de 
Colombia S.A: “[…] los vikingos han sido el azote de nuestras costas, ellos no 
pescan de forma selectiva, cuando ni siquiera han alcanzado el ciclo de 
reproducción […] el vikingo pesca con redes, y eso arrastra y saca de todo: peces, 
tortuga, camarones, palos, piedras y acaba con el pescado, sacan peces desde 
muy pequeños hasta de mil quinientos libras […] ellos pescan en la noche y dañan 
el coral, lo parte lo vuelve nada lo mata […] del mar se ha perdido mucho con la 
venida de los vikingos, antes en la orilla cogíamos la sierra, el pargo, se está 
tratando de regular eso, si se deja quieta esta zona se restablece porque esta 
zona es de criadero […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 
2006). 

                                                           
25
 La pesca de arrastre, tanto de fondo como de media de agua, es la menos selectiva de todas, 

pues consiste en un arte activo que va agresivamente en busca de aquellos que viven sobre el 
fondo marino o cerca del mismo. De esta forma, la red de arrastre no sólo extrae los peces que son 
objetivo de la pesca, sino que también captura una gran diversidad de otros organismos que 
constituyen el llamado “bycatch” o fauna acompañante, que luego es descartada y arrojada al mar, 
muerta o gravemente herida. Esta situación ha provocado gran inquietud por las consecuencias 
ecológicas que puede tener sobre la biodiversidad marina (OCEANA, 2009). 
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Figura 34 Nave de pesca industrial con redes de arrastre anclado en la bahía de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
En virtud de lo anterior la actividad pesquera se lleva a cabo, con mayor esfuerzo 
y gasto de recursos, en aguas panameñas, lo que supone la incursión continua en 
territorio perteneciente a la propiedad colectiva de la comunidad étnica Kuna – 
Yala, y ha derivado en la ejecución de medidas represivas por parte de las 
autoridades indígenas y del Estado panameño, que condicionaron el desembarco 
y la actividad a la posesión de un carnet: “[…] antes nos ponían problema, a un 
señor lo cogieron preso, le quitaron el pescado y lo multaron con cuatrocientos mil 
pesos, pero ya no. Allá nos encontramos con pescadores indígenas y no tenemos 
problema y nos llaman guacas […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en 
EVEE, 2006). 
 
A esta situación que pone en riesgo la seguridad alimentaria de las comunidades 
asentadas en el Golfo de Urabá (Ariel, et. al. 2004), se agrega la pérdida de otra 
estrategia de supervivencia basada en la reciprocidad, mediante la colaboración e 
intercambio de productos para el consumo humano, que consistía en que “[…] el 
pescado que se consume entre ellos mismos, no se vende, se cambia, igual pasa 
con el plátano, o la yuca que cultivan algunos nativos en los alrededores […]” 
(Mesa et. al. 1996). Esta manifestación de la reciprocidad y solidaridad basada en 
los nexos familiares y vecinales, es recordada con nostalgia por los adultos 
mayores del corregimiento: “[…] anteriormente la pesca la tenían como un deporte 
cuando se pescaba se regalaba o se hacía trueque, pero cuando llegó el turismo 
la pesca es casi toda para los hoteles […] el pescado, el carey, la tortuga, la cigua, 
anteriormente no se vendía nada, sino que usted llegaba al bote y compartían…ya 
no […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
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- Agricultura y medicina tradicional 

 
Las prácticas agrícolas son pocas en el corregimiento, debido en buena parte a las 
limitantes físicas que impone la topografía de fuerte pendiente y al reducido 
espacio adecuado para esta actividad, así como a la protección de las zonas de 
bosque, las cuales están asociadas principalmente al mantenimiento de las 
cuencas hidrográficas, por lo que son excluidos otros usos: “[…] El cultivo que hay 
en Sapzurro es muy poco, porque la mayoría aquí es montaña y es un peligro 
atentar contra las cuencas por lo del agua, entonces se siembra en la parte bajita 
del monte yuca, plátano, ñame, arroz […]” (ver figura 35) (Entrevista a habitante 
de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
Figura 35 Plantación de plátano ubicada en la parte suroccidental de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
Las prácticas agrícolas son esporádicas, en función del autoconsumo y son 
ejercidas por algunas de las personas mayores, lo cual es indicativo del inminente 
riesgo de su desaparición como practica económica y cultural; este hecho puede 
asociarse en parte con el intento de adecuar espacios para participar de alguna 
manera en la actividad turística, lo que ha colocado a la población del 
corregimiento en una situación extremadamente dependiente del comercio para 
suplir sus necesidades básicas alimenticias: “[…] lo único que se trae de por aquí 
es la yuca de Acandí y la carne del matadero y el coco, de resto todo se trae de 
Turbo o de Cartagena. Hay un proceso de la siembra pero es muy lento, muy 
pocas señoras tienen su huerta en la casa y de todas maneras no les da lo 
suficiente, tiene cebolla, tomate […] el patio está siendo desplazado para el 
hospedaje […] sólo hay tres campesinos que tienen cultivo, recogen coco y 
plátano, pero ellos están indignados porque les roban los cultivos. Y ya se tienen 
identificadas las familias que hacen eso pero nadie les dice nada […]” (Entrevista 
a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
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Entre quienes conocen el ecosistema y conservan la práctica de cultivar, existe el 
conocimiento de hierbas medicinales, usadas desde tiempos antiguos como parte 
del menaje de la medicina tradicional, expresión cultural inmaterial que es ilustrada 
en los siguientes testimonios: “[…] este es anón, este es pino para los nervios, 
orégano, esta es la tuna para la inflamación uno la raya y se la coloca y hay una 
que con las hojas tiernas se puede preparar el huevo, la sopa y el pescado como 
aliño es deliciosa, esta es toronjil, esta es yerbabuena para el estomago, esta es la 
borraja, esta es el mastranto para los gases, mejorana, la albahaca, guanábana 
para jugos bien ricos, el carambolo que es bien ácido, esta es salvia para purificar 
y para la circulación…la hierba de anamú sirve para el cáncer y también para la 
gripa y sirve para muchas cosas, el chingamochila que sirve para el riñón, la uña 
de gato para dolores vaginales y para el cáncer, el ven - ven también sirve para el 
riñón y para la gripa, la guayaba agria sirve para el colesterol y se prepara 
sancochando la hoja y se toma, la sal de la india sirve para el paludismo, el llantén 
también sirve para la gripa […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en 
EVEE, 2006). “[…] lo que yo siembro es para mí sustento, para no ir a comprar 
[…] siembro plátano, yuca, banano, piña, el limón, el mango, el cacao, […] el 
jengibre se hacía aromática, se cultivaba el guandú que es un frijolito, la borraja es 
para el cáncer y para la gripa con panela, es también para planificar, la chivita o 
mastranto es para los gases y para la gripa, también se siembra orégano, col, la 
albahaca, cebollín, cilantro pero las gallinas se la comen […]” (Entrevista a 
habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 

- Las respuestas del sistema cultural para la pervivencia 
 
Si bien, el monte es un referente ecosistémico y geográfico tan importante como el 
mar, parece ocupar un segundo plano con relación a este en términos de su 
aprovechamiento. Esto puede deberse a varios factores:  
 
1. Históricamente el bosque era el hábitat por excelencia de los indígenas y no de 

quienes llegaron a constituir el poblado, que si bien eran tagueros, prefirieron 
construir su asentamiento en el litoral. 
 

2. Acorde con el oficio de caucheros y tagueros, del monte se extraían maderas 
finas, para la construcción de viviendas y el uso domestico. En la actualidad las 
viviendas se construyen en material y el uso de leña para la cocción de 
alimentos fue reemplazado por energía eléctrica. 
 

3. Hasta hace unos 30 años, se combinaban las actividades pesqueras con las 
prácticas agrícolas, pero con el incremento del turismo y la subdivisión predial 
tanto en el casco urbano como en el pie de monte que lo bordea, que 
tradicionalmente ha sido el sitio para la agricultura, se ha ido perdiendo 
paulatinamente este oficio. La pérdida se ha venido acentuando porque la 
demanda de servicios turísticos requiere más la permanencia en el casco 
urbano y la realización de actividades marítimas que del bosque, a excepción 
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de las caminatas para atravesar la frontera en dirección a La Miel. Lo que ha 
llevado a que personas adultas y sobretodo jóvenes se dediquen a estas 
actividades, quedando la poca agricultura que se realiza en manos de los 
adultos mayores. 
 

4. Por la conciencia ambiental que ha surgido en los últimos años promovida por 
el alinderamiento de Reservas Naturales de la Sociedad Civil para la 
conservación de los ecosistemas y por la escasez del recurso hídrico que los 
ha afectado en época de verano y de temporada vacacional, afirmando en ellos 
la creencia de que esta situación se debe a la tala del bosque. 
 

5. El monte es percibido como un lugar inseguro al que se le teme, por el tránsito 
y los enfrentamientos de grupos armados legales e ilegales que se movilizan a 
lo largo de la frontera. El temor al monte se acentuó notablemente por efecto 
de la toma armada de Sapzurro, perpetrada por las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC) el 20 de abril 1999 (ver figura 36); este 
evento histórico es recordado y revivido por la población en sus relatos: “[…] 
del bosque conozco los animales: la guagua y vale cinco mil pesos la libra, 
antes había mucha ya no hay tanto, y ya no la buscamos por la violencia que 
hay en el monte, es más seguro el mar […] a uno le da miedo y no se sabe, y 
puede volver a pasar, y como hay un comando dijeron que lo iban a tumbar y 
esa gente no miente […] Eso dejó mucho trauma, sobre todo en los niños […]” 
(Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006).  

 
Figura 36 Ruinas del comando de policía destruido en el ataque realizado por las FARC el 20 de 

abril de 1999. 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
Estos hechos violentos, causaron un profundo impacto en la memoria colectiva 
de una comunidad que se ha caracterizado por ser pacífica: “[…] nunca ha 
habido una muerte violenta entre nativos, se han presentado casos de muerte 
violenta pero de personas que han llegado y han tomado a Sapzurro como 
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escenario de una batalla, o sea han llegado a traernos el problema….pero 
nosotros como comunidad nunca hemos tenido ese tipo de problemas […]” 
(Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). La remembranza 
sobre la experiencia violenta de desarraigo por el desplazamiento forzado, 
reforzó en ellos un claro sentido de pertenencia y autoidentificación con las 
formas de vida, construidas en generaciones: “[…] yo me fui para 
Barranquilla…el pueblo quedó solo con 25 personas, en La Miel no quedó 
nadie…y uno ve noticias y uno sabe que las que sufren son las personas que 
están en el medio, allá me quede dos meses…me aburrí en Barranquilla y leí 
una comunicación de que la policía de Panamá estaba presente en La Miel y 
aquí también la policía y nos regresamos poco a poco y nos regresamos y eso 
fue una fiesta, me aburrí mucho porque no estaba en mi tierra…ya tenemos 
policía y el ejercito anda por acá y ya no tenemos miedo […]” (Entrevista a 
habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 

 
No obstante, la relación indisoluble monte -  mar, está fuertemente arraigada en la 
población en términos del “paisaje” reconocido como cuerpo, como la integralidad 
del territorio que da sustento y soporte a la población y al sistema cultural que les 
dio origen y les permite reproducirse. Cualquier afectación, cualquier daño a este 
cuerpo, a su integralidad, se constituye en un daño a toda la comunidad: “[…] yo 
creo que si es una pérdida, no combina la bahía sin el bosque…es como si te 
quitaras las cejas…esa cosa queda bien maluca […] el mar representa el beneficio 
que nos da a nosotros la pesca, la traída y llevada de turistas. Del monte el 
plátano y la yuca, el arroz y el maíz pero es por tiempos, de aquí no sacamos 
madera porque estamos protegiendo la zona de bosque, el otro día hubo un 
problema con un aserrador de Capurganá porque vino a talar en la cabecera de la 
quebrada del pueblo y yo le mandé un oficio al inspector de Capurganá para que 
nos colaborara porque él está atentando contra una comunidad […]” (Entrevista a 
habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
La combinación de todos estos factores se ha constituido en la caja de 
herramientas que en términos de conocimientos, aprendizajes, capacidad 
adaptativa, es decir como parte del acervo patrimonial, parece haber favorecido 
los intereses de la conservación de los recursos naturales.  En ellos ven una 
estrategia para afrontar la realidad económica del territorio como destino turístico y 
un potencial para fortalecerse en función de que esa actividad se constituya en un 
proyecto de desarrollo, que bien pudiera basarse en la revalorizacion y 
refuncionalización de los elementos patrimoniales de herencia y existencia de este 
paisaje cultural, para favorecer la integralidad territorial. 
 

- Arquitectura y urbanismo 
 
Entre los usos y las prácticas del habitar, la construcción del poblado mismo es 
referente de expresión colectiva e identidad cultural; la evolución en el ejercicio de 
habitar que en los inicios del poblado privilegió productos para la construcción de 
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las viviendas como la madera para edificar y la palma para techar las casas, 
sistema de construcción que era conocido como de tambo (casas edificadas sobre 
pilotes como un sistema de protección frente al mar y de algunos animales, y 
adoptada de la cultura indígena), terminó por adoptar la construcción en ladrillo, 
cemento y zinc, lo que en el imaginario de la población pareciera representar un 
referente de progreso: “[…] Sapzurro ha sufrido una transformación, anteriormente 
vivíamos en casa de bareque con el tiempo hemos ido cambiando, y a pesar de 
que es un pueblo chocoano su arquitectura es muy influenciada por la cultura 
caribeña hasta en nuestros apellido […] esto ha mejorado bastante porque las 
casas eran de madera […] en los sesentas vino el padre García Herreros, dió la 
mitad de la plata y con la ayuda de otro señor y el trabajo del pueblo en convite la 
hicimos…y fue cuando aprendimos hacer casas […]” (Entrevista a habitante de 
Sapzurro, citado en EVEE, 2006). También incidió en este cambio, la escasez y el 
consecuente encarecimiento de las materias primas tradicionales: “[…] hay que 
traerlo, ya no se consigue por aquí, una tabla de caidito vale ocho mil pesos. Una 
casa de madera sale más cara que una de material, porque hay que reponer la 
madera cada dos años […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 
2006). 
 
Figura 37 Panorámica del casco urbano del corregimiento de Sapzurro 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
Mesa et. al. (1996), describe aquellos elementos del asentamiento que por sus 
características físico - espaciales, por su diseño, su emplazamiento, funcionalidad 
y su significado simbólico, se constituyen de suyo, en patrimonio territorial:“[…] En 
general, Sapzurro es un poblado que tiene en su propio emplazamiento la 
valoración de un lugar que por su belleza paisajística y geográfica, representa el 
sitio más bello de esta zona norte chocoana. Ubicado en una pequeña bahía de 
baja profundidad, de aguas cristalinas, tiene una unidad en su emplazamiento 
urbano y en sus construcciones, pero una gran fragilidad ecológica por su 
configuración cerrada […] La asunción de algunos modos y haceres ligados a la 
modernización de la arquitectura, se ha reflejado en la introducción de algunos 
materiales y tecnologías modernas en la factura de las viviendas y espacialidades 
de la población. Sin embargo estos se aceptan como objetos de beneficio y 
confort, pero no se transforman los patrones originales de construcción y 
apropiación espacial. Las viviendas son claras evocaciones de la vivienda 
primigenia costeña y cordobesa, realzadas ahora en materiales modernos como el 
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bloque, la teja de zinc o asbesto cemento, etc. En cuanto a aquellos patrones 
esenciales que definen la relación de la casa con su entorno, se mantienen las 
proporciones, la localización y forma de emplazamientos en el predio, diseño 
interior, la relación con la trama urbana […]” (ver figura 37). 
 
Figura 38 Panorámica del centro del corregimiento 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 

 
El pueblo se desarrolla bajo la forma del “pueblo costero caribe”, orientado a lo 
largo de la playa sobre el eje principal de la “Calle Miramar”, en la que se ubica la 
zona central del pueblo, comprendida desde el muelle construido en concreto y 
hasta la plazoleta del monumento a la “Cruz de Mayo” (ver figura 38). En esta 
zona está ubicada la centralidad: el comercio del pueblo, la escuela, la iglesia y el 
árbol de almendro que bajo su sombra propicia el encuentro, la socialización y los 
juegos de cartas y parqués (ver figura 39). 
 
Figura 39 El árbol de almendro como referente territorial y lugar de socialización 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. (a)      (b) 

 
El espacio de la iglesia, el monumento a la “Cruz de Mayo” y el muelle definen por 
su proporción y calidad espacial un lugar urbano, sobresaliendo la presencia de la 
iglesia por su escala adecuada al entorno y sus elementos ornamentales y 
espaciales de calidad. La relación de protección hacia la bahía se refleja en el 
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trazado urbano, donde las vías están pensadas exclusivamente para el uso 
peatonal, consistiendo en pequeños andenes al lado de los cuales, se acomodan 
las viviendas precedidas por antejardines cultivados de flores y crotos (ver figura 
40) (Mesa et. al. 1996). 
 
Figura 40 Calles del casco urbano de Sapzurro (a), (b), (c) 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. (a)    (b)    (c) 

 
Estos caminos fueron construidos por procesos de autogestión comunitaria. Las 
técnicas utilizadas, los materiales, los diseños y sus detalles, poseen la impronta 
de cada uno de los pobladores que participó en el proceso.  En homenaje y 
reconocimiento de los antepasados, algunas de estas calles poseen los nombres 
de los primeros pobladores del corregimiento. Todo esto da cuenta de la 
construcción comunitaria del poblado como la herencia cultural, la vigencia de la 
memoria y la solidaridad entre los troncos familiares, mecanismos que hacen 
posible la vivencia plena del lugar y el arraigo al mismo: “[…] la zona de atrás de 
Sapzurro ha crecido esas construcciones, el comando era una montaña con una 
finca de coco. Sapzurro tiene los barrios que son la calle central, la cruz de mayo, 
la calle de las flores, el Estanislao del río, calle Gumersindo Medrano, barrio los 
mangos se ubicó la mayoría de paisas […]” (ver figura 41) (Entrevista a habitante 
de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
Figura 41 Identificación de las calles del corregimiento 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. (a)    (b)    (c) 
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En general se presenta uniformidad de los perfiles arquitectónicos y se conserva 
una estructura bastante uniforme y homogénea; no obstante lo anterior, la 
construcción del nuevo cuartel de policía en el año 2004 ha planteado una 
profunda disrupción del lenguaje arquitectónico (ver figura 42). 
 
Figura 42 El comando de policía del Corregimiento de Sapzurro como edificación y disrupción del 

lenguaje arquitectónico. 
 

 
Fuente: EVEE, 2006.  (a)      (b) 

 
El diseño de este edificio tipo bunker, desentona completa y radicalmente con el 
paisaje, manifestando intereses ligados a la representación simbólica de 
soberanía y control del orden público, que en términos de funcionalidad responde 
a las desventajas estratégicas que se hicieron evidentes en el ataque de 1999, 
toda vez que la fortificación y sus garitas cubren en un perímetro amplio las 
pronunciadas pendientes que circundan el casco urbano. 
 
Sin embargo, todas estas expresiones culturales, que habían pasado a un 
segundo plano, como consecuencia de la crisis generada por el desplazamiento 
forzado del año 1999, emergieron con más fuerza en mecanismos que activan y 
permiten la manifestación colectiva de la memoria en el espacio, de la solidaridad 
y la expresión común de arraigo que da sentido de pertenencia en lo individual y lo 
colectivo, a la práctica del habitar y el derecho al lugar. De hecho ante las crisis o 
la aparición de conflictos de convivencia se recuerdan con nostalgia aquellas 
épocas de solidaridad estrecha entre los habitantes: “[…] Yo añoro las tradiciones 
del pueblo como la unión, antes decíamos vamos a hacer una jornada de aseo o 
acarreo de material y no faltaba nadie todos participaban, ya llegó un momento en 
el que no participa nadie, la última vez sólo participan seis personas, el trabajo en 
equipo es para beneficio del pueblo para tenerlo agradable para el turista […]” 
(Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 

- Creencias religiosas, festividades y mitos 
 
Los pobladores de Sapzurro en su gran mayoría son católicos devotos de la “Cruz 
de Mayo”, y acuden a la iglesia semanalmente cuando el párroco itinerante 
celebra la eucaristía en la localidad. El origen del culto a la “Cruz de Mayo”, no es 
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muy claro, aunque en los relatos de algunas de las personas mayores 
entrevistadas, parece evidente que ante la ausencia de la parafernalia del culto, 
típica de sus lugares de procedencia, ellos mismos construyeron los objetos que 
hacían las veces de los iconos propios del culto religioso:“[…] mi papá decía que 
desde que estaba su mamá y Juana Caraballo, y aquí no había santo que celebrar 
y ellas eran todas rezanderas y Bonifacia Bravo dijo bueno hagamos una cruz y 
celebremos la cruz, mi mamá no había nacido, a principios de siglo, recién 
llegados. En la fiesta se hace las novenas, bailes. También celebramos la de la 
Virgen del Carmen, antes era un cuadro pero haya tenemos bulto… También 
trajeron un San Judas Tadeo, mi mamá dio la mitad de la plata, la campana la 
compró mi papá y mi abuelo. […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en 
EVEE, 2006). 
 
Los habitantes indican que “desde siempre” se ha rendido culto a la “Cruz de 
Mayo”, considerada como la “patrona” de la población, en nombre de la cual se 
celebra una festividad anual y con la entronización y el culto a la “Virgen del 
Carmen” se pide su intervención para obtener el amparo divino de la forma de vida 
que han desarrollado: “[…] Las fiestas de la patrona del pueblo que son el 2 y 3 de 
mayo se hace una caseta en el almendro y la adornamos y la pintamos bien bonita 
y hacemos las novenas, y después la pachanga, traen grupos y bandas de afuera 
y la gente empieza a bailar hasta el amanecer…en esta fiesta le pedimos a la 
Virgen que nos cuide de todo mal, que nos proteja que el pueblo no se nos dañe, 
que siga así como estamos, por la salud de nosotros….le ponemos mucho 
empeño en limpiarla y adornarla y que todo esté bien […]” (Entrevista a habitante 
de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). Esta devoción y los ritos religiosos que 
realizan son compartidos y renovados anualmente por toda la población, lo que de 
suyo aporta buena parte de las creencias mágico religiosas que configuran el 
patrimonio llamado inmaterial, elemento patrimonial inherente a la identidad 
reproducida por generaciones (ver figura 43). 
 
Figura 43 Calle Miramar, y los referentes territoriales del monumento a la “Cruz de Mayo” y árbol 

de almendro. 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 204 

 
Entre las creencias mágico – religiosas también se encuentran los relatos de mitos 
y leyendas, los cuales siguen en la memoria de los adultos y parecieran tener su 
origen en las experiencias vitales de los primeros pobladores: “[…] antes se 
contaba de un peladito negrito con mucha fuerza, y de una bruja que salía en la 
noche en forma de una chiva blanca […] había un niño que salía en Semana 
Santa en el pueblo en ese tiempo las casas estaban más retiradas y se usaban 
unos mechones o guarichas (tarrito de leche que se le hacían unos huecos y se le 
ponía una boquillita y se llenaba de gasolina o petróleo y se prendían) en la casa 
el papá era muy precavido y mantenía lámpara caperuza que fue la primeras 
lámparas que llegaron […] salían en la noche la gente tomando trago y hablaban 
del muchachito (espanto) con un diente grande, entonces con un amigo de él, 
palomito (Ángel), velaban la noche buscando el niño y nunca lo encontraron. Si 
sintió caer una troja, llamaban antes a 4 palos con horquetas y tendido donde 
ponían las ollas. Por las noches sentía como se caían y alumbraba pero no veía 
nada, al día siguiente preguntaba a quien se le había caído una troja pero nada.  
 
En ese tiempo había mucha bruja y zángano (el macho de la bruja). Ellos se 
convertían en animales y se les escondían a la autoridad. Eso lo aprendieron de la 
primera generación que llegaron. Nadie aprendió porque los que se morían no 
contaban. Unos saben algo más que otros, muchos tenían oraciones para fiar y no 
pagar, un hermano por parte de padre se ponía a tomar en la cantina y tenía una 
oración que le rezaba al cantinero y no les cobraban […]” (Entrevista a habitante 
de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
Parte de los elementos patrimoniales inherentes a la identidad también se 
expresan en el comportamiento festivo, en la música y los bailes, que siguen 
siendo unos de los rasgos culturales más sobresalientes que se conservan y 
renuevan con el transcurso del tiempo: “[…] Hacíamos fiestas cuando 
queríamos… porque sí. Parranda de varios días, música en vivo con violín, 
guitarra, tiple, maraca y marímbula y cantante […] el bullerengue lo conocí acá se 
celebraba todos los 25 de noviembre es tambor, maracas, marímbula, rayahuevo y 
la gente amanecía bailando […] la Cruz de Mayo que es la patrona del pueblo el 
tres de mayo y se celebra con un conjunto, con una papayera, hacemos baile, 
fiesta, rumba…se organiza un comité profiesta de mayo, se pide una colaboración 
con anticipación y los hombres de acá nos colocamos una cuota […] a la Virgen 
del Carmen, le hacemos fiesta el 16 de julio y sale procesión […] en Semana 
Santa, y en noviembre nos vamos para Panamá a bailar…a La Miel…el tres de 
noviembre que se celebra la independencia de Panamá y la fiesta dura hasta el 
cinco […] Las fiestas del once de noviembre siempre se han celebrado, 
bailábamos mucho la música de violín y en los cincuenta venían de Acandí a tocar 
donde ahora es la iglesia […] cantaban corrido, vallenato, pasillo, paseo…don 
Cristóbal tocaba los tambores, Diego Caraballo toca el violín y tocaban también 
con la marímbula…aquí había un sexteto…mi abuelo era el cantante […]” 
(Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
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La relación con la música y el baile es esencial para el habitante de Sapzurro y 
solo se abstiene por temporadas largas de este tipo de expresión para manifestar 
luto o dolor profundo por la pérdida de un ser querido. De otro lado, se advertiría 
una ruptura generacional en el disfrute conjunto del jolgorio: “[…] La música es lo 
más fuerte que hay, sin embargo no hay espacios para que la disfruten. En cuanto 
al baile les gusta mucho el vallenato y lo bailan con un sentimiento de alegría, pero 
cuando hacen bailes los mayores no van. El conocimiento de las plantas lo tienen 
muchas señoras y no lo explotan no le dan el valor que tiene, si ellas mueren el 
conocimiento que tienen también se muere. El luto lo guardan por mucho tiempo 
mínimo por cinco años, hay lutos de diez y veinte años o de toda la vida, entonces 
se visten de negro, no oyen música. El acento es muy caribeño y para la gente el 
baile es lo mejor y se manifiesta en el vestir de la gente que siempre quiere estar 
bonita y arreglada […]” (ver figura 44) (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado 
en EVEE, 2006). 
 
Figura 44 Festividades novembrinas en el Corregimiento de Sapzurro (a), (b), (c) 
 

 
Fuente: EVEE, 2006. (a)    (b)    (c) 

 
- Culinaria 

 
Las cocinas regionales constituyen una de las expresiones culturales más 
contundentes de lo que se ha denominado el patrimonio intangible de las 
sociedades y las comunidades. Dicho patrimonio intangible u oral se distingue por 
su capacidad de evocar valores, sabores, modos, estilos, sazones que en cada 
ocasión se materializan en un platillo o una manufactura para el paladar y la 
celebración. Por ello en torno a las cocinas, históricamente se han organizado las 
sociedades dando forma a una gama inmensa de estilos de vida relacionadas con 
la producción en el campo, los sistemas de abasto y comercialización de 
alimentos, las técnicas y procedimientos de prepararlos, los artefactos y objetos de 
uso y los modos de compartir la mesa. Es decir, los alimentos forman parte 
fundamental de las economías locales y su conservación, preservación y aprecio 
posibilitan estimular su potencial e impacto sobre otras esferas de la vida material 
y simbólica de cada lugar (Padilla, 2006). 
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La cocina local al igual que muchas expresiones de la identidad cultural ha 
cambiado en las últimas décadas, presentándose la pérdida de memoria colectiva 
sobre el conocimiento de recetas, ingredientes y procesos que reúne éste arte. Si 
bien aún pervive parte de este saber, su reproducción es limitada, y amenaza con 
extinguirse junto con la medicina tradicional: “[…] antes se hacía candinga que era 
mazamorra con pescado, se preparaba con toda la verdura que tuviera, ñame, 
plátano, yuca, la picaba chiquita y se ponía a cocinar luego le rayaba coco y le 
echaba plátano maduro, y se echaba el pescado salado, esto se preparaba para 
Semana Santa. También el arroz de frijolito negro, también el arroz con coco. 
Ahora se cocina el sancocho de coco y pescado, también están los dulces de piña, 
de papa, de ñampí, frijolito blanco con plátano maduro y coco…yo extraño que ya 
no se haga esos dulces y se repartían para Semana Santa ya no… de dulces 
preparábamos de papaya, de ñame, jalea de arroz, bollos, chicha de maíz y se les 
daba a la visita…ya eso ha desaparecido y si se hace no se reparte […]” 
(Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
En la actualidad, los platos típicos autóctonos se vienen transformando en su 
composición y cantidad por las ofertas y demandas especificas para el turismo y la 
escasez de provisiones para estos efectos: “[…] el arroz de coco y el pescado frito 
con patacón es el plato preferido, el pescado lo aliñamos con ajo y le echamos 
harto limón, o a veces lo preparamos con coco, o se hace sancocho de coco, uno 
lo prepara y pone el bastimento y después le echa el coco y el pescado…el 
bastimento es plátano, yuca, ñame, papa […] los ingredientes se conseguían aquí, 
pero ya no, ya se trae es de Acandí, la yuca es de Acandí, el plátano si lo 
consigue uno aquí ya no es como antes pero si se consigue…el tomate, la cebolla 
también se traen de lejos de Cartagena o Turbo […] lo que si se consigue aquí es 
el ají y el orégano uno lo siembra, el cilantro de hoja ancha se consigue silvestre 
en la montaña que le da un sabor muy especial a las comidas…A veces se cogen 
las cabezas de pescado y se hacen sancocho con coco… en Semana Santa se 
hace dulce de mango, de papa se pone a sancochar la papa, se le echa leche y 
azúcar, el de plátano maduro…De bebidas se hace de limón, de carambolo, de 
maracuyá, de guayaba, de aguacate, se hace helado de coco […]” (Entrevista a 
habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
6.2.4 Los impactos sobre el patrimonio de herencia y existencia 

causados por la actividad turística actual 
 
El “turismo sostenible” se puede entender como “el proceso de cambio cualitativo 
producto de la voluntad política que, con la participación imprescindible de la 
población local, adapta el marco institucional y legal, así como los instrumentos de 
planificación y gestión, a un desarrollo turístico basado en un equilibrio entre la 
preservación del patrimonio natural y cultural, la viabilidad económica del turismo y 
la equidad social del desarrollo” (López et. al. 2004). De esta delimitación 
conceptual surgen tres principios básicos: uso óptimo a los recursos ambientales, 
manteniendo los procesos ecológicos esenciales y ayudando a conservar los 
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recursos naturales y la diversidad biológica; el respeto de la autenticidad 
sociocultural de las comunidades anfitrionas, conservando patrimonio material e 
inmaterial; y asegurar unas actividades económicas viables a largo plazo, que 
contribuyan a una adecuada distribución de los beneficios que del turismo se 
generen en función del desarrollo local (OMT, 2004). 
 
Desde este contexto, el reconocimiento del patrimonio cultural natural de los 
destinos turísticos como insumo para el desarrollo local, se configura en el 
sustento mismo del “turismo patrimonial”, el cual requiere de una gestión 
coherente de los recursos culturales inscritos en un “territorio”, que en últimas 
pasa, por la comprensión de este último como una construcción social, que 
configura un testimonio dinámico y único de una cultura en un tiempo y espacio 
determinado, en otros términos, como un “territorio patrimonial”. 
 
El turismo, entendido como “proyecto de desarrollo patrimonial”, requiere de la 
revalorización del patrimonio, desde una gestión enfocada a su difusión, acceso y 
conocimiento, y a la vez de la potencialización de alternativas de desarrollo local. 
Es entonces pertinente para el caso del corregimiento de Sapzurro, la 
identificación, evaluación y análisis de las afectaciones que sobre el sistema 
cultural de las comunidades locales y por tanto en su patrimonio cultural natural, 
causa la actividad turística, para efectos de brindar elementos de juicio que 
permitan dilucidar hasta qué punto el turismo que se desarrolla en la localidad 
acoge los postulados del turismo sostenible, y que tanto se acerca o aleja de ser 
un proyecto de turismo patrimonial. 
 
Como parte del desarrollo conceptual y metodológico surgido en el proyecto 
“Fortalecimiento del turismo basado en la naturaleza como alternativa de 
desarrollo sustentable: Bases del plan de manejo para el desarrollo de programas 
de conservación y turismo para el corregimiento de Sapzurro, municipio de 
Acandí, Chocó”, el grupo EVEE identificó y evaluó con la comunidad de Sapzurro, 
los impactos generados por el turismo, que son insumo fundamental para el 
análisis de las afectaciones que ha significado esta actividad sobre el patrimonio 
cultural natural de esta población. El citado estudio identificó 15 impactos 
ambientales, que afectan el patrimonio cultural natural en Sapzurro (ver tabla 23). 
 
Tabla 23 Impactos ambientales derivados de la actividad turística que afectan al Corregimiento 

de Sapzurro 
 

 Impactos identificados 
1 Incremento de la presión sobre el uso y aprovechamiento de los recursos naturales 
2 Cambios en los elementos del patrón de asentamiento 
3 Alteración de las estrategias adaptativas 
4 Alteración de los modos de vida 
5 Potenciación de procesos de exclusión socio-espacial 
6 Desestructuración de las redes que constituyen las relaciones sociales 
7 Desarraigo y debilitamiento del sentido de pertenencia al territorio 
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8 Cambios en el sistema cultural de la población local 

9 
Activación de procesos de valoración del patrimonio natural y cultural a partir del 
relacionamiento intercultural con grupos conservacionistas 

10 Incremento en los costos de vida para la población local y pérdida de la capacidad adquisitiva 
11 Aumento de los precios de la tierra por la demanda de tierras para el turismo 
12 Cambios en los usos del suelo para las actividades turísticas 

13 
Potencialización de conflictos derivados de las relaciones interculturales, la presencia y 
requerimientos de actores externos 

14 
Aceleración del deterioro de los ecosistemas por la disposición de residuos (sólidos y 
líquidos) 

15 Generación de ingresos derivados de la actividad turística 
Fuente: EVEE, 2008. 

 
La evaluación de los 15 impactos dio como resultado que en importancia los tres 
más claramente percibidos por la población de Sapzurro, son en su orden el 11 
“Aumento de los precios de la tierra por la demanda de ésta, por el turismo”, el 1 
“Incremento de la presión sobre el uso y aprovechamiento de los recursos 
naturales” y el 10 “Incremento en los costos de vida para la población local y 
pérdida de la capacidad adquisitiva”. En orden descendente se encuentran el 3 
“Alteración de las estrategias adaptativas”, 4 “Alteración de los modos de vida”, 12 
“Cambios en los usos del suelo para las actividades turísticas”, 8 “Cambios en el 
sistema cultural de la población local” y 14 “Aceleración del deterioro de los 
ecosistemas por la disposición de residuos sólidos y líquidos”. Solo se presenta 
dentro de la media menor un impacto: el 7 “Desarraigo y debilitamiento del sentido 
de pertenencia al territorio”. 
 
Los tres impactos percibidos como de mayor importancia, hacen alusión directa a 
dinámicas socioeconómicas potenciadas por el turismo, que influyen sobre un 
soporte territorial frágil y limitado, en el que se han profundizado con el tiempo 
procesos de exclusión. El declive del mecanismo de control social de “venta con 
derecho de preferencia intra e interfamiliar”, demuestra que sobre la zona se 
ciernen valores económicos y políticos de orden internacional y nacional desde los 
que se toman las decisiones acerca de la reconfiguración de ese territorio, sin que 
exista desde estos ámbitos reconocimiento alguno, acerca de la valoración y 
manejo que ha hecho ancestralmente la población local sobre los recursos de su 
territorio, lo que la relega a ser subsumida e invisibilizada. Si bien los pobladores 
antiguos, son los más afectados por estas lógicas expulsoras en la medida en que 
ello significa la pérdida del sistema cultural del que son portadores, junto con el 
territorio en el que este sistema se concreta, se puede deducir que en la medida 
en que este último se siga valorizando en el mercado inmobiliario internacional, 
serán los pobladores nuevos los que también se vean desarraigados. En otras 
palabras, el “derecho al territorio” de esa comunidad es desconocido, ante un 
Estado que si bien se denomina así mismo como Social de Derecho, niega en la 
práctica su responsabilidad de garantizarle a la población de Sapzurro, como a 
cualquier colombiano, la permanencia en el lugar. 
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Asociado a lo anterior, la concurrencia de un turismo sin una regulación adecuada 
y sin ningún tipo de control, desconoce los límites de un territorio frágil, 
autocontenido, que solo puede sustentar un pequeño asentamiento humano, 
hecho que se manifiesta en la sobre explotación de recursos tan vitales como el 
hídrico, que por temporadas no da abasto para atender la demanda creciente y 
desmedida de los visitantes. Esta situación involucra varios impactos igualmente 
reconocidos, referentes al saneamiento básico pero diferencialmente percibidos en 
términos de prioridad como es el caso del impacto “Aceleración del deterioro de 
los ecosistemas por la disposición de residuos sólidos y líquidos”. Como lo 
expresa un habitante del corregimiento: “[…] yo pienso que debemos reciclar 
porque a medida que crece el pueblo la contaminación aumenta, la solución es 
conseguir un lote para depositar la basura y no arrojarla al mar, porque estamos 
alejando a los peces, y enseñar de casa en casa como se clasifica la basura y que 
manejo se le debe dar…el acueducto, en el verano el agua escasea y a mayor 
población menos agua hay que pensar en eso también hacer un tanque y 
disciplinar a la gente en el uso del agua […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, 
citado en EVEE, 2006). 
 
En respuesta a lo anterior el municipio de Acandí adelanta gestiones con el 
gobierno panameño para lograr acuerdos bilaterales que permitan el trasvase de 
aguas de ese país para surtir al corregimiento y se realizó la contratación pública 
directa de la interventoría para la construcción de los sistemas de acueducto y  
alcantarillado que se justificó con el siguiente argumento: “[…] 2. Descripción del 
objeto a contratar. 2.1. especificaciones esenciales del objeto: el corregimiento de 
Sapzurro Municipio de Acandí Departamento del Chocó; carece de sistema óptimo 
de Acueducto y Alcantarilladlo, que épocas de verano dificultan sustancialmente 
las condiciones de vida de los habitantes por la carencia de agua potable, y 
sistema efectivo de recolección aguas servidas en detrimento de la salud y calidad 
de vida de los habitantes; así como de las actividades turísticas de gran potencial 
en la comunidad […]” (Municipio de Acandí, 2009). 
 
Es claro que el ecosistema está desbordado en su capacidad, para brindar 
funciones ambientales como proveedor de recursos naturales y receptor de 
desechos, lo que es evidente para propios y extraños del corregimiento, y la 
solución que pareciera más obvia es la adecuación tecnológica que permita mayor 
capacidad de acogida de visitantes y residentes, no obstante la visión del 
desarrollo municipal, desde la mirada economicista de la simple adecuación de 
infraestructura no asume las necesidades de fondo que indican que el turismo 
desarrollado en Sapzurro dista de ser sostenible. En otros términos se puede decir 
que el mismo soporte territorial está expresando con el desecamiento de la 
microcuenca “La Cascada” que surte al corregimiento, las quemas de residuos 
sólidos no degradables y la acumulación de aguas servidas, que se está 
atentando contra un patrimonio cultural natural sustentado en un delicado 
equilibrio (ver figura 45). 
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Figura 45 Desecamiento de la microcuenca “La Cascada” (a), quema de residuos sólidos no 
degradables (b) y acumulación de aguas servidas (c). 

 

 
Fuente: EVEE, 2008. (a)   (b)    (c) 
 
Por tanto, la gestión de la administración municipal de Acandí, no trasciende más 
allá de paliar los síntomas emergentes de la crisis del soporte territorial, sin que se 
perciba un claro interés institucional que refleje el deber constitucional de 
direccionar el desarrollo y ordenamiento territorial coherente, a partir de medidas 
de manejo integral que reglamenten el turismo y la ocupación progresiva del 
corregimiento, con el agravante de que la mayor capacidad tecnológica para el 
manejo de estas problemáticas puede estimular la masificación progresiva del 
turismo, y por consiguiente potenciar los impactos contemplados y generar 
nuevos. 
 
De otro lado, en orden descendente la población percibe los impactos 3 
“Alteración de las estrategias adaptativas”, 4 “Alteración de los modos de vida”, 12 
“Cambios en los usos del suelo para las actividades turísticas”, 8 “Cambios en el 
sistema cultural de la población local”. Este grupo de impactos se relaciona con la 
construcción, deconstrucción y revaluación que desde el ámbito individual y 
colectivo, se ha dado sobre los usos y las prácticas del habitar, para efectos de 
posibilitar el ejercicio del “derecho a morar y a la morada”, y por tanto pervivir en 
ese territorio, ante las lógicas que ha generado o que se han derivado de la 
actividad turística.  
 
Con respecto a las alteraciones de las estrategias adaptativas y de los modos de 
vida (impactos 3 y 4), si bien el entorno ha experimentado transformaciones 
naturales producto del asentamiento de grupos humanos, hay otro tipo de cambios 
que están directamente relacionados con el turismo, es así como terrenos que 
antes estaban destinados para el cultivo de productos para la subsistencia, en el 
presente se destinan a la construcción de infraestructura para albergar al turista al 
igual que como sitio de vivienda permanente, semipermanente u ocasional para la 
población foránea que ha llegado, lo que ha provocado cambios en la tenencia y 
se vincula con los cambios en los usos del suelo para las actividades turísticas 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 211 

(impacto 12). Esta situación está relacionada con los impactos 10 y 11, en 
términos de afectaciones que inciden en la situación económica local y en el uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales (ver figura 46) (EVEE, 2008). 
 
Figura 46 Vivienda permanente, semipermanente u ocasional para la población foránea (a), (b) 
 

 
Fuente: EVEE, 2008.  (a)      (b) 
 
En relación con lo anterior, las formas adaptativas y los modos de vida se ven 
modificados por un proceso de parcelación que ha generado cambios en la forma 
de tenencia de la tierra, ya que se pasó de la tenencia por parte de grupos 
familiares en los que se concentraba el usufructo de la tierra en función de la 
subsistencia y la generación de excedentes para la comercialización, a diversos 
propietarios (entre éstos población foránea) de pequeñas parcelaciones dedicadas 
a lotes con vocación turística. Así mismo, estas transformaciones han alterado la 
cotidianidad lo que implica un desajuste de las prácticas y modos de vida de las 
comunidades, determinados por los ritmos y actividades del turismo (ver figura 
47). 
 
Figura 47 Cabañas de alquiler y área de camping 
 

 
Fuente: EVEE, 2008.  (a)      (b) 
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Es claro el interés de la comunidad para participar en los beneficios que pueden 
generarse de la economía del turismo, no obstante tal participación es privilegiada 
para los habitantes originarios del interior del país, quienes a través de redes 
familiares y sociales poseen la ventaja comparativa de acceder al potencial 
mercado turístico en sus lugares de origen, que prefiere este tipo de destinos 
sobre los tradicionales masificados. Por el contrario, los pobladores tradicionales 
basan sus relaciones en su ámbito territorial en cerrados nexos familiares y de 
vecindad, circunscritos principalmente a las poblaciones cercanas. Relacionado 
con lo anterior, el impacto 10 “Incremento en los costos de vida para la población 
local y pérdida de la capacidad adquisitiva” percibido de manera negativa, 
encuentra relación estrecha con otro impacto económico, el número 15 
“Generación de ingresos derivados de la actividad turística”, el cual aunque es 
percibido de manera positiva por la población, se corresponde con la opinión de un 
número considerable de habitantes de Sapzurro, de que no todos perciben 
beneficios por el turismo. 
 
Esta situación es reveladora de que la actividad turística genera aumento en los 
costos de vida de la población local y al mismo tiempo se traduce en un flujo de 
mayores ingresos concentrado significativamente en pocos beneficiarios, situación 
de inequidad que puede traer consigo el turismo no planificado. Es por ello que la 
población percibiría con claridad el impacto 10, mientras que el 15 no se percibe 
como tal. 
 
El impacto 7. “Desarraigo y debilitamiento del sentido de pertenencia al territorio”, 
percibido como negativo por la población, no se atribuye a la actividad turística, 
sino mas bien a otro tipo de dificultades referidas a la concreción de los derechos 
a la educación, al trabajo, a la salud, entre otros, que obligan a la emigración. Esta 
dinámica expulsora no apareja necesariamente la pérdida de sentimientos de 
arraigo, y es más indicativa de una situación estructural que impide para muchos 
la pervivencia en ese territorio, y a la cual el turismo no ha brindado alternativas, 
por el contrario ha agudizado la situación. 
 
Es importante mencionar que la activación de procesos de valoración del 
patrimonio natural ha estado dada a partir del relacionamiento intercultural con 
grupos conservacionistas (impacto 9), que para el caso particular se refiere a la 
presencia de Reservas Naturales de la Sociedad Civil, a lo que se suma la noción 
del atractivo natural como elemento fundamental en la oferta turística que busca 
vincularse al segmento del turismo basado en la naturaleza. Estos procesos sin 
embargo, no se han reflejado en la valoración del patrimonio cultural como insumo 
de una oferta turística integral, lo que obvia un potencial latente en este sentido. 
 
Entre los impactos percibidos como de menor importancia se encuentran el 2 
“Cambios en los elementos del patrón de asentamiento”, 5 “Potenciación de 
procesos de exclusión socio-espacial”, 6 “Desestructuración de las redes que 
constituyen las relaciones sociales” y 13 “Potencialización de conflictos derivados 
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de las relaciones interculturales, la presencia y requerimientos de actores 
externos”. Los impactos 2 y 5 son conexos al proceso de declive del mecanismo 
de control social de “venta con derecho de preferencia intra e interfamiliar”, 
manifestado en la enajenación progresiva de lotes a personas foráneas en sitios 
estratégicos para la participación en el negocio del turismo, como son la franja de 
la zona costera y el centro del casco urbano, así como la vía que conecta al 
corregimiento con el poblado panameño de La Miel, el cual tiene por atractivo 
principal una franja de playa de reconocida belleza escénica (ver figura 48). 
 
Figura 48 Camino a La Miel en el casco urbano de Sapzurro (a), parte del trayecto en la frontera 

(b) y playa ubicada en ese poblado panameño (c) 
 

 
Fuente: EVEE, 2008.  (a)   (b)    (c) 
 

El camino a La Miel, es prolongación de la franja de playa, y termina siendo la ruta 
más transitada, por los turistas itinerantes, quienes en menor grado recorren el 
resto del poblado como parte de su estancia. Las familias tradicionales, comienzan 
a asentarse al interior y el sector periférico sur del poblado, en donde se ubica 
equipo eléctrico que ocupa casi en su totalidad el único parque para la recreación 
pasiva al interior del casco urbano, y se presentan signos de degradación como 
pequeñas acumulaciones de desechos sólidos, aguas vertidas y algunos 
escombros (ver figura 50). 
 

Figura 49 Equipos eléctricos que ocupan el único parque interior del casco urbano y pequeño 
botadero de basuras en el sector sur occidental del corregimiento. 

 

 
Fuente: EVEE, 2008.  (a)      (b) 
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El hecho de que estos impactos no sean percibidos por la comunidad no quiere 
decir que no se presenten, y es posible que sean subsumidos por otros más 
notorios estrechamente relacionados, como es el caso de los vinculados al 
incremento en el valor de la propiedad raíz y del costo de vida. Lo mismo 
sucedería con los impactos 6 y 13, que atienden al resquebrajamiento de los 
estrechos nexos de solidaridad entre los familiares y vecinos, que han hecho 
posible la vivencia conjunta y la construcción colectiva de ese territorio. Es 
añorada continuamente este tipo de expresión por los mayores adultos de la 
comunidad, que señalan como frutos de tal mecanismo de supervivencia conjunta 
la construcción de los trazados de calles, el muro de contención que protege al 
casco urbano de los efectos de la erosión costera y el trueque de productos 
agrícolas y de la actividad pesquera. 
 
La historia de este corregimiento ha mostrado que ante emergencias que ponen 
en riesgo la existencia misma de la comunidad, como fue el caso del ataque 
guerrillero de 1999, estos mecanismos se activan y vinculan tanto a los habitantes 
tradicionales como a los nuevos en el propósito común de permanecer en el 
territorio. No obstante, la economía de subsistencia ha dado paso a la del turismo 
y el trueque como práctica, ha desaparecido. En ese mismo sentido el impacto 13, 
referido a los conflictos interculturales entre los habitantes tradicionales y las 
autoridades ambientales o las Reservas Naturales de la Sociedad Civil, por el uso 
y aprovechamiento de los ecosistemas, pareciera tener un escaso reconocimiento, 
lo cual se puede atribuir a que la escasa incidencia de CODECHOCO, en el 
manejo de los ecosistemas del corregimiento, así como a la presencia de las 
reservas circunscrita únicamente a sectores importantes de bosque, que como se 
observó anteriormente, presenta escaso interés para la mayoría de los habitantes 
por concepciones vinculadas al sentimiento de inseguridad y una noción 
conservacionista sobre las cuencas hidrográficas. 
 
El grupo EVEE (2008), recurrió como criterio complementario de interpretación a la 
escala de valoración cualitativa propuesta por Doxey (1976), la cual aborda el 
concepto de “capacidad de carga social” para estudiar los impactos socioculturales 
del turismo. Este tipo de valoración establece el índice de irritación que se genera 
entre residentes y turistas en un destino turístico, para lo cual se plantea que en 
esta relación se manifiestan cuatro fases a saber (ver tabla 24): 
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Tabla 24 Escala de irritabilidad de Doxey.  
 

ETAPA CARACTERÍSTICA 

1 Euforia 
Fase inicial del desarrollo turístico. Los visitantes e inversionistas son 
bienvenidos. El turista es bien recibido, es una fase de excitación y entusiasmo. 

2 Apatía 

Una vez que el desarrollo del turismo está en curso, se piensa que los 
visitantes llegan de todas maneras. Relaciones más comerciales, planificación y 
mercadeo. El turista es visto sólo como una fuente de beneficio económico que 
llega naturalmente. 

3 Irritación 
Próximo al punto de saturación. Hay una desconfianza de la industria turística. 
La administración pública crea más infraestructura turística pero no limita el 
crecimiento turístico. 

4 Antagonismo 

La irritación se manifiesta abiertamente. Los visitantes son vistos como la causa 
de todos los problemas. Se pierde el prestigio del destino. Existe un riesgo de 
que los turistas cambien de destino. Los residentes piensan que perderán lo 
que apreciaban y que el medio está destruido. Se deteriora el medio ambiente. 
La solución para evitar llegar a este punto es educar a los locales y a los 
turistas 

Fuente: Doxey, 1976 

 
De acuerdo con esta escala, el grupo EVEE (2008) estima que la población de 
Sapzurro en la actualidad se ubica en los dos primeros niveles: “[…] a partir de la 
valoración positiva y el grado de percepción sobre la generación de ingresos 
derivados de la actividad turística (impacto 15), que la población se encuentra en 
una etapa en la que los visitantes e inversionistas son bienvenidos y el turista es 
bien recibido (etapa de euforia). Esto encuentra su complemento en lo 
manifestado en conversaciones informales, en las que algunos de los pobladores 
expresan receptividad, satisfacción y agrado por la llegada de turistas, ya que ello 
configura una alternativa de ingresos. También se evidencia esta relación con la 
valoración del impacto 12, en el que se enmarcan los cambios en los usos del 
suelo, en función de adecuar espacios que permitan la participación en el mercado 
turístico como operadores. 
 
En relación con lo anterior, se observa que entre la población local y la visitante se 
presentan relaciones más comerciales, y el surgimiento de inquietudes sobre la 
necesidad de planificación y mercadeo, con el fin de aprovechar de manera más 
adecuada los beneficios económicos que trae la actividad, lo que se corresponde 
con la etapa de apatía enunciada por Doxey […]”. 
 
6.3 Fragilidad del patrimonio cultural natural 
 
La principal y más compleja de las funciones que el ser humano demanda de los 
ecosistemas es la de ser soporte territorial para la existencia de los grupos 
culturales asentados en él. En Sapzurro, la forma en que estos grupos se han 
apropiado del entorno y han hecho de este territorio un referente esencial para su 
existencia y supervivencia, se refleja en la manera como se tejen las relaciones 
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sociales de adaptación, uso y transformación de un medio ambiente que es 
limitado en su conformación espacial y de recursos, por tanto su capacidad de 
carga poblacional también es limitada, es decir, este territorio impone un límite en 
el crecimiento poblacional - tanto vegetativo como inmigratorio -. 
 
La población en su asentamiento se mantiene y sostiene a partir de mecanismos 
aprehendidos y refuncionalizados de orden cultural, mecanismos que tienen que 
ver con el aprendizaje sobre las distintas modalidades de relacionamiento 
intercultural entre propios y extraños, que históricamente se han dado en este 
lugar. 
 
En este caso, tal relacionamiento se ha caracterizado históricamente por 
sucesivas oleadas migratorias, de desplazamiento de población de sus sitios de 
origen y procedencia, que de una u otra manera se han disputado el derecho al 
lugar: antes estaban los Kuna, que fueron desplazados a otros lugares del Darién 
panameño por la incursión en su territorio de caucheros y tagueros, con estos 
últimos llegaron hace más de un siglo, los primeros pobladores que conformaron 
Sapzurro y en los últimos 30 años ha comenzado a llegar gente del interior del 
país para quedarse, lo que actualmente pone en cuestión la sobrevivencia misma 
de la población en un territorio que es patrimonial por los elementos que lo 
caracterizan tal y como se ha descrito. 
 
La revisión histórica muestra, una comunidad articulada, construida y consolidada 
en distintos procesos económicos, que han involucrado, por largos periodos, 
actividades extractivas de impacto sobre los ambientes naturales y sociales donde 
se encuentran ubicadas. Cuando esto se hace visible es posible comprender, de 
otra manera, los riesgos que una actividad de servicios como el turismo encarna 
para la comunidad.  
 
Se trata de una actividad que por las formas en que hasta ahora se ha realizado, 
está poniendo en riesgo un sistema cultural, una estructura social y territorial 
construida a lo largo de un siglo; la relación que la población de Sapzurro 
construye con el turismo es apenas lógica y concuerda con una historia de 
relacionamiento intercultural asimétrico e impositivo, con muchos agentes 
foráneos con intereses económicos y políticos sobre el territorio que ha tenido 
consecuencias, por más o menos tiempo, con mayor o menor impacto, sobre todo 
el Darién, región configurada como producto de la herencia de los grupos 
humanos allí asentados y de la evolución que ha tenido a lo largo del tiempo, el 
patrimonio compuesto de una serie de prácticas culturales de orden simbólico, 
lingüístico, alimenticio/culinario, arquitectónico, económico, musical, artístico y de 
relaciones protectoras o extractivas con la naturaleza. 
 
Son estos elementos que configuran el “patrimonio de herencia y existencia”, los 
que a la población de Sapzurro, le han permitido resistir y permanecer enfrentando 
las adversidades, asumiendo mediante mecanismos de adaptación en cada caso, 
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los momentos de crisis, los cambios que imponen las dinámicas económicas a las 
cuales se ven sometidos, pero manteniendo su cohesión social, su diferenciación 
de otros y su impronta identitaria. 
 
El acceso a la economía de turismo es una apuesta de la comunidad, como lo 
refleja el hecho que sea identificada por la población como la vocación económica 
de la zona, tal como lo han sido en otros momentos históricos otras actividades, 
no obstante es innegable que el turismo ha ocasionado cambios en las relaciones 
sociales vecinales, de compadrazgo, reciprocidad, solidaridad y cooperación al 
interior de la comunidad y en distintos niveles, algunos de los cuales producen 
problemáticas y conflictos que deben ser tratados con la debida atención.  Es 
fundamental que la sostenibilidad socioambiental de este territorio, sea 
garantizada mediante un manejo integral y adecuado de los impactos que genera 
el turismo sobre el patrimonio cultural natural, dado que “[…] este ecosistema no 
ha sido muy deteriorado, sin embargo su fragilidad es alta, y si se exceden los 
límites de intervención el ecosistema podría perder la capacidad de recuperarse y 
pasar a un estado de degradación fácilmente […]”. (EVEE, 2006); situación que 
aún no encuentra en el modelo de turismo que se desarrolla por temporadas un 
tratamiento adecuado: “[…] en las temporadas altas viene tanto turismo que se 
acaba el agua, y no alcanza el agua para todos, empieza el agua poquita y luego 
se va…y nos toca esperar y a veces ir por agua [… ] el turismo llama más gente y 
como la situación de seguridad ha cambiado. La gente que se fue está regresando 
y está comprando y se quiere venir a vivir en Sapzurro […]” (Entrevista a habitante 
de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
Lo anterior necesariamente implica un redireccionamiento de las actividades 
turísticas hacia el “turismo patrimonial”, inspirado en el reconocimiento, la 
protección, recuperación y revalorización del “patrimonio de herencia y existencia”. 
Se trata de una gestión sociocultural del patrimonio que fortalezca y promocione la 
organización social y las actividades económicas en función del desarrollo local 
contando con lo que son y tienen para ofrecer, recibir e intercambiar los habitantes 
de la bahía de Sapzurro. 
 
Entre los impactos propiciados por el auge de la actividad turística, pueden 
contarse los procesos de cambio en las formas de tenencia de la tierra, por la 
fragmentación predial de las parcelas de propiedad de familias tradicionales, 
cuyos principales compradores son personas del interior del país o incluso del 
exterior. Además de la acelerada recomposición de la población derivada de esta 
situación, la llegada de la población itinerante con el turismo agudiza la escasez y 
deficiencia en la prestación de los servicios básicos, desbordando la capacidad del 
acueducto, los pozos sépticos y la disposición de residuos sólidos, los cuales en la 
actualidad, constituyen la principal preocupación de los diferentes actores en la 
zona (EVEE, 2006). 
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De otro lado, los mayores señalan con preocupación la degradación de valores 
entre los más jóvenes, denotando el temor a la pérdida del legado cultural 
construido a través de la convivencia en comunidad por varias generaciones: “[…] 
El mayor cambio es que el pueblo va en progreso, el cambio que hay es que 
después del progreso esta nueva generación está en un desvío muy grande […] 
con relación a la nueva generación he mirado que hay una corrupción muy 
tremenda […] antes había mucho respeto, hoy no lo hay por la confianza que le 
han dado los padres a los hijos que ya no los pueden mandar. Por ejemplo antes 
se encontraba un anillo por ejemplo lo llevaba a la casa y lo devolvían hasta que 
encontrara el dueño. Un banano en la casa no lo podía tocar hasta que no pidiera 
el permiso de sacarlo. Les enseñaron a compartir […]” (Entrevista a habitante de 
Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
En Sapzurro se configura un “conflicto entre intereses colectivos”, en el que a 
partir del ejercicio del derecho al trabajo, la libre empresa, la locomoción, entre 
otros, se han desarrollado dinámicas socioeconómicas de impacto al patrimonio 
cultural natural, dinamizadas por la actividad turística que aún no cuenta con 
regulación alguna, lo que ha generado vulneraciones al “derecho al territorio”, el 
“derecho al lugar” y el “derecho a morar y a la morada”. La Corte Constitucional ha 
indicado que el dirimir los conflictos en diversidad y unidad, requiere del 
reconocimiento de las particularidades de cada caso concreto, según la cultura 
involucrada, su grado de aislamiento o integración respecto de la sociedad 
mayoritaria, entre otros factores; para lo anterior ha establecido una serie de 
principios generales de interpretación, fundados en el axioma según el cual la 
diversidad étnica y cultural sólo puede ser limitada por normas fundadas en 
principios de mayor jerarquía. Dichas reglas interpretativas son las siguientes: “A 
mayor conservación de usos y costumbres, mayor autonomía” y “el núcleo 
esencial de los derechos fundamentales constitucionales constituye el mínimo 
obligatorio de convivencia para todos los particulares” (Sentencia SU – 510 de 
1998). 
 
En concordancia con lo anterior, los artículos constitucionales 7, 9, 333 y 334, 
enmarcan la responsabilidad que le cabe al Estado y a los ciudadanos en la 
protección del patrimonio cultural natural, basada en el reconocimiento y 
protección de la diversidad étnica, cultural y natural, que faculta al Estado, para 
limitar la iniciativa privada en función del bien común y el alcance de la libertad 
económica cuando así lo exijan el interés social, el bien común, el ambiente y el 
patrimonio cultural de la Nación. En ese mismo sentido el Estado tiene la 
obligación de racionalizar la economía en la explotación de los recursos naturales, 
el uso del suelo, la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y 
los servicios públicos y privados, con el fin de conseguir el mejoramiento de la 
calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades 
junto con los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. 
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De igual manera el Estado, de manera especial, tiene la potestad para dar pleno 
empleo a los recursos humanos y asegurar que todas las personas, en particular 
las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos. 
También para promover la productividad y la competitividad y el desarrollo 
armónico de las regiones. 
 
La negación del “derecho al territorio”, se estaría manifestando en el 
encarecimiento del valor de la tierra y de los productos básicos, la segmentación 
progresiva de lotes y la pérdida de las manifestaciones culturales y territoriales, 
entre otros aspectos. Ello en la medida en que progresivamente se afianzan 
dinámicas de orden económico, político y cultural que debilitan, la reproducción del 
sistema cultural y restan posibilidades a sus habitantes para la permanencia, y por 
tanto para el ejercicio del “derecho a habitar”, en el soporte territorial que han 
ocupado por generaciones.  
 
Podría decirse que Sapzurro comienza a verse afectado por una lógica expulsora 
que se manifiesta en factores como los mencionados y se consolida con otros, 
como la imposibilidad que tienen los jóvenes de permanecer en su lugar de 
nacimiento para recibir una educación contextualizada con su herencia cultural: 
“[…] en el caso de la educación, si tú hablas con el profesor te das cuenta que los 
niños aquí hacen con mucho esfuerzo sólo la primaria, y si los padres tienen forma 
los envían a estudiar a otro lado, entonces los niños empiezan a hacer cosas que 
no son en el tiempo libre porque no tienen continuidad en el estudio, pero si el 
gobierno nos mira y nos hace un sendero que nos lleve hasta Capurganá, 
entonces entre los niños de Capurganá y de Sapzurro se le pude exigir que nos 
haga un colegio de bachillerato, porque el bachillerato más cerca está en Acandí y 
si tú tienes un niño estudiando en Acandí tienes que pensar en la estadía de ese 
niño en Acandí porque no se puede ir y venir en el mismo día, entonces como no 
tenemos el recurso entonces el niño no pasa de primaria y por el nivel de cultura 
no es muy bueno y con un quinto de primaria solo aprendes a firmar tu nombre 
[…]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
La garantía del “derecho a la educación”, mediante la promoción y protección de 
un modelo educativo que proteja y potencie los intereses de estas comunidades, 
la conservación de sus tradiciones y la reproducción del sistema cultural, es 
desconocido en Sapzurro, ya que si bien en la escuela básica primaria los niños 
acceden a una formación acorde a las necesidades locales, tal proceso se 
interrumpe al continuar el ciclo educativo. 
 
De igual manera los procesos de educación ambiental y de revalorización de los 
recursos que ofrece el bosque que han desarrollado los representantes de las 
Reservas Naturales de la Sociedad Civil, entre los niños, son importantes 
iniciativas que demuestran receptividad frente al tema, no obstante, como ocurre 
con la educación formal, tal proceso queda truncado ante la necesidad de emigrar 
en pos de mejores oportunidades. Entre la población adulta estas iniciativas 
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enfocadas a motivar un aprovechamiento adecuado del bosque parecieran tener 
una afinidad más limitada: “[…] un tiempo se sembró tomate, hoy en día hay 
mucha pereza y como no se puede mochar los árboles […] hay unos paisas a los 
que todo lo que uno hace les parece malo, si corta un palo para hacer una casa no 
les gusta, viendo que ellos también tienen su casa de madera y esa madera salió 
de algún lado […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
En ese mismo sentido, la precaria garantía del “derecho a la salud”, desmotiva la 
permanencia en el lugar: “[…] estamos muy abandonados en la salud, no tenemos 
médico, ni enfermeras, no tenemos nada, el médico de nosotros es Dios… la 
farmacia es pequeñita y con un parto bien complicado en la noche toca salir a 
Capurganá o a Acandí…un parto aquí es peligroso, hay unas que les ha tocado en 
la lancha […] acá el médico solo viene los martes. […] La otra vez a un primo le 
dio un preinfarto (Aureliano Caraballo Angulo). Cuando lo fueron a visitar a Acandí 
al hospital le preguntaron a la enfermera jefe que porque no había representante 
del hospital en Sapzurro, que la enfermera estaba de vacaciones a lo que la 
enfermera jefe respondió que en Capurganá había médico residente. La señora 
Débora Caraballo una nativa, murió por una emergencia, no había quien le 
aplicara una inyección, antes de montarla a la lancha se murió. Ya se presentó el 
primer brote de paludismo, informaron al hospital pero no hay veneno para la 
fumigación […]” (Entrevista a habitante de Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
El grado de reconocimiento del “derecho a la vivienda digna” así como el “derecho 
al lugar”, serían en últimas, los determinantes en la permanencia y reproducción 
de la vida y del sistema cultural, comprometiendo la inscripción presente y futura 
de esta comunidad en este territorio. Lo anterior, si bien es común a todos los 
pobladores, son los antiguos, descendientes de los troncos familiares originarios, 
los que en mayor vulnerabilidad se encuentran; en ese sentido no se estarían 
satisfaciendo los criterios propuestos por la “Observación general 4” del CDESC 
(1991) acogidos por la Constitución Política colombiana, (que abordó el tema del 
“Derecho a una vivienda adecuada”), para considerar una vivienda como 
adecuada, en función del “derecho a la vivienda digna”, entendido este último 
como desarrollo del derechos a la “dignidad humana”. Estos factores son: la 
seguridad jurídica; disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e 
infraestructura; gastos soportables; habitabilidad; asequibilidad; lugar y 
adecuación cultural. 
 
Los factores “seguridad jurídica” y “lugar” amparan todo tipo de tenencia lo que se 
identifica con manifestaciones afines a la protección del “derecho a morar y a la 
morada”, al proscribir actuaciones como el desahucio, el hostigamiento, el 
desplazamiento forzado e involuntario y cualquier tipo de amenaza. Se pretende el 
amparo al desarrollo pacífico y libre del ejercicio de habitar, como expresión del 
libre desarrollo de la personalidad y la autodeterminación, en un entorno propio y 
legable, en el que sea posible la permanencia. Este concepto trasciende la 
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protección básica de los derechos reales de dominio, hacia la protección de los 
derechos humanos en sus tres generaciones.  
 
El derecho a la vivienda digna, con todos los criterios auxiliares que la 
acompañan, se estaría vulnerando en Sapzurro, en la medida en que es deber del 
Estado intervenir en la economía, con el fin de buscar que no surjan factores de 
exclusión territorial que interfieran con la articulación de los distintos actores para 
efectos de hacer posible su participación en los beneficios del desarrollo. En otros 
términos, el Estado ha incurrido en omisión de sus fines y deberes 
constitucionales al no brindar las alternativas de desarrollo que les permita a estas 
comunidades insertarse en un turismo acorde con la protección y promoción del 
patrimonio cultural natural. 
 
Por el contrario se corre el riesgo de que se ahonden condiciones de exclusión 
social e inequidad, toda vez que solo han sido actores privados quienes han 
gestionado el patrimonio natural, en función de intereses particulares que en el 
mejor de los casos son afines a la conservación, sin que sea muy claro que éstos 
sean vinculantes para el común de la población: “[…] yo estoy de acuerdo con una 
política gubernamental de conservación, pero pienso que se requiere a la vez de 
alternativas para la comunidad, si me prohíben algo entonces que me den 
alternativas […] el turismo es beneficioso pero podría serlo más si se le da un 
manejo diferente, el turismo está controlado, viene de Capurganá que tiene la 
infraestructura hotelera y cuando traen el turista a Sapzurro ya tienen a donde 
llevarlos a comer, en ese aspecto se benefician solo los que tienen la posibilidad 
de brindar un almuerzo que son la minoría…si el gobierno a través de 
microempresas ayuda para que las personas tengan vivienda familiar o cabañas 
para que cuando la gente venga tengan donde albergarlo y ofrecer un almuerzo, 
así más personas tienen la posibilidad de hacerlo […]” (Entrevista a habitante de 
Sapzurro, citado en EVEE, 2006). 
 
En referencia a la “disponibilidad de servicios materiales, facilidades e 
infraestructura”, “gastos soportables”, “habitabilidad”, se observa que las carencias 
en educación, salud, saneamiento básico, escasez del recurso íctico, las 
limitaciones económicas que ha planteado la economía local bajo la influencia de 
la distorsiones del mercado propias de los ciclos del turismo, son factores que 
restringen la posibilidad de habitar en ese territorio. En este punto adquiere 
principal importancia el patrimonio cultural inmaterial, que configura el recurso 
básico de supervivencia refinado por generaciones, de entendimiento mismo del 
medio y sus limitaciones y potencialidades en función de la pervivencia como 
sujetos individuales y colectivos en un contexto territorial. Patrimonio que muestra 
un estado de importante declive y subvaloración, con lo que se estaría perdiendo 
una oportunidad estratégica en el posicionamiento de un turismo, fundado en la 
revalorización del patrimonio. 
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De otro lado el factor “adecuación cultural”, hace alusión a la conservación del 
patrimonio arquitectónico del corregimiento, sobre el cual urge regulación, para 
efectos de que se guarde armonía y se conserve la identidad de lo que llama 
Mesa et. al. (1996) una “[…] aldea moderna que se ha ubicado entre lo moderno y 
lo tradicional […]”. El factor “asequibilidad”, es especialmente vulnerado por las 
lógicas socieconómicas imperantes en Sapzurro, ya que el posicionamiento del 
corregimiento como destino turístico atractivo en el ámbito nacional e 
internacional, ha generado tendencias especulativas en el mercado inmobiliario, 
que hacen imposible a los nativos el adquirir tierras, lo que derivó en el 
resquebrajamiento de una de las principales estrategias culturales que permitían a 
los troncos familiares originarios permanecer en ese territorio: la enajenación de 
inmuebles con derecho de preferencia intra e interfamiliar. 
 
Del análisis de los factores que aporta el CDESC (1991), como criterios 
interpretativos del “derecho a la vivienda digna”, se observa que existen múltiples 
amenazas y vulneraciones al mismo, que están de hecho aportando o potenciando  
condiciones para el desarraigo territorial de los habitantes tradicionales y 
posiblemente de los nuevos en un futuro, de seguirse valorizando el corregimiento 
en los circuitos del mercado inmobiliario mundial en el contexto de la globalización. 
Por tanto, en los términos de la “Observación general 7” del CDESC (1997), se 
podría decir que en el corregimiento las dinámicas socioculturales están incidiendo 
en la consolidación de un progresivo desalojo forzoso, a partir de la exclusión y la 
inequidad, provocada por la incidencia de proyectos de desarrollo y la 
especulación desenfrenada de terrenos. 
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Fuente: EVEE, 2006 

 

7 Conclusiones 
 
En Colombia ha primado una concepción y una práctica muy limitada y no 
precisamente autóctona y propia, en lo referente al reconocimiento y manejo del 
patrimonio natural y cultural de la nación.  De hecho la incorporación de un marco 
normativo para el reconocimiento, definición y delimitación de lo que se considera 
patrimonio y su gestión, ha sido agenciado y promovido desde el ámbito 
internacional, en el sentido de que el Estado colombiano como país parte del 
Sistema de Naciones Unidas ha suscripto Acuerdos, Tratados, Conferencias, 
Declaraciones y Convenciones Internacionales referidos al patrimonio, que lo 
obligan a materializarlos en la legislación interna; sin que en ese tránsito mediara 
ninguna contextualización referida a su valoración, estado o localización regional y 
local; su énfasis ha estado representado en el patrimonio monumental, el tangible 
e inmueble, por sus características arquitectónicas o por su significado simbólico 
en la construcción de la nación colombiana, como iconos patrimoniales que dan 
cuenta de eventos e hitos históricos en la consolidación de la república. 
 
En efecto en el ámbito nacional existen desarrollos legales e institucionales desde 
1933, con la formulación de políticas públicas asociadas al tema del patrimonio. 
Sucesivamente y a medida que se discute una reconceptualización y revaloración 
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de lo que es el patrimonio natural y cultural en el ámbito internacional, en 
Colombia se han creado las normas que incorporan tales recategorizaciones, 
como en el caso de la adopción sustancial, de la división formal realizada con 
propósitos operativos que planteó la “Convención para la Protección del 
Patrimonio Mundial Cultural y Natural” de 1972, lo que derivó en distintos marcos 
institucionales y normatividad asociada, para abordar lo natural y lo cultural. Lo 
anterior ha implicado una pobre, insuficiente, ineficiente, fragmentada, discontinua 
e insostenible gestión del patrimonio natural y más aún el cultural. 
 
La importancia que ha adquirido en los últimos años el tema del patrimonio 
especialmente en Colombia se ha dado en gran medida por la lucha y la 
reivindicación permanente del “derecho al territorio” y a la autodeterminación por 
parte del movimiento indígena.  También ha adquirido importancia por el aporte de 
la reflexión de académicos e investigadores que involucrados como asesores o 
funcionarios de las instancias internacionales, han reactivado el debate sobre la 
integralidad del patrimonio y su gestión, ante la crisis ambiental, la desaparición 
progresiva de sistemas naturales y culturales y en especial, como respuesta para 
redireccionar las tendencias y exigencias de un mercado global homogeneizante, 
proponiendo la puesta en valor de los elementos culturales que constituyen el 
territorio como patrimonio, especialmente en lo referido al turismo como alternativa 
para un desarrollo local “sostenible”. 
 
Estos aportes se refieren a la incorporación en la normatividad internacional y 
nacional de nociones y conceptos como: patrimonio cultural y natural; paisaje 
cultural, patrimonio territorial y como aporte de esta tesis un llamado a incorporar 
en la conceptualización e implementación de las políticas públicas del patrimonio, 
la noción de patrimonio de herencia y existencia, que engloba los derechos 
económicos, sociales y culturales como concreción de la integralidad de los 
derechos humanos.  Se trata de los derechos a la vida, la dignidad, el lugar, el 
habitar, la morada, el morar, el derecho al territorio para todos, no solo en 
referencia a los procesos de afirmación positiva para la permanencia de las 
minorías étnicas, dado que estamos en un país que se dice diverso, pluriétnico y 
multicultural.  Bajo esta concepción todo proyecto e intervención de desarrollo 
deberá considerar la generación de impactos sobre el patrimonio territorial - 
cultural - natural-, y al mismo tiempo todo proyecto e intervención de desarrollo 
debería considerarse en función del enriquecimiento de tal patrimonio en 
consideración al cumplimiento de los preceptos constitucionales que nos rigen y 
de su régimen político. 
 
La Constitución Política de 1991, introdujo un nuevo marco de referencia para el 
Estado y los particulares en la gestión del patrimonio, que en el modelo de Estado 
Social de Derecho significó una revalorización del patrimonio desde un rango 
normativo superior, que acoge la protección y defensa del medio ambiente y el 
patrimonio cultural; en ese mismo sentido, establece una reforma en la estructura 
y funcionamiento del Estado, fundada en el concepto de democracia participativa 
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en la que la identificación y gestión del patrimonio es una labor conjunta entre 
Estado y particulares. Ese nuevo marco de relaciones entre instituciones del 
Estado y de éstas con los particulares, ha sido escenario de variadas 
controversias de constitucionalidad que ha debido dirimir la Corte Constitucional, 
acerca de conflictos de competencias en el Sistema Nacional Ambiental (SINA) y 
el Sistema Nacional de Cultura (SINAC), surgidos de las concepciones sistémicas 
orgánicas adoptadas en las leyes 99 de 1993 y 397 de 1997 respectivamente. Los 
temas en disputa han sido principalmente los alcances de la autonomía de las 
entidades territoriales frente a la concurrencia de competencias en los distintos 
ámbitos institucionales. No obstante, la concepción del patrimonio como expresión 
misma de la identidad colombiana plasmada en los recursos culturales de un 
territorio aparece exclusivamente vinculada a la afirmación positiva de las 
comunidades étnicas que ha propiciado el orden supralegal y constitucional, en el 
ordenamiento interno colombiano y en menor medida en la protección del paisaje 
como recurso natural con implicaciones culturales en referencia a las limitaciones 
que impone la ley a la publicidad exterior. 
 
En relación con la protección del patrimonio en unidades territoriales se tiene el 
caso del paisaje, concebido en el Decreto Ley 2811 de 1974, como recurso 
natural, concepto que a través de la jurisprudencia, ha sido vinculado a la 
identidad cultural y al “patrimonio ecológico municipal”; la protección del paisaje en 
términos de jurisdicción y competencias, pertenece a la órbita de la autonomía de 
las entidades territoriales en términos de ordenamiento y desarrollo territorial, 
trascendiendo de la escala local, a la nacional cuando los ecosistemas 
involucrados sean de interés ecológico nacional. No obstante lo anterior la noción 
del paisaje como manifestación cultural y testimonio del ejercicio de habitar, es 
reconocida como tal en relación con el derecho a la “propiedad colectiva de las 
minorías étnicas”, mientras que para comunidades no inscritas en esta 
clasificación la protección solo alcanza consideraciones estéticas y de armonía 
urbanística. 
 
Este trabajo demuestra que Colombia cuenta con un marco legal y jurisprudencial 
que sustenta los derechos de herencia y existencia, lo que brinda el soporte para 
la reformulación, pero especialmente la implementación de políticas públicas, 
alineadas con las particularidades, necesidades y potencialidades de las 
poblaciones locales para garantizar la permanencia de los sistemas culturales en 
los territorios en los que se han desarrollado. En ese sentido, la identificación y 
revalorización de los recursos culturales territoriales en función del diseño y 
ejecución de proyectos de desarrollo basados en la gestión integral del patrimonio, 
queda inscrita en las facultades autónomas que tienen las entidades territoriales 
para direccionar su desarrollo, la cual debe fundarse como valor esencial en la 
participación de las comunidades locales, quienes son en últimas las que pueden 
aportar el conocimiento profundo del lugar en el que han habitado por 
generaciones, que permita una gestión adecuada al contexto local, respetuosa de 
la alteridad de las formas de vida y enmarcada en la Constitución misma. Es de 
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esta manera que los “determinantes del ordenamiento territorial” referidos al 
patrimonio cultural y natural, contemplados en la Ley 388 de 1997, podrán 
interpretarse mas allá de una visión restrictiva que limita su atención 
principalmente a la conservación y protección del medio ambiente, los recursos 
naturales y la prevención de amenazas y riesgos naturales y expresiones 
culturales ligadas al patrimonio monumental, hacia la consideración de las 
dinámicas socioculturales que rigen el uso y aprovechamiento del territorio y que 
han permitido la configuración del mismo. 
 
Es amplio el desarrollo de la jurisprudencia constitucional acerca de la protección 
de la diversidad étnica y cultural y la alteridad de las formas de vida de las 
comunidades étnicas, tema que ha girado principalmente en función de la 
protección de la “propiedad colectiva” entendida como el reconocimiento legal del 
soporte territorial que hace posible la existencia misma de estas comunidades, 
fundada en la reproducción tanto biológica como de su sistema cultural. Si bien 
ello desde lo legal a supuesto importantes avances en el reconocimiento formal 
del “derecho al territorio”, viabilizando en el ordenamiento nacional la noción de un 
“territorio patrimonial”, el tema ha quedado restringido principalmente desde el 
orden jurisprudencial al reconocimiento de las territorialidades étnicas a partir del 
principio interpretativo fundado en el axioma según el cual la diversidad étnica y 
cultural sólo puede ser limitada por normas fundadas en principios de mayor 
jerarquía. Lo que apareja para cada caso examinado por la Corte las siguientes 
reglas interpretativas: “A mayor conservación de usos y costumbres, mayor 
autonomía” y “el núcleo esencial de los derechos fundamentales constitucionales 
constituye el mínimo obligatorio de convivencia para todos los particulares”. 
 
La estrategia metodológica además de utilizar la hermenéutica jurídica para 
determinar la vigencia jerárquica y temporal del ordenamiento jurídico, fue 
complementada y enriquecida con el uso de un recurso tecnológico para el 
análisis del discurso normativo - Atlas/ti - , que permitió identificar la estructura 
lógica, la coherencia, correlación y concurrencia del discurso normativo, así como 
los actores y sus temas de intereses en referencia al patrimonio, igualmente, los 
temas objeto de controversia y los argumentos utilizados por el decisor. Estos 
últimos soportados en su interpretación de los referentes constitucionales y el 
alcance y extensión que podían tener en la defensa de los principios y derechos 
constitucionales al patrimonio. Este análisis permitió delimitar el marco 
jurisprudencial vigente sobre el patrimonio en Colombia y los conceptos, temas y 
problemas correlacionados.  
 
Con los referentes conceptuales y el resultado de la aplicación de la estrategia 
metodológica a las sentencias de la Corte Constitucional, fue posible corroborar y 
sustentar que los elementos que constituyen el patrimonio de herencia y existencia 
en Sapzurro están vigentes, por tanto son aplicables los criterios que sustentan los 
derechos y que amparan legalmente por parte del Estado y como obligación de 
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todos los colombianos, asumir este sistema cultural como objeto de protección y 
garantía de permanencia en el territorio.  
 
Los “derechos patrimoniales de herencia y existencia”, comprenden no solo una 
dimensión patrimonial vinculada a la propiedad como derecho heredable y fuente 
de derechos reales, sino que se extienden a los conceptos de “territorio” y 
“territorialidad”, por tanto a un sistema cultural, a un núcleo familiar y vecinal, a 
unas relaciones sociales con otros y con la naturaleza que dan sentido a la 
existencia de las personas al interior de un colectivo en un tiempo dado.  Se trata 
de aquellos elementos vitales que le confieren a las personas una identidad 
esencial y la vez múltiple y unas maneras de relacionarse especificas y adaptables 
con la naturaleza. Es esta construcción social, simbólica y afectiva la que da 
contenido al arraigo sobre un espacio físico que se nombra porque se conoce, la 
que da contenido a los derechos de herencia y existencia, derechos soportados en 
la aspiración humana de construir un “lugar” en el mundo, que como tal contiene y 
materializa los vínculos con lo real, en tanto es allí en donde se materializan los 
sentimientos y valores de pertenencia, apropiación, reconocimiento y valimiento 
social frente a sí mismo y al colectivo y frente a esos “otros”, frente a la alteridad 
que da lugar a la identidad propia y diferencial, que en suma expresan la 
diversidad cultural.  
 
La resistencia y la lucha constante de los pobladores por permanecer en el 
territorio, en medio de sus posibilidades y restricciones naturales y enfrentando la 
adversidad que supone su localización, en términos de ser un espacio geográfico 
que históricamente ha sido estratégico para los intereses particulares de las 
sucesivas oleadas de agentes foráneos, que lo han visto como oportunidad 
económica, ha cimentado y consolidado a Sapzurro como su lugar, como su 
mundo, como su derecho a un lugar en el mundo, trabajado y ganado 
cotidianamente, generación tras generación. Es el escenario de soporte para la 
reproducción biológica y del sistema cultural que les dio origen, arraigo e 
identidad, por el que se juegan los afectos, las relaciones sociales y la existencia 
misma de quienes están y esperan que siga siendo el territorio para su 
descendencia. 
 
El derecho a morar, que se constituye en la noción fundamental y principal soporte 
argumentativo, en tanto se trata del derecho que tienen todas las comunidades 
humanas que históricamente han creado estrechos vínculos con sus territorios 
como prolongación inalienable del “derecho a existir” y tener un lugar propio.  Este 
derecho se entiende como el reconocimiento histórico a la permanencia en un 
territorio en el que colectivamente se han desarrollado las diversas formas de 
relación social y de reproducción cultural. El significado de la condición de ser 
“morador” y hacer “morada” se origina de la pertenencia como fenómeno 
valorativo, afectivo y vinculante que se construye, destruye, reconstruye, revaloriza 
y refuncionaliza en forma continua, lo cual configura un “derecho adquirido” del 
que se busca su reconocimiento y puesta permanente en valor a través de las 
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luchas por la permanencia en el “territorio”.  Se trata del ejercicio de morar, que se 
puede expresar tanto en forma colectiva como individual, tal como se manifiesta 
en Sapzurro. 
 
En síntesis, es a través de su proceso de consolidación histórica y territorial, el 
estado de los ecosistemas y el ejercicio de habitar y de las estrategias para 
garantizar la permanencia y ocupación del lugar y la sobrevivencia del sistema 
cultural, que es posible demostrar lo que constituye el patrimonio territorial de 
herencia y existencia y ante su fragilidad, la necesidad y obligación del Estado y 
de los colombianos de reconocer y proteger tal patrimonio. 
 
Este trabajo de tesis y sus resultados, conducen necesariamente a unos retos, 
entre los que se pueden señalar:  
 
Estos derechos exigen una actualización y un replanteamiento de los axiomas y 
supuestos que hasta ahora han guiado la interpretación jurisprudencial hacia el 
marco de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales en continua revisión, 
suscritos por Colombia y plasmados constitucionalmente, que trascienda el 
estrecho marco que hasta ahora relaciona el patrimonio y los derechos al territorio, 
al lugar, al hábitat, a la morada y al morar, a la existencia de sistemas culturales 
de minorías étnicas en Colombia, o a la protección de muestras representativas 
del patrimonio cultural o natural.   
 
El reconocimiento del “derecho a morar y a la morada” demanda del Estado, la 
aceptación de una “construcción social” que se manifiesta en realidades políticas, 
sociales, económicas y culturales materializadas en un territorio y una 
territorialidad en un hábitat particular, es decir de una obra colectiva que 
representa el patrimonio territorial.  Es obligación de los Estados suscriptores de 
los derechos económicos, sociales y culturales, como el Estado colombiano, 
promover y garantizar el ejercicio del “derecho a morar y a la morada”, como 
derechos constituidos en relación con la permanencia, la ocupación, los usos y las 
prácticas del habitar en el “territorio”.  
 
La gestión socioambiental basada en el reconocimiento de los derechos 
patrimoniales de herencia y existencia, es un ejercicio de la reafirmación de 
soberanía, de la autodeterminación y del necesario fortalecimiento del desarrollo 
local, para efectos de buscar su participación en los circuitos del mercado 
internacional, a partir del reconocimiento y valoración de lo que “se tiene” y “se 
es”, como celebración de la identidad cultural lograda en el proceso mismo de 
habitar en un lugar que ha permitido la reproducción biológica y cultural en la 
alteridad, valor máximo de la diversidad cultural, que enriquece a la Nación en su 
unidad, máxime cuando se trata de localidades de frontera como las del Darién, 
que de suyo son estratégicas y en disputa, porque son de interés capital para 
cualquier actor foráneo, que por la vía de legalidad, de la fuerza o de la persuasión 
buscara apropiársela para si. 
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Es por ello que tiene principal importancia continuar el proceso de visibilización de 
los “derechos de herencia y existencia”, tanto en los ámbitos rurales como 
urbanos, en la medida que la rigurosidad en su concepción, implicaciones y 
alcances, permitirá una gestión socioambiental más acorde a las realidades 
locales con una concepción más clara sobre los impactos que se generan, y 
contribuirá como soporte sustantivo a iniciativas de proyectos de desarrollo 
patrimonial a ser adoptados desde la instancia pública, privada o conjunta, en los 
ámbitos local, municipal, departamental y nacional en nuestro país. De igual 
manera su aplicabilidad puede ampliarse a la configuración de respaldo 
argumentativo y decisorio en la resolución de procesos de constitucionalidad, 
administrativos, penales y civiles entre otros, a favor de las comunidades locales. 
 
La principal y más compleja de las funciones que el ser humano demanda de los 
ecosistemas es la de ser soporte territorial para la existencia de los grupos 
culturales asentados en él. En Sapzurro, la forma en que estos grupos se han 
apropiado del entorno y han hecho de este territorio un referente esencial para su 
existencia y supervivencia, se refleja en la manera como se tejen las relaciones 
sociales de adaptación, uso y transformación de un medio ambiente que es 
limitado en su conformación espacial y de recursos, por tanto su capacidad de 
carga poblacional también es limitada, es decir, este territorio impone un límite en 
el crecimiento poblacional - tanto vegetativo como inmigratorio -. 
 
La revisión histórica muestra, una comunidad articulada, construida y consolidada 
en distintos procesos económicos, que han involucrado, por largos periodos, 
actividades extractivas de impacto sobre los ambientes naturales y sociales donde 
se encuentran ubicadas. Cuando esto se hace visible es posible comprender, de 
otra manera, los riesgos que una actividad de servicios como el turismo encarna 
para la comunidad.  
 
Se trata de una actividad que por las formas en que hasta ahora se ha realizado, 
está poniendo en riesgo un sistema cultural, una estructura social y territorial 
construida a lo largo de un siglo; la relación que la población de Sapzurro 
construye con el turismo es apenas lógica y concuerda con una historia de 
relacionamiento intercultural asimétrico e impositivo, con muchos agentes 
foráneos con intereses económicos y políticos sobre el territorio que ha tenido 
consecuencias, por más o menos tiempo, con mayor o menor impacto, sobre todo 
el Darién, región configurada como producto de la herencia de los grupos 
humanos allí asentados y de la evolución que ha tenido a lo largo del tiempo, el 
patrimonio compuesto de una serie de prácticas culturales de orden simbólico, 
lingüístico, alimenticio/culinario, arquitectónico, económico, musical, artístico y de 
relaciones protectoras o extractivas, de reciprocidad u hostiles con la naturaleza. 
 
Del análisis de los factores que aporta el CDESC (1991), como criterios 
interpretativos del “derecho a la vivienda digna”, se observa que existen múltiples 
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amenazas y vulneraciones al mismo, que están de hecho aportando o potenciando  
condiciones para el desarraigo territorial de los habitantes tradicionales y 
posiblemente de los nuevos en un futuro, de seguirse valorizando el corregimiento 
en los circuitos del mercado inmobiliario mundial en el contexto de la globalización. 
Por tanto, en los términos de la “Observación general 7” del CDESC (1997), se 
podría decir que en el corregimiento las dinámicas socioculturales están incidiendo 
en la consolidación de un progresivo desalojo forzoso, a partir de la exclusión y la 
inequidad, provocada por la incidencia de proyectos de desarrollo y la 
especulación desenfrenada de terrenos. 
 
Este proceso de exclusión territorial progresivo, sería indicativo de las tensiones 
entre las lógicas del ámbito local y los valores económicos y políticos de orden 
internacional y nacional, desde los que se toman las decisiones, acerca de la 
reconfiguración de ese territorio, sin que exista desde estos ámbitos 
reconocimiento alguno, de la valoración y manejo que ha hecho ancestralmente la 
población local sobre los recursos de su territorio, lo que la relega a ser subsumida 
e invisibilizada. Si bien los pobladores antiguos, son los más afectados por estas 
lógicas expulsoras en la medida en que ello significa la pérdida de su sistema 
cultural inscrito estrechamente en ese territorio, se puede concebir que en la 
medida en que este último se siga valorizando en el mercado inmobiliario 
internacional, serán los pobladores nuevos los que también se vean 
desarraigados. En otras palabras, el “derecho al territorio” de esa comunidad es 
desconocido por el Estado, que si bien se denomina así mismo como Social de 
Derecho, es responsable en la práctica de viabilizar la permanencia en el lugar de 
las fuerzas del mercado, con escasa consideración por la pervivencia y protección 
del patrimonio. 
 
En contraste, la gestión integral del patrimonio requiere una interpretación 
sistémica de la protección constitucional de la diversidad étnica y cultural que 
trascienda la aproximación fundada en la afirmación positiva de las comunidades 
étnicas, hacia el reconocimiento y visibilización del patrimonio local. En ese 
sentido, el criterio de gestión “A mayor conservación de usos y costumbres, mayor 
autonomía”, configura un argumento más para entender los procesos de 
protección, recuperación, revalorización del patrimonio como un imperativo de 
orden constitucional en la medida en que al Estado le corresponde según el 
artículo 70, promover el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la 
Nación, mientras que en la órbita local, corresponde al municipio como entidad 
fundamental de la división político – administrativa, ordenar el desarrollo de su 
territorio, promover la participación ciudadana, el mejoramiento social y cultural de 
sus habitantes. 
. 
Es por lo anterior que la promoción del “turismo patrimonial” como apuesta que 
busca integrar el patrimonio cultural - natural a una oferta turística respetuosa de 
las comunidades locales debe ser la regla, y no la excepción como alternativa 
sostenible de desarrollo, que consolide las posibilidades de permanencia de la 
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población en un lugar aprehendido, simbólica y afectivamente, a partir de procesos 
de revalorización del patrimonio. La gestión del “territorio patrimonial” entendido 
éste como manifestación única e irrepetible de la cultura y expresión de formas de 
vida y sistemas económicos alternativos, responde a la protección de los derechos 
“al territorio”, “al desarrollo” y “a un medio ambiente sano”, que como derechos 
vectores potencian las condiciones para el cumplimiento de los derechos humanos 
en su conjunto y por tanto no pueden circunscribirse solo a grupos sobre los que la 
ley ha dispuesto una protección especial. 
 
De acuerdo con lo anterior, el acatamiento del criterio de gestión que indica que “el 
núcleo esencial de los derechos fundamentales constitucionales constituye el 
mínimo obligatorio de convivencia para todos los particulares”, requiere de la 
observación de principios de gestión socioambiental como el “principio de 
precaución” y de “solidaridad intergeneracional”, los cuales adquieren especial 
pertinencia en la gestión del desarrollo en sitios que han mantenido sus méritos 
como ecosistemas estratégicos en virtud de los sistemas culturales asociados que 
han garantizado su pervivencia, a partir de la permanencia, ocupación, usos y 
prácticas refinados históricamente en el proceso de habitar, en el ejercicio del 
derecho a morar y a la morada. 
 
El “principio de precaución” requiere que ante una evaluación ambiental precaria 
en virtud de la carencia de datos certeros y confiables, que no permiten concluir 
con certeza sobre un cierto nivel de riesgo, las medidas de gestión del riesgo 
deben ser tomadas como una decisión técnica y política de manera que garantice 
el nivel de protección requerido. En relación con el estudio en caso, se ha 
reiterado y comprobado la condición frágil del sistema cultural y natural, del 
corregimiento de Sapzurro, lo que introduce un argumento a considerar para la 
regulación y manejo de un turismo que sea consecuente con la observancia de las 
limitaciones del soporte territorial y la capacidad adaptativa de la población. El 
“principio de solidaridad intergeneracional” es el sustento mismo del desarrollo 
sostenible, y se basa en la obligación de garantizar a las generaciones venideras 
el disfrute en condiciones óptimas del patrimonio cultural natural; de nuevo en el 
estudio en caso se aprecia la aplicación de éste principio mediante mecanismos 
de control social como “la enajenación de inmuebles con derecho de preferencia 
intra e interfamiliar” y estrategias ligadas a los “nexos de solidaridad intra e 
interfamiliar”, que buscan la permanencia en el territorio y la garantía de su 
reproducción biológica y cultural.  
 
Es claro que el habitante de Sapzurro, comprende que una buena calidad de vida, 
significa la integración de múltiples factores de interés crucial para la pervivencia 
del sistema cultural y a la vez perciben que sobre éstos se viene dando un 
proceso de degradación, por cambios socioculturales potenciados por un turismo 
del que no participan, ni reciben beneficios en el grado que quisieran. Pareciera 
ser que para los pobladores de Sapzurro, el interés por la conservación del 
soporte territorial fuera mejor entendido que la necesidad de preservar el sistema y 
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patrimonio cultural, interés que es gestionado principalmente por actores privados 
con diferentes agendas, que en su fundamentación fluctúan desde una estrategia 
meramente comercial, hasta la noción clara e ilustrada de los valores naturales y 
el desarrollo de formas de vida alternativa. 
 
En la medida en que la dinámica expulsora de la población tradicional se afianza, 
ante la omisión o acción estatal que coadyuva esta situación, el Estado pareciera 
admitir en la práctica un proceso continuo y sistemático de “desalojo forzoso” a 
partir de la exclusión y la inequidad, provocada por la incidencia de proyectos de 
desarrollo y la especulación desenfrenada de terrenos, lo que es violatorio del 
“derecho a la vivienda digna”, imposibilitando el morar y el “derecho al lugar”, lo 
cual apareja amenazas y vulneraciones a los derechos humanos en su conjunto 
que pasarían como los “males necesarios del desarrollo” no reconocidos, ni 
gestionados. 
 
Entre los aportes que brinda esta tesis, se destacan los siguientes: 
 
Este trabajo ofrece a investigadores, académicos, gestores ambientales y 
culturales, abogados y demás personas interesadas, un exhaustivo y actualizado 
marco de referencia legal y jurisprudencial internacional y nacional, para abordar y 
hacer exigibles unos derechos patrimoniales constituidos y una gestión integral del 
patrimonio.  
 
También recoge los avances teóricos y metodológicos para abordar el análisis e 
interpretación del patrimonio, con la aplicación de una herramienta que permite ir 
más allá la simple interpretación intuitiva de las normas, porque desglosa el 
discurso legal y jurídico, devela los actores, sus intenciones, intereses y apuestas, 
sus relaciones de poder, y las percepciones y supuestos constitucionales en los 
que se basa el decisor para promulgar sentencias, que alimentan, renuevan y 
enriquecen la jurisprudencia, en este caso en materia patrimonial. El uso y 
aplicación de esta herramienta abre un sinnúmero de posibilidades para 
investigadores en cualquier línea, no solo acerca del patrimonio y su gestión, sino 
en otros temas referidos a los derechos y su aplicación en otros casos concretos.  
 
Con respecto al patrimonio, este acercamiento no solo hace posible sustentar y 
hacer visible la existencia de los derechos patrimoniales de herencia y existencia 
en una localidad determinada, sino que muestra su vasto universo, en el sentido 
de que el patrimonio se constituye en noción esencial, básica y vinculante de los 
temas ambientales, sociales, económicos, políticos y culturales, ampliando y 
replanteando la integralidad de su gestión, en tanto ésta involucra el debate sobre 
la sostenibilidad económica, social, cultural, ambiental y en últimas territorial, que 
garantice la permanencia y reproducción de la diversidad de sistemas culturales 
en Colombia. 
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Anexos 
 
Anexo 1 Codificación para la sistematización a través del programa ATLAS/ti del cuerpo 

jurisprudencial. 
 

Accionantes (A) 

Naturaleza jurídica Personas Código 

Persona   natural (A)  AAPna 

Persona jurídica privada  (B) 

Fundación ABFun 

Corporación - Asociación ABCoa 

Corporación - Sociedades ABCso 

Persona jurídica pública o 
entidad estatal (C) 

Defensoría del Pueblo ACDef 

Personería Municipal ACPmu 

Procuraduría ACPro 
Presidencia de la República (Remisión de 
Tratados Internacionales y sus Leyes 

Aprobatorias para revisión de exequibilidad) 
ACPre 

Presidencia de la República (Objeción de 
inconstitucionalidad a Proyecto de Ley). 

ACPri 

Senado de la República (Trámite de revisión 
previa de Constitucionalidad de Leyes 

Estatutarias). 
ACSen 

   

Accionados (B) 

Naturaleza jurídica Personas  

Personas de derecho público 
(A) 

Presidencia de la República BAPre 

Ministerio BAMin 

Departamento Administrativo BADad 

Superintendencias BASup 

Departamentos BADep 

Municipios BAMun 

Distritos BADis 

Corporaciones Autónomas Regionales BACar 

Corporación de Desarrollo Sostenible BACds 

Asociación de Municipios BAAsm 

Área Metropolitana BAAme 

Establecimientos Públicos BAEsp 
Empresas Industriales y Comerciales del 

Estado 
BAEic 

Fiscalía General de la Nación BAFgn 

Contraloría General de la República BACgr 
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Contralorías Departamentales, Distritales y 
Municipales 

BACdm 

Procuraduría General de la República BAPgr 

Consejo de Estado BACes 

Personería Municipal BAPer 

Juzgado Municipal BAJum 
Registraduría Nacional, Departamental o 

Distrital 
BAReg 

Policía Nacional BAPol 
Sociedades de Economía Mixta 

(B) 
 BBSem 

Personas de derecho privado 
con funciones públicas (C) 

Empresas prestadoras de servicios BCEps 

Personas de derecho privado 
sin funciones públicas (D) 

Persona natural BDPna 

Persona jurídica pública BDPjp 

Persona jurídica privada BDPjj 

Sin accionado 

Revisión de exequibilidad de Tratados 
Internacionales y sus Leyes Aprobatorias. 

BERet 

Demanda de inconstitucionalidad contra leyes 
o decretos con fuerza de ley 

BEDil 

Objeciones presidenciales por 
inconstitucionalidad de proyecto de ley 

BEOpi 

Trámite de revisión previa de 
Constitucionalidad de Leyes Estatutarias 

BETre 

Entidad de Derecho Público 
Especial 

Autoridad tradicional indígena BFEde 

Hechos que provocan el accionar (C)  

Hechos generadores Contexto  

Generados por políticas 
públicas (A) 

Desarrollo energético CADen 

Desarrollo de Infraestructura CADin 

Proyectos Productivos CAPro 

Ordenamiento territorial CAOrt 

Reforma agraria CARea 

Exploración petrolera CAExp 

Orden público CAOrp 

Generados por iniciativas 
privadas (B) 

Colonización CBCol 

Proyectos Productivos CBPpr 

Aculturación CBAcu 

Generado por requerimiento de 
ley (C) 

Revisión de exequibilidad de Tratados 
Internacionales y sus Leyes Aprobatorias 

CCEti 

Generado por providencias 
judiciales (D) 

Tutela contra sentencias CDTus 
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Generado por controversias 
acerca de la constitucionalidad 

de leyes 

Inconstitucionalidad del contenido material CEIcm 

Vicios de procedimiento CEVip 

Generado por controversias 
acerca de la constitucionalidad 
de decretos con fuerza de ley 

Inconstitucionalidad del contenido material CFIcm 

Vicios de procedimiento CFVip 

Generado por objeciones por 
inconstitucionalidad de 

proyectos de ley por parte de la 
Presidencia de la República 

Inconstitucionalidad del contenido material CGVip 

Vicios de procedimiento CGIcm 

Generado por cumplimiento de 
examen previo de 

constitucionalidad de Leyes 
Estatutarias 

Examen previo obligatorio de 
constitucionalidad 

CHCep 

Pretensiones de la acción o control de constitucionalidad (D) 

Tipo de control Motivación  

Control de constitucionalidad (A) 

Estudio de exequibilidad de leyes y decretos 
con fuerza de ley 

DAEle 

Estudio de objeciones por inconstitucionalidad 
formuladas por la Presidencia de la República 

a proyecto de ley 
DAEop 

Estudio de exequibilidad de tratados 
internacionales y sus leyes aprobatorias 

DAEti 

Estudio previo de exequibilidad de Leyes 
Estaturias 

DAEpe 

Revisión de Tutela  (B) 
Protección ante un perjuicio irremediable DBPpi 

Cese de la vulneración del derecho 
fundamental 

DBCvu 

Argumentos decisorios de las sentencias de la Corte Constitucional en función de 
los atributos de las manifestaciones culturales (E) 

Atributo Ámbitos  

Histórico (A) 

Plástico EAPla 

Arquitectónico EAArq 

Urbano EAUrb 

Arqueológico EAArl 

Lingüístico EALin 

Sonoro EASon 

Musical EAMus 

Audiovisual EAAud 

Fílmico EAFil 

Testimonial EATes 

Documental EADoc 
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Literario EALit 

Bibliográfico EABib 

Museológico EAMue 

Antropológico EAAnp 

Artístico (B) 

Plástico EBPla 

Arquitectónico EBArq 

Urbano EBUrb 

Arqueológico EBArl 

Lingüístico EBLin 

Sonoro EBSon 

Musical EBMus 

Audiovisual EBAud 

Fílmico EBFil 

Testimonial EBTes 

Documental EBDoc 

Literario EBLit 

Bibliográfico EBBib 

Museológico EBMue 

Antropológico EBAnp 

Científico (C) 

Plástico ECPlas 

Arquitectónico ECArq 

Urbano ECUrb 

Arqueológico ECArl 

Lingüístico ECLin 

Sonoro ECSon 

Musical ECMus 

Audiovisual ECAud 

Fílmico ECFil 

Testimonial ECTes 

Documental ECDoc 

Literario ECLit 

Bibliográfico ECBib 

Museológico ECMue 

Antropológico ECAnp 

Estético (D) 

Plástico EDPlas 

Arquitectónico EDArq 

Urbano EDUrb 

Arqueológico EDArl 

Lingüístico EDLin 

Sonoro EDSon 
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Musical EDMus 

Audiovisual EDAud 

Fílmico EDFil 

Testimonial EDTes 

Documental EDDoc 

Literario EDLit 

Bibliográfico EDBib 

Museológico EDMue 

Antropológico EDAnp 

Simbólico (E) 

Plástico EEPlas 

Arquitectónico EEArq 

Urbano EEUrb 

Arqueológico EEArl 

Lingüístico EELin 

Sonoro EESon 

Musical EEMus 

Audiovisual EEAud 

Fílmico EEFil 

Testimonial EETes 

Documental EEDoc 

Literario EELit 

Bibliográfico EEBib 

Museológico EEMue 

Antropológico EEAnp 

Decisiones de las sentencias de la Corte Constitucional que atienden a los 
elementos del patrimonio cultural (F) 

Acción Elementos  

Protección (A) 
 

Tradición FATra 

Costumbres FACos 

Hábitos FAHab 

Bienes Materiales Inmuebles FABmi 

Bienes Materiales Muebles FABmm 

Lenguas y dialectos FALen 

Conocimiento ancestral FACon 

Paisaje cultural FAPai 

Conservación (B) 

Tradición FBTra 

Costumbres FBCos 

Hábitos FBHab 

Bienes Materiales Inmuebles FBBmi 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 255 

Bienes Materiales Muebles FBBmm 

Lenguas y dialectos FBLen 

Conocimiento ancestral FBCon 

Paisaje cultural FBPai 

Recuperación (C) 

Tradición FCTra 

Costumbres FCCos 

Hábitos FCHab 

Bienes Materiales Inmuebles FCBmi 

Bienes Materiales Muebles FCBmm 

Lenguas y dialectos FCLen 

Conocimiento ancestral FCCon 

Paisaje cultural FCPai 

Divulgación (D) 

Tradición FDTra 

Costumbres FDCos 

Hábitos FDHab 

Bienes Materiales Inmuebles FDBmi 

Bienes Materiales Muebles FDBmm 
Lenguas y dialectos FDLen 

Conocimiento ancestral FDCon 
Paisaje cultural FDPai 

Salvaguarda (E) 

Tradición FETra 
Costumbres FECos 
Hábitos FEHab 

Bienes Materiales Inmuebles FEBmi 
Bienes Materiales Muebles FEBmm 

Lenguas y dialectos FELen 
Conocimiento ancestral FECon 

Paisaje cultural FEPai 

Sostenibilidad (F) 

Tradición FFTra 
Costumbres FFCos 
Hábitos FFHab 

Bienes Materiales Muebles FFBmi 
Bienes Materiales Inmuebles FFBmm 

Lenguas y dialectos FFLen 
Conocimiento ancestral FFCon 

Paisaje cultural FFPai 
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Anexo 2  Sentencias de revisión automática de constitucionalidad de tratados 

internacionales y las leyes que los aprueban. Disposición legal revisada y temas 
tratados 

 

Sentencia Disposición legal revisada y temas tratados 

C - 204 
de 1993 

Ley 16 de 1992 “Por medio de la cual se aprueba el Convenio entre la República del 
Perú para la protección, conservación y recuperación de bienes arqueológicos, 
históricos y culturales, hecho en Bogotá el 24 de mayo de 1989”. 
Derecho de representación del Presidente de la República en firma de tratado 
internacional; Patrimonio cultural y patrimonio arqueológico; Tramite de tratado 
internacional 

C - 519 
de 1994 

Leyes 162 y 165 de 1994 “Por medio de la cual se aprueba el Convenio sobre 
Diversidad Biológica hecho en Río de Janeiro el 5 de junio de 1992” 
Protección del medio ambiente sano; Protección de la biodiversidad; Desarrollo 
sostenible y recursos naturales; Mejoramiento de la calidad de vida; Vicio de 
procedimiento subsanable en el trámite del convenio; Realización de objetivos del 
convenio sobre la diversidad biológica. 

C - 137 
de 1996 

Ley 208 de 1995 “Por medio de la cual se aprueba el “Estatuto del centro internacional 
de ingeniería genética y biotecnología” hecho en Madrid el 13 de septiembre de 1983”. 
Concepto de biotecnología; establecimiento de plantas piloto de ingeniería genética y 
biotecnología; estructura orgánica del Centro Internacional de Ingeniería y 
Biotecnología; protección de la diversidad biológica; alcance de la supranacionalidad; 
propiedad industrial e intelectual; concesión de prerrogativas e inmunidades en el 
tratado internacional; límites de la inmunidad judicial; protección estatal de recursos 
genéticos. 

C - 262 
de 1996 

Ley 243 de 1995 “Por medio de la cual se aprueba el ‘Convenio internacional para la 
protección de las obtenciones vegetales -UPOV-’ del 2 de diciembre de 1961, revisado 
en Ginebra el 10 de noviembre de 1972 y el 23 de octubre de 1978” 
Protección constitucional a la propiedad intelectual; Protección de las minorías étnicas; 
Principio de trato nacional: alcance y derecho a la igualdad; Protección de la actividad 
agropecuaria y producción de alimentos; Temporalidad de la propiedad intelectual; 
Cualidades y protección de las obtenciones vegetales; Alcance del derecho de 
prioridad; Medidas de protección a los obtentores; Control estatal de especies 
vegetales. 

C - 582 
de 1997 

Ley 357 de 1997, “Por la cual se aprueba la Convención Relativa a los Humedales de 
Importancia Internacional Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas” (Ramsar), 
suscrita en la ciudad de Ramsar en 1971, así como las modificaciones adoptadas 
mediante el Protocolo de París en 1982 y las enmiendas de Regina de 1987” 
Competencia exclusiva de los ministros en la presentación de proyectos de ley; 
Convención relativa a humedales: Protección ambiental 

C - 924 
de 2000 

Ley 566 de 2000, "Por medio de la cual se aprueba el Convenio entre el Gobierno de 
la República de Colombia y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre cooperación 
cultural y científica, suscrito en Santafé de Bogotá el 26 de noviembre de 1.997". 
Trámite de ley aprobatoria de tratado internacional; Objeto Convenio de cooperación 
cultural y científica; Objetivo constitucional de la promoción de la ciencia y la cultura; 
Constitucionalidad del Convenio; Alcance de la cultura nacional; Protección por el 
Estado del patrimonio cultural; Protección por el Estado de la propiedad intelectual. 

C - 091 
de 2001 

Ley 587 de 2000 "Por medio de la cual se aprueba el Convenio entre las Repúblicas 
de Colombia y del Ecuador para la recuperación y devolución de bienes culturales 
robados, suscrito en Santa Fe de Bogotá  el 17 de diciembre de 1996”. 
Protección por Estados del patrimonio cultural; Exhibición por Estados bienes 
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culturales; Recuperación y devolución por hurto de bienes culturales; Comercio ilícito 
de bienes culturales; Objeto del convenio. 

C - 071 
de 2003 

Ley 740 del 24 de mayo de 2002 “Por medio de la cual se aprueba el "Protocolo de 
Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica", hecho en Montreal, el veintinueve (29) de enero de dos mil (2000)". 
Disposiciones generales, definiciones y ámbito material de aplicación del Protocolo; 
Procedimiento de Acuerdo Fundamentado Previo, Procedimiento Simplificado; 
Acuerdos Bilaterales, regionales y multilaterales; Evaluación y gestión del riesgo, 
medidas de prevención y de emergencia; Autoridades nacionales competentes, 
centros focales nacionales y Centro de Intercambio de Información sobre seguridad de 
la Biotecnología; Mecanismos de cooperación; Información confidencial; Movimientos 
transfronterizos ilícitos; Proceso para la elaboración de normas y procedimientos 
internacionales; Órganos del Protocolo, financiación, verificación del cumplimiento del 
mismo y remisión a las normas del Convenio sobre la Diversidad Biológica en materia 
de protocolos; Firma, entrada en vigor, prohibición de reservas, denuncia y textos 
auténticos. 

C - 120 
de 2008 

Ley 1037 de 2006, aprobatoria de la “Convención para la salvaguardia del patrimonio 
cultural inmaterial”, aprobada en la Conferencia General de la UNESCO, en su reunión 
celebrada en París y clausurada el diecisiete (17) de octubre de 2003. 
Control de constitucionalidad de ley aprobatoria de tratado internacional; Convención 
para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial: se ajusta a la constitución y 
finalidad. 
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Anexo 3 Sentencia de revisión automática de constitucionalidad de proyecto de ley 

estatutaria. Disposición legal revisada y temas tratados 
 

Sentencia Disposición legal revisada y temas tratados 

C - 088 
de 1994 

Proyecto de Ley Estatutaria sobre Libertad Religiosa. 209 Senado. 1 Cámara. 
Legislatura de 1992. "Por la cual se desarrolla el Derecho de Libertad Religiosa y de 
Cultos, reconocido en el artículo 19 de la Constitución Política”. 
Efectos del control previo de proyecto de ley estatutaria y cosa juzgada constitucional; 
Libertad de cultos y libertad de religión; Prevalencia de tratados internacionales y 
derecho internacional de derechos humanos; Orden publico como límite al ejercicio de 
la libertad religiosa; Límites a la libertad de religión; Contenido de la libertad de 
religión; Contenido de la libertad de cultos; Educación religiosa; Religión en la 
constitución política vigente; Franquicia postal a la iglesia y exención tributaria; 
Exención tributaria a la iglesia, principio de igualdad en el trato y facultades de los 
concejos municipales en la materia; Derecho a la asistencia religiosa; Personería 
jurídica de la iglesia católica; Derecho público eclesiástico; Reconocimiento de iglesia 
y confesión; Naturaleza de la asociación de ministros; Reconocimiento jurídica a las 
iglesias; Concordato, convenios entre el estado y la iglesia; Competencia del tribunal 
eclesiástico; Patrimonio cultural y artístico de la iglesia; Derecho a la honra de la 
iglesia; Derecho de rectificación de la iglesia; Cementerio religioso y civil. 
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Anexo 4  Sentencias de objeciones de constitucionalidad presentadas por el gobierno 

nacional a proyectos de ley. Disposición legal revisada y temas tratados. 
 

Sentencia Disposición legal revisada y temas tratados 

C - 343 
de 1995 

Proyecto de Ley 156 de 1993 del Senado de la República y 45 de 1993 de la Cámara 
de Representantes "Por medio del cual se declara monumento nacional el Templo de 
San Roque, en el barrio San Roque de la ciudad de Barranquilla, Departamento del 
Atlántico" 
Iniciativa legislativa para gasto público; Prohibición de auxilios o donaciones; Carácter 
de monumento nacional otorgado por el congreso; Clausula general de competencia 
legislativa; Protección del patrimonio cultural de la Nación y Templo de San Roque; 
Junta de Conservación. 

C - 480 
de 1999 

Proyecto de Ley 234 de 1997-  Senado y 337 de 1997- Cámara de Representantes, 
"Por medio de la cual se declara monumento nacional, el templo parroquial San 
Antonio de Padua del Municipio de Soledad, Departamento del Atlántico”. 
Prohibición de auxilios o donaciones parlamentarias; Protección del patrimonio cultural 
de la Nación: Templo de San Antonio de Padua; Junta de conservación del 
monumento nacional; Iniciativa legislativa para gastos. 

C - 1250 
de 2001 

Proyecto de Ley 138 de 1999 Cámara – 011 de 2000 Senado “Por la cual se declaran 
monumentos nacionales el Hospital San Juan de Dios y el Instituto Materno Infantil; se 
adoptan medidas para la educación universitaria y se dictan otras disposiciones”.  
Trámite oportuno de la objeción presidencial; Hospitales como monumento nacional; 
Competencia del legislador para declaración de monumento nacional; Patrimonio 
cultural y monumento público; Competencias constitucionales del Congreso y 
Gobierno en gasto público; Patrimonio cultural de la Nación: Declaración de hospitales 
como universitarios y servicio de salud para clases desprotegidas 

C - 063 
de 2002 

Proyecto de Ley 22 de 1999 Senado y 06 de 2000 Cámara, “Por el cual se adopta el 
régimen político, administrativo y fiscal de los distritos Portuario e Industrial de 
Barranquilla, Turístico y Cultural de Cartagena de Indias y Turístico, Cultural e 
Histórico de Santa Marta”. 
Entidades territoriales: Determinación de categorías pertenece al ámbito constitucional 
y modalidades para establecer regímenes jurídicos; Distritos especiales: Creación por 
el Constituyente, carácter y regulación especial; Distinción entre funciones de distritos 
como entidades y funciones de autoridades; Declaración por autoridades distritales del 
patrimonio cultural de su jurisdicción; Efectos por declaración de bien como recurso 
turístico en distritos especiales. 
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Anexo 5 Sentencias que resuelven acciones públicas de inconstitucionalidad. Disposición 

legal revisada y temas tratados. 
 

Sentencia Disposición legal revisada y temas tratados 

C - 530 
de 1993 

Decreto 2762 de 1991 “Por medio del cual se adoptan medidas para controlar la densidad 
poblacional en el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina”. 
Régimen especial para el archipiélago de San Andrés y limitaciones para no residentes; 
Principio de igualdad: Condiciones, discriminación; diferenciación, principio de 
razonabilidad y principio de racionalidad; Limitación al derecho de circulación y residencia; 
Densidad poblacional; Limites al derecho al trabajo; Limites a la actividad turística; Límites 
al derecho a la educación; Protección del derecho a la vida y control de la densidad 
poblacional; Raizales: Protección cultural, patrimonio cultural y principio de diversidad 
étnica y cultural; Protección del ambiente. 

C - 058 
de 1994 

Artículos 27 (parcial) y 63 de la Ley 48 de 1993 "Por la cual se reglamenta el servicio de 
reclutamiento y movilización". 
Exenciones al servicio militar; Servicio militar prestado por indígena; Derecho a la igualdad; 
Deberes de la persona y del ciudadano; Obligación del servicio militar; Objeto de la fuerza 
pública; Fomento a la colonización y bienes inalienables; Constitución ecológica; Derecho 
al ambiente sano; Desarrollo sostenible y recursos naturales; Legitimidad constitucional de 
la colonización. 

C - 139 
de 1996 

Artículos 1, 5 y 40 de la Ley 89 de 1890. 
Elementos de la Jurisdicción Indígena; Vigencia de la Jurisdicción Indígena; Derecho 
colectivo de la Comunidad Indígena a mantener singularidad cultural; Principio de 
diversidad étnica y cultural; Autonomía de la Jurisdicción Indígena; Principio de dignidad 
humana del indígena; Principio de diversidad étnica y cultural como valor fundante del 
estado; Sanciones por faltas contra la moral en la comunidad indígena; Facultad 
sancionatoria de la autoridad indígena y límites en cuanto a sanciones; Indígena no es 
incapaz relativo; Indígena en la constitución política vigente; Propiedad colectiva de los 
Resguardos. 

C - 534 
de 1996 

Artículo 61 (parcial) de la Ley 99 de 1993, "Por la cual se crea el Ministerio del Medio 
Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio 
ambiente y los recursos renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental SINA, y se 
dictan otras disposiciones." 
Control, colaboración y equilibrio en el ejercicio del poder; Estado Social de Derecho y 
protección de recursos naturales; Alcance y límites de la autonomía de entidades 
territoriales; Regulación nacional del derecho al medio ambiente sano; Facultad 
reglamentaria de los recursos naturales de entidades territoriales; Alcance del principio de 
rigor subsidiario; Sabana de Bogotá como “interés ecológico nacional”; Competencia 
restringida del legislador en la regulación uso del suelo y la preservación patrimonio 
ecológico de municipios. 

C - 535 
de 1996 

Artículos 1, 3, 6., 8, 10, 11, 12 y 15 de la Ley 140 de 1994 “Por la cual se reglamenta la 
publicidad exterior visual en el territorio nacional” 
Contenido esencial de la autonomía territorial y garantía institucional; Autonomía territorial, 
ley y protección del medio ambiente: el principio de rigor subsidiario; Contaminación visual, 
protección del paisaje y defensa del patrimonio ecológico local; Participación de la 
comunidad y decisiones que puedan afectar el medio ambiente. 

C - 243 
de 1997 

Artículo 135 del Decreto Ley 2150 de 1995 "Por el cual se suprimen y reforman 
regulaciones, procedimientos o trámites innecesarios, existentes en la Administración 
Pública" 
Competencia para expedición de normas sobre el patrimonio ecológico; Protección 
municipal del patrimonio ecológico según limitaciones; Prohibición de requisitos adicionales 
para el ejercicio de la norma general ambiental; Desbordamiento de las facultades 
extraordinarias para supresión de trámites en materia ambiental. 
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C - 469 
de 1997 

Artículos 1 de la Ley 33 de 1920 "Sobre adopción del Himno Nacional de Colombia" y 4 de 
la Ley 12 de 1984 "Por la cual se adoptan los Símbolos Patrios de la República". 
Significado de los símbolos patrios; Himno nacional como composición poético musical que 
no adopta contenido normativo; Patrimonio cultural de la Nación. 

C - 064 
de 1998 

Ley 140 de 1994 “Por la cual se reglamenta la Publicidad Exterior Visual en el territorio 
nacional”. 
Competencia concurrente para la protección del patrimonio ecológico local; Principio de 
rigor subsidiario; Competencia residual de concejos distritales, municipales y autoridades 
de territorios indígenas frente a la publicidad exterior visual. 

C - 191 
de 1998 

Artículo 9 (parcial) de la Ley 397 de 1997 "Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 
72 y demás artículos concordantes de la Constitución Política y se dictan normas sobre 
patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y 
se trasladan algunas dependencias". 
Bloque de constitucionalidad y tratados internacionales que no forman parte de él; Norma 
constitucional en blanco y tratado sobre límites del territorio; Convención sobre Plataforma 
Continental hace parte del bloque de constitucionalidad; Desarrollo del derecho del mar; 
Principio de prolongación natural del territorio: Espacios marinos y submarinos territoriales; 
Plataforma continental: Sometida a soberanía del estado ribereño; Alcance de la soberanía 
del estado; Convenciones sobre derecho del mar y regulación del patrimonio cultural 
sumergido; Protección del patrimonio cultural y arqueológico. 

C - 273 
de 2000 

Artículo 100 del Decreto 1122 de 1999 “Por el cual se dictan normas para suprimir trámites, 
facilitar la actividad de los ciudadanos, contribuir a la eficiencia y eficacia de la 
Administración Pública y fortalecer el principio de la buena fe”. 
Cosa juzgada constitucional: Inexequibilidad previamente declarada de la norma 
demandada. 

C - 366 
de 2000 

Artículo 4 de la ley 79 de 1981 “Por la cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 
450 años de la fundación de la ciudad de Santiago de Cali, se dictan otras disposiciones y 
se otorgan unas facultades extraordinarias al Gobierno”. 
Juez en el Estado Social de Derecho: prevalencia de la sustancia sobre la forma y primacía 
de la integridad de la Constitución sobre los requisitos; Representación de persona jurídica 
de derecho público no despoja la ciudadanía; Incompetencia del Congreso de la República 
para restringir la propiedad que sobre bienes y recursos ostentan los entes territoriales; 
Autonomía de entidades territoriales: Alcance, administración de recursos y propiedad 
sobre bienes y rentas; Garantía por el Estado del derecho de propiedad, uso o destino es 
exclusiva sobre bienes por entidades territoriales; Reconocimiento de indemnización por la 
limitación del derecho de propiedad exclusiva sobre bienes por entidades territoriales; 
Patrimonio cultural de la Nación: Implicaciones y competencias; Competencias del Consejo 
Nacional de Monumentos; Declaración de un bien como monumento nacional; Patrimonio 
cultural de la Nación: Inalienable, inembargable e imprescriptible; Concepto de Estado y 
Nación; Declaración de un bien como patrimonio cultural de la Nación conlleva 
restricciones e imposición de cargas; Monumento nacional de entidades territoriales: 
Limitaciones deben ser compensadas; Monumento nacional: Palacio que pertenece al 
municipio Santiago de Cali; Libertad de configuración legislativa: Uso o destinación de 
inmueble de propiedad de ente territorial; Control de constitucionalidad: Improcedencia 
sobre conveniencia o no de destinación de inmueble de ente territorial 

C - 431 
de 2000 

Parágrafos 6 (parcial) y 7 (parcial) del artículo 1 de la Ley 507 de 1999 “Por la cual se 
modifica la Ley 388 de 1997”. 
Conservación del como garantía constitucional; Conformación de la “constitución ecológica; 
Medio ambiente-derecho deber; Medio ambiente: Deberes del estado; Medio ambiente: 
Servicio público; Alcance del principio de desarrollo sostenible; Medio ambiente: Derecho 
fundamental y protección por el Estado; Función del Ministerio del Medio Ambiente; 
Finalidad del Sistema Nacional Ambiental; Finalidad y funciones de las Corporaciones 
Autónomas Regionales; Proyecto de Plan de Ordenamiento Territorial y Proyecto de Plan 
Parcial en materia ambiental: Contenido, instancias de consulta y concertación y 
sometimiento a consideración de autoridad ambiental; Principio de conservación del 
ambiente sano y principios de eficacia y celeridad de la función administrativa; Proyecto de 
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Plan de Ordenamiento Territorial: Planificación y uso del suelo y estudio previo por 
autoridad ambiental; Silencio administrativo positivo en materia ambiental: Afectación de 
derechos constitucionales ante morosidad de autoridad para expedir concepto; Control 
ecológico no elimina ni hace inoperante eficacia y celeridad de función administrativa; 
Responsabilidad de servidor público: Omisión en ejercicio de funciones; Límite 
constitucional de los principios de función administrativa; Corporación Autónoma Regional y 
Autoridad Administrativa Local: Coordinación para evitar actuaciones o decisiones 
contradictorias; Protección constitucional e internacional del medio ambiente; Control 
ecológico en Proyecto de Plan de Ordenamiento Territorial y Proyecto de Plan Parcial; 
Inconstitucionalidad del silencio administrativo positivo en materia ambiental por hacer 
inoperante control de deterioro ecológico; Prevención y control del deterioro del ambiente 
sano. 

C - 1097 
de 2001 

Artículo 38 de la ley 397 de 1997 “Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 72 y 
demás artículos concordantes de la Constitución Política y se dictan normas sobre 
patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y 
se trasladan algunas dependencias”. 
Estampilla: Creación, adherencia al régimen de las tasas, tradición postal y fiscal de 
Colombia, ámbito de las tasas; Estampilla procultura: Privilegio del municipio frente al 
departamento de creación, administración y recaudo; Resolución en coexistencia en 
departamento y municipio; Juicio de igualdad en tributo de entidades territoriales: 
Realización en el seno de cada jurisdicción; Fortalecimiento de la unidad nacional; 
Promoción y fomento de la cultura; Creación de incentivos por el Estado para  ciencia y 
tecnología; Protección por el Estado del patrimonio cultural de la Nación; Creación por 
asambleas y concejos de estampilla procultura. 

C - 339 
de 2002 

Artículos 3 parcial, 4, 18 parcial, 34, 35 parcial literales a) y c) y 36 parcial de la ley 685 de 
2001- Código de Minas-. 
Construcción del derecho al ambiente sano conjunta del Estado y de los ciudadanos; 
Protección recursos naturales y medio ambiente sano como objetivo constitucional; 
Carácter ecológico de la constitución política; Enfoque constitucional del medio ambiente 
sano desde el punto de vista ético, económico y jurídico; Medio ambiente sano: Deberes 
del Estado impuestos por la Constitución; Actividad minera; Conservación de la 
biodiversidad; Medio ambiente sano: Impacto ambiental; Política Nacional de Biodiversidad: 
Principios en que se fundamenta; Carácter vital para la existencia de la biodiversidad; 
Medio ambiente sano y biodiversidad en explotación minera: Principio de orden económico; 
Impacto por extracción de minerales en el medio ambiente; Conciliación del grave impacto 
ambiental en minería; Significado y alcance del desarrollo sostenible; Medio ambiente sano 
y desarrollo económico y tecnológico; Relación ecología – economía; Utilidad económica 
indudable de la biodiversidad; Beneficios económicos por la protección de la biodiversidad; 
Consecuencias de la explotación minera; Políticas de planificación para la protección del 
medio ambiente sano y la biodiversidad; Criterio de especialidad entre la ley ambiental y 
código de minas; Ley ambiental y código de minas están en igual condición; Criterio de 
especialidad del código de minas ante posibles deficiencias; Código de minas ha de 
enmarcarse en normas constitucionales protectoras del medio ambiente; Actividad minera: 
Regulación integral en el código de minas; Ley ambiental en actividad minera: Carácter 
general y reducción de ámbito material de validez; Código de minas: Aplicación preferente 
no obstaculiza aplicación de normas ambientales anteriores; Modificación de competencias 
de autoridad ambiental en el código de minas; Zonas excluibles de la actividad minera; 
Autoridad ambiental en minería: Establecimiento de zonas de exclusión por autoridad 
ambiental; Aplicación del principio de precaución por autoridad ambiental; Principio de 
precaución; Interdependencia de la norma ambiental con las propias del ordenamiento 
territorial; Minería: Restricción en perímetro urbano de ciudades y poblados sujeta a 
normas ambientales y territoriales y zonas de interés arqueológico, histórico o cultural; 
Patrimonio cultural de la Nación: Protección por el Estado, efectos de declaración de un 
bien; Explotación minera: Admisión en consonancia con la constitución; Explotación minera 
y patrimonio cultural de la Nación; Explotación minera: Inconstitucionalidad por carácter 
indiscriminado de áreas no comprendidas en la ley; Minería: Expresión que desconoce 
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gran cantidad de ecosistemas del país. 

C - 418 
de 2002 

Artículo 122 de la Ley 685 de 2001 “Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan 
otras disposiciones”. 
Régimen legal de la participación y especial protección de las comunidades indígenas 
respecto de la explotación de recursos naturales yacentes en el suelo y subsuelo de los 
territorios indígenas; El pluralismo postulado en la concepción del Estado Social de 
derecho y la especial protección a las comunidades en el marco de la Constitución. 
Reiteración de la jurisprudencia; Explotación de recursos naturales en los territorios 
indígenas; 

C - 474 
de 2003 

Artículo 9 (parcial) de la Ley 397 de 1997. “Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 
72 y demás artículos concordantes de la Constitución Política y se dictan normas sobre 
patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y 
se trasladan algunas dependencias”. 
Patrimonio cultural y arqueológico de la Nación: Protección constitucional, bienes que lo 
conforman, mecanismos para readquirir bienes cuando se encuentren en manos de 
particulares, rescate de bienes que se encuentran abandonados en la naturaleza y en 
peligro de deterioro; Especies naufragas: Mecanismos de protección, posibilidad de 
recompensa al denunciante en caso de lograrse la recuperación, recompensa no atenta 
contra carácter inalienable; Concepto de bienes inalienables, inembargables e 
imprescriptibles; Porcentaje a que tiene derecho el denunciante no podrá ser pagado total o 
parcialmente con las especies náufragas; Regulación del patrimonio cultural y arqueológico 
de la Nación corresponde al congreso; El legislador tiene la facultad de establecer 
mecanismos que permitan readquirir bienes que se encuentran en manos de particulares; 
La potestad reglamentaria del gobierno exige que la ley haya previamente configurado una 
regulación básica o materialidad legislativa 

C - 894 
de 2003 

Inciso final del artículo 63 de la Ley 99 de 1993 “Por la cual se crea el Ministerio del Medio 
Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental - 
SINA- y se dictan otras disposiciones”. 
El régimen constitucional de protección del medio ambiente: carácter unitario del Estado y 
concurrencia de competencias entre la Nación, las Corporaciones Autónomas Regionales, 
y las entidades territoriales; Criterio político - administrativo de distribución de 
competencias en materia ambiental: autonomía ecológica de las entidades territoriales y de 
las comunidades indígenas; Criterio de especialización funcional a partir de ecosistemas 
regionales: las Corporaciones Autónomas Regionales; Armonización de las competencias 
constitucionales concurrentes: reserva legal y autonomía; Las licencias ambientales dentro 
del contexto del sistema constitucional de protección del medio ambiente; Régimen legal 
del procedimiento administrativo para el otorgamiento de licencias ambientales, y 
distribución de competencias en el ejercicio de dicha función;  

C - 245 
de 2004 

Parágrafo (parcial) del artículo 2° y el artículo 12 de la Ley 785 de 2002, "Por la cual se 
dictan disposiciones relacionadas con la administración de los bienes incautados en 
aplicación de las Leyes 30 de 1986 y 333 de 1996”. 
Requisitos de demanda de inconstitucionalidad por desconocimiento del principio de unidad 
de materia; Alcance del principio de unidad de materia; Alcance del control de 
constitucionalidad por desconocimiento del principio de unidad de materia; Principio de 
unidad de materia: Condiciones para el ejercicio de la función legislativa; Factores a 
determinar para ejercicio de control de constitucionalidad por desconocimiento del principio 
de unidad de materia; Administración de bienes incautados: Sistemas de administración y 
enajenación; Responsabilidad de autoridades ambientales para procurar el menor impacto 
ambiental en la destrucción de sustancias controladas; Instrumentos constitucionales para 
la gestión ambiental y libertad de configuración legislativa; Importancia en la Constitución 
del medio ambiente; Importancia de la constitución ecológica; Importancia de la 
Declaración de Estocolmo sobre El Medio Ambiente Humano; Importancia de la 
Declaración de Rio De Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo; Principios e 
instrumentos consagrados en la Constitución para la gestión ambiental; Medio ambiente: 
Protección y preservación del medio ambiente y planificación y fijación de políticas 
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estatales; Desarrollo, ejecución y control de planes y programas en materia del medio 
ambiente; Libertad de configuración legislativa en gestión ambiental: Determinación de 
herramientas e instrumentos y señalamiento de autoridades competentes; Finalidad del 
Sistema Nacional Ambiental; Destrucción de sustancias controladas: Puede generar 
contaminación y daños irreparables al ambiente y ecosistemas y debe obedecer a 
parámetros técnicos propios de autoridades ambientales; Alcance de la responsabilidad 
asignada a las autoridades ambientales en la destrucción de sustancias controladas; 
Destrucción de sustancias controladas: Autoridades ambientales responsables y objetivo; 
Responsabilidad en la elaboración, ejecución y control de plan de manejo ambiental para 
erradicación forzosa de cultivos ilícitos o manipulación de sustancias controladas; 
Planificación de manejo y aprovechamiento por el Estado de los recursos naturales; 
Deterioro ambiental, prevención y control por el estado; Planificación como herramienta 
fundamental de protección del medio ambiente; Erradicación de cultivos ilícitos: 
Participación de la comunidad y consulta previa de comunidades indígenas; Alcance de la 
ejecución y control por parte de las autoridades ambientales en plan de manejo ambiental 
para erradicación forzosa de cultivos ilícitos o manipulación de sustancias controladas. 

C - 668 
de 2005 

Inciso final del parágrafo 1 del artículo 9º de la Ley 397 de 1997 “Por la cual se desarrollan 
los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes de la Constitución Política y se 
dictan normas sobre patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el 
Ministerio de Cultura y se trasladan algunas dependencias”. 
Patrimonio cultural y arqueológico de la Nación: Protección constitucional y legal; 
Patrimonio cultural y arqueológico de la Nación: Bienes que lo conforman, mecanismos 
para readquirir bienes cuando se encuentren en manos de particulares; Patrimonio cultural 
sumergido: Bienes que lo conforman, carácter inalienable, imprescriptible e inembargable; 
Reconocimiento de recompensa por recuperación de especies naufragas; Patrimonio 
cultural sumergido: Derecho del denunciante de disponer de los bienes objeto del rescate 

C - 189 
de 2006 

Artículo 13 (parcial) Ley 2 de 1959 “Sobre economía forestal de la Nación y conservación 
de recursos naturales renovables”. 
Derecho de propiedad privada: Concepto y evolución histórica; Alcance de la función social 
del derecho de propiedad; Alcance de la función ecológica de la propiedad; Derecho de 
propiedad: Características, atribuciones e inconstitucionalidad expresión “arbitrariamente” 
contenida en definición del Código Civil; Concepto de constitución ecológica; Objetivo del 
desarrollo sostenible; Derecho de propiedad privada: Requisitos para imponer limitaciones 
en aras de la conservación del medio ambiente; Sistema de Parques Nacionales Naturales: 
Concepto y limitación del derecho de propiedad privada; Núcleo esencial del derecho de 
propiedad privada; Prohibiciones a la enajenación de: bienes, derecho de alimentos, 
derechos herenciales, derechos de uso y habitación, derechos morales de autor, predio 
rural adjudicado por INCORA, bienes baldíos, bienes de desplazados; Excepciones en 
cuanto a la apropiación por parte de particulares del patrimonio cultural de la Nación; 
Restricciones a la enajenación del patrimonio cultural de iglesias y confesiones religiosas; 
Restricciones a la enajenación de propiedad para realización de obra de beneficio común o 
utilidad pública; Límites a la negociabilidad de las acciones de la propiedad accionaria del 
Estado; Parques Nacionales Naturales: Clase de bienes afectados por la prohibición de 
venta de tierras; Venta de tierras: Prohibición respecto de zonas declaradas como Parques 
Nacionales Naturales no desconoce derecho de propiedad privada; Facultad del legislador 
de asignar a ciertos bienes la calidad de inembargables e inalienables; Parques Nacionales 
Naturales: Utilización y disfrute de bienes por titulares del derecho de dominio; Concepto 
Obiter Dicta. 

C - 742 
de 2006 

Artículo 4 (parcial) de la Ley 397 de 1997 “Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 
72 y demás artículos concordantes de la Constitución Política y se dictan normas sobre 
patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de Cultura y se 
trasladan algunas dependencias”. 
Patrimonio cultural de la Nación: Protección de bienes declarados de interés cultural; 
Concepto de constitución cultural; Libertad de configuración legislativa: Protección del 
patrimonio cultural de la Nación; Patrimonio cultural de la Nación: Declaración de bien 
conlleva restricciones e imposición de cargas; Patrimonio cultural de la Nación: Limitación 
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del deber estatal de protección es razonable y proporcionada; Protección del patrimonio 
cultural en el derecho comparado; Limitación a la protección del patrimonio cultural en las 
constituciones española e italiana; Patrimonio Cultural de la Nación: Protección de bienes 
no declarados de interés cultural. 

C - 554 
de 2007 

Artículo 63 (parcial) de la Ley 99 de 1993, “Por la cual se crea el Ministerio del Medio 
Ambiente, se reordena el sector público encargado de la gestión y conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, 
SINA, y se dictan otras disposiciones”. 
Tensión y necesidad de armonización entre el principio unitario del estado y principio de 
autonomía de entidades territoriales; Naturaleza jurídica de las Corporaciones Autónomas 
Regionales; Distribución de competencias en materia ambiental; Alcance de competencias 
en materia ambiental de la Corporación Autónoma Regional; Competencia en materia de 
medio ambiente: Compartida entre los niveles central y territorial; Principio de gradación 
normativa: Concepto; Alcance del principio de rigor subsidiario; Apelación de acto 
administrativo dictado en desarrollo del principio de rigor subsidiario; Corporación 
Autónoma Regional: Vulneración de su autonomía por norma que establece apelación del 
acto administrativo dictado en desarrollo del principio de rigor subsidiario; Autonomía 
territorial: Vulneración por norma que establece apelación del acto administrativo dictado 
en desarrollo del principio de rigor subsidiario; Acto administrativo dictado en desarrollo del 
principio de rigor subsidiario: Inconstitucionalidad de norma que establece vigencia 
transitoria; Principio de rigor subsidiario: No vulneración porque norma acusada no limita 
dicho principio. 

C - 462 
de 2008 

Numerales 16 y 36 del artículo 5º de la Ley 99 de 1993 “Por la cual se crea el Ministerio del 
Medio Ambiente, se reordena el sector público encargado de la gestión y conservación del 
medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”. 
El manejo de la política ambiental en el estado unitario compete a la Nación, en 
coordinación con las autoridades locales y territoriales; La función de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y su nivel de autonomía. 

C – 1143 
de 2008 

Artículos 4 parcial y 63 parcial de la Ley 99 de 1993 ““Por la cual se crea el Ministerio del 
Medio Ambiente, se reordena el sector público encargado de la gestión y conservación del 
medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”. 
El manejo de la política ambiental en el estado unitario compete a la Nación, en 
coordinación con las autoridades locales y territoriales; La función de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y su nivel de autonomía. 
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Anexo 6  Sentencias de revisión de tutela y relación de demandantes y demandados. 

Demandante – Demandado. 
 

Sentencia Demandante Demandado 

T - 411 de 
1992 

José Felipe Tello Varón, en su doble 
condición de representante legal de Industria 
Molinera Granarroz Ltda. y de persona natural 

Alcalde del Municipio de Granada - 
Meta 

T - 415 de 
1992 

Fundación para la Defensa del Interés Público 
(Fundepúblico), en representación de las 
juntas de acción comunal de los Barrios La 
Planta y Cocicoinpa. (Municipio de 
Bugalagrande - Valle del Cauca) 

Alcalde Municipal, Personero 
Municipal, Director de Saneamiento 
Ambiental de la Secretaría de Salud 
del Departamento. 

T - 428 de 
1992 

Amado de Jesús Carupia Yagari, en su 
calidad de gobernador de la comunidad 
indígena de Cristianía. (Municipio de Jardín - 
Antioquia) 

Compañía SOLARTE y del Ministerio 
de Obras Publicas 

T - 567 de 
1992 

Eugenia Méndez, Fabriciano García y 
Angélica Guetio, actuando en su propio 
nombre y en representación del Cabildo de la 
parcialidad indígena de La Paila, 
corregimiento de Timbá, (Municipio Buenos 
Aires - Cauca), en sus calidades de 
Gobernadora, Alcalde Mayor y Fiscal 

Instituto Colombiano de Reforma 
Agraria (INCORA) 

T - 188 de 
1993 

Miembros de la comunidad indígena Paso 
Ancho, (Vereda de Chicuambe, Municipio de 
Ortega - Tolima). 

Instituto Colombiano de Reforma 
Agraria (INCORA) 

T - 257 de 
1993 

Asociación Evangélica Nuevas Tribus de 
Colombia (Departamento del Vaupés). 

Departamento Administrativo de la 
Aeronáutica Civil y la División de 
Asuntos Indígenas del Ministerio de 
Gobierno 

T - 380 de 
1993 

Organización Indígena de Antioquia, por 
intermedio de apoderado y en calidad de 
agente oficioso de la Comunidad Indígena 
Emberá - Katío de Chajeradó, (Municipio de 
Murindó – Antioquia). 

Corporación Nacional de Desarrollo 
del Chocó (CODECHOCO) y la 
Compañía de Maderas del Darién S. 
A. (MADARIEN) 

T - 405 de 
1993 

Comunidades Indígenas del Medio Amazonas  
Ministerio de Defensa Nacional y la 
Misión Aérea de los Estados Unidos 

T - 001 de 
1994 

Silvano Romero, actuando en calidad de 
Secretario de la Comunidad Indígena de 
Chenche Socorro de Coyaima (Tolima). 

Instituto Colombiano de Reforma 
Agraria (INCORA) 

T - 342 de 
1994 

Ariel Uribe Orozco y Jorge Alberto Restrepo 
González, en su condición de agentes 
oficiosos de los integrantes de la comunidad 
indígena "Nukak-Maku" (Guaviare). 

Asociación Evangélica Nuevas 
Tribus de Colombia 

T - 111 de 
1995 

Sons of the Soil (S.O.S.) Foundation 
(Departamento de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina). 

Ministerio de Desarrollo Económico y 
la Corporación Nacional de Turismo 

T - 525 de 
1998 

Ovidio Yasno, Gobernador del Resguardo 
Indígena Ricaurte. (Municipio de Páez – 
Cauca). 

Ministerio del Interior - Dirección 
General de Asuntos Indígenas 

T - 652 de 
1998 

Rogelio Domicó Amaris, Organización 
Nacional Indígena de Colombia (ONIC), 

Presidente de la República, los 
Ministros del Interior, Agricultura, 
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Comisión Colombiana de Juristas, Alirio Pedro 
Domicó y otros. 

Medio Ambiente, y Minas y Energía, 
la Alcaldía Municipal de Tierralta 
(Córdoba) y la Empresa 
Multipropósito Urrá S.A. - E. S. P. 

T - 634 de 
1999 

Marta Lucía Giraldo Restrepo, en su condición 
de Procuradora Delegada para Asuntos 
Étnicos 

Gobernador del Departamento del 
Cesar, el Registrador Nacional del 
Estado Civil y el Registrador 
Departamental del Cesar, Alcalde de 
Pueblo Bello y del Concejo del 
mismo municipio 

T - 606 de 
2001 

Arney Antonio Tapasco, en su condición de 
Gobernador del Resguardo indígena de 
Cañamomo y Lomaprieta. (Municipios de 
Riosucio y Supía  -Caldas). 

Juzgado Primero Promiscuo 
Municipal de Supía 

T - 1022 
de 2001 

Luis Antidio Anama Ramírez en su calidad de 
miembro activo de la Iglesia Pentecostal 
Unidad de Colombia 

Cabildo Indígena Yanacona del 
resguardo de Caquiona. (Municipio 
de Almaguer – Cauca). 

T - 666 de 
2002 

Gladys Rubiela Sosa Beltrán 
Empresa de Acueducto y 
Alcantarillado de Bogotá E.S.P. 

T - 955 de 
2003 

Consejo Comunitario Mayor Cuenca Río 
Cacarica (Municipio de Riosucio - Chocó) 

Ministerio del Medio Ambiente  
Vivienda y Desarrollo Territorial, 
Corporación Autónoma Regional 
para el Desarrollo Sostenible del 
Chocó (CODECHOCO) y Maderas 
del Darién S.A. 

T - 774 de 
2004 

Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez 
Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo Sección 
Segunda, Subsección "A". 

T - 391 de 
2007 

Radio Cadena Nacional S.A. - RCN 
Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo - Sección 
Tercera. 
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Anexo 7 Sentencias de Unificación de Jurisprudencia y relación de demandantes y 

demandados. 
 

Sentencia Demandante Demandado 

SU - 039 
de 1997 

Defensor del Pueblo, Jaime Córdoba Triviño, 
en representación de varias personas 
integrantes del Grupo Étnico Indígena U'WA. 

Ministerio del Medio Ambiente y la 
empresa Occidental de Colombia, 
Inc. 

SU - 510 
de 1998 

Álvaro de Jesús Torres Forero en su 
condición de representante legal de la Iglesia 
Pentecostal Unida de Colombia (IPUC) y 31 
indígenas arhuacos. 

Autoridades tradicionales de la 
Comunidad Indígena Arhuaca de la 
zona oriental de la Sierra Nevada de 
Santa Marta 

SU - 383 
de 2003 

Organización de los Pueblos Indígenas de la 
Amazonía Colombiana (OPIAC). 

Presidencia de la República, el 
Ministerio del Interior y la Justicia, el 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, el Consejo 
Nacional de Estupefacientes y cada 
uno de sus integrantes, la Dirección 
Nacional de Estupefacientes, y el 
Director de la Policía Nacional. 
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Anexo 8 Hechos generadores referidos a políticas públicas y temas tratados por la Corte 

Constitucional en cada una de las revisiones de sentencia de tutela y de unificación 
de jurisprudencia del cuerpo de providencias estudiado. 

 
Hecho 

generador 
Sentencia Temas tratados 

Desarrollo 
energético 

T - 652 de 
1998 

Derecho a la integridad territorial y al dominio sobre el resguardo, y 
su relación con el derecho fundamental a la supervivencia del pueblo 
indígena; Explotación de recursos naturales en territorios indígenas y 
la protección que debe el Estado a la identidad e integridad étnica, 
cultural, social y económica de las comunidades indígenas; Derecho 
al mínimo vital y cambio forzado de una economía de subsistencia de 
bajo impacto ambiental, a una agraria de alto impacto y menor 
productividad; Autoridades Emberá - Katío del Alto Sinú y 
representación de ese pueblo; Derecho a la igualdad en la prestación 
del servicio público de atención a la salud; Improcedencia de las 
pretensiones relativas a los Emberá que optaron por separarse de su 
pueblo. 

Desarrollo de 
infraestructura 

T - 415 de 
1992 

Derecho al ambiente sano, derechos fundamentales, derechos 
colectivos; Derechos de aplicación inmediata; Facultades del juez de 
tutela; Acción de tutela transitoria; Perjuicio irremediable. 

T - 428 de 
1992 

Derecho al ambiente sano y teoría de la imprevisión; Acción de 
tutela; Perjuicio irremediable; Comunidad indígena – protección; 
Conflictos entre intereses colectivos. 

Proyectos 
productivos 

T - 111 de 
1995 

Persona jurídica, derechos colectivos y acción popular; Derecho de 
participación ciudadana; Acción de tutela; Protección especial de los 
Raizales; Desarrollo sostenible; Enajenación de inmuebles; 
Protección del patrimonio cultural. 

Ordenamiento 
territorial 

T - 525 de 
1998 

Alcance del principio de diversidad étnica y cultural; Alcance del 
derecho a la propiedad colectiva en territorio indígena; Requisitos 
para asimilar el Resguardo Indígena a municipio los fija la ley; 
Participación del Resguardo Indígena en los ingresos corrientes de la 
Nación; Proceso de clasificación de títulos en Resguardo Indígena 

T - 634 de 
1999 

Características de las Entidades Territoriales; Principios aplicables a 
los Territorios Indígenas; Protección constitucional de la diversidad 
étnica y cultural; Carácter de “ámbito territorial” de los Resguardos; 
Connotación de la naturaleza en la cultura indígena; Afectación de la 
cultura indígena conlleva menoscabo de un derecho colectivo; 
Creación de Municipio sin consulta a comunidad étnica afectada 
(Arhuacos); Derecho de participación de comunidad indígena; 
Población y territorio; Consulta previa como derecho de la comunidad 
indígena; Acción Popular y derecho a la consulta en comunidades 
indígenas 

T - 666 de 
2002 

Acción de tutela transitoria: Imposibilidad de otorgar más de lo que 
puede dar el mecanismo principal y procedencia excepcional sobre 
interpretación de norma legal ante autoridad administrativa; 
Inexistencia de perjuicio irremediable cuando no es viable la 
protección in natura del derecho fundamental; Medio ambiente: 
Derecho fundamental, protección del Estado, protección, 
conservación y protección de áreas de especial importancia 
ecológica; Humedales: Áreas de especial importancia ecológica, 
función esencial, delimitación, criterios técnicos de delimitación, 
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aerofotografía como criterio técnico de delimitación, expresiones 
“espejo de agua” y “cuerpo de agua” no son equivalentes; 
improcedencia de tutela por derecho a la igualdad; improcedencia de 
tutela por el principio del debido proceso; Inexistencia de perjuicio 
irremediable. 

Reforma 
agraria 

T - 567 de 
1992 

Principio de efectividad de los derechos; Resolución pronta de 
Derecho de petición; Vulneración de igualdad material a comunidad 
indígena. 

T - 188 de 
1993 

Derecho a la propiedad colectiva; Resguardo Indígena; Derecho de 
petición; Protección a comunidad indígena; Protección del derecho a 
la vida; Derecho a la paz. 

T - 001 de 
1994 

Acción de tutela y protección de intereses colectivos; Comunidad 
indígena como sujeto colectivo; Titularidad de la acción de tutela; 
Medio de defensa judicial, acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho 

Exploración 
petrolera 

SU - 039 
de 1997 

Titularidad de los derechos fundamentales de la comunidad indígena; 
Armonización de intereses en la explotación de recursos naturales en 
territorio indígena; Derecho de participación de comunidad indígena; 
derecho a la preservación de la integridad de comunidad indígena; 
Finalidades y alcance de la consulta de comunidad indígena; Alcance 
de la finalidades entre la acción de tutela y la acción contencioso 
administrativa; Alcance de la compatibilidad entre la acción de tutela 
y la suspensión provisional de acto administrativo; Prevalencia de la 
tutela y ajuste a preceptos constitucionales de la suspensión 
provisional de acto administrativo; Concurrencia de jurisdicciones 
para la protección de derechos fundamentales; El desconocimiento 
de la consulta a la comunidad indígena deriva en expedición irregular 
de licencia ambiental; Acción de tutela transitoria - por omisión 
consulta de comunidad U’WA. 

Orden público 

T - 405 de 
1993 

Naturaleza de la acción de tutela y de la acción popular; Naturaleza 
del Resguardo Indígena; Inexistencia de derechos absolutos. 

SU - 383 
de 2003 

Consulta previa a comunidad indígena; Acción de tutela como 
mecanismo judicial de los pueblos indígenas para ser consultados; El 
derecho a la integridad étnica y cultural de comunidad indígena: no 
requiere de individualización para su reconocerse su existencia 
colectiva; Titularidad de los derechos fundamentales de comunidad 
indígena; Acción popular y protección de condiciones ambientales y 
salubridad pública de pueblos indígenas; Procedencia para la 
instauración de acción popular por parte de la comunidad indígena 
de la Amazonía contra el programa de erradicación de cultivos 
ilícitos; Protección en el ámbito internacional de la comunidad 
indígena; Desarrollo normativo y jurisprudencial del derecho de los 
pueblos indígenas a la consulta previa; Consulta previa en el 
Convenio 169 de la OIT; Desarrollo legislativo del derecho de los 
pueblos indígenas a la consulta previa; Comunidad indígena de la 
amazonia tiene las calidades que exige el Convenio 169 de la OIT 
para su aplicación; Consulta previa sobre erradicación de cultivos 
ilícitos a comunidad indígena de la amazonia; Protección de los  
valores de la comunidad indígena es asunto de interés general; 
Consulta previa a comunidad indígena para ponderar los intereses 
en conflicto con los intereses colectivos; Consulta previa a la 
comunidad indígena para determinar la importancia de sus 
plantaciones; Conservación de la integridad étnica y cultural de la 
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comunidad indígena; Procedimiento para realizar la consulta previa 
sobre erradicación de cultivos ilícitos a la comunidad indígena de la 
amazonia; Consulta a la comunidad indígena de la amazonia debe 
ponderar los intereses generales en conflicto; La consulta a la 
comunidad indígena de la amazonia debe adelantarse de buena fe; 
Derecho a la consulta previa y concertación entre el estado y la 
comunidad indígena; Acción de tutela transitoria de comunidad 
indígena es improcedente por existir el mecanismo de las acciones 
populares. 
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Anexo 9 Hechos generadores referidos a iniciativas privadas y temas tratados por la Corte 

Constitucional en cada una de las revisiones de sentencia de tutela y de unificación 
de jurisprudencia del cuerpo de providencias estudiado. 

 
Hecho 

generador 
Sentencia Temas tratados 

Proyectos 
productivos 

T - 411 de 
1992 

Acción de tutela: Titularidad e interposición por persona jurídica; 
Derechos fundamentales; Derecho al medio ambiente y núcleo 
esencial de los derechos fundamentales. 

T - 380 de 
1993 

Comunidad indígena: relación entre derechos fundamentales, 
derecho a la vida y derecho a la subsistencia; Agencia oficiosa en 
tutela; Propiedad colectiva; Incumplimiento de la función de vigilancia 
ambiental; Comunidad indígena: protección de recursos naturales 
CODECHOCO y derecho a la vida;  

T - 955 de 
2003 

Funciones de la Junta de Consejo Comunitario de comunidad negra; 
Concepto de comunidad negra; Representante legal de comunidad 
negra; Legitimación por activa en tutela (comunidades negras de la 
cuenca del río cacarica no requieren representación de persona 
jurídica); Pronta resolución de recurso de apelación por parte de la 
Dirección de Etnia del Ministerio del Interior y de Justicia; Acción 
popular y protección de derechos e intereses colectivos; 
Improcedencia de acción de tutela para hacer cesar daño ecológico; 
Jurisdicción contencioso administrativa: juzgamiento de actuaciones 
de entidades públicas y deber de resolver sobre resoluciones que 
autoricen explotación forestal en la cuenca de río Cacarica; 
Procedencia conjunta de acción de tutela y acción administrativa; 
Juez constitucional no tiene competencia para pronunciarse sobre la 
inaplicación temporal de las resoluciones que autorizan explotación 
forestal en la Cuenca del río Cacarica; Diversidad étnico - cultural-
subsistencia de pueblos indígenas y tribales; Reconocimiento de 
grupos étnicos por parte de la comunidad internacional; Respeto a la 
diversidad étnica y cultural por Estados Parte del Convenio 169 de 
1989 de la OIT; Derecho a utilizar, conservar y administrar sus 
recursos naturales por parte de la comunidad negra; Reconocimiento 
de la comunidad negra y derecho a la propiedad colectiva; Propiedad 
colectiva de la comunidad negra comprende bosques y suelos; 
Comunidades negras son las únicas que pueden aprovechar los 
recursos forestales de sus territorios colectivos; Deberes de la 
autoridad ambientales frente a los derechos de las comunidades 
negras; Deberes de la dirección de Étnicas del Ministerio del Interior 
y de Justicia; Suspensión de explotación forestal en la Cuenca del 
Río Cacarica por efectos de protección de la propiedad colectiva; 
Derecho de los pueblos indígenas y tribales a la consulta previa; 
Comunidad negra debe ser consultada para explotaciones forestales 
en la Cuenca del Río Cacarica; Protección del derechos a la 
propiedad colectiva y suspensión de explotación forestal. 

Aculturación 

T - 257 de 
1993 

Titularidad de la acción de tutela en caso de persona jurídica; 
resguardo indígena; Propiedad colectiva; Límites a la libertad de 
locomoción en resguardo indígena. 

T - 342 de 
1994 

Agencia oficiosa para interposición de tutela; Legitimación por pasiva 
en tutela de la Asociación Nuevas Tribus de Colombia; Protección de 
Comunidad Indígena; Protección constitucional del principio de 
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diversidad étnica y cultural; Libertad de cultos en la comunidad 
Nukak - Maku; Protección estatal de la comunidad Nukak - Maku y 
derecho a la igualdad; Ineficiencia y vigilancia estatal del servicio 
público de salud a los Nukak - Maku; Violación derechos de 
indígenas por parte de la asociación nuevas tribus de Colombia; 
Cancelación de personería jurídica por parte de la división de 
asuntos indígenas del ministerio de gobierno; Presentación de nueva 
acción de tutela en violaciones o amenazas sobrevinientes de 
derechos fundamentales. 

SU - 510 
de 1998 

Resguardo Indígena Ika o Arhuaco: Características generales, 
organización civil y política, mundo espiritual y religioso, ley de la 
madre o ley de origen, ofrendas o pagamento en ley de origen, 
significado del telar, algunas especificidades del sistema jurídico, rol 
político y religioso de los Mamos, inserción dentro del concierto 
social regional y nacional; Primacía de lo colectivo sobre lo individual 
en comunidad indígena; Origen, dogmas fundamentales y prácticas 
de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia (IPUC); Incidencia de la 
doctrina evangélica; Miembros civiles o foráneos de la IPUC; Grado 
de incidencia de las prácticas de la IPUC sobre la comunidad 
tradicional; Cosmovisión es incompatible con doctrina evangélica; 
Alcance del principio de diversidad étnica y cultural-alcance; 
Autonomía de autoridades tradicionales en la comunidad indígena; 
Protección derechos fundamentales de miembros de comunidad 
indígena; Límites del principio de diversidad étnica y cultural-Límites; 
Límites a la autonomía de la comunidad indígena; Límites a libertad 
religiosa de grupo minoritario y protección de dignidad humana; 
Libertad de cultos en comunidad indígena: la sanción a los 
integrantes de la comunidad indígena por el mero hecho de profesar 
culto evangélico es arbitraria; Principio de igualdad en comunidad 
indígena y prohibición de aplicar sanción más gravosa por adopción 
de credo distinto; Intensidad de una determinada sanción en la 
jurisdicción indígena; En comunidad indígena otras religiones pueden 
ser objeto de limitaciones por autoridades internas; Decisión sobre 
construcción y apertura de templo evangélico; En la comunidad 
indígena el reparto de bienes y recursos es sometido a autoridades 
tradicionales; Legalidad de la prohibición de acceso al territorio de 
miembros de IPUC no pertenecientes a comunidad; Propiedad 
colectiva sobre resguardos y territorios; Principio de diversidad étnico 
- cultural y protección sobre influencias de sociedad mayoritaria. 

T - 1022 
de 2001 

Comunidad Indígena: Movilidad cultural e identidad; Libertad de 
cultos en comunidad indígena: límites y conflictos; Derecho a la 
intimidad y ruido por difusión de cultos; Imposición de religión 
protestante por predicador en la Comunidad Indígena Yanacona 

T - 391 de 
2007 

Se sienta extensa y detallada línea jurisprudencial sobre los múltiples 
aspectos, elementos e implicaciones de la libertad de expresión, 
relacionándola como atinente al enriquecimiento del patrimonio 
cultural y científico de la sociedad 
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Anexo 10 Hechos generadores vías de hecho en procesos judiciales y temas tratados por la 

Corte Constitucional en cada una de las revisiones de sentencia de tutela del 
cuerpo jurisprudencial estudiado. 

 
Hecho 

generador 
Sentencia Temas tratados 

Vías de hecho 
en procesos 
judiciales 

T - 606 de 
2001 

Jurisdicción indígena y bloque de constitucionalidad; Naturaleza del 
Resguardo Indígena; Vía de hecho por desconocimiento de la 
jurisdicción indígena: En proceso de sucesión el desconocimiento de 
la jurisdicción competente implica violación al debido proceso y 
situación de indefensión; Por vía de hecho por desconocimiento de la 
jurisdicción indígena procede decretar la nulidad procesal; 
Legitimación por activa en tutela de autoridad indígena. 

T - 774 de 
2004 

Acción de tutela contra providencias judiciales: La expresión se ha 
reemplazado por la de “causales genéricas de procedibilidad de la 
tutela”; La acción de tutela contra providencias judiciales no puede 
fundarse en norma declarada inconstitucional; Procedencia de vía de 
hecho por error al inadvertir existencia de fallo de inexequibilidad; La 
sentencia puede fundarse en varias razones concurrentes y no en 
una sola; Protección de los Cerros Orientales de Bogotá por ser zona 
de interés ecológico nacional; Inscripción en la oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos no era condición de validez para resolución 
administrativa en materia de medio ambiente; Eficacia del acto 
administrativo; Aplicación del principio de instrumentalidad de las 
formas; Argumento fundado en la imposibilidad de proteger los 
Cerros Orientales de Bogotá por ser una resolución inválida, 
inaplicable o inoponible no es suficiente para fundamentar sentencia; 
Omisión en transcripción de norma afecta lo dicho en la sentencia; 
Acción de cumplimiento: Existencia de otras acciones judiciales para 
definir con certeza deberes omitidos y responsables en caso de 
medio ambiente; Sentencia en acción de cumplimiento: Existe una 
razón autónoma y suficiente que sustenta la decisión tomada; Deber 
judicial de poner en conocimiento de las autoridades encargadas de 
proteger el medio ambiente irregularidades graves y manifiestas que 
se constataron dentro del proceso. 
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Anexo 11 Normas de superior jerarquía relativas al patrimonio cultural y natural a ser tenidas 

en cuenta en el ordenamiento territorial. 
 

1. Las relacionadas con la conservación y protección del medio ambiente, los recursos 
naturales y la prevención de amenazas y riesgos naturales 

A 

Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus respectivas facultades 
legales, por las entidades del Sistema Nacional Ambiental, en los aspectos relacionados con el 
ordenamiento espacial del territorio, de acuerdo con la Ley 99 de 1993 y el Código de 
Recursos Naturales, tales como las limitaciones derivadas del estatuto de zonificación de uso 
adecuado del territorio y las regulaciones nacionales sobre uso del suelo en lo concerniente 
exclusivamente a sus aspectos ambientales 

B 

Las regulaciones sobre conservación, preservación, uso y manejo del medio ambiente y de los 
recursos naturales renovables, en las zonas marinas y costeras; las disposiciones producidas 
por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, 
en cuanto a la reserva, alindamiento, administración o sustracción de los distritos de manejo 
integrado, los distritos de conservación de suelos, las reservas forestales y parques naturales 
de carácter regional; las normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas 
expedidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva 
jurisdicción; y las directrices y normas expedidas por las autoridades ambientales para la 
conservación de las áreas de especial importancia ecosistémica 

C 
Las disposiciones que reglamentan el uso y funcionamiento de las áreas que integran el 
sistema de parques nacionales naturales y las reservas forestales nacionales 

D 
Las políticas, directrices y regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos naturales, el 
señalamiento y localización de las áreas de riesgo para asentamientos humanos, así como las 
estrategias de manejo de zonas expuestas a amenazas y riesgos naturales. 

2. Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso de las 
áreas e inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los 
departamentos, incluyendo el histórico, artístico y arquitectónico, de conformidad con la 
legislación correspondiente. 
Fuente: Congreso de la República de Colombia, 1997 

 



Derechos patrimoniales en la gestión socioambiental de ecosistemas estratégicos. Caso en estudio: Corregimiento de Sapzurro, Municipio de Acandí, 
Chocó. 2010. 

Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo – Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín. 276 

 
Anexo 12 Definiciones legales del Sistema Nacional Ambiental (SINA) y del Sistema Nacional 

de Cultura (SINAC). 
 

Sistema 
Nacional 
Ambiental 
(SINA) 

El Sistema Nacional Ambiental -SINA- es el conjunto de orientaciones, normas, 
actividades, recursos, programas e instituciones que permiten la puesta en marcha 
de los principios generales ambientales contenidos en esta ley. Estará integrado por 
los siguientes componentes: 
1. Los principios y orientaciones generales contenidos en la Constitución Nacional, 
en esta ley y en la normatividad ambiental que la desarrolle. 
2. La normatividad específica actual que no se derogue por esta ley y la que se 
desarrolle en virtud de la ley. 
3. Las entidades del Estado responsables de la política y de la acción ambiental, 
señaladas en la ley. 
4. Las organizaciones comunitarias y no gubernamentales relacionadas con la 
problemática ambiental. 
5. Las fuentes y recursos económicos para el manejo y la recuperación del medio 
ambiente. 
6. Las entidades públicas, privadas o mixtas que realizan actividades de producción 
de información, investigación científica y desarrollo tecnológico en el campo 
ambiental. 
El Gobierno Nacional reglamentará la organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional Ambiental -SINA-. 
PARÁGRAFO.- Para todos los efectos la jerarquía en el Sistema Nacional Ambiental 
-SINA- seguirá el siguiente orden descendente: Ministerio del Medio Ambiente, 
Corporaciones Autónomas Regionales, departamentos y distritos o municipios. 

Ley 99 de 
1993, Art. 

4 

Sistema 
Nacional 
de Cultura 
(SINAC) 

Conjunto de instancias y procesos de desarrollo institucional, planificación e 
información articulados entre sí, que posibilitan el desarrollo cultural y el acceso de la 
comunidad a los bienes y servicios culturales según los principios de 
descentralización, participación y autonomía. 
El Sistema Nacional de Cultura estará conformado por el Ministerio de Cultura, los 
consejos municipales, distritales y departamentales de cultura, los fondos mixtos de 
promoción de la cultura y las artes y, en general, por las entidades públicas y 
privadas que desarrollen, financien, fomenten o ejecuten actividades culturales. 
El Sistema Nacional de Cultura estará coordinado por el Ministerio de Cultura, para lo 
cual fijará las políticas generales, dictará normas técnicas y administrativas a las que 
deberán sujetarse las entidades de dicho sistema. 

Ley 397 de 
1997, Art. 

57 

Fuente: Congreso de la República de Colombia, 1993 y 1997 
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Anexo 13 Principios normativos generales de la Ley 99 de 1993 
 

Principio 
de Armonía 
Regional 

Los Departamentos, los Distritos, los Municipios, los Territorios Indígenas, así como 
las regiones y provincias a las que la ley diere el carácter de entidades territoriales, 
ejercerán sus funciones constitucionales y legales relacionadas con el medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, de manera coordinada y armónica, 
con sujeción a las normas de carácter superior y a las directrices de la Política 
Nacional Ambiental, a fin de garantizar un manejo unificado, racional y coherente de 
los recursos naturales que hacen parte del medio ambiente físico y biótico del 
patrimonio natural de la Nación. 

Principio 
de 

Gradación 
Normativa 

En materia normativa las reglas que dicten las entidades territoriales en relación con 
el medio ambiente y los recursos naturales renovables respetarán el carácter 
superior y la preeminencia jerárquica de las normas dictadas por autoridades y entes 
de superior jerarquía o de mayor ámbito en la comprensión territorial de sus 
competencias. Las funciones en materia ambiental y de recursos naturales 
renovables, atribuidas por la Constitución Política a los Departamentos, Municipios y 
Distritos con régimen constitucional especial, se ejercerán con sujeción a la ley, los 
reglamentos y las políticas del Gobierno Nacional, el Ministerio del Medio Ambiente y 
las Corporaciones Autónomas Regionales. 

Principio 
de Rigor 

Subsidiario 

Las normas y medidas de policía ambiental, es decir, aquellas que las autoridades 
medioambientalistas expidan para la regulación del uso, manejo, aprovechamiento y 
movilización de los recursos naturales renovables, o para la preservación del medio 
ambiente natural, bien sea que limiten el ejercicio de derechos individuales y 
libertades públicas para la preservación o restauración del medio ambiente, o que 
exijan licencia o permiso para el ejercicio de determinada actividad por la misma 
causa, podrán hacerse sucesiva y respectivamente más rigurosas, pero no más 
flexibles, por las autoridades competentes del nivel regional, departamental, distrital 
o municipal, en la medida en que se desciende en la jerarquía normativa y se reduce 
el ámbito territorial de las competencias, cuando las circunstancias locales 
especiales así lo ameriten, en concordancia con el artículo 51 de la presente Ley. 

Fuente: Congreso de la República de Colombia, 1993 

 
 


